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De las Causas y M* tenis contenidas ni el lomo decimotercero 

.tüo ét um 



Acuerdo de la Suprema Corle nombrando Conjueces para el 
año i 880 .., ü 

Acuerdo designando los Abogados que en i 881 deben reemplazar 
en sus funciones á los Jueces Federales y Fiscales de Sección 
legalmente impedidos o recusados * . , , . . , . . , 

Acuerdo nombrando Jues de Féria, en 1880, al Seuor Ministro 
Dr. D. Ooésíma Leguizamoa. . 8 

CAUSA I 

D. Sebastian Carrion con D. Carlos Walrond, sobre liquidación 
de costas é intereses. 

Sumario. — i « No pueden imputarse las costas á una sola de las 
parles sino cuando una resolución judicial espresaiiicnlelo mande. 

2» Si en una cuenta se ponen intereses al cargo, deben ponerse 
también al descargo. 

3 a En un remate judicial que no tiene lugar por Tallado poslores, 
el martiliero tiene derecho á cobrar sus gastos y una comisiun por 
el tiempo empleado, ¡ , . . . . lt 

CAUSA II 

I). Luis Curto contra Koverano hermanos, sobre nulti 
una paleule de invención. 



• 
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Sumario. — El conocimiento de tos causas sobre nulidad de 
patentes de invención corresponde á los Tribunales Nacionales, 
por la ley de 14 de Octubre de 1801 ih 

CAUSA III 

U. Francisco Cuussio contra el Dr. D. Mariano Deascocltea, 
sobre cobro de pesos. 

Sumario. — Reconocida la acción, el demandado debe ser con- 
denado al pago, si no prueba la escepcion que opone 17 

p 

CAUSA- LV 

D. Pedro Elia contra el General D. Pfblo López, sobre posesión. 

Sumario. — U El que no tiene, ni lia tenido la posesión, ni> 
puede deducir el interdicto de retener ni el de recuperar. 

2° El interdicto de adquirir no puede obtenerse contra el que 
posee en su nombre y como dueño ó usufniclario. 

3" El que tiene joslo título debe en ese raso intentar un juicio 
ordinario en el cual dc'e ser oido el poseedor. 

A" De otro modo h posesión d:nla á consecuencia del interdicto 
seria un verdadero de&pojo . , 10 

CAUSA Y 

D. Guillermo MKkaycon Ochoa y C», sobro liquidación de 
intereses. 

Sumario. — Conviniendo las parles, al liquidar una cuenta de 
intereses, en que se toma por base el interés medio cobrado por 
un banco, debe entenderse id que dicho banco cubra en sus prés- 
tamos comunes ó en el descuento de letras 23 

CAUSA VI 

D. Agustín Rodríguez contra el Dr. D. Marcelino Mezquita, sobre 
cobro de pesos. 

Sumario. — I o Opuesta á una demanda la escepcion de 
no probada esta, aquella debe ser admitida, 

i" Los intereses no convenidos, no 
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lia sido invertido en usos propios del demandado, se deben sí 
desde el dia tic la demanda. 

3» La conlrademanda 1'undada en pagos liechos al aclur por 
Ciit'iila ile una sm-iutlad expíenle cutre él, ut ilf in;inilacJu y otro y 
aun no lii|iiidada, no debe Imitarse cu consideración, ilojanito a 
salvo las acciones relativas, 

4 o Igualmente no debe t ornarse en consideración la cnnlrade- 
manda fundada o u entregas cuya restitución el < luí na miad o gestiona 
ante otro Juez, dejándole á salvo la acción intentada. 

5° Sq considerándose maliciosa Ja defensa del demandado, no 
debe ser cundenado en las costas* SÜ 

CAUSA VII 

Ji. Kliseo Pineda contra D. Manuel Poner, por d.iñus y perjuicios; 
sobre recepción de prueba testimonial. 

Sumario, — l* El articulo 105 de la Ley de Procedimientos, no 
obliga, sinó ijue faculta á la parte á presentar los testigos al día 
siguiente del señalado en ijiuj no pudieron ser examinados sin 
nueva citación. 

2" La parle puede, pues, pedir nueva citación danlro del tér- 
mino probatorio ó al (lia siguiente del señalado, y los testigos así 
citados son admisibles, aunque el examen se señale un dia fuera 

'*■■■* • 

CAUSA VIII 



ai 



D. José rtascbarl contra la Suciedad de Trasportes Marítimos á 
Vapor, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumar tu. — Ku el juicio ejecutivo, no oponiendo esce pelones 
en el término legal , el ejecutado no puede poner posiciones al 

CAUSA IX 

D. Agustín Riclieri, -contra la .Municipalidad de Rueños Aires, 
por cobro de sueldos. 

t. mi. 32 
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Swnnirm — La Justicia .Nacional es i ncom pélente j>ara conocer 
en demandas contra las Municipalidades por cobro de sueldos. . . 37 

CAUSA X 

■ D. Felipe Correas, contra IK Gabriel Fumes, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario. — 1° Hecho un convenio por el cual uno ha tomado 
sobre si las responsabilidades de un pleito y lia prometido depo- 
sitar ciertos valores en garantía del litigante, las sumas que el 
primero lia depositado en poder del fiador de resullas, diciendo : 
I o que hacía el depósito para garantir los resultados de la fianza 
con arreglo al convenio, J "I o que el fiador so ratificaba en el cargo 
de depositario de los fondos destinados á garantir las responsabi- 
lidades contraidas, deben considerarse como afectadas tanto á la 
garantía del fiador de resultas, como de) fiado. 

2" Por consiguiente, si el litigante ó el fiador han tenido que 
pagar en virtud del pleito mas qup lo que importan los valores 
depositados, el depositante no tiene acción para pedir su restitución 
contra el fiador depositario. 

3° Y menos la tiene habiéndose probado que con el importe 
depositado se ha comprado un crédito de mayor suma que el 
mismo depositante ha hecho valer y compensar contra el adversario 
en el pleito comprado. 

4° No importa que los pagos hechos por el litigante ó el fiador 
se tachen de indebidos, desde que estén hechos, y lo hayan sido 
bajo la dirección del depositante 40 

CAUSA Xí 

D. Antonio Rahassini contra D. Angel Lino, por cobro de pesos. 

Sumario. — La Suprema Corle es incompetente para conocer 
en apelaciones de asuntos que no csceileu de doscientos pesos 
fuertes. ,, ...... 4>íi 

- CAUSA XII 
El Fisco Nacional contra ll. Ernesto Piaggio, por comiso. .• 
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Sumario. - t? L» mercaderías no roáttifwfoáis, ni salvad ' 
fin tiempo de ios maniliestos caen en comiso. 

2* No es tiempo ya de salvarlas, cuando h aduana ta encontrado 
el eseeso, o ha prineí¡ifa(to ta verificación para hallarlo. 

3- El articulo 810 de las Ordenanzas de Aduana se refiere a les 
errores en | ÜS nmúüvto* ue d^-arga. | os ,¡, J)IUITtllk ,¡as 

«le Iranato 



■ 
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CU SA XIIJ 

D. José Iturraspe contra D. Claudio Seguí Su bre reivindicación 
de un pampo. 

Sumario. - Concurriendo sobre la misma cosa, dos tiluln* de 
adquis.non de diferentes personas, sin que se pueda establecer 
cual de ellas era el verdadero propietario, se presume serlo el 

que nene la posesión.. . 

J ,- 

GAUSA XIV 

D Vicente Ocampo contra D, Pedro Gómez, por cobro de pesos. 
Incidente sobre pruebas. 

Sumario. — Puede producirse prueba lucra do Ja Provmria 
donde esiii radicado el juicio, siempre que se pida úetüro de los 
diez días del auto de prueba y se de fianza por el valor de los 
coslos en que incurra el contrario para constituir apoderadu que 

lo represente en esa pruuba 

™ ■ 

CAUSA XV 

D. Josó herró contra D. Domingo üarbíno, por cobro de pesos. 
Incidente sobre firma de letrado. 

Sumario. — 1° Un abogado puede ejercer su profesión anle 
cualquier tribunal de la Nación p<,r el hecho de ser abogado de la 
Provincia de Buenos Aires y estar inscrito en la matricula .le la 
Suprema Córte. 

2° Para ello neceóla, sin embargo, estar présenle en el lugar 
donde reside el Juez ante quien aboga 78 



75 
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CAUSA AVI 

f'áf mi», 

Zinpone y Catlaneo contra Santa ('.tiloma, Nevares y Casares, 
por dañas y perjuicios. .Sobre lOrmimi para la espedicion de una 
pericia 

Sumario, — No es lusiilicicnlc el (ormino tle seis dias para que 
se espilla una pericia, cuando esos seis se fijan después de haber 
pasado muchos meses desde que debió practicarse . . . 80 

CAUSA X VU 

Mayer y Bru^o contra IL Domingo Intuyen, en la causa de este 
contra lliutlati y Lupe/, subre oposición á un pago. 

Sumario. — El comprador de un buque no tiene derecho á 
oponerse á que el vendedor payue con i-I precio de la compra una 
deuda del buque, , H I 

■ 

CAUSA \\M 

IV Margarita Taz de líebollo contra D. Samuel 1L Hale y O, 
sobre duños y perjuicios. 

Sumario. — Í° Lo* perjuicios caucados á una linca por el agua 
y humedad procedente de maderas, m;d apiladas en la linca vecina 
deben ser indemnizados por el arrendatario de esta, dueño de las 
maderas. 

2 o Esos perjuicios deben ser avaluados por peritos, sin que el 
Juez pueda condenar á los intereses de su importe, pues quedan 
comprendidos en la avaluación a practicarse 8i 

CAUSA XIX 

El Procurador r iscal contra U. Codofredo Huss, sobre infrac- 
ción á la ley de Correos. 

Sumario. — Las mullas impuestas por el Poder Administrativo 
sin reclamación del multado, deben cobrarse judicialmente por la 
via de apremio 88 

CAUSA XX 

Houvier, Desimoui y O contra los propietarios de la goleta 
€ Villa Colon >, sobre salario de salvamento. 
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Sumiría. - VA salario de salva nenio debí estimarse en rela- 
ción a! peligro sulrido y ¡i las dilimllades |iar.i el salvalaje <i| 

CÁUSA X\l 

K1 risco .Nacional 'ron Ira H. Jaiui»; Uavallo! é hijo, ñor cobro* 
ejecutivo de pesos. luridenle sobro adjudicación impago. 

Sumario. — Ü ejecutante puedo hacerse adjudicar el lien 
embargado por tas dos terceras parles tle la topacio» que sirvió <le 
base para la venia en remate público, cuando esta un lia tenido 
lugar por falta tle postores , 04 

CAUSA XXII 

D, Alejandro Fletiry contra It. Juan Laciar, sobre liquidación 
de sociedad y cobro tle |>esf»s. 

Snumrio, — Nu se prueba la existencia de ta sociedad con 
solo prefiniciones de servidos prestados, máxime ruando se ha 
demostrado que las cosas presuntas sociales han sido compradas 
á nombre esclusívo de uno 97 

CAUSA XX II r 

Tercería de dominio deducida, por doña llamona de Morillo en 
la ejecución de tí. Juan Mair ron ira II. 31 n nucí l'iera. 

Sumario. — l*n contrato de arrendamiento no puede en nin- 
gún taso Cumiar una tercería esrluveuto ó de dominio, la cual 
necesariamente debe tener por base la propiedad del bien embar- 

i. ...ti.,....,...,.,!., ........ ...... ,...,.,», 



CAUSA XXIV 

Corti, Uiva y O contra D. Juan Arbitro, por cobro ejecutivo de 
pesos. 

Sumario. — Kn el caso en que un deudor, después de cele- 
brado concórdalo judicial, sea demandado por un acreedor y 
condenado á pagar la suma Integra por uu haber opuesto la 
existencia del concórdalo, la quila ú espera procedente tle eslu. 
uu |iuede ya oponerse contra la ejecución de la sentencia conde- 



¿74 F.VU.OS 1>E i A SITUO A COIITE 



CAUSA XXV 

1>. David Bustos contra doíia Lorenza Dávila de Cardillo, suba- 
pago de pérdidas é intereses. 

Sumario. — 1° Ln documento de oLI ígacion otorgado en ejecu- 
ción de otro por la madre y represen tanto legal de los deudores, 
obliga ¿i estos solos y no personalmente á aquella, aunque lo haya 
lirmailo < por si y como lutura de mis hijos ». 

2* La obligación que se impone á una persona en razón da ser 
heredera de otra, es nula, si no es tal heredera, 
.3' La novación no se presume.. ion 

CAUSA XXVÍ 

D. David Arguello contra D. Ernesto de las Carreras, por cobro 
de pesos, sobre defecto legal de la demanda y competencia. 

Sumario. — I" El que se pretende acreedor de una sociedad 
puede legalmente demandar á uno de los socios, si la suciedad 
se ha disueflo. 

2° En ese caso la competencia resulta del domicilio del deman- 
dado y de la distinta nacionalidad de este y del demandante Mi 

CAUSA XXVII 

D. Pedro Altainira, contra D. Jaime Slontiel, sobre costas. 

Sumario, — i a Habiéndose confirmado una sentencia solo en 
una parte, se entiende que en las otras, inclusive la que condenó 
en costas, ha sido revocada. 

2" Si otra fuera la mente de dicha sentencia, solo el Tribunal 
que la dictó, puede declararlo II I 

CAUSA XXVíll 

D. Enerto de las Carreras contra Ih David Bruce, sobre resci- 
sión y liquidación de una sociedad. 

Sumario. — t° Todas las cuestiones entre rucios sobre liqui- 
dación y partición de la Suciedad, deben ser resueltas por jueces 
arbitros, quienes pueden declarar cual de los socius ha faltado al 
contrato social y la lecha en que la sociedad dejó de existir. 
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Pifio**. 

Uno de lus socios no puede nombrar interventor para que 
vele é inspeccione lus librus y demás intereses sociales, teniendo 
el derecho de examinar lus libros y tiernas docimtimtos que 
comprueben el estado de la administración social y podiendo pedir 
al Juez de la causa, medidas d« srguriilad y coiisurvacion de. los 
bienes suciales >.•.,,....., , » , • , ,..,..»,.,.,..,,,,.. 117 

CAUSA XXIX 

Kl Dr. í). Baldomcro (¡arría Onirno en lus autos de Ancliela v 

■ 

Murcliio conlra José Üano, sobre división de condominio do un 
buque, 

Sumario. — Los autos dictados en cuestiones de menor cuan- 
tía son inapelables , l¡?-> 

CAUSA XXX 

D. José A. Garcia, por doña Javiera Reto de Moyano, conlra 
don Francisco Farras, sobre cobro de alquileres, perjuicios y 
desalojo. 

Sumario. — El inquilino debe pagar los alquileres adeuda- 
dos hasla el dia del desalojo, y reponer la casa en el estado en 
que la recibió, ó se presume que la recibiese 123 

CAUSA XXXI 

Fevrell berma nos conlra la Empresa del Ferro -Carril Central 
Argentino, sobre ejecución de semencia. 

Sumar ¡i>. — El Juez inferior no tiene facultad para diciar 
medidas que impidan el cumplimiento de sentencia del Superior 
sobre ubras que debe hacer una parte pura evitar perjuicios en 
terreno de la otra, so pretesto, alegado por aquella, ile que ol 
terreno nu está deslindado y de que tiene dudas sobre la ubicación. 12<f 

CAUSA XXXU 

I). José Ferro contra 1). Domingo fíarbino, pór cobro de pesos. 
Incidente sobre posiciones. 

Summ io. — No puedun ser llamados á absolver posiciones 
sino ios que son parles litigantes en un juicio t3!t 



m 
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CALSA XXXIil 

D. Alberío Casares con ira D. Calesero nnmelli, por cobro ile 
alquileres ; sobru cosías. 

Sumaria, — Siendo esciisahle la escepcion opuesta, no pro- 
cede la condenación un íua\m al rechíuurla i:U 

CAUSA XXXIV 

M. Calt'^ro Hrunetlí contra D. Alborto Casares, sobre per- 
juicios. 

Sumario. — 1° Lo* arlos ejecutados por un tercero y estrato* 
á la voluntad del locador, uo hacen responsable á este de lus 
perjuicios t|ue de aquellos se sigan al inquilino. 

2 o La declaración ile no parte dictada ú favor del ileuiaitilailo 
importa su absolución tic la demanda |;jtj 

CAUSA XXXV 

Imarnacha y [tamal le js contra ¡Nevares, Casares y Santa Colo- 
nia, sobre cobro ile pesos y rescisión ite un contrato. 

Sumario. — t» Los hechos en que se fu mía la demanda no 
negados por e) demandado, pueden ser declarados consentidos 
por el Juez. 

No se puede compensar uní deuda reconocida obligatoria 
con pagos ¡i un tercer.) por cuenta del acreedor, hechos sin 
autorización de este y sin presentar documento fehaciente. 

H» listando convenido entre locador \ locatario de servicios, 
el anticipo de fondos periódicamente, la filia de estos hace 
incurrir en la responsabilidad de la rescisión del contrato y la 
r o nsiguien le i udemu í zac ¡o n . 

4" La calificación y el monto de un trabajo, hechos por peritos 
nombrados de acuerdo por las piu ^s, hacen plena prueba. i '.iX 

. CAUSA XXXV] 

D, Francisco Arias, contra los señores Ungían lien minos, p ( ir 
cobro de pesos. íncidenlo sobre falta de personería en el deman- 
dante y defecto legal en el modo de proponer la demanda. 
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Sumario. — El demandado no puede impugnar una escri- 
tura de resion hecha por uno de los sucios de )¡i razón con quien 
traln. so preteslo de que no consta que pueda comprometer la 
lirmn social, máuine si el nombre del que hace la cesión eslá 
incluido en la razón social. 

-" S*» existiendo escritura de sociedad ui designación del socio 
á quien corresponde usar de la lirniíi social, cualquiera de ellos 
puede obrar validamente á nombre de aquella. 

3» Aua cuando el contrato prohiba á uno de los socios usar 
de la lirma social, la sociedad rjuedará obligada por los aclos de 
este si su nombre esl¡i ¡ocluido en la razón social. 

i* Una demanda puede ser modificada antes de presentarse la 
contestación .................. . Ü7 

CAUSA XXXVII 

L H. Bumichon, apelando de una resolución de aduana. 

Sumario. — Si el apelante no mejora ei recurso dentro del 
ti'-rminodel emplazamiento, se declara desierto á la primera rebel- 
día ijue acuse el apelado. , 1 53 

CAUSA XXXVIII 

D, Hugo llulz con el l'rucurador Fiscal, sobre carta de ciuda- 
danía. 

Sumario. — La residencia en la República que exige la Cons- 
titución y la ley de ciudadanía para que los estrangeros puedan 
obtener naturalización, debe ser actual en el momento de pedirla. 154 

CAUSA XXXIX 

I>, Amadeo Arala contra II. Pedro Paeta, por rendición de 
cuentas; sobre escepcion de no parte. 
Sumario. — i» La escepcion de no parle no es dílaloria j 
2 o La condenarion en costas no procede cuando ba habido razón 
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CAUSA XL 

La Municipalidad de Rueños Aires contra D. Juan Colla, por 
dañas y perjuicios; sobre uso de papel simule. 

Sumario. — La Municipalidad de Huenos Aires no se halla 
esceptuada del impuesto de solios en sus gestiones judiciales. . . - 1CI 

CAUSA m 

Guarnacha y tiemattei, contra Nevares» Casares y Santa Coloma, 
sobre aclaración de sentencia. 

Sumario. — Cuando las dos partes apelan de una senteuci» y 
en la segunda instancia no triunfan tudas las pretensiones de 
alguna de ellas, tas costas deben pagarse en el órden causado 104 

■ 

CAUSA XLIt 

D. Andrés Pelazzí contra el Convento de Santo Domingo de 
Mendoza, por cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — Cuando en un juicio ejecutivo se han embargado 
diversos bienes, de los cuales alguno es materia de un juicio de 
tercería, la ejecución hasta la venta dtihe seguirse sobre fus otros. UiD 

CAUSA XLIH 

D. Luis üourone contra D. Estébao It Kisso, por entrega de 
unos menores, sobre auto de prueba. 
Sumario. — El auto abriendo la causa * prueba es inapelable. 101 

CAUSA XLIV 

D. Rafael y dona liosa Ulero contra la Kmpres,a de Cas del 
Rosario, sobre inejur derecho. 

Sumario. — \° Nu es un pago hecho de buena fe el que se 
realiza con conocimiento pur parle del deudor y del acreedor que 
los bienes entregados estaban embalado* a favor de un tercero. 

2" Para que sea válido el pago de una suma de dinero, hecho en 
perjuicio de un tercero, es necesario que haya sidu percibido de 

buena fé. . . . i ti') 

■ 
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CAUSA XLV 

D. José Colabus conlra í). José Guerra, por cobro de pesos ; 
Sobre delecto en la demanda. 

Sumario. — La" demanda por cobro de un saldo, que se dice 
resultar de la cuenta detallada que está en poder del demandad», 
una vez probado que efectivamente este tiene la cuenta detallada, 
no es defectuosa. , 17i 

< 

CAUSA XLVI 

El Cónsul Ingles en queja contra el Juez de Sección de Dueños 
Aires, sobre incompetencia para conocer en unos reclamos de los 
marineros del « Nunus». 

Sumario. — Fl Juez de Sección no es competente para conocer 
en primera instancia, de asuntos procedentes de autos oficiales de 
un Vice-Cónsul estrangero en su carácter oficial 176 

CAUSA XLY1I 

La Provincia de Corrientes contra [I. Francisco López Lecube, 
sobre rendición de cuentas. 

Sumario. — Negado por el demandante el debe de una cuenta 
corriente presentada por el demandado, corresponde á este su 
prueba, y sol« pueden compensarse las sumas que demuestre 
haber entregado á cuenta , 179 

CAUSA XLVI1I 

D. Francisco López Lecube, contra la Provincia de Corrientes, 
por cubro de pesos. 

Sumario, — t° Los testimonio espedidos en forma por las 
autoridades de las Provincias, didien ser tenidos por auténticos 
aún cuando se hubiesen eslraviado los Originales. 

■2" Fs obligatorio para una Provincia un préstamo beclio al 
Gobernador, estando autorizado por ley, concurriendo el Ministro 
de! ramo y oyendo el dictamen del Fiscal de Cubierno. 

¡í" Aún cuando tállela autorización legislativa, no \u\ liándose 
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Píftut, 

que la suma prestada fué distraída de los objetos públicos para 
que se prestó, la Provnicia queda obligada \H2 

CUSA XLI\ 

El capitán de la guíela « Kra* contra Massurel t*: hijos y 11. S. 
Luro, sobro averías. Infidente sobre :¡r raigo <k'1 juicio. 

Sumario. — Los capitanes de hoques de raholaje tienen domi- 
cilio en el país a los efectos del articulo IX de H Ley de Proce- 
d ¡míenlos **■ »»* a .,. B .»*. «i. ***ié-* IK7 

CAl'SA t 

Alcacer ton Sivori> sobre deserción de recurso. 

Sumir ¡o . - N'n mejorándose la apelación dentro del termino 
del emplazamiento se declara desierto el recurso á la primera 
rebehlia que acuse el apelado I 89 

CAUSA Ll 

D* Isabel Sánchez de Topete contra D. Adolfo Carrasco Albann, 
encargado de negocios de Chile, por cobro de alquileres; sobre 
competencia. 

Sumari». — Los encargados de ne-zorios estranfieros son 
exentos de la jurisdicción del país en que residen ,. 190 

CAUSA Lll 

El Pisco Nacional contra Marini y C\ sobre contrabando. 

Sumario. — i" El proceso sobre contrabando en el cual se 
hallen complicadas á mas de los comerciantes, los empleados de 
Aduana, el capitán y dueños de los buques que lo llevaron» debe 
seguirse conjuntamente contra lodos, y no solo contra los 
prhieros. 

2* En este úllimo caso, id proceso es nulo, y debe reponerse 
al estado en que estaba antes de la acusación fiscal, para que se 
instruya y resuelva con arre»lo a deroHio l'>2 

■ 
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CAUSA LUI 

El Fisco Nacional contra Nocclli y C J , sobre contrabando. 

^MmiírtV>. — 1" El proceso sobre contrabando en el cua! se 
hallan complicados, á mas de los comerciantes, los empleados 
de Aduana, el capitán y dueño de los buques i|ue lo llevaron, 
debe seguirse conjuntamente ronlra lodos, y no solo contra los 
[trímeros. 

2 o En este último taso, el proceso es nulo, y debe reponerse 
al estado en que estaba antes de la acusación fiscal, para que se 
instruya y resuelva con arreglo ú derucho 193 

CAUSA LIV 

El Fisco Nacional contra Seblmeyor y Vojjl, sobre esceso de 
valor en la manifestación de unos impermeables. 

Sumario. — i° Las diferencias en calidad que excedan de la 
tolerancia prevista por el artículo l*2tí de las Ordenanzas de Aduau. 
son condenadas con el papo de dobles derechos. 

i» La ignorancia de las leyes, y el error que no es evidente é 
imposible de pasar desapercibido, no escusa. 

3* El Administrador de líenlas debe fundar sus decisiones. ... 203 

CAUSA LV 

tí. Kolilstedt y l> contra la fin presa del ferro -carril del Norte 
íle Buenos Aires, sobre daños y perjuicios. 

Sumario* — 1° El porteador no tiene el derecho de retener 
los efectos porteadas que no se hallen en su poder. 

i q La retención indebida lo hace pasible de los daños y per- 
juicios que originó. 

3° El importe de estos, una vez probada su existencia, puede 
equitativamente ser avaluado por el Tribunal. 207 

CAUSA LVI 

D. Miguel Repello hijo contra D. Eduardo Guyot, por cobro 
de pesos; sobre costas. 
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Sumario. — No ha lugar á la condenación en cosías cuando no 
ha habido temeridad álU 

CAUSA LVll 

Don Daniel Hodge, por los tripulantes del vapor Cisne coníra 
Malli y Piera, por cobro de salarios; sobre competencia. 

Sumario. — Cesado el estado de quiebra del deudor por el 
concordato, el Juzgado Federal es competente para conocer de 
los salarios que aquel debe o los tripulantes de un buque de su 
propiedad , ál¡2 

CAUSA LVUJ 

D. Carlos Ecklund, capitán del IWis, contra Carboni, Hivolta 
y C ; sobre in formación ad perpeiuant. 

Sumario,— El mérito legal de una información ad perpeiunm 
puede objetarse solo en el juicio que después de ella se entable. SU 

CAUSA LIX 

El Fisco Nacional contra D. G. J. Paez, sobre infracción á las 
Ordenanzas de Aduana. 

.Sumario. — I o Las pieles lanares pagan derechos de esporfa- 
eion con arreglo al peso y no al número. 

2" Aun cuando la diferencia en el número no pase de la (ole- 
rancia, si la escede el peso y el valor, el esporlador debe ser 
penado con dobles derechos. 

3 a Si en sus escritos el reclamante falta á los respetos debidos 
al Administrador de Rentas, es apercibido y los escritos son man- 
dadus testar . 2|g 

CAUSA LX 

D. Cornelio Laugan con el Ferro- Carril del Oeste, sobre es- 
cepciones dilatorias. 

Sumario. — 1* Una de las partes contratantes no puede aco- 
jerse á fas disposiciones de un contrato que ella misma ha decla- 
rado nulo al rescindirlo motu propio. 
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2" Cuando en un contrato hecho con un estrannero este indica 
su domicilio en el pais, no puede oponérsele escepcion de ar- 
raigo, litigando sobre cumplimiento de ese contrato, 
. 3* Un certificado de nacionalidad espedido por un Cónsul es- 
trangero hace (é ante los Tribunales Federales 2Í9 

CAUSA LXÍ 

Don José Manuel Moreno contra Duna Teresa de Pastare, sobre 
cobro de pesos. 

Sumario, — Puede ordenarse el desembargo después de hecho 
el pago en la misma moneda en que se hizo y consintió la liqui- 
dación , • »v s 22¡J 

CAUSA IXU 

La Compañía dd Ferro -Carril de la Ensenada contra la Pro- 
vincia de íluenos Aires, por daños y perjuicios; sobre compe- 
tencia. 

Sumario. — !° Las provincias no sun demandatdes ante la 
Corte Nacional por los ciudadanos vecinos de ellas. 

2» Tales son reputadas, á los efectos del fuero, las corporacio- 
nes anónimas que hacen sus negocios en una provincia 225 

■ 

CAUSA LXIII 

La Compañía del Ferro -Carril de la Ensenada contra la Pro- 
vincia de Unenos Aires, por daños y perjuicios; sobre compe- 
tencia, 

Sumario. — Las provincias no son demandables ante la Córle 
Federal por las sociedades anónimas que hacen negocio en ellas, 22C 

CAUSA LXÍV 

El Fisco Nacional contra Classon y Pclteer, por derechos de 
Aduana ; sobre intervención en la causa del denunciante y es- 
cepcion de no pat le. 

Sumario. — l n Los denunciantes y aprehensores no son parle 
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en las causas de contrabando, sirio cuando llegue el caso de Ja 
distribución. 

2 o La escepcion del demandado de no ser él la persona con- 
denada por la Aduana, debe ser recibida ü prueba. . . 

CAUSA LXV 

El Fisco Nacional cónica los agentes del vapor Cúlon t sobre 
contrabando. 

Sumario. — En un juicio de contrabando la resolución del Ad- 
ministrador de Rentas da por concluido el asunto para lodos 
sus efectos, cuando no se deduce apelación en tiempo ■ ¿31 

CAUSA LXV1 

Criminal, contra Antonio Uobellia, por incendio voluntario y 
robo de mercaderías. 

Sumario. — i a Son indignos de fé é inhábiles para establecer 
la responsabilidad 1 del acusado, los testigos mte se contra- 
dicen, se declaran cómplices, cometen falsedad, y contra los que 
existen vehementes sospechas de soborno. 

2 o Los testigos del sumario tienen cjue ralilicarse en el pie- 
nario, pudiendo ser habidos. 

3 P En caso de duda y existiendo solo presunciones en contra, 
debe absolverse al acusado. 

4° La absolución debe ser lolal, y no solo de la instancia, 
aunque proceda solo de la falta de pruebas — 230 

CAUSA LXV11 

D. Antonio Marti no contra Rubio y Foley, por cobro de salados 
de tripulantes; sobre cumpentcncía. 

Sumario. — 1» Las causas contra uu concursado pertenecen i 
los Tribunales de Provincia. 

2 o La sentencia dictada en ellas por el Juez de Sección es nula. £61 

CAUSA LXYIII 

D. Tomás Burbridge contra D. Emilio Dieckerl y D. E. Clark, 
por cobro de pesos. Incidente sobre prueba. 
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Sumario. — No puede interponerse recurso alguno del auto de 
de reposición de providencias puramente inlerlocutorias 2Ü5 

CAUSA LXIX 

D. Fortúnalo Iriarte y otros contra D. Telesloro Alienza y otros, 
sobre reivindicación de un campo. 

Sumario, — 1° Según las leyes anliguas, no era indispensa- 
ble la escritura publica para perfeccionar un contrato de venta de 
bienes raíces. 

2 o Habiendo el vendedor recibido el precio, ni él ni sus suceso- 
res pueden apartarse del cumplimiento del contrato. 

3° Los herederos que aceptan una herencia, suce m á su cau- 
sante no solo en sus derechos, sinó en (odas sus obligaciones. 

4» Los hijos no pueden demandar los bienes propios enajenados 
por los padres, sin renunciar la herencia de estos. 

5° Para que tuviese lugar el beneiu T de restitución, acordado 
por las leyes antiguas, era necesario pu-jr la menor edad y el 
d úo causado. 

6" Por la legislación actual, ese beneficio ha sido suprimido y 
no puede ser alegado en juicio 2ü7 

CAUSA LXX 

E). Ernesto de las Carreras contra D. Aurelio González; sobre 
desembargo de un buque, 

Sumario. - 1° El depositario judicial de un buque, es acree- 
dor privilegiado contra éste, por sus sueldos de tal. 

2* Contra lo embargos judiciales no procede el interdicto de 
reteue ...273 

CAUSA LXXI 

¡* ¿pufo J. Paez y C» contra D. Bartolo Gardella, sobre 
aplüzoenlo de un contrato. 

Sur¡<arÍQ. — I a Una persona capaz para contratar, no puede 
/'ffiir fe nulidad de un acto jurídico fundándose en la incapacidad 
d- j I ii yira parte contratante. 

T. xm 33 
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NfiMK, 

£* En el contrato de compra-venta Je un buque, si este se 
pierde estando el comprador en mora para recibirlo y habiendo 
puesto á bordo quien lo cuidara, la pérdida perjudica á él y no al 
vendedor, 

3° Es deber del demandado oponer en la contestación todas las 
excepciones que le favorezcan, so pena de no serle admitidas des- 
pues >••>•. i, i,,, •i«ii>iii>iitii - 1 tí 

causa Lxxn 

Criminal, contra D. Francisco Rrau, por complicidad en desfalco 
de dineros públicos. 

Sumario. — 1* En todas las Aduanas de la Nación debe prac- 
ticarse por el Administrador y el Contador Interventor mensual- 
mente un balance, con verificación de los saldos ó existencias de 
caja, remitiéndose un ejemplar al Ministerio de Hacienda y otro á 
la Contaduría General. 

2' Sí el interventor encuentra diferencia entre el balance y las 
existencias, debe participarlo inmediatamente, bajo las responsa- 
bilidades legales, al Poder Ejecutivo y á la Contaduría General 
para que tomen las medidas necesarias. 

3° En !as Aduanas y Receptorías de la República, las cajas en 
que se guarda el dinero, letras y otros valores del Estado, deben 
tener dos llaves, una en poder del Administrador y otra en el del 
Contador Interventor, y ambos conjuntamente son responsables 
por su contenido, según resulte de la cuenta de caja. 

4° Nadie puede alegar como escusa la ignorancia ue las leyes. 

5* £1 interventor comete delito de falsedad si pasa estados que 
no sean la espresion de la conformidad del respectivo baiance con 
los saldos ó existencias de caja. 

6' No constando que el interventor haya sustraído por s( ni 
aprovechado de los dineros robados, existiendo por el contren^ in- 
formes fidedignos acerca de su buena conducta y honradez partieu- 
lar, estas circunstancias atenuantes deben influir en la imposición 
de la pena, asi como la práctica de los Tribunales en castigar ero 
pena menor al cómplice que al autor principal de un detito 2*2 
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CAUSA IAXIII 

U. Francisco Guaslavino contra D. José Badaracco é lujos fr 1 *** 
iK Laureano Insua, sobre mejor derecho al precio del paiíeboi 
• Finislerre ». 

Sumario. — 1» Los créditos por composturas de un buque si 
no son de las hedías desde que esté en estado de liacer viajes, 
pueden ser iguales, no de preferencia. 

i° Basta el reconocimiento del copartícipe del buque, firmante 
de la cuenta, para que el crédito se considere justificado; máxime 
si no se ha opuesto y probado que aquel no fué el encargado de 
a re acción 2y _ 

CAUSA LXXIV 

Lema y Lanús contra D. Tubo Muñoz y Lara, sobre cobro eje- 
cutivo del precio de un Saladero. 

Sumario. — Hecho un contrato de venta con el pacto de pagar 
el precio en dia fijo, una vez que los compradores confiesan estar 
en posesión de la cosa vendida, y que han pagado ya una parle del 
precio, eslán obligados ejecutivamente á pagar el resto después de 
vencido el plazo, sin que puedan oponer Ja inhabilidad del título 
por no haberse otorgado todavía Jas escritura* 208 

CAUSA LXXV 

Guarnacbay Demaiteis contra Casares, Nevares y Santa Coloma, 
incidentes sobre liquidación y embargo preventivo. 

Sumario, — 1° flo aon apelables los autos interioculoríos que 
no causan gravamen irreparable. 

2° De esta naturaleza es un uulo sobre inhibición general de los 
bienes del deudor. 

3° Son compensables los créditos declarados en una sentencia 
reciprocamente á favor del demandante y del demandado 300 

CAUSA LXXVI 

D. Pedro tí. Altamira contra el Dr. D. Temístocles Castellanos 
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en recurso contra sentencia de! Tribunal Superior de Córdoba, 
sobre injurias por !a prensa. 

Sumario. — Cuando en los juicios seguidos ante los Tribuna- 
les Provinciales no aparece en los mismos autos que se haya 
puesto di reclamen le en rueslion la validez de una ley, decreto ó 
autoridad Provincial bajo la pretensión de ser repugnante á la 
Constitución, tratados, leyes 6 autoridad nacional, no procede el 
recurso concedido por el articulo 14 do la ley de Setiembre de 
1863 para ante la Corle Federal. 304 

CAUSA LXXVII 

D. Adolío E. Carranza contra D. Ricardo Valdez, por cobro de 

pesos. 

Sumario. — 1° Las respuestas evasivas de la contestación á la 
demanda pueden eslimarse como confesión de los hechos á que se 
refiere, mucho mas sí el demandado se niega con motivos fútiles 
k absolver posiciones sobre esos hechos. 

2* Él interís de loa saldos de una cuenta corriente debe ser 
reciproco y su cuantía en caso de duda debe ser la misma de las 
cuentas anteriores, aceptadas por el demandado 309 

CAUSA LXXVin 

D. Alfonso Laferrere contra D. Teóülo Lanús, por cobro de 
pesos; sobre defecto en la demanda. 

Sutnarto. — 1° El que cobra en su calidad de corredor ó co- 
misionista esplica bien el carácter que invoca para ejercer la 
acción que deduce, 

2 o El no acompañar á la demanda los documentos que deben 
instruirla, no da lugar a escepcion dilatoria.. 3i3 

CAUSA LXXIX 

D. Enrique Boceo Piaggio en recurso de queja contra el Juez de 
Sección de Corrientes. 
Sumario. - El auto manteniendo el embargo de un buque á 
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las resullas de un juicio crimina! seguido de oficio conlra su capi- 
tán y tripulantes, no es audible 315 

CAUSA LXXX 

Escutary y Laborda contra Adrián Cayrol é hijos» por devolución 
de una balandra; sobre escepcíon de no parte. 
Sumario. — La escepcion de no parle no es dilatoria 317 

CAUSA LXXXI 

O. Alejo Arocena contra D. Miguel Uuggan y hermano, por co- 
bro de pesos. 

Sumario, — I o Los recibos otorgados ít nombre propio, sin 
espresarse que se recibe por cuenta de un tercero, obligan á 
quien los suscribe. 

Un negocio hecho por un comisionista lo obliga personal-- 
Miento si no présenla prueba concluyen le que obró como man- 
datario. 

3" El mándalo para asuntos ó negocios de mayor cuantía debe 
probarse por escrito. 

4° El mandante solo es responsable de los actos del mandatario 
en cuanto este haya procedido dentro de los limites de su co- 
metido. 

5" Si el mandatario contraía á nombre propio, queda personal- 
mente obligado, aunque el negocio s^a por cuenta del demandante. 

o» Las cuentas presentadas con la demanda y no observadas en 
la contestación, deben darse como esaclfls y aceptadas ♦ , . . , Uiú 

CAUSA LXXXI] 

D. Juan D. Sivori conlra 1), Juan A. Molina, sobre cobro de obli- 
gación en pesos fuertes. 

Sumario. — Las obligaciones en pesos fuertes deben pagarse 
entregando el número de pesos designado en ellas en cualquiera 
de las monedas de oro autorizadas por la ley de 29 de Setiembre 
de 1815, A en el equivalente de billetes de banco según su valor 
corrien e en plaza ...íí.*,... 337 

I 
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CAUSA LXXXIII 

PigiMé, 

D. Casimiro Robles contra D. Luis Cottíere, sobre cumplimiento 
de un contrato. 

Sumario.— 1« Deducida una demanda, no puede modificarse 
una vez que ha sido contestada, y mucho menos cuando en la mo- 
dificación se deduce una acción contradictoria y contra personas 
distintas. 

2° La nulidad por simulación no puede ser deducida por quien 
ha ejecutado el acto 6 procedimiento nulo, sabiendo o debiendo 
saber el vicio que entrañaba su proceder. 

3° No hay nulidad en una simulación en que no se violan dere- 
chos de terceros ni leyes de órden público. 

4* En ti contrato de compra-venta, el vendedor tiene perfecto 
derecho para no entregar la cosa cuando el comprador no ha sa- 
tisfecho ei precio + . . , 330 

CAUSA LXXX1V 

Criminal, contra D. Agustín Colombo, por contrabando. 

Sumario. — 1° En materia de contrabando no hace prueba le- 
gal un sumario levantado por la misma parte interesada en las 
resultas del juicio, con esclusion del Administrador de Rentas del 
lugar y sin que el juez de la causa se cuide de legalizarlo. 

2 a Un informe, que, por no ser la espresiun de las constancias 
de los libros de una receptoría, no es un ducumeuto oficial, no es 
bastante por si solo para motivar una condenación judicial. 

3 a En materia criminal el acusador debe probar los hechos im- 
putados al reo y no este, que ellos sean falsos . . 335 

CAUSA LXXXV 

D. Rodrigo M. Ross contra Padilla hermanos, sobre cobro de 
pesos. 

Sumario. — V Las obligaciones a pagar el dia en que se ter- 
mine una obra, son á plazo, y no pueden cobrarse sino después 
de cumplida aquella. 
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2* Antes del plazo na pueden cobrarse sino en el caso de ha- 
berse formado contra el deudor concurso de acreedores. 

3» Los tribunales nacionales no pueden hacer á favor de un cré- 
dito, declaraciones de privilegio pra un futuro concurso de 
aircedores ■ ...... . ...... <ííi1 

CAUSA LXXXYI 

D, Luis Curió contra Uoverano hermanos, sobre nulidad de una 
patente de invención. 

Sümario. — La Corle puede devolver al Juzgado de su proce- 
dencia los autos, para que reciba la causa á prueba, cuando la 
estima necesaria 340 

CAUSA LXXXYIÍ 

D. Agustín Uodriguez contra el Dr. U. Marcelino Mezquila, por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. - 1" Las sumas no liquidadas no pueden lomarse 
en consideración para admitir la compensación de ellas en juicio 
ejecutivo. 

á° Las costas causadas por la uposicion admitida son de cargo 
del ejecutante 35— 

CAUSA LXXXY1Ü 

h. Manuel García contraía Municipalidad de Viciaría, por cobro 
de pesos; incidente sobra personería. 

Sumario. — Ka valido un puder otorgado por el Presidente de 
una Municipalidad, cuando esta lo ha ílulorizado para otorgarlo y 
en el poder se trascribe la autorización 35ti 

CAUSA LXXXIX 

El Fisco Nacional conlra Spinetlo e hijos, sobre infracción á las 
Ordenanzas de Aduana. 

Sumario. — l" En materias de Aduana el error no escusa de 
responsabilidad, sino cuando es evidente é imposible de pasar 
desapercibido. 
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•i 9 La palabra petar empleada por el articulo 933 de laa Orde- 
nanzas de Aduana, comprende en su acepción la de medir 359 

CAUSA XG 

!). Martin Verina contra D. Gabino Monguillol, sobre secuestro. 

Sumaria. — Negados por el demandado los hechos en que el 
demandante funda su petición de embargo, este no puede ser 
decretado 

CAUSA XCI 

D. Pablo Granella contra el Raneo Mercantil, por desistimiento 
de demanda-, sobre costas. 

Sumario. — El desistimiento herho en acatamiento de un Tallo 
de la Corle, en caso anñlogn, dictado después de interpuesta la 
demanda, no impone al desistente el cargo de costas \)H 

CAUSA XCJI 

J. Slump contra Llavallol é Lijos, por cobro de pesos; sobre 
mejora de apelación y nulidad de una notificación. 

Sumario. — I a Cuando el actuario no encuentra el litigante á 
ijuien se lia de notificar providencia, debe dejar la cédula de noti- 
ficación á la mujer, hijos, sirvientes ó cualquiera de la familia de 
aquel, y, previa lectura, debe liácer firmar U ca\ 'i de ella por la 
persona á quien otorgue la cédula. 

2 o En el caso de que esta no sepa, pueda ó quiera firmar, debe 
solicitar & do3 vecinos que la firmen; y solo en caso de no encon- 
trarlos, puede ocurrir al medio último de fijar la cédula en la 
puerta de la casa. 

3 o La fijación de la cédula ante la simple negaliva de la sirvienta 
á quien quiso entregarla el actuario, no suple la validez de la noti- 
ficación. 

4* Y ménos, no habiendo espresado la hora en que practicó la 
diligencia de la notificación. 

5° La omisión de los requisitos que la ley prescribe para las 
notificaciones, Irae la nulidad de estas, y no pueden las mismas 
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tenerse en cuenta sinó desde el dia en que la parle se da por sa- 
bedora 3&& 

CAUSA XCilI 

D, Gerardo Dardéa contra D* Casilda V. de Speralti, por cobfo 
de pesos; sobre competencia. 

Sumario. — En las causas de menor cuantía la Suprema Corle 
no liene jurisdicción por vía de apelación - ■ 370 

CAUSA XC1V 

D. David Bruce con D. Ernesto de las Carreras; sobre nulidad de 
un laudo arbitral. 

Sumario. — I o Los arbitros mandados nombrar por el articulo 
5H del Código de Comercio para resolver cuestiones entre socios, 
deben ser arbitradores y no arbitros de derecho. 

3" El recurso de reducción no procede cuando dos jueces son 
arbitros de derecho. 

3* En caso de duda sobre el carácter en que fueron nombrados 
los arbitros, la doctrina es que se presumen arbitradores. 

4 o Los arbitros de derecho proceden y determinan conforme á 
las leyes, observando los trámites que ellas prescriben, como los 
jueces ordinarios y los arbitradores, en cualquier manera que ellos 
tengan por bien, con tal que sea de buena fe y sin engaño. 

5» A los arbitradores no les es aplicable el articulo 1752 del Có- 
digo de Comercio que manda hacer mención espresa de la pres- 
cripción que aplican. 

6 a No hay nulidad en un laudo cuando los fundamentos de los 
arbitros sean dilerenles, siempre que no sean contradictorios y la 
resolución sea la misma. 3H 

CAUSA XCV 

Terceria del Banco de la Provincia de Buenos Aires, en la ejecu- 
ción de Tapia Hermanos, contra Jaime Ltavallot é hijus. 

Sumam- — I o Cuando ni el ejecutado siendo comerciante ni 
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ejecutante piden que aquel sea declarado en quiebra, se presume 
que se halla solvente, 

2" Siendo eJ acreedor el Banco de la Provincia que alegue sus 
privilegios no puede pretender que, después de haber dado lugar á 
una ejecución por otro acreedor y permitido en silencio que llegue 
á su terminación, eJ producido del bien ejecutado se aplique a! 
pago de su crédito, cuando los bienes que 61 ha embargado y los 
que liene asegurados con hipoteca, sean tal vez bástanles para cu- 
brir su crédito y que esle fuese declarado de preferente pago. 

3' No se puede hacer lugar á una solicitud de aclaración que en 
el fondo importa una adición de la sentencia 379 

CAUSA XCVI 

Aguirre, Carranza y O contra el Gobierno Nacional, por cobro 
de pesos. 

Sumario. — i" Los actos del mandatario aceptando una liquida- 
ción y recibiendo el pago de su impone, son considerados como 
hechos por el inundante. 

2 o El recibo del capital sin reserva sobre los intereses, esltngue 
la obligación del deudor respecto de ellos 385 

CAUSA XCVI1 

El Banco Nacional contra D. Ramón Casas, por cobro ejecutivo 
de pesos. 

Sumario.— i* En una ejecución fundada en una letra de cam- 
bio protestada, no es admisible la esiepcion de inhabilidad del 
titulo. 

2° La escepcion de [espera debe ser probada con documento 
público ó privado 395 

CAUSA XCVHI 

El Dr. D, Jost'? Francisco López contra la Provincia de Mendoza, 
por cobro de honorarios. 

Sumario. — Una obligación contraída por el P. E, de una 
provincia sobre objetos de administración y que ocasiona un pe- 
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<jueüo gasto, no necesita la concurrencia de la legislatura para que 
ella sea eiigible 398 

CAUSA XCIX 

D. Alfonso Laferrére contra D, Juan Lanús, por cobro de pesos. 

■Sumario. — 1° Las operaciones encargadas en la Bolsa de Co- 
mercio aun corredor y por un socio de ella, á falta de ley, deben 
ser juzgadas con sujeción ai reglamento y práctica de la misma 
Bolsa. 

-2" Las compras a plazo de cédulas hipotecarias, siendo reales, y 
no probándose que ha habido juego, producen acción legal en juicio. 

3° Los corredores de Bolsa pueden omitir el nombre del tercero 
con quien y por quien contratan. 

4 o En ese caso, habiendo comprado cédulas por encargo de otro, 
está obligado en el dia del plazo á entregar el importe al vendedor 
y las cédulas al comitente. 

5 o Sí no entrega el impon , y si según el reglamento de la Bolsa, 
se rematan cédulas por cite *a del corredor, obligándole á pagar 
la diferencia ; el monto de esa diferencia debe serle reembolsado 
con sus intereses por el comiente. 

G° En cuestiones dudosas no precede la condenación en costas. -103 

CAUSA C 

Criminal, contra Ignacio Hamos de María, Nazario Palacio y 
Vicente Calderón, sobre homicidio. 

.Sumario. — Al reo de homicidio alevoso y premeditado debe 
imponerse la pena de muerte, y al cómplice una menor 415 

CAUSA CI 

D. Rafael Zilleruelo y D. Meandro García, contra D. Pedro J. 
Astorga, sobre pago indebido é indemnización de perjuicios. 

Sumario, — 1« Reconociéndose que es comercial la obligación 
contenida en un pagaré, es forzoso reconocer que una fianza pres- 
tada sobre ella es solidaria por ministerio de la ley, aun cuando no 
se hubiese espresado. 
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2° Carece de importancia el hecho alegado por el fiador y ne- 
gado por el acreedor de que este agregó después de recibido el 
pagaré y sobre la firma del fiador la cláusula c afianzo de man co- 
mún et ín solídum * ¿ 36 

CAUSA CIÍ 

D, José Maritorena contra ü» Haría Roldan de Pereyra; sobre 
compra de un terreno. 

Sumario. — 1» No puede considerarse como prueba de la venia 
de un inmueble la declaración de dos testigos, una de ellos de 

■•IvfeKWlCÍ3r— - — .„ _ 

2° Y menos, si el que se produce como vendedor iUi era el dueño 
de la cosa, y no tenia poder en forma de este para tratar Ja venta, 

3<> El que deduce una acción sin contar con las pruebas nece- 
sarias, es litigante temerario ,. # . ±¿0 

CAUSA CIII 

D. Tomás Duguid y C< contra D. Deolindo Muñoz ; sobre nuli- 
dad de una consignación. 

Sumario. — 1* Cuando se pone en cuestión ante los Tribunales 
de Provincia la inteligencia de un decrMo del P. E; Nacional, dado 
en ejecución de una ley del Congreso y la decisión es contra la va- 
lidez del derecho que se Tunda en dicho decreto, constituyendo la 
materia di I litigio, hay recurso de apelación para ante la Suprema 
Coriti Nacional. 

t" El Congreso Nacional dictó la ley de monedas de 20 de Se- 
tiembre de 1875, usando de facultades constitucionales. 

Ü° El P. E« Nacional dictó el decreto de 6 de Junio de <87í>, 
designando el valor de las mnnedas eslraageras, en cumplimiento 
de la ley antes citada. 

4° Aun cuando la unidad monetaria de la República creada por 
dicha ley se i una moneda de oro y nadie esté obligado i recibir 
mayor cantidad de moneda de piala que la que establece en lodo 
pago d- mas de veinte peí os fuertes, esa limitación sulo debe regir 
desde que se punga en circulación la moneda nacional. 
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5° Míéntras esto no suceda , el doble patrón ei regla de nuestro 
sistema monetario, es decir, la presuucion legal de que las mone- 
das de plata que circulan en la República, son un equivalente de 
las monedas de oro, por el valor que les ha lijado la ley, como un 
medio de chancelación de las obligaciones. 

6° La ley y el decreto ántes citados deben ser observados abso- 
lutamente» y los jueces tienen que aplicarlos, por inconvenientes y 
duras que parezcan sus disposiciones. 450 

CAUSA CIV 

D* Rafaela Barberán, contra D. Juan Bautista Duzii; sobre reco- 
nocimiento de un hijo natural. 

Sumario. — i ■> Cuando se trata de la investigación de la pater- 
nidad natural, las pruebas deben ser concluyenos de modo que no 
dejen duda en el ánimo del Juez. 

2° Mucho mas cuando la investigación tiene lugar en la vida del 
padre, j desconociendo éste el hijo que se le atribuye y cuando la 
madre confiesa haber tenido hijos ilegítimos de diferentes padres. 460 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



el año 



En l.t Ciudad de Buenos Aires, á los ocho dios de! mes de 
Enero de mil ochocientos ochenta, reunidos en su Sala de 
Acuerdos los señores Presidente de Ja Supremo Corte de Jus~ 
ticia Kacional, doctor Don José Benjamín Gorosliaga, y votó- 
les doctores Don José Domínguez, Don Onésimo Leguizamuu 
y Don Saturnino M. Laspíur, con el objelo de nombrar Con- 
jueces para el corriente año, en cumplimiento del artículo ¿A 
déla Ley de i* roced i m lentos, acordaron nombrar á ios seño- 
res doctores Don Miguel Este ves Saguí, Vicente Fidel López, 
Luis Saenz Teña, Félix Sanche/, de üelis, Eduardo Carranza 
Yiument, José María Zuviría, Juan Manuel Terrero, Alfredo 
Lahilte, Excnuiel A. Pcreyra; Bernardo de Irigojen, Eduardo 
Basabilbaso, Aman ció Pardo, Ccfcrino Araujo, Manuel Obarrio, 
Antonio E. Malaver, Honorio Marlel, José Francisco López, 
Amancio Alcor ta, Isaac 1'. Areco, Juan José" (tornero, Cános 
Saavedra ¿aválela, Rafael Huiz de los Llanos, Carlos Malenco, 
Bonifacio Lastra y Julián Balbin. Todo lo cual dispusieron y 
mandaron, ordenando se publicase y se registrase en el libro 
correspondiente, firmando ante mi : 

i. B. GOIIOSTIAGA. — J. DOWNGUEZ. — 
O. LEGU1ZAMOPÍ. — S. H. LASPIUR. 

Antonio Tarnassi, 

Secretario. 

t. mu i. 



■ 
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Acuerdo desigtiando los Abogados que en 4SHI deben reempla- 
zar en sus funciones á los Jueces Federales y Fiscales de 
Sección legalmente impedidos ó recusados. 

En Buenos Aires, á los veintitrés días del mes de Noviembre 
de mil ochocientos odíenla, reunidos en la Sala de Acuerdos 
los señores Presidente y Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia Nacional, doctores Don José Benjamín Gorosliaga, 
Don José Domínguez, Don Ünésimo Leguizamon, Don Uladis- 
lao Frías y Don Saturnino M. Laspiur, con el objeto de formar 
la lista de Abogados, que con arreglo á la ley de H de Se- 
tiembre de 1878, deben suplir en el año 1881 a los Jueces 
Finiera les de Sección legalmente impedidos ó recusados, y 
ejercer las funciones de Fiscales ad hoc, acordaron la forma- 
ción de las siguientes listas : 

Para la Sección de Buenos Aires: los señores doctores 
Don Juan Agustín Garcin, Don José 0. Machado, Don Diego 
González, Don Norberto Ouirno Costa, Don Vicente Martínez, 
Don Leandro Ü. Alem, Don Juan Antonio Areco, Don José 

A. Terry, Don Angel Casares, Don José María Rosa. 

Para Ja de Santa Fé : los señores doctores Don Eugenio 
Pérez, Don Severo González, Don Pedro Rueda, Don Nicanor 
González del Solar, Don Facundo Escalera, Don Nicasío Ma- 
rín, Don Domingo León, Don Gabriel Carrasco, Don Melilon 
Rodríguez y Zcballos, Don Gualberto Escalera. 

Para la de Entre-Ríos ¡ los doctores Don Miguel G. Malarin, 
Don Mariano Leiva, Don Felipe Alvarez y Alvarez, Don José 

B. Diaz, Don Jost- M. Sola, Don Misacl Hernández, Don Geni, 
ni mu del Barco y Don Fortunato Calderón. 

Para la de Corrientes: los señores doctores Don Pedro F. 
Sánchez, Don José L. Cabral, Don José B. Romero, Don Ben- 
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jamin de la Vega, Don Lisandro Segovia, Don Juan Valen- 
zuela y Don Fermín Alsina. 

Para la de Córdoba ; los señores doctores Don Enrique Ro- 
dríguez, Don Avclino Perreyra, Don Gerónimo Corlez, 
Don Agustín Patino, Don Nicéforo Castellanos, D. Cayetano 
R. Lozano, Don P. Julio Rodríguez, Don Santiago Cáceres, 
Don Isaías Gil y Don Josó A. del Prado. 

Para la de Santiago del Estero: los señores doctores 
Don Remigio S. Carol, Don Alberto David, Don pablo de J. 
Lugo ríes. 

Para la de Tucuman : los señores doctores Don Angel Pa- 
dilla, Don Miguel A. López, Don Pedro Uriburu, Don Agustín 
de la Vega, Don Luis Araoz, Don Juan M. Teran, Don Ru- 
perto. San Martin, Don Próspero García, Don Servando Viaño 
y Don Javier Frías. 

Para las de Salla y Jujuy : los señores doctores Don Vicente 
Anzoategui, Don Pablo Sara vía, Don José M. Arias, Don Arfs- 
tides López, Don Juan de la C. Tamayo, Don David Uriburu, 
Don Aniceto de ta Torre, Don Arturo Dávalos, Don Javier 
Fígueroa y Don Manuel Hcredía. 

Para la de Cala marca : los señores doctores Don Fidel Cas- 
tro, Don Nicolás Leiva, Don Pió Cisneros, Don Belisario Ahu- 
mada, Don Simón Avellaneda, Don Máximo Vera, Don Fidel 
Rarrionuevo, Don Salvador de la Colina, Don Modesto Molina 
y Don Segundo J. Acuña. 

Para la de Rioja : los señores doctores Don José A. Arguello. 
Don Guillermo San Rnman, Don Santiago Gordillo, Don Gis- 
par Gómez, Don Félix Luna, Don Florindo de la Colina y 
Don Vicente Ocampo. 

Para la de San Juan : los señores doctores Don José C. Al- 
barracin; Don Carlos Doncel, Don Ignacio S. Flores, Don Arís- 
tides Martínez , Don Antonio Astorga y Don Luis Echegaray, 

Para de Mendoza : los señores doctores Don Pedro J. Anzo- 
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rena, Don Germán Puebla, Don Adolfo Calle, Don Oscar 
Guiñazú, Don Pedro Sarpes, Don Manuel Bermejo, Don Joa- 
quín de Rosas, Don Aguslin S. Videla, Don Pedro N. Orliz 
y Don Erequiel Ta bañera. 

Para la de San Luis: los señores doctores Don Juan A. Rar- 
beito, Don Mauricio P. Da rae, Don Luis Ojeda, Don Jacinto 
S. Pérez, Don Julio G. Paulsen y Don Buenaventura Sar- 
miento. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regis- 
trasen en e! Libro de Acuerdos, se publicase y se comunicase 
al P. E, y á los señores Jueces de Sección, respectivamente. 

i- B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAHON. — l' LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASP1UR. 

i 

Antonia Taruassi, 
Secretario. 



Acuerdo nombrando Juez de Férw, en 1880, ai Señor Ministro 
Dr. D, Onésimo Leguizamon. 

En Buenos Aires, á los seis dias del mes de Diciembre del 
año mil ochocientos ochenta, reunidos en su Sala de Acuer- 
dos el señor Presidente de la Suprema Corle de Justicia Na- 
cional, doctor Don José Benjamín Gorosliaga, y los señores 
Ministros, doctores Don José Domínguez, Don Onésimo Legui- 
zamon, Don Uladislao Frias y Don Saturnino Mnria Laspiur, 
con el objeto de nombrar Juez de Féria, con arreglo al 



artículo cuarto del Reclámenlo, pnra el orden interno de la 
Suprema Corte, acordaron nombrar al señor doctor Don Oné- 
simo Leguizamon, actuando como Secretario al doctor h. An- 
tonio Tarnassi, ordenándole registrase en el libro correspon- 
diente, y que se publicase. 



1. R. GOROSTUGA. J- DOHISCm. — 
O. LEGCIZAMON. — CLADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASP1UR. 



A'. Itojo. 

Sccretari». 
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DE JUSTICIA NACIONAL 

CON U RELACION DE SüS RESPECTIVAS CAUSAS 



AMO 4 8 8 O 



CAUSA I 



Don Sebastian Carrion con Don Cárlos Walroml, 
sobre liquidación de costas é intereses. 



Sumario. — 1" No pueden imputarse las costas á una sola i li- 
las partes sino cuando una resolución judicial espresamonte 1" 
mande. 

2° Si en una cuenta se ponen intereses al cargo, deben po- 
nerse también al descargo. 
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3* En un remate judicial que co tiene lugar por falta de pos- 
tores, el martiliero tiene derecho á cobrar sus gastos y una 
comisión por el tiempo empleado. 



Caso. — Terminado el juicio seguido por D. Sebastian Cerrión 
contra D. Cárlos Walrond, sobre mejoras, y adjudicado el fundo 
al demandante en pago de sus créditos, se mandó hacer la liqui- 
dar ion general y la regulación de costas á cargo del ejecutado 
Walrond. 

Kn cumplimiento de esta resolución el actuario formuló una 
liquidación en que carga intereses sobre el valor de las mejoras 
mandadas pagar por sentencia de la Suprema Corte, fecha Í7 
de Agosto de 1875, intereses sobre el valor de una planilla de 
costas pagadas por Cerrión y el valor de una planilla de costas 
en la Suprema Corte también pagada por Carrion. 

Hecha saber á las partas esta liquidación, Walrond espuso 
que de autos constaba que ni el inferior ni la Suprema Corte 
lo habian obligado á reconocer réditos y que por consiguiente 
rechazaba esas partidas. Que tampoco la adjudicación en pago 
habia sido bajo reserva de regir intereses y aun así habría sido 
necesario una resolución que lo condenase a ellos, señalando la 
forma; que el actuario imputa el interés del uno por ciento 
mensual, cuando no es ese el interés legaL 

Que las costea pagadas en la Suprema Corte no pueden ser á 
su cargo porque la sentencia no lo condenó cu ellas. — Que to- 
das esas partidas deben rechazarse, y ponerse en su haber el 
interés legal del arrendamiento del fundo en cien pesos anuales 
que le reconoció la sentencia de la Suprema Corte, 

VA Juez citó i las partes á juicio verbal, al que sulu asistió 
la de Carrion , quien observó la cuenta de un rematador por va- 
lor de 24 0f . por considerarla escesiva, y pidió se egregera en 
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la liquidación una partida de intereses sobro el capital valor de 
las mejoras desdo el dia de la adjudicación, deduciéndolas parti- 
das de descuento, 6 sea los intereses por el saldo que resultase 
debérsele. 

Fallo del Juez de Nerrlon 

San Juan, Hayo 30 de 1679. 

i 

Vistos; y oída una parte en juicio verbal sobre observaciones 
ú la liquidación y regulación de costas qte antecede, y conside- 
rando especialmente: 1" que las partidas observadas por la parle 
de Walrond en su escrito de f. 354, no deben figuraren el cargo 
contra este, pues no se han mandado abonar los intereses i quo 
se refiere la segnnda y cuarta partida por auto ó sentencia ju- 
dicial, y en cuanto a la sesta no existe condenación de la Su- 
prema Corte en su auto declarando desierto el recurso corriente 
a f. 337; 2 o que es justa la observación contenida al final de 
dicho escrito, de no existir, como debería, una partida de des- 
carga por intereses de los arrendamientos de la finca como debe 
eiistir en toda cuenta do cargo y descargo; 3 o que por la razón 
dada en el primer considerando, es infundada la reclamación 
de la paite de Carrion, de los intereses procedentes del saldo del 
crédito, desde la adjudicación; I a que en cuanto á la cuento del 
martiliero de f. 352, observada por esta parte como exagerada, 
tratándose de un remate que no ha tenido efecto por falta de 
postores, es legítimo incluir en los gastos no solo los avisos, 
sinó también el tiempo de cuatro ñoras empleado por el marti- 
liero en cuyo concepto no es exagerada dicha cuenta; por estos 
fundamentos resuelvo este incidente declarando que la planilla 
precedente debe reponerse suprimiendo de la cuenta de cargo las 
partidas 3% 4* y 6* y agregiirse á la de descargo el cálculo de 
intereses por las partidas relativas á los arrendamientos, que- 
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dando subsistente las demás. Hágase saber pudiendo el actuario 
notificar esta sentencia original fuera de la Oficina, repónganse 
los sellos, y previo pago de las costas archívese el espediente. 



La parte de Carrion apeló" en relación, y el recurso le fu 6 



Firtl» de la Suprema C«r«e 

Buenos Aire». Enero 10 de 1880. 

Vistos : Por sus fundamentos y aceptándose la rectificación 
contenida en el certificado de foja trescientas cincuenta y cinco 
vuelta, se confirma con costas el auto apelado de foja trescientas 
cincuenta y ocho vuelta; satisfechas las costas de la instancia 
y repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. tiOHOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAMOK.— S. H. LASPIUR. 
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CAUSA II 



D. Luis Curio, contra Roverano kermanos, sobre nulidad de 
una patente de invención. 

Sumario. — El conocimiento de las causas sobre nulidad de 
patentes de invención corresponde á los Tribunales Naciona- 
les, por la ley 14 de Octubre de 1864. 



Caso. — D. Luis Curto demandó á Hovera no hermanos para 
que se declarara nula una patente de invención que habían 
obtenido por cinco años para la aplicación de la goma á la fa- 
bricación de los pomos de carnaval, fundándose en que ese sis- 
tema no era nuevo, sitió muy conocido, y que el mismo actor 
había mandado fabricar pomos con dicho sistema. 

E ^verano hermanos contestaron la demanda negando los he- 
chos alegados por Curto. 

Fall* * el Jaei SeetUusl. 

Dueños Airei, Noviembre 5 de W79, 

Vistos estos autos seguidos por 1). Luis Curto contra los 
señores Roverano hermanea» sobre patente de invención, y 
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Considerando: I o Qae la jorisdiccion conferida á los Tri- 
bu nales Nacionales tiene por objeto garantir los derechos de 
los que gozen de las patentes de invención acordadas por la 
Nación, y de conformidad á la ley de Noviembre de 1860, tanto 
por la materia, patenta de privilegio nacional, cuanto por tra- 
tarse de hacer práctica una ley del Congreso, la ya citada. 

2° Que de conformidad á lo espuesto se halla espreso en el 
artículo cincuenta y siete de la ley mencionada, que toda ac- 
ción sobre patente de invención ha de acompañarse con la pa- 
tente misma, sin lo que no se darA curso ; pues no basta para 
invocarla, que menoscabe ilegalmente una profesión ó indus- 
tria, desde que esos daños pueden perseguirse ante tos Tribu- 
nales ordinarios, y en el presente caso no solo no se ha acom- 
pañado la patente, sinó qne no se ha invocado tenerla, ni se 
ha reconocido por el contrario. 

Tor estas consideraciones y pudiendo y debiendo declararse 
por los Tribunales Nacionales la incompetencia en cualquier 
estado de la causa, según repetidas decisiones de la Suprema 
Corte, fallo declarándome incompetente para conocer en la pre- 
sente causa. Repóngase el sello y notifiques© con el original. 

Isidoro Albarracin. 

Palla de la .Suprema Corle. 

Buenos Aire», Enero 15 de 1880. 

Vistos : y tratándose en el presente caso de la nulidad de 
una patente de invención, y no de falsificación, y estando pres- 
cripto por los artículos cuarenta y ocho y cincuenta y siete de 
la ley de once de Octubre de mil ochocientos sesenta y cuatro, 
que corresponde á los Tribunales Nacionales el conocimiento y 
decisión de las acciones sobre nulidad de las patentes de in- 
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vención, se revoca- el auto apelado; y satisfechas las costas de 
ta instancia, vuelvan estas actuaciouea al Juez de Sección para 
que conozca y resuelva conforme á derecho. 

i. DOMINGUEZ. — O, LECU1ZAMON. — 
S. H. LASPtUft. 



CAUSA III 



Don Francisco Coussio contra el Dr. Don Mariano Beascochea, 

sobre cobro tic pesos. 



Sumario. — Reconocida la acción, el demandado debe ser 
condenado al pago, si no prueba la escepcion que opone. 



Caso. — El caso se halla csplicado en el 8Í( 



ralla del Jan fteeelon*! 



Dwcno* Aire», Octubre 15 de 1879, 

Vistos estos autos iniciados por Don Francisco Coussio contra 
Don Mariano Beascochea, sobre cobro de una cuenta y conside- 
rando : 
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1° Que el demandado ha consentido, en la contestación á la 
demanda, «a la exactitud de la cuenta de f . 2 á 4, sin alegar 
otra escepcion para su pago que el convenio de hacerlo por men- 
sualidades de á trescientos pesos; 

2 o Que por este hecho y de conformidad al artículo 75 de la 
Ley de enjuiciamiento nacional, el actor habia justificado su ac- 
ción v i ac tibia al demandado justificar su escepcion (Ley 1\ 
tít. 14, Part. 3') si pretendía eludirla y no lo ha hecho: puos su 
única prueba se reduce á las posiciones de f. 23, que fueron 
absueltas negativamente & sus pretensiones ; 

3° Que aun que se convenga como lo pretende el demandado 
que los trabajos que se les cobran eran hechos al fiado ó á pla- 
zos, no estando esto (determinado ó probado, eran exigibles á 
lo menos diez dias después de recibidos los servicios y trages 
(art. 252 dol Cód. de Comercio). 

Por estas consideraciones, fallo que Don Mariano Beascochea 
pague á Don Francisco Coussio el saldo de la cuenta de f . 2 con 
los intereses legales desde la demanda y costas del juicio. 

Repónganse los sellos y notifíquese con el original, 

Isidoro Albarracin. 

Falle de I» Saprem» C orlf 

Buenoi Aires, Enero 17 de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja cuarenta y cinco vuelta, satisfechas estas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i. B. GOROSTIAGA. — h DOMINGUEZ. — 
O. LEGliZAMON. — S. M. LASPLUR. 
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CAUSA IV 



Don Pedro Elia contra el General Don Pablo López, 

sobre posesión. 



Sumario. — i° El que no tiene, ni ha tenido la posesión, no 
puede deducir el interdicto de retener ni ei de recuperar; 

2 o El interdicto de adquirir no puede obtenerse contra el que 
posee en su nombre y como dueño 6 usufructario ; 

3° El que tiene justo título debe en ese caso intentar un juicio 
ordinario en el cual debe ser oido el poseedor; 

4° De otro modo la posesión dada á consecuencia del inter- 
dicto sería un verdadero despojo. 



Caso. — El General Don Pablo López vendió en 1877 un ter- 
reno de estancia á Don Zacarías Barbosa; y este lo vendió á 

Don PedTO Elia. 

El último comprador entabló interdicto contra el General 
López para que se le entregara la posesión del terreno. 

Llamados á juicio verbal, el General López dijo que la venta 
hecha á Barbosa fué simulada, según resultaba de un contra-do- 



20 FALLOS DE U SUPREMA CONTE 

enmonto que exhibió; que por esto él habia quedado en la pose- 
sión y la tebia como dueño, habiendo mandado practicar la men- 
sura del terreno; que por consiguiente Elia no tenia derecho para 
deducir ningún interdicto posesorio. 



Fall» 4*1 Jnei g*erl»n»i 

Rosario, Octubre 18 de 1879. 

Autos y visto: Considerando i° Que por el articulo 20 del 
libro 3% título 3* del Código Civil, las acciones posesorias, como 
es la que se deduce por este interdicto de adquirir, solamente 
corresponden á los poseedores de inmuebles; teniendo por objeto 
único obtener la restitución de la posesión, ó la mantención de 
ella en plenitud y libertad, mientras que la parte demandante 
deduce una acción de esta naturaleza, contra quien ni la ha pri- 
vado de una posesión que antes tenia, ni se halla poseyendo, 
para solicitar que se le mantenga en ella. 

2" Que la única escepcion á este principio general establecido 
por el Código rigente, y á que se refieren los artículos 12 y 13 
del libro 4 o , titulo 4 o , no es aplicable al caso; pues ella se refiere 
oclusivamente al heredero que puede hacer valer las acciones 
que le correspondan sobre petición de herencia, con el objeto 
de que se le ponga en posesión de los bienes que la constituyan» 
ejercitando una acción posesoria que lo mantenga ó restituya en 
la posesión de ella ; ó bien por medio de acciones posesorias ó 
petitorias que habrían correspondido al autor si estuviese vivo: 
correspondiéndole también acción de la misma naturaleza, sobre 
las cosas hereditarias poseídas por otras como sucesores univer- 
sales. Doctrina esta sostenida también por muchos juriscon- 
sultos. 

3 o Que aun cuando bastaría lo dicho para deducir la impro- 
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cedencia de la acción entablada, ella no pTOcede tampoco por la 
Ley de Procedimientos Nacionales, que at efecto se invoca; puet 
que por el artículo 326, para que proceda al interdicto de ad- 
quirir, son indispensables dos estrenaos, i saber: € i n Q« e se 

* presente título suficiente para adquirir Ja posesión con arreglo 

* a derecho ; 2? Que nadie posea á título de dueño ó de usufrue- 
t tu ario, los bienes cuya posesión se piilc >. 

fin cuanto al título de compra que se presenta por la parte 
de Elia, otorgado á su favor por Don Zacarías Barbosa, él habría 
sido bastante sin duda, para entablar la acción correspondiente 
contra el Tendedor, al objito de que ponga ul comprador en po- 
sesión de la cosa vendida, mas en ningún caso pudiera reputarse 
bastante para deducir la acción por interdicto contra «n tercero 
poseedor que ocupa la cosa mimo domim\ como es el general 
Don Juan Pablo López respecto del inmueble de que se trata. 

4 a Que aun cuando en el caso de que tal título fuere bastante 
á la deducción de dicha acción posesoria, el segundo requisito de 
la ley que se invoca no se habría llenado; por cuanto el inmue- 
ble de que se trata no se baila vacante, sinó poseído á titulo de 
dueño por el demandado; pues que por el artículo í a , título 2 n 
De la Posesión, Códiga Civil, « habrá posesión de las cosas 
« cuando alguna persona por sí ó por otro, tenga una cosa- bajo 
« su poder con interés de someterla al ejerció de un derecho de 
t propiedad » ; todo lo que ocurre en este caso respecto del de- 
mandado. 

5 o Que incumbiendo al actor la prueba de derechos estremos 
legales é indefectibles en que apoya su acción, según el derecho 
antiguo y el vigente, no solo lo ha intentado confesando por 
el contrario la ocupación y tenencia de la cosa por parte del 
demandado, sinó que este ha justificado lo contrario con la 
detallada y circunstanciada declaración de un testigo de no- 
table valía para el caso, por su carácter de agrimensor de la 
propiedad y vecino antiguo de Santa Fe\ y de la cual resulta que 
t. un. 2. 
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el General López la posee sin interrupción d titulo de compra y 
como éwño desde liace mucho» años hasta el presente; habiendo 
¡i) declarante practicado esa mensura judicial a solicitud de 
López. — Todo lo que viene á corroborarse, aun con el contrato- 
documento particular presentado por el demandado, del cual 
se colige que fué simulada la venta que le hizo ú Barbosa, quien 
la ha vendido, según íl, indudablemente y sin derecho alguno 
para hacerlo al demandante Elia. 

tí" Que las precedentes doctrinas legales entre otras prácticas, 
se hallan sostenidas de la manera mas clara y roncluyente, por 
los comentadores de la Ley de Enjuiciamiento Civil de España, 
de la que procede la nuestra, Don José María Maurrin y Navarro, 
qu iones en la página 591 del tomo 3 o , cü mentando el estrena de 
que para que proceda la acción que se ha deducido es menester 
que nadie posea á titulo de dueño o de usufructuario tos bienes 
cuya posesión se pide se espresan a?í : « El que posee con estos 
c títulos tiene la posesión legal, la tendencia directa de la cosa, 
« como dicen las leyes de Partida, y el privarle de ella seria un 
c verdadero despojo. El que se halle pues en e<te caso, no puede 
e ser privado de su posesión sin ser oído y vencido en juicio, 
c esto es, en el juicio plátano de posesión ú propiedad, según se 
e ordena en el párrafo final del presente artículo, y como es- 
c taha mandado también por la ley 2", titulo 34, libro 11 de la 
« Novísima Recopilación. No se encuentran en el mismo caso loa 
« arrendatarios, inquilinos, comodatarios, etc., porque estos no 
* poseen por sí, sinó á nombre del dueño ». — Sosteniendo 
igual doctrina Don José Vicente Caravantes, comentador de la 
misma Ley, en la Sección l 1 , sobre el interdicto de adquirir. 

Tor estos y otros fundamentos que se omiten, no ha lugar á 
la acción deducida con costas. Repónganse. 

Fenelon Zuviria. 
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ralle de i» Suprema Corte 

Bueno» Aires, Enero 17 de 1680. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta y tres. Satisfechas aquellas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

J. D. G0BOST1AGA. — 1. DOMINGUEZ.— 
O. LEGUIZAMOH. — S. M. LASPIUH. 



< U NA \. 



i). Guillermo Mackay, con Ochoa y C\ sobre liquidación de 

intereses. 



Sumario. — Conviniendo las parles, al liquidar una cuenta 
de intereses, en que se toma por base el interés medio cobrado 
por un banco, debe entenderse el que dicho banco cubra en sus 
prestamos comunes 6 en el descuento di' letras. 
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Caso, — En los autos seguidos por el capitán D. Guillermo 
Maekay contra los señores Ochoa y O sobre cumplimiento de 
un contrato de üetamento, quedó ejecutoriada por confirmación 
de la Suprema CoTte, una sentencia del Juez de Sección que or- 
denaba que el demandado pagase al actor la suma de 2830 
pesos 48 centavos fuertes con mas los intereses á estilo de 
plaza desde el día de la demanda que fué en 25 de Agosto 
de 1875. 

Después de varias tramitaciones se convino entre las partes 
en que la partida de intereses se liquidara tomando como tipo 
el interés medio que cobraba el Banco de Lóndres y Rio de la 
Plata á sus deudores, á cuyo efecto se pediría el correspondiente 
informe. 

El Banco mencionado informó : que el interés medio que ha- 
bía cobrado desde Agosto de 1875 era: contra deudores en 
cuenta corriente 10 % por pagarés 7 P or lettas 8 7» P or 
ciento. 

Con este informe el actuario hizo la liquidación, tomando 
como tipo para el interés el 10 % anual lo que dio un cargo 
por intereses de 133* pesos 59 centavos fuertes. 

Hecha sabeT esta liquidación en que también se incluyeron 
las costas acrecidas, el procurador Doyhenard, por Ochoa y O, 
observó que no le correspondía pagar el interés de 10%, sinó 
el interés medio cobrado por el Banco de Lóndres según el con- 
venio; que proviniendo la deuda de un contrato de Üetamento 
tenia mas analogía con las letras ó pagarés que con las cuentas 
corrientes en que el capital prestado está mas espuesto que en 
uoa letra, lo que esplica el mayor interés que se cobra; que en 
cuanto & las costas acrecidas, él no debía pagarlas todas sinó 
que debían abonarse según se hubiesen cansado y las comunes 
por mitad. 

El Juez convocó á las partes & juicio verbal en el que la 
partu de Maekay contestó al primer punto que el actuario ha- 
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bia procedido bien por cnanto no siendo el crédito ni documen- 
tado 11 í á corto plazo como era» las letras o pagarés no podía 
equipararse con ellos, y que en cuanto á las costas la liquida- 
ción cargaba á cada parte las que Labia causado. 

Falle del «Juez de Seeelon. 

Bueno* Airea, Setiembre 27 der 1879. 

Vistos : con lo alegado por las partes en el comparendo á 
que se refiere el acta precedente, y teniendo eií consideración 
que en el convenio dé foja. . . se estipuló estar y pasar por el 
interés que cobrara ó hubiera cobrado el Ha neo de Londres, á 
sus deudores, han debido referirse á los que estuvieran en las 
condiciones del crédito que se persigue por 1>. Samuel B. Ha- 
lle, es decir, acreedores simples y no quirografarios ó sea los 
en cuenta corriente; y en cuanto á las costas acrecidas se lia 
convenido en que se habian imputado, según se habían causado, 
se aprueba la liquidación de foja 256. Hágase saber original 
y repóngase el sello. 

Isidoro A Ibarracin 

Fallo de l« Suprema Carfe, 

Buenos Aires. Enero 20 de 1880. 

Vistos y teniendo en consideración que el interés medio que 
el Banco de Londres, lia cobrado a sus deudores debe enten- 
de.se el que dicho Bancu cobra eu sus préstamos comunes ó en 
el descuento de letras, se declara que la liquidación de intere- 
ses en la planilla, debe hacerse sobre la base del ocho y medio 
por ciento con arreglo i lo convenido por las partes, y según el 
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informe de foja doscientas cincuenta vuelta, revocándose en 
esta parte el auto apelado de foja doscientas ochenta y cuatro 
vuelta. Satisfechas las costas de la instancia y repuestos los 
sellos, devuélvanse, 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU1ZAMOS. — S. M. LASPILR. 




Ih Agustín ítodrif/uez contra el Dr. ¡K Marcelino Mezquita, 

sobre cobro de ¡ esos. 



Sumario: — \° Opuesta á una demanda la escepcion de pago 
y no probada esta, aquella debe ser admitida. 

2 o Los intereses no convenidos, no probándose que el dinero 
ha sido invertido en usos propios del demandado, ae deben solo 
desde el dia de la demanda*. * 

3" La contrademaiula fundada en pagos hechos al actor por 
cuenta de una sociedad existente entre él, el demandado y otro 
y aun no liquidada, no debe tomarse en consideración, dejando 
á salvo las acciones relativas, 
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■1" Igualmente no debe tomarse en consideración la contra- 
demanda fundada en entregas cuya restituí- ion el demandado 
gestiona ante otro Juez, dejándole ¡í salvo ta acción intentada, 

5 o No considerándose msilioiosa la defensa del demandado, 
no debe ser condenado en las costas, 



Caso. — El caso se comprende suficientemente ton la lec- 
tura del 

rallo del Jure fteerlonnl 

Bueno* Aires, Setiembre 13 do 1879. 

Vistos estos autos seguidos por D. Agustín Rodríguez, con- 
tra el Dr. D. Marcelino Mezquita, por cobro de la mitad del 
valnr de una letra, y contra-demanda de este último, por prés- 
tamos al primero, y pagos hechos por el mismo j de que re- 
sulta ; 

t* Que en Setiembre de mil ochocientos setenta y uno, el 
Dr. D. Marcelino Mezquita, vendió á" 1). Teófilo Méndez los 
derechos que al Tramway * Once de Setiembre », tenia I). 
Agustín Rodríguez, autorizado por este, y debiendo partirse 
por mitad de su precio que fué estipulado en diez mil ciento 
treinta pesos fuertes, de lus rjue tres mil debían pagarse, y se 
pagaron al contado, y el resto en una letra que se pagó en 2) 
de Diciembre del mismo año. 

2 U Que de la parte del precio recibido de contado, Mezquita 
le entregó los mil quinientos fuertes que le correspondían ¡i 
Rodríguez, no habiéndolo hecho de la parte del valor de la le- 
tra que cobTÓ por lo que le demandaba esa parte, y los inte- 
reses desde su pago, hasta la chancelación delinitiva, al interés 
del uno por ciento mensual. 
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& Que corrido traslado de la demanda, la parte del Doctor 
Mezquita, confesando la negociación, afirmó haber pagado lo 
que se le cobraba, y contrademandando A Rodríguez pur los 
préstamos de dinero que se especifican en la cuenta de f. 28, 
y por los pagos hechos por Rodríguez á Correa y Lnrrazabal a 
foja 27, la que hace un valor mayor que lo que se le cobra. 

4" Que contestaudo á la con trade manda, Rodríguez afirma 
que las entregas alegadas por Mezquita, son hechas como sócio 
de la Compañía de Tramway Mosquita y Rodríguez, como se 
puede ver por el espediente que seguía el Tramway, contra Ro- 
dríguez, negando hubiese recibido valores de Corren y Larra- 
zabal y que pagara Mezquita. 

5" Que en este estado fué recibida la causa á prueba sobre 
el pago de la parte de la letra alegada por Mezquita, sobre que 
la letra se pagó en 21 de Diciembre di> i 871, y sobre la justi- 
ficación de las cuentas de foja 27 y foja 28 y 

Considerando : I o Que en cuanto á la demanda el demandado 
no ha probado la escepcion del pago, de parte del valor de la 
K'tray de su vencimiento y cobro, y antes por el contrarío en 
cuanto á lo primero aceptó estar y pasar por i¡l juramento de- 
cisorio de Rodríguez, que le prestó ratificándose en la demanda, 
y en cuanto á lo segundo, 6 sea el término del vencimiento lo 
confirmó el testimonio de D. Teófilo Méndez á f. . „, y lo con- 
fiesa el demandado mismo al decir que la letra dada en pago 
fué á los noventa días de la fecba que debía vencer en 21 de 
Diciembre, como se consigna en la cuenta, por lo que el de- 
mandante aparece probando su acción sin que el demandado 
justifique su escepcion. 

2 a Que aunque líodriguuz ha alegado para cobrar intereses, 
que hubo mandato conferido por él á Mosquita, del hecho mis- 
mo de que la venta del Tramway fué hedía por Mezquita a su 
nombre como que tenia accione? y derecho al mismo resulta 
esclarecido, como de la igual participación, que la negociación 
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fue* hecha como acto de ana sociedad en participación y tanto 
por esto cuanto porque aun suponiendo mandato, no se afirma 
por Rodríguez que la cantidad cobrada fuera empleada por Mez- 
quita en usos propios, limitándose & decir que ha debido ser 
empleada» no se deben intereses sinó están convenidos sinó 
desde la interpelación. 

3" Que aunque el señor Rodríguez ha reconocido la verdad 
de los recibos de foja 27 y foja 28 cod que es contrademandado, 
del testo mismo de esos documentos se desprende que Rodrí- 
guez no constituía una obligación de pagar sinó meramente 
una entrega, por causas ó títulos que no se especifican, pero 
que se insinúan m la carta órden de foja 49. 

4° Que el señor Rodríguez ha alegado, que eran entregas que 
Mezquita hacia como sócio y así es de estimarse cuando apa- 
rece como hechas i*n el período que duró laSociedad, Rodríguez 
Fauvetty y Mezquita, á que se refiere el documento de foja 58 
que no ha sido contradicho á su presentación ; y cuando por 
otra paTte en la liquidación social de foja 57 se encuentran re- 
conocidas, y consignadas esas entregas, como capital y crédito 
del sócio Mezquita, sin que pueda decirse que por no ser parto 
en el juicio con Fauvetty no le obligan esos documentos, des- 
de que no ha negado ni la existencia de la Sociedad ni que Ro- 
dríguez llevara los libros. 

5 o Que por los certificados del escribano, de f . . . , se Te igual- 
mente que el señor Mezquita, tenia demandado á D. Agustin 
Rodríguez por una letra importante de dos mil y doscientos 
fuertes, que el demandante dice corresponder á las dos entre- 
gas de dos mil quinientos fuertes de la cuenta de foja 27, por 
lo que agregado á las precedentes consideraciones es de confir- 
marse que las entregas hechas á Rodríguez, por Mezquita, ó 
Larrazahal por su órden, eran hechas de una Sociedad que ann 
no está liquidada. 

Por estas consideraciones y no habiéndose probado la «eon- 
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vención, y de conformidad á la Ley 2\ título í\ Part. 3', fallo, 
que el Dr. D. Marcelino Mezquita pague a los diez diasde no- 
tificado á D. Agustín Rodríguez I03 tres mil quinientos setenta 
y cinco pesos fuertes, á que se refiere la cuenta de foja 1, con 
mas los intereses legales desde la demanda, sin perjuicio de 
las acciones sociales que el señor Mezquita pueda tener y las 
especiales intentadas. 
Hágase saber original y repónganse los sellos, 

¡suturo Albarrarin. 

El Dr, Mezquita apeló del fallo precedente, y Rodríguez se 
adhirió á la apelación pidiendo que el Dr. Mezquita fuera con- 
denado en las costas del juicio. 

Falla de la Huprvma Car te 

Buenos Aires, Eqero 29 de 1880. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma la sentencia ape- 
lada de foja ciento nueve, no haciéndose lugar la condenación 
en costas por no creer maliciosas las escepciones opuestas por 
el demandado. Satisfechas las costas y repuestos los sellos, 
devuélvanse, debiendo el Juez de Sección proveer respecto del 
oficio de foja ciento veinte y seis. 

J. B. GO ROSTI AGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU1ZAMON. — S. SI. LASÍMIH. 
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CAUSA Vil 



tí. Elíseo Pineda contra D. Manuel Ponce, por daños y perjuicios, 
sobre recepción de prueba testimonial. 



Sumario. — 1* El artí ilo i 55 do la Lej de Procedimientos, 
no obliga, sinó que faculta á la parte á presentar los testigos al 
día siguiente del señaladr en que no pudieron ser examinados 
sin nueva citación. 

2 o La parte puede, pues, pedir nueva citación dentro del tér- 
mino probatorio ó al dia siguiente del señalado, y los testigos 
así citados son admisibles, aunque el examen se señale un dia 
fuera del término. 



Caso. — En el litis sostenido por D. Eliseo Pineda contra 
D. Manuel Ponce por daños y perjuicios, en que el término 
probatorio vencia el 22 de Agosto de 1879, Pineda pidió la cita- 
ción de sus testigos el 11 de Agosto. 

Se señaló dia, pero no fueron examinados. Fueron citados 
nuevamente para el 20 de Agosto, dia en qne el Juca no con- 
currió al despacho. 

El dia 21, Pineda pidió y se ordenó nueva citación para uu 
dia posterior al 22. 
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Ponce reclamó, porque Pineda debía llevar los testigos el 
día 21 sin necesidad de una nueva citación, y poique no podía 
tener lugar válidamente el eiámen fuera del término probatorio. 
Pidió revocatoria y apeló t'n subsidium. 

Falla Áel J «es Seeef«««l 

Buenos Airea, Setiembre 16 de 1879 

T vistos, en el incidente sobre recepción de la prueba testi- 
monia', j considerando: 

Que lo dispuesto por el artículo ciento treinta y cinco de la 
Ley de Procedimientos, para que los testigos que no pudieran 
ser examinados en í 1 día señalado lo sean en los siguientes sin 
necesidad de nueva citación, es solo facultativo para que la parto 
que los presentó pueda hacerlos comparecer sin la nueva citación. 

Que la parte de Pineda pidió nueva citación á la vez que soli- 
citaba que se librase oficio á la Policía para que hiciera compa- 
recer á los testigos que se negaban á comparecer sin este requi- 
sito, aserción que no ha sido contradicha por la parte de Ponce. 

Que habiéndose solicitado por Pineda esa medida probatoria 
con fecha 21 de Agosto último, y resultando del certificado del 
Actuario que el término de prueba venció el 22 del mismo mes, 
ha sido hecha la petición dentro del término de prueba, habién- 
dose señalado un día fuera del término para su recepción por 
requerirlo así el despacho del Juzgado. 

Por estas consideraciones y concordantes del perito de f. 12i t 
no ha logar i la revocatoria solicitada a f. HP, y concédese en 
relación á la apelación subsidiariamente interpuesta, debiéndose 
elevar los autos á la Suprema Corte en la forma de estilo, — 
Notifiques© original, y repónganse los sellos. 



Isidoro Albarracm. 
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Buenos Aire*. Enero 29 de 1880. 

Vistos: poT sus fundamentos se confirma el auto de foja 
ciento once vuelta y concordante de foja ciento veintisiete, 
no haciéndose lugar á la condenación en costas por no conside- 
rarse maliciosa la oposición deducida en primera instancia. — 
Satisfechas las costas y repuestos los sellos, devuélvase. 



J* h. COROSTUGA.— J. DOMINGUEZ. 
O. LECUlZAMOn.— S. ■. LASHUB. 
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CAMA VIII 



D. José Rasck*rt contra la Sociedad de Trasportes Marítimos 
á Vapor, por cobro ejecutivo de pesos. 

¡ti 

Sumario. - En el juicio ejecutivo, no oponiendo escepciones 
en el término legal, el ejecutado no puede poner posiciones al 
ejecutante. 

too. -En Agosto de 1878, D. E. Mathey consignatario 
de la Sociedad General de transportes marítimos á vapor, in- 
formó á sn representado en Nápoles. que había recibido aquí 
doscientos cuarenta pesos fuertes por cuatro pasages de tercera 
clase de Nápoles á Buenos Aires t que debian entregarse á Cár- 
men y Antonio Berardi A Donato Carbonelli y á Domeuico Kac- 
ciati. La orden tiene la siguiente cláusula final, 

< La presente siendo hecha en duplicado, es entendido que 
tendremos que reembolsar el depósito arriba espresado, contra 
el retorno de las dos cartas, en el cüso que quedase sin efecto 
por cualquier cansa que fuere, » 

B. Antonio Bationes, por D. José Rasehart, pidió que D. 
P, E. Mathey reconociera su firma en el mencionado documento. 
Practicado el reconocimiento é invocando el artículo 252 de la 
Ley de Procedimientos dedujo ejecución contra Mathey, por 
1* suma espresada de 240 fuertes. 
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Notificado el mandamiento el ejecutado consignó la suma 
reclamada y espuso que la cobranza que se le hacia era una 
estafa que ae queria disfrazar con las formas legales de un jui- 
cio, pidió se Le citara de remate para oponer sus escepciones, y 
en un otrosí solicitó se citara á D. José Bacciati a* absolver 
posiciones. El Juez mandó citar de remate al ejecutado y or- 
denó que el ejecutante compareciera i absolver posiciones. 

£1 dia que estas debieren ser absueltas, Bationes espuse que 
su poderdante estaba imposibilitado de concurrir ese dia, por 
lo que pedia se señalara otro. 

El Juzgado señaló el 21 de Agosto. 

Con fecha id Bationes espuso: que había vencido el tér- 
mino legal para oponer escepciones por lo que pedia se senten- 
ciara de remate la causa. En un otrosí dijo; que en el juicio 
ordinario las posiciones solo son admitidas después de con- 
testada la demanda y antes de verse el pleito en definitiva, que 
en los juicios ejecutivos las posiciones se admiten solo en el 
caso de que habiéndose opuesto escepcion legal en el debido 
tiempo, se abra la causa á prueba ; que en el presente caso, no 
habiéndose opuesto escepcion alguna, no tenia razón de ser la 
absolución de posiciones, por lo que pedia se dejara sin efecto 
la órden dada ai respecto. 

F»Ho del Juci de flee«l*M 

Buenos Aire>, .* gosto 1» de 1879. 

En lo principal, no habiéndose deducido escepcion por el eje- 
cutado dentro del termino legal, llévese adelante la ejecución 
hasta el completo pago del capital, intereses y costas ; al otrosí 
se dejan sin efecto las posiciones por las consideraciones que 
contiene. Repóngase el sello. 

Albarraan. 
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Notificado Mathey dedujo los recursos de apelación y nuli- 
dad fundando este último ; I o En que se había aceptado á Ras- 
chart como demandante cuando él no tenia título para presen- 
tarse en juicio y que con la intención de demostrar esto solicitó 
que Hacciati absolviera posiciones ; 2° En que el Juez había 
dejado sin efecto dicha orden de absolver posiciones contra- 
riando la disposición espresa del artículo 408 de la ley de Pro- 
cedimientos ; que no pnede decirse que no había contestado la 
demanda, puesto que, afirmó que este juicio no era mas que una 
estafa, agregando que nada debia á Hacciati, á lo que se agrega 
que el auto eu que se mandaron absolver las posiciones estaba 
consentido por las partes. 

Después de vista la causa, la Suprema Corte, para mejor 
proveer, ordenó se presentara por el ejecutante el duplicado 
del documento de la ejecución. 

Buenos Aires, Febrero 7 de 1880. 

Vistos: Por sns fundamentos, y en mérito del duplicado 
del documento de foja primera que se ha presentado, se con- 
firma con costas la sentencia apelada de foja veinte y cinco. 
Satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos, devuél- 
vanse los autos. 

J. B. GOROSTtAGA, — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAMON.- S. M. LASPIWU 
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CAUSA IX 



h. Agustín Mcheri. contra la Municipalidad tic Buenos Aires, 

¡Hit- mitro de sueldos. 

Suma rio. — La Justicia Nacional es incompetente para co- 
nocer en demandas contra las Municipalidades por cobro de 
MU-ldus. 



Caso. — ]). Jnnn Corona. lo en repre.se ni ación de I). Agustín 
líichcri, estrangero, demando antee] Juez de Sección en Hue- 
llos Aires á Ja Municipalidad de esta ciudad lu suma de 30,000 
pesos moneda corriente que deeia adeudarle por sueldos como 
auxiliar que habia sido del Juez dt- los Corrales. 

Corrido traslado de la demanda el Procurador Municipal for- 
mando artículo de previo pronunciamiento, pidió al Juzgado que 
se declarase incompetente para conocer de la causa. 

rail» del Juez de Meeelon 

Buenos Aires, Octubre i de 1879, 

Vistos: en el incidente sobre incompetencia de este Tribunal 
pata entender en la presente demanda, deducida por el Pro- 
curador Municipal, y 

Considerando: i" Que un el escrito mismo de la demanda de 
IUchcri se contiene que es por cobro de sueldos que este de* 

t. un, 3 t 
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mandaba como empleado, que viene á demandar á la Munici- 
palidad, y por tanto la relación entre el demandante y la de- 
mandada Municipalidad es una relación de derecho adminis- 
trativo y no una mera locación civil de servicios. 

2 o Que si bien es verdad que de conformidad á los artí- 
culos 4 y 6 del título de las t Personas jurídicas » del Código 
Civil, la Municipalidad, como tal persona jurídica puedo ser 
demandada, es precisamente cuando en su calidad de tal eje- 
cuta actos de los que ese mismo código se ocupa, y que puede 
producir otra persona jurídica; lo que no sucede en el nom- 
bramiento de empleados con investidura pública. 

3 o Que á mas de hallarse resuelto así en repetidos casos en 
la Justicia Nacional, la Suprema Corte, en su fallo publicado 
en la página 470, tomo2 n , série 2\ lia declarado que la Jus- 
ticia Nacional no puede ejercer superintendencia en las Muni- 
cipalidades por tardanza de estas en resolver lo que a ellas 
corresponde ; y el hecho de retardar el pago del sueldo se halla 
en es le caso. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de f. 6, 
fallo declarando que este Juzgado no es competente para en- 
tender en la presente demanda. Hágase saber original y re- 
póngase el sello. 

Isidoro Aibarracin. 

Después de veTse cáta causa, la Suprema í'orte, dio vista al 
Sí; Procurador General, quien se espidió de este modo: 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Buenos Aires, Febrero ó de 1880. 

El proceder caprichoso y nada razonable del ¡'residente de 
la Municipalidad de esta ciudad es lo que, según su misma es- 
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posición, ha obligado al demandante á ocurrir á la justicia fe- 
deral. 

Según ¿1, 1c son debidos 36 meses de sueldo; la Comisión do 
Hacienda despachó favorablemente su pedido, aconsejando et 
pago en ta cantidad de ¡Hj.üOO pesos. Tero el Presidente tenaz 
y cQprtiltosámenle tymte adoptar él despacho de la Comisión 
y ordenar el payo. 

Hasta esta sencilla esposicion para poner en evidencia que 
los Tribunales de la Nación no son competentes para entender 
en asuntos de este género. 

Si el Presidente de la Municipalidad no cumple sus deberes, 
corresponde ante todu a la misma Corporación Muir -¡¡tal de- 
cidirlo, y en último caso, á los Tribunales de la Provincia. 

Lo que no se concibe es que la justicia de la Nación sea Juez 
de los procedimientos administrativos de los Poderes de Pro- 
vincia y haya de marcarles la manera, el tiempo y la founa en 
que deban espedirse on los asuntos de su esclusiva competen- 
cia. V. E. lo lia declarado así cu repelidas ocasiones. 

Pido por lo es puesto la confirmación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 
Falle de la Suprema Corte 

Buenos Aire». Febrero 12 de 1880. 

Vistos : por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el señor Procurador General en su prece- 
dente vista, se continua, con costas, el auto apelado de foja 
veinte y siete ; satisfechas las de la instancia y repuestos los 
sellos devuélvanse. 

J. fl. COHOSTIAGA. — I. DOMINGUEZ. — 
O. LEGMZAHOX. — S. M. LASP1VR. 
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CAUSA X 



D. Felipe Correas, contra D. tiabricl Fornes, sobre 
cobro de pesos 



Sumario, — I o Hecho un convenio pin el cual uno ha tomado 
sobre sí las responsabilidades do un pleito y ha prometido de- 
positar ciertos valores en garantía del litigante, las sumas 
que el primero lia depositado en podur del fiador de resultas, 
diciendo: 1" que hacia el depósito para garantir Jos resultados 
de la fianza con arreglo al convenio, y 2" que el fiador se rati - 
ficaba en el cargo de depositario de los fondos destinados á ga- 
rantir las responsabilidades contraidas, deben considerarse 
como afectadas tanto á la garantía del fiador de resultas, como 
del liado. 

2" Por consiguiente, si el litigante ó el fiador han tenido que 
pagar en virtud del pleito mas que lo que importan los valores 
depositados, el depositante no tiene acción para pedir su res- 
titución contra el fiador depositario, 

3° Y menos la tiene habiéndose probado que con el importe 
depositado se ha comprado un crédito do mayor suma que el 
mismo depositante ha hecho valer y compensar contra el ad- 
versario en el pleito comprado, 

4" No importa que los pagos hechos por el litigante ó ei lia- 
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dnr se lachen de indebidos, desde que estén hechos, y lo hayan 
sido bajo la dirección del dopositante. 



Caso. — U caso se halla esplicado claramente en el siguiente 

FhIIo dpi Jun ****l«n«l 

tfflildott, Junio 28 de IfW. 

Visto-: estos autos seguidos entre ü. Felipe Correas, por 
una parte, y I>. (¡aljricl Fornes por la otra, sobre cobro de 
cantidad de pesos que el primero hace nj segundo. 

Resulta de su examen: 1" Que con fecha 1" de Agosto de 
i8W> hallándose pendiente ante este Juzgado Nacional un j ni- 
do entre D. K ajenio llustos y D. Claudio Manterola, sobre co- 
bro de daños y perjuicios que el primero demandaba al segundo, 
D. Felipe Correas que dirijiaen calidad de abogado al último, 
celebró con el apoderado del mismo, D. Fermín Correa, el 
convenio á que se refiere la copia de foja 1" tomando sobre 
sí toda la responsabilidad de los resultados de dicho pleito, 
medíante la adquisición de los derechos y acciones que en 61 
pudieran corresponder á Manterola; y so obligó para garantir 
á este, a cuyo nombre debía continuar y finalizarse el litijio, 
ó depositar á la órden del apoderado enunciado los valores que 
detalla la misma cuenta de foja 1". 

2' Que dos auos después próximamente, ó sean en las fechas 
que consigna el documento de foja 12 se hito entrega por el 
mismo 1). Felipe Correas á D. Gabriel Fornes, fiador en el jui- 
cio por Manterola do los valores que el mismo documento de- 
talla espresandose en él que la entrega se haría por V> Felipe 
* para garantir á Fornes de los resultados de esa fianza, en 
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virtud del contrato celebrado con el apoderado de Manterola 
en i* de Agosto de 1866». 

3° Que enseguida, y por mutuo convenio entre los señores 
Correas y Correa fui adicionado el espresado contrato de 1" de 
Agosto, consignándose ¡Uu pié* la siguiente cláusula: « Adición: 
Con esta focha, para formalizar mas este contrato, firman enmo 
testigos D. José María Videla y D. Ciro Highan, reponiendo al 
mismo tiempo el papel blanco por este sellado, y firmando tam- 
bién D. Gabriel Fornes en prueba de su aceptación del cargo 
de depositario de todos los fondos destinados á formar el capi- 
tal con que D. Felipe Correas debe hacer frente á la responsa- 
bilidad que lia contraído. — Mendoza, Setiembre "i de 1809. — 
Firmado: Felipe Correas. - C. Highan. — José María Videla. 
— Gabriel Fornes. — Fermín Correa* . 

4 o Que con estos antecedentes, y espresando que el contrato 
de I o de Agosto quedó sin efecto por resistencias posteriores 
de D. Fermín Correa á cumplirlo y que por tal cansa el depó- 
sito en poder de Fornes quedó solo constituido para garantir 
á este en su calidad de fiador de Mnnterola ; y además que el 
pleito entre dicho Manterola y Bustos, quedó terminado abo- 
nando aquel i este íntegramente todo cuanto fué condenado 
por la resistencia final á pagarle, quedando por este medio li- 
bre de toda responsabilidad y peligro, Fornes en su calidad de 
fiador D. Felipe deduce su demanda pidiendo se condene al 
espresado Fornes á la restitución de los valores que en calidad 
de depósito le entregó y que ascienden por una parte á la suma 
de 6018 pesos oro moneda chilena con sus intereses al uno por 
ciento mensual capitalizados cada seis meses desde el 3 de Se- 
tiembre de 1809 basta su efectivo abono, y por otraá la de 
¡J.OOG pesos bolivianos enn intereses también del mío por ciento 
capitalizado en la misma forma, á rontar desde el 28 de Marzi» 
de 1868, y las costas del procedimiento. 
5* Que contestando Fornes se defiende espresando : primero 
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que los Talólos demandados por Corroas le fueron entregados 
en depósito para garantir únicamente á Manterola de lo que 
tuviese que abonar ú la linal' ación de los pleitos con Bustos 
y en ejecución así de Jas obligaciones contenidas en el contrato 
de 1" de Agosto de i8«G, adicionado en Setiembre de 180!) ; 
segundo, que Manterola fué condenado á pagar á Bustos des- 
pués de compensado parte de su crédito con una escritura valor 
dcl7,OUOy tantos pesos chilenos que Manterola obtuvo on 
compra con los 6,018 pesos que Correa demanda, la suma de 
12,000 y tantos pesos de la moneda antes mencionada; y que 
este pago lo verificó él, Fumes, sin que IK Felino baya basta la 
fecha abotiádole un centavo mas de lo que depositó para cu- 
brir el saldo de aquel pago» resultante en su contra; lercero 
que la compra de la escritura de 17,000 y lautos pesos ante g 
referido se hizo con consentimiento de I). Felipe para oponerla 
en compensación ¡i Bustos y que fué* aquel precisamente quien 
la presentó en juicio, hizo valer los derechos que derivaban de 
ellas; y cuarto, íi nal mente, que resultando de estos anteceden- 
tes que los dineros de Correas fueron empleados en cubrir en 
partes sus propias obligaciones, no habiendo aun este abonado 
el saldo, no puede él, Fornes, ser condenado legalmente 4fc 
restitución demandada. 

6 o Que abierta a prueba la cansa sobre los puntos ú que se 
reliere el auto de foja 32, su ha producido por parte del deman- 
dante la que corre de foja 34 a 47 y de parte del demandado la 
que corre á foja 43 a 4<j, y 

Considerando : 1 n (¿ue dados los términos del documento de 
fojn 12 en el cual espresainente se hacia mérito de la obligación 
contraída por el demandante e» el de foja \\ como los do la 
clausula agregada á este último en 3 de Setiembre de 1809, no 
es posible poner en duda que por lo menos desde esta última 
fecha las cantidades entregadas por Curráis quedaron afecta- 
das tanto á la garantía personal del demandado en su carácter 
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ta 

de üador de Manterola, como á la de este mismo, en cuyo favor 
fui otorgada espacia ¡mente aquella cláusula, corroborativa de 
la obligación anterior de i" de Agosto di* 18(¡t>. 

2 o Qui' es tanto mas fundada esta conclusión cuanto que los 
valeres a" que se refiere el documento de foja 12 en su mayor 
parte, al menos, son los mismos que por él contrato de 1" de 
Agosto se obligó el demanda uto ¿ depositar á la úrdi-n del 
apoderado de Maní trola, según resulta de las posiciones ub- 
sueltas por aquel á fojas 53 vuelta y 51 de estos autos, 

3 o Que además, á ser equivocada ta cu n chis ion del conside- 
rando primero, no se esplicaría de qué valores se constituía á 
Tornes depositario por la cláusula adicional del contrato de i 1 ' 
Agosto, no habiendo recibido él ni existiendo otros en su poder 
de pertenencia de Correas, que los determinados en el docu- 
mento de foja 12. 

4" Que si es verdad que Correas afirma que la convencían 
citada de I" de A «rosto quedó sin ejecución por resistencias 
del apoderado de Manterolu á cumplirla, tal utirmar.ion, sin 
embargo, se halla improbada, y carero completamente «V fun- 

*ito como lo demuestran las circunstancias siguientes que 
injj-an su plena ejecución: 1" el testo del documento de 
foja 12 escrito de puño y le ira del demandante (posiciones de 
foja H8) en el cual dos años después de la fecha de aquella 
convención se espresa que las entregas á Fornes se hacen en 
virtud de lo estipulado en el contrato de 1"dc Agosto con el 
apoderado de Mantcrola; ¿'el nombramiento de depositario 
cu la persona de Fonjes de los valores á que se reitere la mis- 
ma convención, practicado de común acuerde, por los interesa- 
dos mas do tres anos después de la escrituración de aquella ; 
li' la entrega ui apoderad» de Manterola en el misino dia de la 
convención al mi ida de las dos "artas órdenes de fojas y r.| 
que pasaron á poder de Fumes (contestación de torreas ú las 
preguntas 9' de las posiciones de foja fíC, y 7 a de las de foja 
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116; -I o la confesión del propio demandante contenida en ia 
contestación á la pregunta 10* de las posiciones de fojatíCde 
que desdi; el día del contrato de i' 1 do Agosto, empezó 01 á ejer- 
cer los derechos y acciones que se le habian cedido, de porte- 
nen ia de M anterola, sin que este ni su apoderado le opusieran 
obstáculo o traba de ninguna clase, haciendo de su cuenta 
desde esa fecha hasta ta finalización del pleito todos los gas- 
tos que su prosecución demandó véase en el sentido de eslo 
último la contestación á ta pregunta I7 n del interrogatorio de 
foja 6G);; 5". finalmente, Ja manifestación d»l propio forreas 
contenida en la contestación á la pregunta 13" de las citadas 
posiciones de foja 00 que viene á destruir sus aseveraciones de 
que el apoderado de Manterotase negara ó resistiera la eje- 
cución del contrato en cuestión. 

5" Que dados estos antecedentes, y resultando de la propia 
confesión del demandante (contestación ¡i la pregunta 10" del 
interrogatorio de foju 00); que Jos valores abonados á Uustos 
como resultado del pleito antes mencionado, escoden notable- 
mente de los que para hacer frente á tal resultado depositó 
Coreas, este carece completamente de acción para exijir la res- 
titución de los últimos. 

0" Que aparte de esto, y aun admitiendo que las cantidades 
entregadas ¡í Kornes por el demandante lo fueran solo para ga- 
rantir personalmente á este en su calidad de fiador de Man te- 
rola y no para atender también á la responsabilidad que él 
tenia contraída á favor del último, con todo reconocido, como 
SO halla repetidamente por el mismo demandante {véase ademas 
de tas contestaciones a* las preguntas Ib y 10 de las posiciones 
de roja el párrafo 2" del alegato de bien probado foja MI, 
que el demandado en su calidad de tiador de Manterola, abonó 
á la conclusión do Jus pleitos de este con Bustos cu Octubre 
de 1873 ta suma do 125. i" pesos oro moneda chilena, después 
de compensado el valor de los 17,000 de la escritura á que se 
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refiero la contestación á la demanda, no se comprende tampoco 
cómo pueda exijír la restitución de los depósitos en cuestión, sin 
comprobar antes que Fornes ha sido reintegrado en parte ó 
en todo de sus desembolsos de otro modo que con el valor de 
aquellos depósitos, cuya cuantía aparece por otra parte notable- 
mente inferior á la de aquellas sumas, 

7" Que la afirmación del demandante en el alegato de bien 
probado de que el pago hecho por Fornes fué indebido por 
cuanto los autos del juicio de Manterola coa Bustos denota- 
ban la existencia de un crMito á favor del primero de 4,857 
pesos que, opuesto al último habría servido á estinguir la deuda 
que la sentencia final declaró pesar sobre aquel, y de que él (el 
demandante) en opurtuuidad se lo hizo así notar á Fornes, no 
puede desvirtuar los efectos del desembolso hecho por este, 
contra el cual, según resulta de los espedientes traídos á la 
vista, juntamente que contra Man t eróla, pendía una ejecución 
de Bustos: i° Porque cierta ó no la existencia del crédito á 
que Correas se refiere» la sentencia que puso fin á aquel juicio 
declaró en definitiva obligado A Manterola Inicia Bustos, lijan- 
do el saldo deudor en una cantidad correspondiente á lo abo- 
nado por Fornes, no obstante el reclamo que se hizo por razón 
de aquel crédito, y porque si algún recurso ó alguna acción 
en derecho procedían aun contra el resultado de dicha senten- 
cia, fué Correas, que tenia la dirección moral y material de 
los pleitos, obrando en ellos como dueño y apoderado al mismo 
tiempo de Manterola, en virtud del contrato de 1" de Agosto, 
quien estaba obligado y debió hacerlos valer, y no lo hizo, 
sin embargo, como no lo lia hecho hasta la fecha* asintiendo 
por el contrario llanamente con su silencio á aquella sentencia 
cuya eficacte ha venido solo cinco años después por la acción 
directa de Manterola sí ser puesta en duda ante los Tribunales 
(pueden verse los autos que obran actualmente ante la Su- 
prema Corte seguidos entre Manterola y ios herederos de Bus- 
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tos á que el actor se refiero en bu demanda, cuyos antecedentes 
lia podido consultar ti infrascrito por las notas que obran 
cu su poder estraidns al tiempo del estudio y resolución de 
aquellos); y 2 o porque la advertencia que espresa Correas hizo 
¡í Fornes antes del pago, es inverosímil, dado el hecho que so 
acaba de relatar, y no ha sido además probado en manera al- 
guna por aquel, quien ni siquiera hizo mención de ella como 
tampoco de la improcedencia del pago en su escrito de de- 
manda, donde por el contrario espresa lisa y llanamente que 
M anterola fué condenado en sus pleitos con Bustos, 

8 o Que a todo esto puede agregarse aun la circunstancia 
confesada por Correas de que él pcisonalmenle recibió, después 
de hecho dueño de los pleitos enunciados, y se sirvió en pro- 
vecho propio, oponiéndolo en compensación á Hustes y dismi- 
nuyendo por este medio su responsabilidad propia» el docu- 
mento de los 17.000 pesos que Fornes afirma adquirió Mante- 
Tola con G-OIH pesos de su deposito, circunstancia decisiva en 
su contra, en cuanto á esta parte do su demanda al minos, 
por cuanto si él (Correas espresa creer que Mant eróla nada 
habría tenido que pagar oponiendo A Bustos el crédito á que 
se ronero en su alegato, y de que su responsabilidad propia 
era así ninguna, es ello sin duda, como no puede menos que 
serlo, dado el alcance del crédito enunciado y el hecho de que 
Carreas tampoco espresa lo contrario, bajo la base de la com- 
pensación ya operada contra Bustos con el valor de dichos 
17,000 pesos. 

II o Finalmente que es además do considerarse por la impor- 
tancia que ella tiene la presunción resultante de la declaración 
del). Claudio Manterula roja... se^tin la eiml la compra do la 
escritura de los 17,000 pesos fuertes se hizo con conocimiento 
y consentimiento del demandante Correas. 

For todos estos fundamentos, definitivamente juagando, do- 
claro no haber lugar ¿ la demanda interpuesto, y absuelto en 
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su consecuencia do ella al demandado St. Fornes, sin especial 
condenación en costas. ííotifíquesc con el original, y repón- 
gase el papel. 

C. S. de ta Torre. 

Falle a> la Suprema Cari* 

Buenos Aires, Peltre ro M de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos, se corarme con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento treinta y tres, satisfechas estas 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. COROSTUGA. — J. DOHIKGl'EZ. — 
O. LEGUIZAMON. — ü, M. LASMUH. 
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CAUSA XI 



D. Antonio fíabassim contra D. Ángel Lino, por cobro de pesos 



Sumario. — La Suprema Corte es incompetente para conocer 
en apelaciones de asuntos que no esceden de doscientos pesos 
fuertes. 



Vaso, — En los autos seguidos por I). Antonio Ratmssini con- 
tra D. Angel Lino, se dictó este 

Fallo del Jurz de Scetlon 

Dueños Aire», Noviembre 6 de 1879. 

Autos y vistos: resultando que U. Angel Lino, notificado 
con focha Teinte y ocho do Marzo del corriente ano, de la pro- 
videncia del dia anterior ordenando retuviese en su poder la 
suma de cinco mil pesos moneda corriente que decia adeudaba 
á bm Sn-s. Ferrari y Franco ha guardado silencio hasta la 
presentación de su escrito do foja ochenta y dos del espe- 
diente de tercería: que en virtud de su silencio se ha procedido 
eu el concepto de ciístir efectivamente dicha cantidad en su 



50 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



poder perteneciente á íos ejecutados: que la equidad exige en 
este caso la aplicación de la regla Ottod Ubi non noecct . . . ad 
t'd íw obligaím muy especialmente cuando su silencio ha per- 
judicado al acreedor D. Antonio liabassini, impidiendo que 
tome las medidas consiguientes á asegurar su crédito en la 
ocasión oportuna; que como consecuencia de esta obligación, el 
silencio dele ser interpretado como una confesión, de acuerdo 
al artículo ¿i, título Ve ios hechos, Código Civil. Por estas 
consideraciones fallo mandando que D. Angel Lino pague den- 
tro de tercero dia Ja suma de cinco mil pesos moneda corriente 
que retiene embargada á disposición de este Juzgado. Repón- 
ganse los sellos. 

Andrés I ¡/arriza. 

D. Angel Lino apeló. 



Fallo d* la ftuprrm* Corle 

Bueno* Aires, Febrero 17 de 1880. 

Vistos: siendo esta causa de menor cuantía por no esceder de 
doscientos pesos fuertes, con arreglo i\ lo dispuesto en el artí- 
culo cuarto de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
tribunales nacionales, — devuélvanse al Juzgado do su proce- 
dencia, previo pago de costas y reposición de sellos. 

J. R. f.OnOSTlAGA. -- J. DOMINGUEZ, — 
O. LEGUZAMOS. — S, SI. LASPHR. 
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«AUNA XII 



El Fisco Nacional rontra D. Ernesto Piarjgio, par comiso. 



Sumario, — i" Las mercaderías no manifestadas, ni salva- 
das en tiempo do los manifiestos caen en comiso. 

2" No es tiempo ya de salvarlas, cuando la aduana lia en- 
contrado el escaso, ó ha principiado la verificación para hallarlo. 

3 o El artículo 8JG de las Ordenanzas de Aduana se reiiere 
A los errores en los manifiestos de descarga, no en los de mer- 
caderías de tránsito. 



Caso. — Por unos 833 bultos de mercaderías de tránsito no 
manifestadas por el vapor * Italia » cuyo agente era D. Ernesto 
Piagglo, la aduana, por resolución de 21 de Mayo de 1879, 
aplicando el artículo 905 de las Ordenanzas de Aduana, de- 
claró el comiso. 

El Juez de Sección por fallo de 18 de Junio de 1879 con- 
firmó la resolución de aduana. 

Los argumentos en prú y en contra se hallan detalladas 
en el siguiente ; 
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Út> la Itprcna Ctovte 

Bueno» Aires, Febrero 1U do 1880. 

Vistos resultando : Primero. Que el vapor v Italia» entró 
en este puerto á las nueve de la mañana del dia catorce do 
Mayo del año anterior, y manifestó ochocientos treinta y tres 
bultos de tránsito para Montevideo foj- dos); 

Segundo. Que el diez y siete del mismo mes, el empleado 
del Resguardo di6 parte á su gefe de tenor sospechas de un 
notable esceso en la carga manifestada de tráusito (foja una ; 

Tercero. Que el dia diez y nueve, el referido empicado con 
parte mas detallado donuuciú que habiéndose trasladado á 
bordo del « Italia » en el dia anterior, por tener conocimiento 
de que ese dia terminaba su descarga, había practicado el 
recuento de los bultos manifestados de tránsito; con presencia 
del capitán y oüciales del buque, resultando ser novecientos 
diez y ocho y no ochocientos treinta y trus como se habia 
manifestado; que por consecuencia habia ochenta y cinco bul- 
tos de esceso, para los cuates debía aplicarse, la pena del 
artículo novecientos cinco de las Ordenanzas (acta de foja dos 
y foja 5) ; 

Vtutrto. Que los agentes del vapor 36 defienden alegando 
haber sido esa una equivocación involuntaria nacida de la pre- 
cipitación con que se les exigió el manifiesto á la entrada en 
este puerto por el referido empleado sin haber tenido el 
tiempo suficiente para verilicar el número exacto de bultos 
que no se habia podido acabar de descargar en Montevideo en 
el rápido pasage del vapor por ese puerto, sin embargo de que 
por los manitíestos prcs< atados di aotirlla Aduana debían allí 
descargarse. Que la prueba de que el error era involuntario 
estaba en que no podia tener interés alguno en una defrauda- 
ción, desde que los derechos que habría que pagar en esta 
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aduana en caso de introducir loa ochenta y cinco bultos de 
esceso, importarían ciento noventa y ocho pesos fuertes mien- 
tras que la multa & que quedarían sujetos por no haberlo 
llevado al puerto de su destino después de haber presentado el 
iniuii tiesto, seria el de doscientos pesos fuertes; y que en todo 
caso ellos estaban en tiempo de salvar este error sin reato 
alguno mientras tuvieran á su bordo esa carga de csceso, 
como la tenían, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
ochocientos cuarenta y seis de las Ordenanzas de Aduana, y 

Considerando: que en efecto el artículo novecientos cinco de 
las citadas ordenanzas declara caidas en comiso las mercade- 
rías no manifestadas ni salvadas en tiempo en los maniQestos; 
que este tiempo según el artículu novecientos ochenta y uno 
es cuando el error se rectilica antes de haberse encontrado por 
la aduana, y antes de que haya tenido lugar algún principio 
de verificación del despacho en que se halle; que por otra 
parte, la disposición invocada del artículo ochocientos cuarenta 
y seis de las Ordenanzas solo se refiere á los errores en los 
manifiestos de descargas, y no á los de mercaderías manifesta- 
das de tránsito que naturalmente no deben descargarse. For 
estos fundamentos se confirma con costas la sentencia apelada; 
y satisfechas las de la instancia y repuestos los sellos devuél- 
vanse, notificándose con el original. 

J. B. GOROST1AGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUÍ ZAHON. — S. H. LASPIUB. 



t. un. ¿. 
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CAUSA XIII 



D. José ¡tur raspe contra D. Claudio Seguí sobre reivindicación 

de un campo. 



Sumario. — Concurriendo sobre la misma rosa t dos títulos 
de adquisicbm de diferciih-s pcrsniias, sin que se pueda establc- 
ccr mal de ellas era el verdadero propietario, se presume serlo 
el que tieno la posesión. 



Caso. — En los autos seguidos por 1). José Iturraspe contra 
el Dr. 1), Claudio Seguí, sobre reivindicación dts un campo en 
Santa-Fe, se dictó este 

■ 

Fiill* del Juez Seeclonal 

Rosario, Junio 9 «Je 1879. 

Vistos : del muy detenido exámen de este complicadísimo 
asunto, por » 1 número y calidad de documentos que le sirven 
de base, se desprenden con claridad los hechos siguientes, que 
fundan la resolución. 

D. Juan Pablo Penayos, vecino de la ciadad de Santa-Fé, 
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en 1781, se hizo dueño por compra á unos Rodríguez, <lc cua- 
tro cuerdas de tierra para estancia, de cien raras castellanas 
cada una, ubicadas al otro lado del rio Salado, lindando poT el 
Snd con Uubriel Lasaga ; pnr el Norte con Narciso Flores; por 
frente al Kste con dicho río Salado, y por el poniente con ter- 
renos Escales. 

Además, el espresado Penayos, compró en 1787 u Narciso 
Flores, una runda ¡/ sesenta tj cuatro raras de tierra de la 
misma clase, igualmente en la lia ti da ti el rio Salado con frente 
al Poniente y fundo al Naciente hasta el rio, dando sus límites 
por el Norte y Poniente con tierras del vendedor, por el Sur 
cuii el comprador Penayos, y por el Este con el rio Salado; pre- 
viniéndose que el lindero que ha de servir al Norte, es el mismo 
del cerco del potrero do Penayos, que sirve de división entre 
el terreno del vendedor y el terreno que vende. 

Tales son todos los terrenos que por los documentos presen- 
tados aparecen haber pertenecido á dicho D. Juan Pablo Pena- 
yos; constituyendo ellos por tanto, una úrea de cinco cnerdas 
tj sesenta y cuatro raros sobre el rio Salado, con dos teguas 
de fondo al poniente; lindando por el Norte con Narciso Flo- 
res y por el Snd con líubriel Lasnga. 

Penayos fué dos veces casado: la primera con Javiera Soria 
y la segunda con Maria Lorenza Ponce. Del primer matrimonio 
tuvo por hijos ú José Roque Andrés, Gerónima y Agustina; y 
del segundo á Pió Cruz, Félix Mariano y Marcelino ó Marcelo. 

No corre en autos .ningún documento testamentario, ni hi- 
juelas, que manilii'Sten cómo se hicieron las particiones y ad- 
judicaciones de los bienes hereditarios á la muerte de Penayos, 
pudiéndole sin embargo cokjir ello, de una manera segura, 
por diferentes escrituras de venta hechas por sus sucesores; 
como es la siguiente de su hijo Andrés. 

Este vendió á León Ferreyra en I7ÍK>, « das cuerdas de ter- 
< reno sitas cu la otra banda del rio Salado, que lindan por su 
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€ frente al Kstc con dicho rio, y dos leguas de fondo al Oeste; 

* al Norte con una cuerda de terreno de mi hermana Gerónima 

* Penayos y por el Sur con el terreno del comprador; 

* las que hube de herencia paterna y materna que lo fueron 
« Juan Pablo Penayos y .lavíera Soria por adjudicación que se 
e me liino de ellas en la división y partición de bienes hecha 
t extrajudícialmentc cou conformidad de todos los herederos 
t de nuestros dichos padres cou Techa 15 de Setiembre del año 
« pasado de 17ÍJ8; por cuyo título me pertenecen, libres de 

* hipoteca, censo, etc. * (foja 5N> 

Ka del momento advertir que este León FcrTeyra, compra- 
dor, fué casado con Agustina Penayos (otra de las hijas de 
Joan Pablo), siendo aquellos padres de Mariano Ferreyra 
quien esclusivamente los heredó, refundiéndose así en él los 
derechos sí los terrenos que fueron de Andrés y de Agustina, 
es decir (le tres cuerdas con frente al Salado ; tíos de ellas que 
fueron del primero, colindantes al Norte con ta de (¡erúnima; 
y la última de Agustina, rol inflante al Sur con O abrid Lasaga 
siéndolo al Norte con dichas dus cuerdas de Andrés. 

Mas us le Mariano, heredero de i res rúenlas, pues otra cosa 
no eoiisla» vndié. á 1». lüiardo Foster en 185-1 (foja 02), 

* Cuatro i d Cinco rúenlas, lindando por el Sud y Oeste con el 
« mismo Foster (ñor terrenos comprados á Lasaga); por el 
« Norte con tierras conocidas por de H. Juan Coyunda, y por 
e el Este cou el río Salado; cuyos til oíos, dice el vendedor que 
« se le perdieron, por lo cual no podía tramitirsclos al com- 
« prador. ¡» 

Hay que hacer notar con este motivo diversas circunstan- 
cia* : 

i* Que Ferreyra vendía cuatro 6 cinco cuerdas, no teniendo 
sinó tren evidenl emente ; siendo por consiguiente incierto que 
se le hubiera pt'rdid<f documento que le hiciera dueño de mas. 

2" Que se comprueba' o *tc he* lio, por cuanto en la venta que 
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hace, da \>pt límite al Norte á Juan Conyundn, que como se 
verá luego er;> dueño tic )¡l cuerda que correspondió a* (Jeró- 
nimo; no existiendo por consiguiente mus de íres, entre el lí- 
mite Sur de esta y el Norte de Lasaga, á quien sucedió el com- 
prador Fostcr. 

3" Que este hecho se comprueba aún mas. si se atiende ¡i que 
años después, en 18(ií, con motivo de un pleito tenido cutre 
Foster y Fe r rey ra, en la transacción que bim-nui, este cmi- 
iirma la cestón ó venta que bizo a* aquel de sus tierras en os- 
tensión de ruatrtt ó ciacu vítenla*, ó (as t¡ue resallasen ser <lr 
su iejitima propiedad ; cláusula esta que indica la vacilación ó 
ito'crtiduiulirc que despurs de <-se pleito, le a«i<1¡a sobre ta es- 
teusion ti.' sus dere.-!n»s hercdilarins. 

Ahora bien, véanos lu> iK-rcrhus que se sucedieron en la 
mencionada cuerda que correspondió ;í íleróuiiua Pennyos. Esta 
fué casada en I7ÍHÍ ron Gerónimo Le i va, siendo ambos padres 
de Lázaro Le ¡va, quien vendió ¡1 dicho Juan Coyunda fruyo 
nombre verdadero era Juan González) en I83U, no solo la única 
cuerda que heredó de su madre, sinó vinca rúenlas que dice 
haber heredado ihs de esta y tres de su pudre, sin ofrecer ni 
presentar documento alguno que tal caso compruebe, y sin que 
baya la mas peque fui duda que dicha venta la hacia sobre 
fon mis hwx espresados terrenos que fueron de -loan Pablo Pe- 
naros, y no sobre otros; como se comprueba con las palabras 
de la escritura foja Si que dicen así: « f 'ertitico en cuanto 
c puede y ha lugar en derecho que Lázaro Leiva, natural y vc- 

* t ino de esta (Santa-Fé). cotí fecha dj0 hoy ha otorgado por 
i ante mí y en mi registro de eontratns públicos, escritura do 
« venta de rium mentas de tierras á favor de Juan González, 
« por la cantidad de cincuenta pesos que le han sido entregados 

* á su satisfacción y contento, de las cuales dos heredó de su 

* tinada madre Gerónimo- Penayos, y las otras tres de su tinado 

* padre Gerónimo Le i va y se hallan al Norte de esta 
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* su frente sobro la costa Occidental del rio Salado y sus fon- 
< dos que constan do dos légaos al Oeste pasan la cusía del 
« Monte de tos ('ñafiares; linda por el Sud con Mariano Fer- 
t reyra y por el Norte con Angelito Ilenriqnez. » 

De este hecho ó venta se desprenden las siguientes conclu- 
siones : 

1" Quo la venta se hacia sobre los miamos y únicos terrenos 
que aparecen haber tenido Juan Pablo Penaros, y en una es- 
te ns ion que casi es igual á todo ese terreno, viniendo a estable- 
cer una iu eva y casi completa superposición sobre toda esa 
área, cuando solo consta que pudiera disponer de la runda, 
que era de Gerónima, pues ni se sabe con qué derecho podría 
vender la cuerda setenta y cuatro varas que quedaban entre 
esa propiedad, de Ucróninia, y bu túrrenos de Angelito Henri- 
quez al Norte; pues que esta cuerda sesenta y ruatrn raras, 
probablemente fué adjudicada al heredero José Hoque, por la 
venta (si bien exageradísima también en ostensión) que años 
después en /vfij hizo á Foster la hija Martina de dicho José 
Hoque Penaros, pues le vende nada menos que diez cnerdas, 
sin tener mas terreno, sin duda alguna, que unas sesenta y cua- 
tro raras, y esto si acaso hubiese correspondido á su pudre 
José Hoque esta fracción ; como es de suponerlo, por estar las 
demás al Sud colocadas ya como se ha visto entre los hermanos 
(ierójiima, Andrés y Agustina. 

2 1 (¿uc esta venta hecha por Martina, fué también ubicada 
en los mismos terrenas por los limites que le asigna en la escri- 
tura que hace á 1>. Kurique Foster de los derechas ifue tiene á un 
terreno de campo á ta aira banda del Salada, compuesta de 
diez cuerdas de frente al Este y dos feauas de [ando al Poniente, 
lindando por su frente van dicho rüh y por los otros tres nan- 
itas con terrenos hay del comprador \ cuyo terrena perteneció en 
propiedad al alíñela de la oforyanie H. Juan l'afdo l'enayns. 

Queda pues establecido, que todas las ventas mencionadas 
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se boa dispuesto en los misinos tíc enos, y W cantidades tan 
exageradas que eseeden con mucho á tos límites señalados en 
las mismas escrituras. 

Tampoco consta en parte alguna, por documento ni por re- 
ferencia fehaciente, que el dicho padre común Penayos hubiera 
tenido otros terrinos de campo, fuera de los mencionados, y 
si solo un solar de treinta y tros y media varas de frente con 
su fondo correspondiente, situado en la ciudad de Hanta-Fé, 
el cual por lo visto fué adjudicado á los herederos Félix y 
Marcelo por la renta de que de ¿1 hicieron en 18±2 á D. San- 
tiago Li'í-cano. 

Vamos ahora A ver de qué modo por la sucesión de derechos, 
llegan A deducirce los alegados por los litigantes en este jui- 
cio Y a tal fin es conveniente con claridad establecer, las res- 

d • 1 * _ _ 



adyacentes en los terrenos de este asunto, con freute al rio 
Salado; preseíudiéndose de las tortuosidades de este, por no 
hacer A la cuestión, numerándose aquellas de tina (i diez A par- 
tir del Norte, según el croquis que acompaña á esta resolución. 

1- Ksta zona pertenece A 1>. José Uurraspe, y sus derechos 
le vinieron de Laxaga, no siendo froy motivo de cuestión al- 
guna, 

2* Ksta fué primitivamente de Narciso Flores, de quien en 
18.% pasú á sel" propiedad de Angelito Henriquez; siendo pos- 
teriormente vendida por los herederos de este en 18G0á D. K¡- 
eardo Fostcr. Su estension es de cinco cuerdas al naciente so- 
bre el rio; siendo cada una de cien varas castellanas. 

3» Esta suerte compuesta de una cuerda sesenta ij cuatro 
raras de frente (ti mismo tío, fué comprada al nombrado Flo- 
res, dueño de la anterior, en 1787 por D. Juan Pablo Penayos, 
y dá principio A las tierras de este, que basan cstu pleito. V es 
muy probable que en la partición extrajudicíal que so hizo de 
los bienes de Penayos, fuese adjudicada A su hijo Josó Roque, 
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ya porque ú los demás se les adjudicó en otra parte do estos 
mismos torreaos, ya también porque la hija do dicho José lío- 
que en \W7 t la vendió á D. Enrique Foster, si bien exagerada- 
monto en cuanto á la cantidad ; pues diclia hija Martina, le 
vende en esta localidad y sin tenerlas, diez cuerdas de frente 
al naciente, cuando solo podia ser dueña do una cuerda de se- 
senta $ cuatro varas; pues al Sud colinda con la de su hermana 
Gerónima ; y pues que ademas, todos los terrenos de Penayos 
apenas llegalian ¡í cinco cnerdas sesenta ij cuatro varas. Lo que 
prueba como otras circuustaneias de los autos, que con el tras- 
curso de los años, por la falta de deslindes, ó por el insignifi- 
cante valur de esas propiedades é insuficiencia de documentos 
conocidos, los herederos, pertenecientes á una clase pobre, des- 
conocían en verdad sus derechos y lo que Tendían; al paso que 
el comprador Foster de casi todos I03 terrenos de esa localidad, 
bajo igual desconocimiento, aceptaba sin inconveniente, puesto 
que no lo era perjudicial, esa exageración de ostensiones, que 
siempre pondría bajo su dominio todas esas diferentes frac- 
ciones, aún cuando estuviesen superpuestas en los documentos: 
de lo que habrá doble ocasión fie persuadirse, 

4* Esta suerte colindante ton la anterior, es la que da prin- 
cipio i las cuatro cuerdas primitivas de Juan Pablo Penayos 
en Í784, y fué adjudicada á su bija Gerónima según se colijo 
do la venta antes mencionada y transcrita, hecha por Andrés 
Penayos en 1791*. K*ta cuerda ó zona que juega notable rol 
en este asunto, ha dado lugar también á notables irregulari- 
dades en sus trasmisiones, como va á verse. Dicha (íerónima 
Penayos fué casada con (Jerónimo Leiva, y ambos fueron pa- 
dres de Lázaro Leíva que los heredó. V no ajtarecitíndu ser 
dueño mas que de esta cuerda de tierra, vendió cinco cuerdas 
en 183tí á Juan Oonzulez (a) Coyunda, foja 45, por la cantidad 
de cincuenta pe sos; diciendo, falsamente sin duda, que dos de 
esas suertes heredó de su finada madre Ocróuima, cuando sa- 
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IjiJo ce que esta no turo mas de una ; y las otras tres de su 
finado padre, cuando no aparece de parte [alguna que hubiera 
tenido una pulgada de tierra, pues que no era heredero de Pena- 
yos. Y de que esta venta era desatinada ptr eseeso, y que 
se referia á estos mismos y no á otros terrenos, se persuade 
de la manera mas evidente por los límites que les asigna; al 
paso que es imposible que jamás pudieran caber en ellos. En 
efecto ; dice que se hallan limitados por el Sud con Mariano 
Ferrcyra, y por el Norte con Angelito Henriquez, entre cuyos 
límites, como so ve\ no hay mas que dos cuerdas sesenta y cua- 
tro varas; única cantidad que habria podido vender, si acaso 
1c hubiera pertoiiticido a su madre Geróniina la cuerda con se- 
senta y cuatro varas al Norte de la suya, que como se ha dicho 
es muy CTeible fuese adjudicada á José Roque, cuya hija Mar- 
tina la vendió en 18(17. De donde resulta evidente que solo 
apareciendo dueño de una cuerda, vendió cinco, sin comprobar 
en ningún sentido tal derecho. Sin embargo de esto, en 18-19, 
foja<U, Faustiua Mendoza, viuda del comprador González, tras- 
pasó el derecho á ese terreno, también en entcnsion de cinco 
cuerdas, á Elcuterto Quiroga. Este, foja 15, las vendió en igual 
estension y ubicación a 1). Bernardo Kchagüe cu 1850. El her- 
mano de este» D. Juan Bautista, como su heredero, vendió la 
misma área al Brigadier General 1>. Juan Pablo López en 1860, 
foja 49. Y dicho general por fin en 1805 vendió las mismas 
finco cuerdas á D. Francisco María Torres, que se cree actual 
dueño de ellas. 

5* y 6* Estas dos suertes fueron vendidas en 1799, al muy 
poco tiempo de la muerte de Juan Pablo Penayos, por su hijo 
Andrés como que le habian sido adjudicadas en la partición 
entrajudicial de los bienes hereditarios del padre, a.Lcon Eer- 
reyra, casado con Agustina Penayos, hermana del vendedor, 
á las cuales es indudable, se le adjudicó la siguiente y última 
suerte de una cuerda al Sud de las tierras del padre coman, 
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según se dirá oportunamente. ¿Por que" razón tocaron á An- 
drés dos cuerdas, cuando ií otros hermanos tocaba una ?, no 
se sabe ; mas es de suponer que la partición habría tenido por 
base diferentes bienes que igualasen las adjudicaciones. Y ea 
del caso advertir, que esta enajenación es ta primera que apa- 
rece hecha por alguno de los herederos del padre común al espi- 
rar el sigto pasado, y contra la cual no aparece haberse hecho 
protesta ni gestión alguna por ninguno de los lurederos. 

Ahora bien, el comprador León Ferreyra y su esposa Agus- 
tina Pcnayos, tuvieron como único hijo, A Mariano, heredero de 
ambos, quien llamándose así, foja 62, Tendió a D. Ricardo Fos- 
ter en i 8T> i estos terrenos en ostensión de cuatro ó cinco cuer- 
das, diciendo haber pertenecido a sus padres, cuando como se 
ha visto, no podía tener mas de fres-, dos t de su padre León y 
una de su madre Agustina; lo que es tanto mas evidente, si se 
atiende & los límites Norte y Sur que dá ft* la venta, á saber : 
por el Norte los terrenos de Juan (¡onzalez (a) Coyunda, que 
fueron los de Geróniraa, hoy de Torres ; y por el ¡áud los del 
comprador Foster, que fueron los mismos de Lasaga, á quien 
él se los compro; dentro de cuyo espacio no existen sinó las tres 
cuerdas referidas. 

Y tan efectivamente fué exagerada en es teas ion esta venta, 
que habiendo en años posteriores, en 1802, tenido lugar un 
pleito entre Foster y dicho Mariano Ferreyra, en la transac- 
ción que hicieron, foja CA\, Mariano eonlirmú la cesión hecha ;í 
Foster de cuatro ú cinco cuerdas, ó tas que resultasen ser de su 
lejttima propiedad ; cláusula esta que patentiza la inseguri- 
dad que el cedente tenia sobre la estension verdadera de sus 
derechos, que uu podían pasar de las tres cuerdas referidas. 

De esta manera, como se vé, quedaban ya enajenados por su 
primitivo dueño y sus herederos, todos tas terrenos que habían 
pertenecido en la localidad en cuestión al padre común Don 
Juan Pablo Pcnayos. 
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Kn este estado las cosas, Marcelo Guayos, uno de los hijos 
del padre Común Juan Pablo, vende en I8GG, foja 7, i ü. José 
ttuiraspe todos los terrenos absolutamente que fueron de su 
padre Juan Pablo, y que hasta ahora se ban considerado, dán- 
doles los mismos límites que tuvieron, diciendo que los hubo 
en propiedad el vendedor por herencia de su finado padre, j 
como consta t añade, de los dos expedientes (¡itc en testimonio ha- 
bía tenido á la vista el Escribano Ü. Ritman de fuminos. Sien- 
do del caso advertir que estos espedientes á que se reüere foja 4 
no son otra cosa, que las ligeras diligencias seguidas ante et 
Juez para obtener las ropias délas primitivas escrituras cor- 
respondientes al padre común Juan Pablo Penayos sobre dichos 
terrenos; sin que haya constancia eu autos de utrus espedientes 
ni otros documentos que constituyan á Marcelo dueño de tales 
derechos, ni de parte alguno de las tierras que vende á 1 tur- 
raspe, y que como se ha visto, las tenían los demás herederos 
con escepcion de Pió Cruz, que fué uno de ellos y quien para 
nada figura en estos autos. 

Ahora bien, como antes se ha dicho, las tres cuerdas corres- 
pondientes a Mariano Per rey ra, pasaron a ser de propiedad 
de 1). Kicardo Foster, cuyo hijo Ü, Enrique, en 1875, por sí 
y á nombre de los demás herederos de aquel, foja 24, vendió al 
al Doctor D. Claudio Seguí, un establecimiento con su terreno 
correspondiente, compuesto de cinco mil setecientas varas de 
frente al liste t habidas, dice , por herencia de l). Ricardo Fos- 
ter t ifitien hubo, cinco mil doscientas raras por compra ¡pie hizo 
ti IK Angel Ariarie el IX de Enero de i So 4 en escritura pú- 
blica; y tfuiii tenias ra rus, añade, por compra uue hizo el mts- 
mo i), ¡tiranía Foster ó Ik Mariano Ferret/ra en escritura 
pública el i ti de ¡Noviembre de. §S6$; y á mas el derecho á mil 
varas de frente también al Este, habido por compra hecha por 
t*. Enrique Foster á lf Aaustina Venatjos con escritura ante 
el Escribano I), Oiai/o Meyer en tf> de Marzo de 1867 ; eom- 
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poniéndose estas tres fracciones que son adher entes entre sí, de 
un frente de seis mil setecientas cincuenta raras al rio Salado 
ai Este, por una tegua de fondo, lindando por m frente con el 
espresado rio; por su fondo al Oeste con D. Francisco Marco 
Torres ; por el Sud coa D. Antonio Frutos, y por et .\orte con 
D. Juan Pablo López, 

Este señor López vendió, dos meses antes tle dicha escritura, 
su terreno, a D. Francisco María Torres, siendo ñor tanto hoy 
colindante con Seguí por ese rumbo ; como lo es tuinbien por 
el poniente por compra anterior hecha á Foster. 

Tres cosas hay que considerar con respecto á la escritura que 
acaba de mencionarse : 

I' Que el vender quinientas varas ó sean rinm ruerdas que 
dice el vendedor hubo do Mariano Ferreyra, rende doscientas 
varas mas de esceso de las que correspondieron á Mariano, (|iiicn 
solo heredó dos de su padre León y una de su madre Agustina; 
lo que es mas efectivo si se atiende que en la transacción que 
hizo Foster con Mariano, este solo lu trasmitió derecho á cua- 
tro ú cinco ó á las que resultasen ser de su tejí tima propiedad 
como antes se dijo. 

2 a Que Tendc también Foster mil varas ó sean diez cuerdas 
procedentes de la nieta de Juan Pablo Penayos, Martina, Lija 
de José Itoiiue, cuando se ha visto que ella solo pudiera haln-r 
sido dueña tul vez pur herencia de su padre de una rúenla se- 
senta y cuatro varas que es la primera suerte al Norte de las 
tierras de Penayos. 

3* Que se díce que todos estos lotes están adyacentes, 
cuando en verdad están cortados en dos fracciones por la cuer- 
da que fué de llerúmma, ln>y de Francisco María Torres; ¡l 
quien ambos litigantes reputan [iropiefariu de esa suerte. 

7* Esta área de una cuerda, la última al Sud de kt> ter- 
renos del padre común, j cuya ubicación pudo traer alguna 
dudo, debe señalarse donde se la considera, ya porque así se 
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colije por la escritura de venta hecha á Foster en 1854 por 
Mariano Ferreyra, hijo de dicha Agustina, que debió heredarla 
como poTT.no otra coloración no puede tener según la primitiva 
venta hecha por Andrés Ten ayos en 1799, quien dijo colindar 
por el Norte con la cuerda de su hermana Gerónimo, de la 
cual solo seguía mas al Norte la cnerda y sesenta y cuatro 
varas de ubicación indudable, según el documento de compra 
hecha por el padre Juan Pablo Penaros. 

8 a Apoyándose en esta suerte, compuesta de un cuarto de 
leijua, ó sean quince cuerdas, frente ni rio, con el mismo fondo 
de dos leguas al Poniente, terminan todos los terrenos qae 
fueron de Juan Pablo Penaros y comienzan los de Gabriel La- 
saga, quien adquirió esta área por compra a las temporalidades 
en 1774, siendo ella el resto que quedaba sin venderse de la Es- 
tauzuela de Santo Tomé ; pues la parte mas al Sud liabia sido ya 
vendida dos años antes en 1772, á 1). Francisco Solano Frutos, 
documentos y derechos mas antiguos que los de Juan Pablo 
Penaros, y reconocidos cuno tales por todos, herederos y liti- 
gantes, foja 270, 

9* Esta superficie de treinta y siete y media cuerdas, ó sean 
tres mil setecientas cincuenta varas sobre, el rio, igualmente 
con dos leguas de fondo al Poniente, perteneció al mismo Ga- 
briel Lasaga antes de haber comprado la anterior. Y la hubo, 
como la espresa el Agrimensor señor Goupillaut en la foja ci- 
tada, teniendo ii la vista los documentos correspondientes, en 
estos términos: * En 30 de Diciembre de 1772, 1). Francisco 
« Solano Frutos, compró á la Junta de Temporalidades una y 
€ cuarta legua de frente de la Estanzuela de Santo Tomé, con 
. dos leguas de fondo, y de esta área declaró en su testamento 
« y lo reconocieron sus herederos, pertenecían á D. Gabriel 

* Lasaga en la compra, las treinta y siete y media cuerdas del 
t Norte ¡ á pesar de no haber figurado dicho Lasaga eu la com- 

* pra; y debían ellas medirse según la espresion de los here- 
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t deros de Frutos, desde el mojón que á distancia do siete y 
€ media cnerdas de la unión de ambos r¡os Salado y el de esta 
« ciudad (Snnta-Fé) al Norte, tenemos puesto ambos intere- 
« sados por división de nuestros terrenos. > 

Aquí solo hay quo advertir, que ningún dato existe en los 
autos para juzgar el motivo quo tuvieran los herederos de Fru- 
tos y Lasaga para fijar el límite de sus terrenos á las siete y 
media cuerdas al Norte do dicha confluencia ; pues los litigan- 
tea ni han presentado documentos, ni alegado cosa alguna al 
respecto, no obstante que pudiera ser de trascendencia, por 
cuanto, si por ejemplo, hubiera sido colocado ese mojón mas al 
Norte de lo que debiera ser, indudable es que, dándose á La- 
saga el completo de sus tierra; vendría a estrechar y hacer 
imposible la colocación íntegra de las de Penaros al Norte. 

Sin einbago, no habiendo los interesados dicho cosa alguna 
al respecto, el juez debe dar por bien colocado ese mojón, que 
tiene que serrir de punto de partida á las siete y media cuer- 
das de la espresada conlluencia. 

El antes mencionado Agrimensor, continúa en estos térmi- 
nos que hacen ú la suerte que consideramos: 

c En 3 de Agosto de 1852, el cura y vicario presbítero D. 
e José Gelabert, vende á I). Angel Ariurte, los terrenos per- 
€ tenecientes á la capilla de San Antonio, instituida por Ü. 
t Herminio Luis Hodriguez, cuyes terrenos conocidos por de 1). 
e Gabriel Lasaga, el uno de treinta y siete y media cuerdas de 

• frente, el otro de va cuarto de legua, y el otro de teyua y 

• media de frente y dos de fondo al Norte. Las dos primeras 
t propiedades, son las que hubo Lasaga por compra á las Tera- 
« poralidades, y que forman entre ambas un frente de cincuenta 

• y dos y media cuerdas al rio Salado ; la última estaba situada 
t al Üeste de aquellas, según los documentos que se han tenido 
t á la vista, y no forma parte de la mensura que solicita en 
t este espediente D. Enrique Foater, quien no presenta mas 
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« títulos antiguos que aquellos de las dea fracciones con frente 
i al tío Salado. * 

c En 18 ele Enero de 1854, I). Angel Arlarte declara que 
« compró estos terrenos con dinero perteneciente á la sociedad 
« que tenia con D. Ricardo Postor, y que habiéndose esta di- 
* suelto correspondieron ellos al señor Foster en la liquida- 
« clon.» 

De estas constancias, resultan claro los importantes hechos 
siguientes, que dan seguro punto de partida para el acertado 
deslinde y ubicación de las propiedades : 

Í° Que estas dos zonas, octava y novena, pertenecieron por 
ultimo á IX Ricardo Foster, cuyos herederos, por mud ¡o de D. 
Enrique Foster, las han vendido al Dr. D. Claudio Seguí en 
1875, con fondo al poniente de solo una legua, enfrentando al 
naciente solire el rio, es decir, dividiéndolas de Norte í Sud 
paralelamente con dicho rio del mismo modo que á las subtes 
anteriores quinta, ¡¡esta y séptima, hasta lindar por el Norte 
con las tierras de I). Francisco María Torres, ó sea con la suerte 
que fué do la heredera (lerúnima Penayos, habiendo vendido 
los mismos herederos Foster la otra mitad del poniente con 
iguales límites por el Norte y Sud a dicho I). Francisco María 
Torres. 

2" Que el punto de partida ó mojón al Sud de los terrenos 
de Seguí está fijamente determinado á las Siete y media cuer- 
das al Norte del punto de continencia antes indicado ; viniendo 
en tal caso la propiedad comprada por el Dr. Seguí á los he- 
rederos Foster, á quedar encerrada en los siguientes límites : 
por el Naciente frente al Salado, cincuenta y cinco y media 
cuerdas, o Bean cinco mil quinientas cincuenta raras; por el 
Norte en ostensión de una tegua, la línea de naciente a po- 
niente que limita por la parte del Norte la suerte quinta que 
fué la del heredero Andrés Penayos, por el poniente la paralela 
con el rio a uua iegua de distancia de este ; y por el Sud la 
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paralela al límite Norte que es la que separa las tierras que 
fueron de D. Gabriel Lasaga, de las que pertenecieron á D. 
Francisco Solano Frates. 

En esta propiedad comprada por el Dr. Seguí á los Herederos 
Koster, no se incluyen pnr imposible como se lia vi>to, tas mil 
varas ó diez cuerdas que comprende también la venta, como 
procedentes de la hecha en 1807 al mismo Koster por Martina 
Penayos, nieta de Juan Pablo é hija de José Hoque, á quien 
solo pudo caber en herencia, tal vez, la suerte uva cuerda se- 
senta y cuatro varas que perteneció al padre común; y siendo 
de advertir qne en el año anterior, 1866, Marcelo Penayos, 
uno de los herederos de Juan Pablo, incluyó cspTesamentc esa 
suerte en la venta general que hizo de todos b»s terrenos que 
habían sido de aquel, si D. José Kurraspe. 

10V Nada de' notable hay que añadir respecto de esta área, 
si no es que constituye el límite Sud de los terrenos que fueron 
de Lasaga hoy del Dr. Seguí, y en ella existe la confluencia 
mencionada, que fija al Norte a las siete y media cuerdas, el 
mojón punto de partida de los terrenos del Dr. Seguí. 

No hay tampoco nada que esponer, por no hacer á la cues- 
tión, tocante á los límites Oeste de los fondos primitivos de 
dos ieatias de todas las tierras consideradas. 

Establecidos así con la mayor claridad posible los antece- 
dentes tópicos es el caso de fundar según ellos y demás mérito 
de autos, la correspondiente resolución, y 

Considerando : i° Que siendo Murcelo Penayos uno solo de 
los siete hijos herederos que tuvo Juan Pablo, no ha tenido de- 
recho para vender á D. José Iturraspe todas las tierras que 
pertenecieron á su padre, y que heredaron sus hermanos, de 
quienes pasaron con justos títulos á los que las poseían eu ta 
época de la venta, muy posterior á esas trasmisiones ; pues que 
de ningún modo ha acreditado, ni intentado acreditar dicho 
Marcelo, como tampoco lo ha hecho su comprador Iturraspi*, 
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e] título legal por el que hubieron recaído solo en él los dere- 
chos hereditarios a* toda» esas tierras; oponiéndose ¿ esa am- 
plitud de facultad euajenatíva, cuando otra cosa no fuera, el 
carácter de coheredero crni seis hermanos que él mismo se 
atribuye. 

2* Que en esta virtud, y siendo un principio do legislación 
universal, que nadie puede trasmitir á otro mas derechos que 
los que tiene, mal puede 1). José iturraspe pretender hoy te- 
nerlos ¿i toda la propiedad que ha comprado, desde que no los 
tuviera absolutos sobre ella su trasúntente Marcelo ; no ha- 
biendo tampoco el comprador alegado otros títulos ú su favor, 
que esa insuiieiente trasmisión, 

11* Que si D. José Iturraspe, como lo sostiene cree que Mar- 
celo Pcnayos, siendo uno de los siete hijos de Jtiau Pablo, pudo 
venderle eficazmente todos los terrenos de este, no puede en 
ningún sentido desconocer la facultad que tuviera su hermano 
Andrés para enajenar mucho antes que él eu el siglo pasado, 
y muy luego de la muerte del padre, dos cuerdas de aquellos, 
que dijo haberle tocado en la partición de los bienes paternos ; 
como tampoco negar la que tuviera ílerónima y sus sucesores 
para enajenar la que á ella le tocara en esa partición ; siendo 
el documento djj la venta que hizo Andrés el mas importante 
de todos, ya por su antigüedad, ya por su carácter de verdad 
ya por la luz que arroja respecto de todos los demás derechos 
de los coherederos. 

A" Qué de lo dicho se deduce que ningunas acciones superio- 
res á las del Dr. Si-guí ha podídn transferir el espresado Mar- 
celo á 1). José Iturraspe en las dos ni'*rdas que pertenecieron al 
heredero Andrés, y en ta siguiente al Sud de Agustina; pues 
ellas anteriormente y constituyendo una sola propiedad, pasa- 
ron á Mariano Ferrcyra, y de este a" Foster, causante del Dr. Se- 
guí. De que resulta que si algunos derechos asistieron al Sr. 
Iturraspe por su compra ¡i Marcelo, serían sobro la parte mas 
t. un. 5 
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al Norte de dichas tres cuerdas ; no siendo esta la ocasión de 
resolver sobre tales derechos, por cuanto no figuran on este jui- 
cio sus actuales señorea ó poseedores. 

5 o Que también es fuera de razón la suposición de la parte 
de Iturraspe de que el padre común Penayos hubiera tenido 
otros terrenos, y mucho menos que sobre ellos se hubiesen rea- 
lizado algunas de las ventas referidas, pues que ú tal suposi- 
ción se oponen no solo los límites y ubicación asignados & esas 
ventas, sinó que nada ha hecho por justificarlo quien la emite ; 
existiendo solo la declaración singular, vaga é indeterminada 
de la viuda de Mariano Ferrcyra, Ramona Juncos, quien & foja 
259, dice: ■ Que habíale oído decir (a" su marido), que iba a 
vender un pedazo de terreno al Sr. Foster, no habiéndose rea- 
lizado el trato, y que el terreno mencionado era en el * Tala », 
pues aparte de lo dicho no se sabe si el citado Mariano Ferreyra 
tendría otra propiedad que así so llamase, 6 si ese lugar del 
« Tala » estuviese comprendido en los mismos terrenos de Pe- 
nayos. 

G° Que & lo dicho se agrega que es muy de suponer que Mar- 
celo no hubiera tenido jamás parte alguna en los terrenos do 
su padre Penayos si se atiende á que él y su hermano Félix 
Mariano va en 1822, vendieron por treinta pesos como heren- 
cia de sus padres, según ellos mismos lo dicen, un sitio de 
treinta y tres y media varas en la ciudad de Santn-Fé, el que 
probablemente les fué adjudicado en la partición extrajudicíal 
qiio sin duda se hizo y fué aceptada ya en su época como des- 
pués por todos los herederos cuando tales ventas se lucieron, 
partición tanto mas aceptable y posible st se atiende á los valores 
comparativos do esas propiedades; pues no solo en esa remóla 
fecha del siglo pasado, sí nú muchos aüos después, hemos visto 
que se vendió á diez pesos la cuerda de esos campos adjudica- 
dos á los demás herederos. 

7* Que no consta tampoco que jamas hubiese habido otra 
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partición fie los bienes hereditarios, que á la que se refiere An- 
drés en su venta de 170!), ni que los herederos nunca hubieran 
protestado contra ella, ni m<nos pedido su nulidad, 6 que so 
hiciera otra nueva ; lo que prueba que la aceptaron esplícita ó 
implícitamente, á pesar de las multiplicadas ventas posterio- 
res que por malicia ó falta de conocimiento perfectos de sus 
derechos, hicieron mnchos ailos después eu ostensiones tan es- 
cesivas como imposibles ; no siendo tampoco de cstrañar se 
hiciera y aceptara la partición en la forma privada, atento el 
bajísimo precio de esas propiedades, que de otro modo fueran 
absorbidas por las gestiones y gastos judiciales; lo que habría 
sido insensato, no siendo la insensatos prescripta por las leyes 
dictadas para el bien y nq para el daño de los hombres ; y pési- 
mas serian las que exigiesen grandes males para alcanzar cor- 
tos beneficios. Razones por las c¡iales, habiendo aceptado Mar- 
celo, siquiera fuese implícitamente por tan largos años esa 
partición, mal puede según derecho venir hoy á los ochenta 
anos que ella tuvo lugar, á disconformarse con la misma D; 
José Iturraspe, sucesor de los derechos de aquel ; pues sabido 
os que aun la nulidad absoluta salvo ciertas oseepciones, es 
susceptible de confirmación tacita ú espresa por parte de quien 
pudo alegarla oportunamente. 

8" Que á su vez el Dr. Seguí reconocí', y ron repetición sos- 
tiene, que susdereehos por la compía que hizo a" D. Enrique 
Foster, tocante A las tierras que fuenni de Peím os, llegan al 
Norte solo hasta la propiedad que fué de Andrés inclusive, co- 
lindante con la de Gerónimo, hoy de Torres ; es decir, que se- 
gún £1 solo le pertenecen las tres cuentas al Sur en esas tierras; 
incurriendo esto no obstante en la palpable equivoearion de 
suponer que son ruatro en vez de /m ¡ i»llo sin duda por el 
desconocimiento que hasta hoy ha existido subre la verdadera 
ubicación y deslinde de tan estrechas y antes tan poco valiosas 
zonas. Equivocación tanto mas palmaria, cuanto que el Doctor 
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Seguí invoca como la mas firme base de su documento la pri- 
mitiva venta de Andrés, 

9" Que tan indestructibles son las precedentes demostracio- 
nes que el mismo señor cuando tules cosas sostiene, y i pesar 
de la mucha mayor estension que le acuerda su escritura de 
compra á Foster ; pues incluye las diez cuerdas que este com- 
pró ¿Agustina Penaros, haciendo cuso omiso, no pretende tal 
ostensión, imposible de ser comprendida dentro de los reduci- 
dos límites de la propiedad del padre común. 

10. Que considerada la cuestión que se ventila bajo otra faz, 
y A parto del derecho de dominio pleno que asiste al Dr. Seguí, 
en los justos términos, por su compra á Foster, ha probado, 
eomo por derecho corresponde, su constante posesión y la de 
sus causantes en los espresados límites, durante un número 
de años mucho mayor que el requerido por las leyes para la 
prescripción de los inmuebles (artículos 5Ü, 59, GO, G2, 64, 65, 
G9 y 70, lib. 4", tít. 1 ' «De la prescripción», Código Civil.) 

11. Que dados estos antecedentes, los actos transitorios, 
mas ó menos insistentes é indeterminados de ocupación ó goce 
temporal, ya en un punto ú otro de esas localidades, practica- 
dos por D. José Iturraspe, de cualquier naturaleza que fue- 
sen, sin otro apoyo que su compra hecha á Marcelo, no impor- 
tan en ningún sentido mejores dcieclios que los del Dr. Seguí 
ile dominio y posesión continuada por sí y sus causantes. 

12 Que el plano presentado en autos ú foja 283 de la men- 
sura de los terrenos de Seguí, practicada en años pasados por el 
Agrimensor E. (¡oupillant, á pesar de la notoria competencia de 
este señor, carece de importancia para este juicio, por no haber 
sido aprobada y sí protestada esa operación por el Bfi Itur- 
raspe ; como porque en ella no tuvo el Agrimensor ot asió i de 
comprobar y apreciar como en esta sentencia el mérito jurídico 
y real de todos los documentos pertinentes. 

Por estos fundamentos y demás que ver convino, se declara 
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inadmisible la demanda do 1). José Iturraspe en los términos 
y estension en que estíí concebida; estableciéndose que los dere- 
chos del Dr. I). Claudio Seguí, tocante á los terrenos que fueron 
tic Juan Pablo Pena yo», y que le han sido vendidos por D. En- 
rique Foster, comprenden las tres cuerdas del Sud con frentu 
al rio Salado, y una legua de fondo al Poniente; lindando por 
el Norte con la cuerda cuarta que perteneció á la heredera Ge- 
rónima, hoy de 1). Francisco María Torres ; y por el Sud con 
los terrenos que fueron de D. Gabriel Lasaga; dejándose á salvo 
los derechos que además pudiera tener contra quien corresponda 
por la mayor estension que le den sus títulos. Como también 
se dejan á salvo, los que pudieran corresponder ú 1). José Itur- 
raspe por su compra á Marcelo Penayos respecto á los demás 
terrenos que pertenecieron al padre Juan Fallió ; pues esta sen- 
tencia no resuelve sobre los derechos al norte de los que per- 
tenecieron ¡i Andrés, que no lian sido litigados entre las partes 
correspondientes, Notifí queso con el original, y repónganse. 

Fondón ZuvirÍQ. 

t itilo de la Mu prema CflFtc 

Buenos airo*. Febrero 21 de 1880. 

Vistos y considerando : Minero. Que el único el título pre- 
sentado por Don José Iturraspe al campo que intenta reivindi- 
car del Doctor Don Claudio Seguí, procede de venta que le hizo 
en mil ochocientos sesenta y seis Don Marcelo Penaros, uno 
de los hijos de Don Juan Pablo Pe n ayos, dueño primitivo del 
referido campo (escritura de fojas cuatro A siete). 

Sei/unda. Que Don José fturraspe no ha justificado, como 
le correspondía. ♦>! derech" eschisivo que tuviese Don Marcelo 
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Penayos para disponer del campo de su padre, ni menos que lo 
hubiese poseído alguna vez en el carácter de heredero que in- 
voca 

Tercero, yue por su parte, ul Doctor Claudio Seguí ha jus- 
tificado plenamente que su derecho al campo reivindicado, en 
la ostensión que posee, emana de ventas sucesivas hetbas por 
otros herederos del tinado Don Juan Pablo Penayos., qmeaes 



de fojas veinte y cuatro, cuarenta y cinco, cincuenta y ocho y 
sesenta y dos). 

Cuarto. Que concurriendo en el presente caso, sobre la 
misma cosa, dos títulos de adquisición de diferentes personas, 
sin que se pueda establecer cual de ellas, era el verdadero pro- 
pietario, se presumo serlo el que tiene la posesión (artículo 
treinta y siete, « Acciones Reales *, Código Civil). 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja doscientas treinta y dos, se confirma esta sola- 
mente en la parte que absuelve al Doctor Don Claudio Seguí de 
la demanda de reivindicación deducida contra él por Don José 
Iturraspe. Satisfechas las costas de la instancia, y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 




J. D. GOKOSTIAGA. — J. OOMNGl'EZ. — 
O. LEGLTZAMON. — S. M. LASPlUR- 
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ffan Vicente (hampo eontra h. redro (¡omez, por eobro de pe- 
sos. Invidente sobre pruebas. 



Sumario* — Puede producirse prueha fuera de la Provincia 
doudi! esté radicado el juicio, siempre que se pida dentro de los 
di- los diez dias del auto di' prueba y se di* lianza pur el valor de 
los costos en rpuc incurra el contrario para constituir upoderad» 
que lo represente en esa prueba. 



Caso. — I>on Alberto David en representación de D. Vicente 
Oeampo, demandó ante el Juez Federal de Santiago U<>1 Estero, 
á" D. Pedro J. liomoz, la -nina de :1702-Kt centavos fuertes, que 
docia adeudar ti la casi de comercio que Oeampo tiene en la ciu- 
dad de t'úntoba. 

II. Felipe Mordía, en representación del demandado, rontcstó 
negando la partida principal de la cuenta de la demanda, soste- 
niendo además que el cómputo de intereses uo debia ser al uno 
por ciento mensual sino al UBO y medio. 

Fl Juzgado, por auto de 2 de Agosto, notificado el i del mis- 
mo, puso la eau^a aprueba por el término de 20 dias que se pro- 
rogaron en seguida por todo el de la ley. 
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En 16 de Agoste, el apoderada de Ocampo espaso: que de- 
biendo su parte producir pruebas eu la ciudad de Córdoba un 
donde estaban los libros y papeles de comercio de la casa de- 
mandante, pedia se prorogaseel termino de prueba, con arreglo 
á la distancia de 120 leguas que media entre ambas ciudades» 
por los 17 días que correspondía, con arreglo al artículo «12 de 
la ley de procedimientos. 

El Juzgado proveyó traslado v autos. 

El apoderado de Gómez, contestando, pidió, se rechazara con 
costas, la próroga solicitada. 

Dijo que el contrario no tenia que producir pruebas en fór- 
doba sínó en Santiago en donde estaba radicado el asunto; que 
la contraparte no designaba cual era la clase de prueba que se 
proponía producir en Córdoba, como lo manda el inciso l u del 
artículo 95 de la ley de procedimientos ¡ que lia debido decirse 
sí la pruébaos de testigos ó instrumental, designándose en este 
último caso, los documentos, sus pruebas, etc ¡ que esta desig- 
nación era tanto mas indispensable manto que, existiendo de 
muchos años atrás las relaciones mercantiles entre ambas 
casas, puede el demandante producir como prueba, cuentas 
corrientes anteriores en que el demandado aparece deudor, sin 
que este tenga el tiempo ni los medios de presentar la contra- 
prueba. 

Fallo drl Jan ár Nrrrlon 

Sanlíagn ih\ Eilcro. Agosto 20 de 1879. 

Vistos y considerando; i" que la prueba que ofrece producir el 
apoderado del señor Ocampo, es en la ciudad d<- Córdoba, donde 
tiene sus papeles y libros de comercio ; prueba que la ley lo au- 
toriza á producir (artículo 70 del Código de Comercio); 2" Ocíela 
próroga del término de prueba, ha sido pedida dentro de los 
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diez dias marrados por la 1er, como consta do las diligencias de 
foja 3Ü; 3" Que la circunstancia de no haberse consignado el 
valor do las costas cu que puede incurrir la contra parte, cons- 
tituyendo apoderado que lo represente durante la prueba; 
queda salvada, ordenándose que previa mente se estienda la 
fianza prevenida por el inciso 2" del artículo 05 déla ley de 
Procedimientos Nacionales. Por estos fundamentos y omitiendo 
oirás consideraciones, fallo concediendo la prúroga que se soli- 
cita del término de prueba, por catorce dias mas, en atención á 
que la distancia no esceda de cien leguas y facilidad para el viaje; 
debiendo previamente á toda ulterior diligencia, la parte de 
Ocanipo ilar lianza por 200 pesos fuertes ni objeto prevenido eu 
el inciso 2" del articulo 05, título i - del Código de Procedi- 
mientos Nacionales, Hágase saber. 




Kl demandado apeló y el recurso se le otorgó eu relación. 

Fallo dr I* NuFrrna tur** 

Buenos Air.s, Febroro 21 de 1880. 

Vistos por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja cuarenta y siete, satisfechas las de la instancia 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i. B. GOnOSTiACA. — J. DOMINGUEZ. — 
0. LECLIZAMON.— S. M. LASPIUB. 
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€AUNA If 



D. José Ferro contra />. íhmiwjo (¡arhina, por cobro de pesos 
Incidente sobre firma de letrado. 



Sumario. — 1 1 l'n abogado puede ejercer su profesión ante 
cualquier tribunal de la Nación por el hecho de ser ahogado 
de la Provincia de Buenos Aires y estar inscrito en la matrícula 
de la Suprema Corte. 

2° Para ello necesita, sin emhargo, estar presente en el lu- 
gar donde reside el Juez ante quien aboga. 



Cato. — En el juicio seguido por D. Santos Domínguez, 
apoderado de I). José Ferro, contra I). Domingo <¡arbino t ante 
el Juzgado Federal de Entre- Rios, el apoderado de (iarbino al 
contestar la demanda espuso en un otro s£ que los escritos del 
contrario íhan firmados por el Dr. D. Pablo Tarnassi como 
abogado; que Tarnassi no era-abogada de la matrícula del 
Juzgado ni de la de Provincia y que aun cuando lo fueTa, f<\ re- 
sidía en Buenos Aires, por lo que no podia ahogar ante aquel 
Juzgado de Sección; que un abogado tenia derechos, obligacio- 
nes y responsabilidades ante el Juzgado en que ejerce sus fun- 
ciones, obligaciones y responsabilidades que no podrían hacerse 
efectivas con la residencia en otra Provincia. 
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Pídjfi que la Urina del Dr. Taruassi se mandara suprimir con 
declaración que no era como abogado. 

Falle del Juet de «eeelon 

Paraüi. niciembre 9 iIl- ]K79. 

A prueba por el término de veinte días, la que deberá recaer 
sobre los hechos alegados. Y cu cuanto al otrosí, como se pide. 

/.arco. 

Notificada la parte de Ferro apeló fundada en que el Docior 
Tarnassi estábil inscripto en la matrícula de la Suprema t'érte 

* 

tullo dr I* fluprcm» Cáete 

Buenos Aires, Febrero 21 d« 1880, 

YisU's: aunque el doctor Don Pablo Tarnassi puedu ejercer su 
profesión ante cualquier Tribunal de la Nación, por ol hecho 
de ser abogado do la Provincia de Buenos Aires y estar inscripto 
en la matrícula de esta Suprema Cúrtc, resultando, sin embargo, 
que no se halla presente en el lugar en que ejerce su jurisdicción 
el Juez Federal do Kutre-ltios, y ante quien pende el juicio en 
que pretende intervenir como abogado, mandando escritos con 
su íirma desde esta ciudad en que reside, se confirma el auto 
apelado de foja uua vuelta, satisfechas las de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. COROST1ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEUnZAMitV — SI. LASPllH, 
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CAUSA XVI 



Zingont y Cattaneo contra Santa Coloma, toares y Casares, 
por daños ij perjuicios. Sobre término para ta expedición de 

una pericia. 



Sumario. — No es insuficiente el tírniino de seis días paTa 
que se espida una pericia, cuando esos seis se fijan después 

que debió practicarse. 



Caso. — En el litis de los señores Zingone y Cattaneo contra 
Santa Coloma, XeTares y Casares por danos y perjuicios, Jen- 
tro del término probatorio se nombraron peritos caligráficos en 
19 de Febrero de 187Í) para practicar un reconocimiento de 
firmas. 

En 2 de Octubre de 1879, Zingone y Cattaneo denunciando 
que el reconocimiento aun no se habia 
un breve término para hacerlo. 

Fnllo «Bel 

But*nns AifL-s. firttibrr 3 de 1879. 

Como se pido, designándose el termino de seis dias para el 
deligenciamicnto, bajo el apercibimiento solicitado. 
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rallo de la flupreM C**t« 

Buenos Aires, Febrero 26 de 1880. 

Vistos, teniendo presente el tiempo trascurrido desde que se 
ordenó la pericia caligráfica sin haber sido practicada, se con- 
firma con costas el auto apelado de foja doscientas sesenta y 
nueve vuelta. Satisfechas estas y repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

J. DOMINGUEZ. — O. LEGLTZAMOX. — 

s. m. LASPrcn. 



CAUSA S V II 



Mayer y Rrugocmlra l). Domingo frigoym, en la causa de este 
contra Diodati y López, sobre oposición ú un pago. 



Sumario. — El comprador de un buque no tiene derecho á 
oponerse á que el vendedor pague con el precio de la compra 
una deuda dvl buque. 
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Caso. — D. Domingo Irigoyen demandó á Diodati y López 
por la suma de 1000 pesos fuertes remitida desde Goyapor el 
Vapor • Cisne • y robada de la Agencia. 

Se arregló la cuestión, diciendo que el vapor había sido ren- 
dido á Mayer y Brugo, y del precio depositado se pagaría los 
1000 fuertes. 

D. Julio Sánchez, representante de Irigoyen, pidió una li- 
branza para el pago, y el Juez la ordenó. 

Mayer y Brugo se opusieron, alegando que el dinero debia 
quedar depositado hasta 60 días despocs de la venta. En se- 
guida convinieron en que se pagasen los 1000 fuertes, poro su 
condenara á Irigoyeu en las costas. 



Visto el incidente promovido por los representantes de Don 
Domingo Irigoyen para que se saque del Banco de Italia y Rio 
de la Plata, la cantidad de mil pesos fuertes, del depósito he- 
cho del producto de la venta del vapor « Cisne », y 

Considerando H* Que los señores Mayer y Brugo contestan al 
escrito de foja noventa pidiendo un juicio verbal para ajustar 
los términos de un arreglo, no compareciendo en el dia señalado. 

2 o Que según el escrito presentado por dichos señores apa- 
rece que acceden á la entrega de la cantidad con tal que se les 
paguen las costas, y no siendo estas causadas por el deman- 
dante, que ha procedido á pedir la entrega de una cantidad do 
dinero que seles reconoció por los señores Diodati y López, en el 
acta de foja setenta y qne de acuerdo con estos señores, debia 
sacarse del precio de la venta del espresado buque de su propie- 
dad ; y que además Mayer y Brugo, como meros compradores 




se 




Bueno» Airei, Octubre 29 de 1879, 
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no tienen ilmahi para oponerse á que los antiguos dueños Ó ar- 
mudares, Mm la Inversión conveniente al producto de la venta. 

Por omLíu winaidnraeionea, fallo, que del depósito hecho en el 
Iíanoo di Italia y Hio de la Plata del precio del vapor « Cisne » 
so ontruifiMi a Ion señores Julio C. Sánchez y C* como represen- 
tante <)<> I), Itomingo lrigoyen la cantidad de mil pesos fuertes, 
condonando™ a lo» señores Mayer y Brnpo en las costas do este 
incidente, W^uc sabur original y repóngase el sello. 

früforo Albarracm. 

I hIIu df 1« flaprem» C»rte 

Dn«(K» Aires, Febrero 3B de 1880. 

Vistos ! por n u m fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado di foja cuarenta y dos, satisfechas las de la instan- 
cia y repuustM los sollos, devuélvanse. 



i. b. CO ROSTI ACA. — J. DOSI15GUEZ, 
O. LECL IZAMOS. — S- M- LASPlUi. 
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CAUSA XVIII 



D m Margarita Paz de Rebollo contra D. Samuel li. Hale y C 1 
sobre daños \j perjuicios. 



Sumario. — I o Los perjuicios causados á una flaca por e 
agua y humedad procedente do maderas mal apiladas en la 
finca vecina deben ser indemnizados por el arrendatario de esta,* 
dueño de las maderas. 

2 o Esoa perjuicios deben ser avaluados por peritos, sin que 
el Juez pueda condenar ú los intereses de su importe, pues 

en la avaluación a practicarse. 



). — Se halla 



en el sii 



Fallo drl Juri Serrlonal 



Buenos Airea, Octubre I I de 16)79. 



Vistos estos autos seguidos por Doña 
bollo contra D. Samuel B. Hale, por 
níentes de aguas arrojadas sobre una 



le Ro- 
¡u icios prove- 
divísoria, y de ,quo 
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i" Que á mediados del año 1875 ci señor Hale, como arren- 
datario del corralón cont f ~uo á la casa de propiedad de la señora 
de Rebollo, introdujo en ese corralón, maderas, apilándolas al 
costado de la pared divisoria; y que habiéndoseles dado declive 
Inicia esta, y no distando las filas en su base mas de media 
vara, las aguas de lluvia habían humedecido dicha pared, pro- 
duciendo la pérdida do los empapelados, y depreciación el 
valor de la cusa por su insalubridad. 

2" Que fundada en estos hechos, y en que hacia más de tres 
meses <jue había reclamado al Sr. Hale para que se quitaran 
esas pilas, y no se le había atendido, venia en demandar, que 
se le abonasen veinte y dos mil pesos moneda corriente, en que 
estimaba el daño directo sobre el empapelado y revoque en la 
pared divisoria, y el indirecto de no haber podido arrendar su 
casa en cuatro meses por el defecto de la humedad, que se ha- 
bla producido por las pilas de madera. 

3° Que corrido traslado de la demanda, el Sr. Hale limitó su 
defensa á negar que los desagües de las pilas de madera fueran 
sobre la pared divisoria, sinó sobre los costados de las mismas 
pilas, y la corriente al centro del corralón, y que las pilas esta- 
ban hechas conforme á los usos establecidos. 

-i" Que en este estado se recibió la causa á prueba sobre la 
altura de tas pilas de madera, distancia de estas de la pared di- 
visoria, y dirección de los declives de la parte superior de las 
mismas, como igualmente sobre la práctica usual para la for- 
mación de estas pilas. 

¡i" Que se han producido por la demandante la inspección 
ocular de foja 48, el informe pericial de foja 47 y las declaracio- 
nes de los testigos de foja 27 á foja M y de fojas '.IH A U , y por 
parte dd demandado las que corren de fuja 1i á foja IS. 

Considerando: \" Que tanto de la inspección ocular, foja i8, 
como dul dictamen de los peritos, foja 47, resulta que las 
pilas de madera del corralón del Señor líale tienen un solo 

T, XIII. ti 
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desagüe, y esto es hácia el lado de la pared divisoria coa la 
demandante» de cuya pared no distan tas pilad mus de media 
vara» teniendo de altura la de la casa ; y por tanto queda com- 
probado el hecho, en que se basa la demanda, sin que pueda 
hacerse valer contra su fuerza probatoria, que las pilas habían 
sido modilicadas después de la demanda; pues no está alegado 
ni probado en tiempo, y las dilijeucias mencionadas han sido 
practicadas con citación del demandado, sin que pueda culpar 




á otro, que á sí mismo de su inconsecuencia. 

2 a Que aunque los testigua del demandado han declarado 
unánimemente, que las pilas del modo en que están, inme- 
diatas ú la pared divisoria, tenían caballetes que les daban dublé 
declive, y tienen la cima al Norte y Sud, y por tanto las aguas 
pluviales no podían caer hácia el Este, en que se encuentra la 
pared divisoria; los testigos Dalmiro Huergo, foja 3* vuelta, 
D, Mariano Orina, foja AH, D. Cayetano Pino, foja 41 vuelta, 
declaran en contrario, asegurando que el declive de las pilas 
daba sobre la pared divisoria, y sobre una ile las pilas, la prin- 
cipal, lo corroboran los testigos Maggio, foja lili, y Sorsuburo, 
foja JíO; debiendo advertirse, que por ser mayor número como 
por ser algunos de ellos vecinos, deben merecer mayor fe, sobre 
todo en cuanto declaran con especificación sobre una de las pilas. 

íi" Que aunque estos hechos no resulten claramente estable- 
cidos, el informe de lus peritos á foja ±7 prueba plenamente 
que la humedad que se nota en la pared divisoria, es resultado 
inmediato de las aguas pluviales de las pilas de madera ¡ y por 
consiguiente no habiéndose justifícalo por la parte de Hale que 
las pilas de madera estaban colocadas á la distancia y en la for- 
ma que lijan los reglamentos, ni habiéndose invocado, que estos 
existan, debe estarse para juzgar sí son nocivos á los vecinos, 
y por tanto, hechos contra derecho, al juicio de esos peritos, de 
conformidad al artículo 1 1 , título <¿De las restricciones del domi- 
nio », Código Civil, 
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.1° Que si bien so ha aleado por la parte demandada, que la 
humedad que so nota, es limpia de ta mala c instrucción de la 
pared, no se lia intentado siquiera la prueba y antes por oí 
contrarío ofreciendo por el iufurme pericial, que la pared e.stá 
construida en sus cimientos y hasta una vara de altura de tierra 
en cal, lo que no hace verosímil que la humedad sea espontanea 
del suelo ó mala construcción y por eonsigtiient* Jebe ser res- 
ponsable del daño producido con esa humedad, desde que no ha 
probado que hubiera culpa de su parte, comí» lo prescribe el in- 
cisa "> l \ artículo 27, título * De las obligaciones que nacen de los 
hechos >, Código Civil. 

5 o Que aunque se ha lijado por la demandante sin contradic- 
ción del demandado el monto do daños y perjuicios en 22.000 
pesos moneda corriente, se ha limitado la demandante á pedir 
la declaración del derecho, y en la prueba se ha fijado recien en 
el informe pericial de foja 47 al monto del daño, que por otra 
parte debe S'T avaluado por peritos. 

Por estas consideraciones fallo declarando, que 1>. Samuel 
R Hale es responsable y debe pagar á Doña Margarita Paz de 
Rebollo los daños y perjuicios que se lo han ¡rogado con la hu- 
medad producida por las pilas de madera que tenia en su cor- 
ralón de la calle de Piedad á justiprecio de peritos, con los 
intereses de lo que importen elbis, desde la demanda, y las 
costas del juicio. Repónganse los sellos y notifiquese con el 
original. 

Isidoro Albur raein. 

Fallo ir I* Suprema C'artr. 

Baenos Aires, Marzo 2 de 1880. 

Vistos ; por sus fundamentos se confirma la sentencia apelada 
de foja sesenta y cinco, con escepcion de la parte en que se 
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condena al pago de interósea desde el diade la demanda, por 
considerarse estos comprendidos en la avaluación de los da- 
ños y perjuicios que se manda practicar; satisfechas las costas 
de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

i. B, (jOnOSHAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
. — S. M, 



t'Al'K A X I X 



Eí Procurador Fiscal contra Don dodofredo ¡fttxs, sobre infrac- 
ción á ta /c// de Cúrreos. 



Sumario. — Us multas impuestas p.-r el Fnder Administra- 
tivo sin reehmaciim del multado, tk-lien colearse judicial- 
la vía de apremio. 



Caso. — Kl gefe de la repartición interior de Correos en 
Buenos Aires diú cuenta al Administrador de que el 7 de Mayo 
.le 1879 se habían encontrado en la Administración Central 18 
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revistas que contenían cada una curta manuscrita cuyo he- 
cho importaba ma contravención al artículo 37 de la ley de Cor- 
reos, cometida por 1). Hodofrcdo Ihiss. 

ltahiéndose negado Huss á abonar la multa á que fué conde- 
nado por ta Administración, el Poder Ejecutivo pasó el espe- 
diente al Procurador Fiscal, quien espuso: qtio según el arlíeulo 
1 38 de la ley, la multa importaba 90 pesos fuertes á razón 
de 5 pesos fuertes por cada carta. Pidió se librase contra el 
infractor mandamiento de embargo, bajo apercibimiento de 



Fallo del Juez il<- Sección 

Buenos Aires, Agosto 13 da 1879- 
Por presentado en cuanta luí lugar por derecho, traslado. 

f (¡arriza. 

Notificado el Procurador Fiscal pidió revocatoria por contra- 
rio imperio ó apelación en subsidio. tu> o, ir- la aplicacion'de 
una mulla determinada por h ley tenia lugar por la vía de 
apremio, aplicándose las penas una vez constatada la infracción, 
sin perjuicio de oír al infractor en la esturión oportuna ; que 
preleudiT que se siga ,-\ juicio por demanda y por respuesta, 
era desvirtuar por completo su naturaleza, 

Kl Juzgado resolvió lo siguiente: 

Buenos A iros. Octubre 30 de 1879. 

Xo pudiendo proceder los jueces ú la aplicación do penas, 
sinó previas las formalidades de un juicio, contándose muy es- 
pecialmente entre estas la audiencia de la parte interesada, no 
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ha lugar á la revocatoria que se solicita por el Procurador Fis- 
cal un el traslado corrido, concediéndose en relación el recurso 
de apeteció» interpuesta, en atención á lu proximidad del Su- 
perior Tribunal, 

V (jar riza. 

VISTA DEL SESOR PROCURADO* GEHIRAL 

Buenos Aires, Febrero 11 Je 1880. 
Suprema Corle de Justicia. 

La imposición de una multa es un acto administrativo. Im- 
puesta la que se ha rehusado abe: :•»*■ D. Godofredo Huss, la 
acción del Señor Juez de Sección, lia sido requerida únicamente 
para hacer efectivo el apremio, no para entrar á investigar si 
fui lien 6 mal aplicada. 

Estoy, por lo tanto, de perfecto acuerdo con lo espuesto por 
ci Procurador Fiscal, y pido con 61 la revocatoria del auto re- 
currido. 

E¿yardo Costa. 

rallo dp tm Nuprrnia Cortr 

H«rmos Aires, Marzo 2 th> 1H80. 

Vistos; siendo el objeto de esta causa» la ejecución de una 
resolución administrativa de la Dirección General de Correos, 
sobre una multa impuesta por infracción de la I.ey de Correos, 
y de la que no ha reclamado la parte condenada, se revoca la 
providencia apelada y devuélvase. 



I. B. GOROSTMGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUiZAMors, — S. H. L ASTIL H. 
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Ihuvier, Desimoni y C n contra los propietarios de la yoleta 
« Villa Colono sobre salario de salvamento. 



Sumario. — Kl salario de salvamento debe estimarse en rela- 
ción til peligro sufrido y a las dilieultades pura el salvataje. 



Caso. — Dictada por la Suprema Corte la sentencia definitiva 
de fecha 18 de Febrero de 1879, en el juicio seguido por Róú- 
vier, Desiraoni y C contra los propietarios de la goleta «Villa 
Colon » sobre salario de salvamento, y devueltos los autos, las 
partea nombraron peritos para estimar los objetos salv idos se- 
gún su valor probable en el momento y lugar de la entrega des- 
pués del siniestro. 

Los peritos dictaminaron que el valor total de los objetos 
salvados ascendían a 97,501 pe^os moneda corriente de este 
modo ; 

La Goleta y enseres: 85,000 pesos moneda corriente; la 
csirga 12.501, — Total 97,501 pesos moneda corriente. 

Hecho súber la pericia á las partes, Ja de los demandantes es- 
puso que aceptaban la estimación aunque consideraban baja la 
que se hacia del buque ; que por consiguiente el Juzgado estaba 
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habilitados para designar el monto del salario de salvamento 
para lo que debía tenerse en cuenta que el contrario no había 
tachado de es ees i vos los 30,000 pesos moneda corriente, c obra- 
dos, cual había sido el tiempo empleado en el salvataje, las 
dificultades que este ofrecia y el resultado .satisfactorio que se 
había obtenido. 

D. Julio Wouwiller, por el demandado, expuso que según el 
artículo I o del Reglamento de Tuerto para cabotaje, es de obli- 
gación de todo buque de cabotaje fondeado en ambas balizas, 
prestarse mutuamente los auxilios posibles en caso de desamar- 
rarse ú otros accidentes, bajo pena de mulla ; que por consi- 
guiente puede decirse que el auxilio prestado no es realmente 
un sal va tu je ni puede dar lugar á cobrar la exagerada suma de 
30,000 pesos ¡ que según el Código de Comercio, solo hay dere- 
cho de cobrar salario de asistencia y de salvamento cuando ol 
accidente tuvo lugar en alta mar; que además según el ar- 
tículo 1453 del Código de Comercio no se consideran encalla- 
dos los buques varados ni los que por caso fortuito fuesen á la 
costa, de manera que la descarga pueda verificarse regularmente 
y sin peligro, (¿ue para lijar salario en este caso debe tenerse en 
cuenta el ningún peligro de los objetos salvados, y que los mis- 
mos tripulantes del «Villa Colon» han podido salvarlos sin nece- 
sidad de otro auxilio, y solo si prestó al buque el que tenia 
derecho de ex i j ir. Finalmente, que si se tiene en cuenta el 
tiempo que han podido emplear en el salvatage. que es dos días, 
se verá que es bien pagado con ciento v tantos pesos fuertes. 

fallo del Juez 4c Seetlon 

Buenos Aires, Setieuibre 10 de 1K?.). 

Vistos, y de conformidad á lo resuelto por la Suprema Corte á 
foja 152 y con la regulación á 
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>ja 180. Y considerando: que sí bienes cierto que 
los demandantes lian justificado, que el salvamento fué practi- 
cado con oportunidad y ventajas para la carga y buque salva- 
dos, no lo es niénos que los demandadla lian alegada que el bu- 
que estaba encallado eu poca agua y en muy cerca de la costa, y 
asi es de estimar so por el canal, eu que na viraba, Hio Uru- 
guay, y el lugar López Cil, mi que acaeció el siniestro; por lo 
que uo se ha corrido grave peligro ni ha habido grandes dificul- 
tades para el salvatage. 

2 o Que si bien es cierto que por práctica constante se estima en 
una tercera parte del valor de los objetos salvados el premio del 
salvamento en este puerto, esta practica está tasada sobre sal- 
va* ages hechos eu la nmr ó en la Boca del Hio de la Plata ; y 
no seria equitativo aplicarla á los rios interiores cu vista de las 
consideraciones apuntadas un el primer considerando. 

Por todo lo que fallo lijando en veinte y cinco mil pesos mo- 
neda corriente el premio de salvamento á que so han hecho 
acreedores los señores Rouvier, De Simoiií y C" y que deberán 
serles pagados á los diez dias de la notificación de este auto. 
Notifiqueso con el original. 

Isidoro A ¿barman. 

Fallo de lit Su pro mu Curte 

Etaenoa Aires, M.trzo 2 de 1880. 

Vistos, por sns fundamentos se continua, con costas, el auto 
apelado de foja ciento noventa y siete ; satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

i. R. GOnOSTIAGA. — J. DOMLNCLEZ.— 
O. LEGUIZAHÜN. s. u. laspiiu. 



T, Xlll. 
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Ei Fisco Racional contra H. Jaime Uaralfal é hijo, par cobro 
ejecutivo de pesos. Incidente subte adjudicación en pago. 



Sum a rio. — El ejecutante puede hacerse adjudicar el bien 
embargado por las dos terceras partes de la tasación que sirvió 
de base para la venta en remate públicu cuando esta no ha te- 
nido lugar por falta de postores. 



Caso. — El Procurador Fiscal de la Sección de Rueños Ai- 
res siguió una ejecución contra los señores Juime Llavallol é 
lujos por cobro de Í>C.8jO pesos fuertes y 01 centavos que adeu- 
daban por valor recibido. En esta ejecución los deudores dieron 
a embargo un estableciinient'i de campo ubicado en el Rosario 
de Santa- Fe y conocido por el nombre de < Arroyito *. 

Ejecutoriada la seutencta 'le trance y remate, el rruriirmlnr 
Fiscal propuso como tasador á 1>. Santiago Machado, quien fué 
nombrado por ?1 Juzgado en rebeldía de los ejecutados. 

Machado practicó una tasación importante 57 .881 pc*.-s fu- r- 
tea de curso legal. 

Esta tasación fué dejada sin efecto ú solicitud de los ejecuta- 
da y so nombraron peritos tasadores para que practicasen una 
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retasa, la cual dió por resultado la suma de i»3.7(J9 pesos fuer- 
tes 7 centavos oro sellado. 

Acoplada la retasa, se sacó á n-malf el establecimiento, el 
que no pudo veiuter.se por falta de postores; en este estado, el 
Procurador Fiscal, propuso, con el objeto de ahorrar gastos y 
ti ilaciones, que los ejecutado! aceptasen» corno retasa la pri- 
mera tasación precediéndose en seguida á la venta en público 
remate. 

El Juez ordeno que los ejecutados maní fes taran su confor- 
midad ó disconformidad con la propuesta anterior. 

Nq habiendo los ejecutados hedí o ninguna man i f estación, el 
lWuiudor Fiscal pidió que la hicieran dentro de 2 i horas, 
ha jo apercih ¡miento de haberlos por con fumados. Kl Juez pro- 
veyó de conformidad bajo el apercibimiento solicitado. 

Vencido el término, á requisición liscal, el Juez, haciendo 
efectivo el apercibimiento, dió por prestada la conformidad do 
los ejecutados pura que se tomase por base del remate la pri- 
mera tasación. 

Kl martiliero dió cuenta de no haber vendido dicha linca por 
falta de postores. 

Hecho saber el resultado de esta diligencia, el Procurador 
Fiscal competentemente autorizado por el Poder Ejecutivo Na- 
cional, é invocando el artículo 2! H) do la Ley «V Prbeodiraieutos, 
pidió la adjudicación en pago del estableriiuioiito € Arroyito * 
por las dos terceras partes de su tasación. Kl Juzgado proveyó 
de conformidad. 

Exhibidos los (¡lulos; de propiedad, el actuario espuso : que 
para practicar la liquidación de las dos terceras partes, nece- 
sitaba saber, cual de las dos tasaciones debía tomar como base. 

Kl Juzgado corrió vista al Fiscal quien espuso que antes ha- 
bia propuesto se aceptara la primen tasación que antes había 
sido rechazada por baja, para evitar gastos y dilaciones, que el 
Juzgado en rebeldía de los ejecutados, ordenó ,se tomase, como 
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base de dicha tasación, importante 57.881 pesos fuertes de curso 
legal cuyas dos terceras partes, 38.558 pesos fuertes debió con- 
signarse como precio en la escritura. El Fiscal pidió además 
que los ejecutados manifestaran su conformidad dentro del ter- 
cero dia y bajo apercibimiento, con el martiliero que proponía 
para la venta de otra 



Buenos Aires, Octubre H de 1879. 



Estiendase la escritura de adjudicación por la cantidad de 
treinta y ocho mil quinientos ochenta y ocho pesos fuertes de 
curso legal como lo pide el Fiscal. Manifiesten los ejecutados 
dentro de tercero dia si están conformes con el martiliero pro- 
puesto bajo apercibimiento y repóngase el sello. 

Albarracm 



Notificados los ejecutados espusierbn que no estaban confor- 
mes con este auto por cuanto la liquidación á que se refiere 
había sido hecha sobre la base de la tasación que sirvió de re- 
tasa para el segundo remate, cuando debió hacerse con arreglo 
á la tasación que se tuvo en vista en el primer remate ; que el 
artículo 290 de la Ley de Procedimientos, faculta al aerre- 
dor para adjudicarse en pago el bien embarcado ó para pedir 
retasa de él, y no lo autoriza para solicitar dicha adjudicación 
después que el bien ha sido retasado. 

Fundado en esta consideración apeló para ante la Suprema 
Corte. 
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F«ll« de la Suprema Corte. 

Dueños Aire*, Mareo 6 do 1880. 

Vistos: atento lo dispuesto por el artículo doscientos noventa 
de la Ley de Procedimientos, y habiendo podido venderse váli- 
damente la tinca por las dos terceras partes de la tasación 
que sirvió de base al segundo remate, se conürma con costas, el 
auto apelado de foja doscientas cuarenta y una ; satisfechas las 
de la iustancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

j. U. GOROSTIACA. — J, DOMINGUEZ. — 
O. LEGU1ZAMON.— S. H. LASP1UR. 



CAUSA XXII 



f), Alejandra Fleunj contra IK Juan Laetar, sobre liquidación 
de sociedad ?/ cobro de pesos. 



Sumario. — 1" No se prueba la existencia de la sociedad con 
solo presunciones de servicios prestados, máxime ruando se ha 
demostrado quo las cosas presuntas sociales han sido compra- 
das ú nombre esclusivo de uno. 
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¥ vos servirlos prestados á un amigo en épncüs do hallarse 
enfermo, dándole casa y asistencia, no dan acción para contar 
su importe. 



faso. - Se halla esplicado en e ] siguiente 

Fnllo ilH Jurz ¿rrrlonnl 

«■'tiJt>ía, Er^ro 22 da IK7ÍÍ. 
Vistos: hmi Alejandro Fletiry deduce demanda contra Don 
Juan Lacia r por la disolución y correspondiente liquidar ion do 
una asociación que dice se formó entre ambos á mediados del 
año ÍH75 para la esplot ación de una tropa de carros á muía, 3' 
por et abono además de ciento cuarenta y un peso bolivianos que 
espuso haber suministrado á la familia de dicho Lacittí por en- 
cargo del misino. 

El demandado, después de negar completamente los hechos 
de la demanda, deduce reconvención contra el demandante por 
la suma de mil eirnlo inventa y seis pesos < li!H¡) por razón 
de alimentos y servicios que dice prestados al mismo on los 
términos establecidos por la cm-nta de foja !K. 

Negado á la vez por el demandante este crédito, diciendo ser 
falsas todas las partidas de la cuenta enunciada áescepcion déla 
que se refiere al valor de un poncho de propiedad del reeon vi- 
niente que espresa tiene en su poder y del cual dice puede aquel 
disponer desde luego, la causa fué abierta á prueba sobre la 
verdad do la demanda y reconvención y 

Considerando: \" Que no la han producido completa, ni el de- 
mandante de su demanda, ni el reeouviuiente de su reconvención. 

- Quopor lo que respecta á la demanda, en efecto, son del 
fuilo insuficientes las únicas circunstancia* que aparecen justi- 
ficadas de haber sido visto el demandante por algunas personas 
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trabajar conjuntamente con el demandado en el manejo de 
Jos curros en cuestión durante la época en que se hacía el 
acarreo de materiales necesarios para la contracción de las obras 
di* albauilcría de la Pinza Independencia y de baber satisfecho 
personalmente el valer del arriendo de dos meses de un carro de 
alquiler ocupado en la misma empresa. (Recibo de foja y decla- 
ración de ]>, Juan Knrrjquo fie foja. . ,) 

3" Que estas cineunstancias en verdad, si constituyen, como 
las cprtas reconocidas de foja. . . alguna presunción ú verosimili- 
tud respecto de la asociación alegada, no constituyen sin em- 
bargo un argumento serio en tal sentido y menos pueden cons- 
tituir la prueba clara y completa, necesaria por derecho para 
condenar. 

4* Que ellas son por otra parte de no difícil esplicacion dados 
los antecedentes de compañerismo que resulta délos autos, han 
existido entre ambos litigantes y el reconocimiento que es na- 
tural suponer por parte del demandante Inicia el demandado 
por los repetidos favores que aparece también incuestionable- 
mente de los autos, recibía él de este, circunstancias ambas 
que moratmente lo obligaban á prestarle ayuda en el negocio 
en cues lian como en cualquier otro y que esplican su concurso 
en aquel, sin necesidad do suponer una sociedad formal de ga- 
nancias y pérdidas entre ambos. 

5 o Que es de considerar además que el demandante no ha 
justificado desembolso alguno para la formación de la preten- 
dida sociedad, ni en dineros ni en valores de otra especie ; ha- 
biendo resultado inexactas sus aseveraciones respecto ¿ las 
únicas con que decia baber concurrido, como puede verse fá- 
cilmente comparando su escrito do demanda ron las declara- 
ciones de los testigos X). José Gil, I), líoqne CivilH y D. Mar- 
celino Cejas, en que parecía querer fundar aquellas. 

tí Que después de esto y muy satisfactoriamente, el deman- 
dad-i ha justificado haber personalmente y ii su propio nombre 
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adquirido todos ó casi todos los enseres do la empresa que 
se dice formada por asociación, según puede verse por las 
tres declaraciones citadas y por las de D. F. Suurcz, I). Fede- 
rico Masa, D. Alejandro Casas, D. Hilario Correa, D, José Luis 
''arriony D. Gregorio (¡aligniann. 

7 U Que no se lia producido tampoco por el demandante justi- 
ficación alguna en relación ¡l la verdad del crédito de i 11 pesos, 
segundo capítulo de su demanda. 

8 a Que por lo que respecta á la reconven cioa, si, como so dice 
en el considerando 4 o , resulta incuestionablemente que el re- 
comí n ion te ha pregado servicios importantes al reconvenido, 
dándole casa y asistiéndolo con todo lo demás necesario durante 
algunas épocas en quo se lia hallado enfermo, no so ha acredi- 
tado sin embargo con precisión el tiempo de duración ni el valor 
do dichos servicios, y aun cuando tal justificación se hubiere 
producido no habría sin embargo acción para demandarlos en 
juicio, con arreglo á la letra y espíritu de los artículos 135 y 
136 del título < Do la Locación * del Cúdigo Civil. 

Por estos fundamentos, y sin hacer lugar ¿ lo solicitado en el 
otrosí del escrito de alegato corriente á foja, . . por ser la prueba 
a que él se refiere impertinente, definitivamente juzgando, de- 
claro no haber lugar a la demanda ni a la reconvenciona, absol- 
viendo de ellas respectivamente al demandado y al demandante, 
salvo en lo que se refiere al poncho que el último ha reconocido 
existir en su poder y que debe volver inmediatamente al de- 
mandado, 

Notiliquese con el original y repóngase el sello. 

& de ta Torro. 

ft'ftllndr Im »if |»reu»M tartv 

II uenoa Airfs, Mirto 9 de IRSo. 
Vistos : por .mis fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
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teneia «pelada dn foja doscientas cinco vuelta, y satisfechas 
aquellas y repuestos los sollos, devuélvanse. 

J. It. CÜltÜSTUGA. — J. DOMINGUEZ.— 
S. M- LASPIUR. 



í USA XXIII 



Tercería de dominio deducida, por liona llamona de Morillo en 
la ejecución de l), Juan Mair contra I). Manuel l'iera. 



Sumario, — Un contrato de arrendamiento no puede en nin- 
gún caso fundar una tercería escluyente ó de dominio, la cual 
necesariaineute debe tener por base la propiedad del bien em- 
bargado. 



f Ví*»i. — 1), Juan Muir inició una ejecución contra D. Manuel 
l'¡ur;i por la suma de 707 pesos fu rites 2" centavos. En esta 
ejecución se mandó embargar ¡í solicitud del actor el vapor 

Helvecia » cumn propiedad del igecutudo. 
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En este estado, Dona Ramona M. de Morillo espus> ante el 
Juez de Sección que el vapor estaba en su poder mediante 
un contrato de arrendamiento anterior á la ¿rilen ele embargo; 
<1UG cuando termine el plazo del contrato de arrendamiento que 
consta por escritura pública, podrá el ejecutante hacer efectivo 
el embargo, porque entonce* no perjudicará, ni atropidlará los 
derechos ajenos que estA obligado á respetar, Pidió entablando 
tercería de dominio fundada en el contrato referido, que se 
desembargara dicho vapor y se condenara en costas, daños y 
perjuicios á D. Juan Muir. 

De la tercería se corrió trabado al ejecutante y al ejecutado. 

D. José María Bar so va por el ejecutante pidió se rechazara 
con costas la tercería deducida : dijo que no le constaba los he- 
chos alegados en la tercería ; que aunque ellos fueran ciertos, 
un contrato de arrendamiento en ningún caso puede fundar una 
tercería de dominio ; que la naturaleza de este contrato, las 
obligaciones que establece y los efectos que produce respecto de 
terceros, demuestra la injusticia de la arción entablada 

D. Manuel Piera, por su parte, contestó que lo espuesto por 
la parte de Morillo era exacto; que el vapor no pudo ser embar- 
gado porque no se encontraba en su poder sinó en el de la 
arrendataria ; que en el caso que pudiese embargarse no ha de- 
bido hacerse perjudicando los dereebos del arrendatario; que 
aun en el caso de quiebra se 



Ful lo drl Juez de 



ÍHtPiKt» Aires, Noviembre 16 de lflTD. 

Visto: en id incidente sobre tercería de dominio deducida por 
Doña Ramona Llobet de Morillo, con motivo del embargo del 
vapor * Helvecia > considerando. 
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1- lino según los términos lttemles del artículo 301 de la ley 
do Knjunknniento, la tercería eseluyente ú de dominio, ha de 
fundarse precisamente con el dominio de los bienes embargados, 
y en el cas*, ocurrente solo so alega por la tercerista un contrato 

2" Que aun cuando ñor el artículo 257 de la mencionada ley 
de Enjuiciamiento, se dispone que el embargo ba de hacerse 
en los bienes de que el deudor estuviese en posesión es á la 
posesión civil y uo n la tenencia A que se reüere y que disfruta el 
Sr. Piera en el cjlelvecia» íi pesar del arrendamiento. 

3* Que es un principio que todos los bienes del deudor son 
embargablcs, salvo los específicamente escept nados y no se alega 
disposición alguna que exhonere en este casoá los bienes arren- 
dados. 

Por estas consideraciones, fallo, no haciendo lugar con costas 
á, ln tercería deducida y ordenando en consecuencia sigan los 
autos según su estado, 

Repónganse los sellos y notiüquese con el original. 

Isidoro Atbarracm. 

ralla de I» Suprem* Corle 

Buenos Aires, Marzo 16 de 1880. 

Vistos, por sus fundamentos, se continua, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja diez y nuerc vuelta, satisfechas estas y 
repuestos los sel bis, devuélvanse. 

J. |U COROSTIAGA. - I. DOMINGIEZ. — 
O. LEÍ 11*17- AMOS . — C LADISLAO FRIAS 
— S. M. LASP1DK. 
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C A USA XYIV 



Cortt, íiiva y C\ contra Ü. Juan Arbuco, 



Sumario.— En el caso en que un deudor, después de celebrado 
concordato judicial, sea demandado por un acreedor y conde- 
nado á pagar la suma íntegra por no haber opuesto la existencia 
del concordato, la quita ó espera procedente de este no puede 
ya oponerse contra la ejecución de la sentencia condenatoria. 



Caso. — So comprende al leer el 



Fallo del Jiin ftrrHoual 

Buenos Airea. Julio 22 de 187U. 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por los Señores Curtí, 
Kiva y C» contra ]>. Juan Arbuco, como dueño de [a goleta 
c Estanislada |, y considerando: 

1" Que la presente ejecución tiene por objeto dar CumplU 
miento á la sentencia de foja 83 por la que se condenaba al Se- 
ñor Arbuco, como propietario de la « Kstanislada ú pagar á loa 
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ejecutantes la cantidad de 8,153 pesos moneda corriente por su- 
ministros hechos al buque con sus intereses y costas. 

2 o Que las escepciones deducidas por el ejecutado en el ter- 
mino de la citación de remate, quita, espera y remisión se fun- 
dan en un concordato que dice celebrado con sus acreedores y 
judicialmente aprobado con fecha 11 de Marzo de 1876. 

3" Que habiéndose iniciado el juicio ordinario, le que esta 
ejecución es el resultado, en veinte de Abril de 1877, esto es, 
después de mas de un año de celebrado el contrato de Arbuco 
con sus acreedores , aquel pudo y debió hacer valer las escepcio- 
nes que hoy opone en el juicio ordinario. 

4 o Que ellas no pueden ser tomadas en consideración ya que 
por su aceptación vendrían á destruir la sentencia en que se 
basa y funda esta ejecución, sentencia que, estando ejecutoriada, 
reviste la solemnidad de ser cosa juzgada, como en efecto lo es. 

l'or estas consideraciones : fallo no haciendo lugar i las es- 
cepciones de quita, espera y remisión opuestas por el ejecutado 
y ordenando cu su consecuencia que se lleve adelante la ejecu- 
ción hasta hacer trance y remate del bion embargado y con su 
producto integro pago del capital intereses y costas. 

Notífiquese original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

Fallo a> la Suprema Carte 

Buenos Airea, Marco Lfi üe 1880. 

Vistos ; por sus fundamentos se confirma con costas, la sen- 
teucia apelada de foja ciento veinte y ocho; satisfechas estas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. —* 
0. LEGUZAM0K. — l LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIVR. 
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CAUSA XXV 



D. David Bustos contra D> Lorenza Dátñla de Gardillo, sobre 
pago de pérdidas é intereses 



Sumario. - i" Un documento de obligación otorgado en eje- 
cución de otro por la madre y representante legal de los deudo- 
res, obliga ú estos solos y no personalmente á aquella, aunque 
lo haya firmado * por sí y como tutora de sus Lijos». 

2 o La obligación que se impone á una persona en razón de 
ser heredera de otra, es nula, si no es tal heredera 

3-> La novación no se presume. 



Caso, — El caso se comprende al leer los siguientes 

Fallo del Juez Seeelonni 

Rk>ja, Abril 3 de 187Ü. 

Vista la demanda interpuesta por I). David Bustos contra 
D" Lorenza Dárila de Gordillo, por daños y perjuicios proce- 
dentes de la falta de cumplimiento de una obligación de hacer 
con el mérito de autos, y 
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( Considera nd o : i" Que por la sentencia ejecutoriada de este 
Juzgado corriente de fojas 1 á 4 de los autos, la demandada 
fué condenada á otorgar escritura pública en la parte que le 
correspondiese como heredera en uno* terrenos ubicados en 
Cbilccito, pertenecientes á la testamentaría de D' Jacoba San 
Koman, ó en su defecto, al pago de pérdidas é intereses. 

2 n Que intimada la señora Dúvila á otorgar la mencionada 
escritura, por auto de fecha primero de Octubre del año próximo 
pasado, corriente ú foja 5 vuelta, esta se eseepclona alegando 
no tener derecho alguno á dichos terrenos por no ser hederá de 
la espresada señora San líoman. 

3* Que en tal virtud, habiendo sido demandada por Bustos 
ai pago de la cuenta de foja 20 por pérdidas ó intereses, se lia 
escepcionado oponiendo la falsa causa que diú origen á la obli- 
gación de hacer y la nulidad do la sentencia en sus efectos ju- 
diciales, que en virtud de ella se pronuncio. 

4" Que tratándose de la ejecución de una sentencia, no es 
admisible el recurso ó escepcion de su inaplicación desde que 
ella versa sobre el cumplimiento de uua obligación autorizada 
por la ley, cualquiera que fuese el error de derecho relativo á 
la falsa cualidad que se atribuye la señora Pávila para con- 
traerla; y que por otra parte, tampoco ta opuso ó alegó y probó 
Bn el juicio en que aquella se dictó. (Artículo 85 de la Ley de 
Procedimientos; libro 2', título i", artículo 28, Código Civil). 

5" Que además, estandu declarado en el considerando cuarto 
de la mencionada sentencia, novada la obligación del crédito 
originario Contra la testamentaria de la señora San Koman, 
ella pudo efectuarse por personas que no tuviesen la calidad 
de hcredeios. (Artículo 5", título c De la novación *, Código 
Civil). 

O" Que por lo tunto, ya se considere el nuevo contrato de 
foja 17 como una dación en pago de cosa ajena ó un contrato 
de compra-venta, siempre, en ambos casos estaría obligada la 
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señora DavÜa a] pago de pérdidas é intereses por falto de en- 
trega de la cosa que fué objeto de U obligación. (Artículos 58 y 
60, título i* cDel pago » y 7 o , título 3 *Bél contrato de com- 
pra-venta», Código Civil). 

7" Que estando condonada la demandada al pago de las pérdi- 
das é intereses en la parte que le correspondía como heredera 
de la testamentaría de D 1 Jacoba San Honian, y no pudiend 
determinarse esta de los bienes testamentarios por la falsa ca- 
lidad que se atribuye la sonora en el mencionado juieio, según 
resulta implícitamente do su propia confesión, debe reputarse 
que Ja obligación simplemente mancomunada contenida en el 
documento de foja 17, la cual ordenó se redujera á escritura 
pública por sentencia do fojas i A 4, obligó á lus (partes) que la 
otorgaron por partes iguales. (Artículo 2", título 3" cDe las obli- 
gaciones simplementes mancomunadas Código Civil). 

8 o Que por lo espuesto, resulta que la demandada solo es 
responsable de la suma de 870 # i rls. cuarta parto del valor 
de dos mil setecientos diez y ocho pesos que coníiesa ií foja 35 
vuelta, que Bustos dio en pago de los créditos testamenta- 
ríos á los señores Snage hermanos y en cuya viríud se celebró 
la novación del crédito cedido, otorgándole al demandante el 
documento de foja 17. 

9 o Que es improcedente la cscopcion que alega la señora Dá- 
vila en su defensa, de que el actor puede y debe deducir sus 
acciones para el resarcimiento de las pérdidas é intereses con- 
tra los señores Soage hermanos, cedeutes del crédito originario 
ó contra los herederos de la testamentaría de la señora San 
Román; por cuanto siendo la obligación contraída por la de- 
mandada perfectamente divisible, aquel ha podido hacer reserva 
de acciones ó renunciarlas en cuanto á los domas ubligados, 
según lo tuviese por conveniente. 

10. Que no habiendo observado la demandada en su defensa 
el tiempo corrido ü interés lijado al capital qno cobra el actor 
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en su cuenta de foja 20, debe reputarse equitativo, limitándose 
este á la cantidad en que se declara responsable la, señora Dávila. 

ii. Que no habiendo sido condenada la señora Dávila, en la 
(ejecución) resolución cuja ejecución se solicita al pago de cos- 
tas, es ilegal la pretensión del actor on el cobro de Ja tercera 
partida de la enunciada cuenta, por cuanto, aun cuando dichos 
honorarios pudieran calificarse bajo la denominación de perdi- 
das, aquella fué absuelta de dicho cargo por haberse declarado 
con razón probable para litigar. Por estos fundamentos, defi- 
nitivamente juzgando, fallo y declaro : que condeno i D* Lo- 
renza Dávila de Gordillo á pagar á D. David Bustos la suma de 
870 4 rls., con sus intereses del uno y medio por ciento men- 
sual, desde el veinte y uno de Agosto de mil ochocientos setenta 
y tres hasta el dia en que se verifique el pago, como pérdidas 
é intereses irrogados al actor, por inejecución, en cuanto á la 
obligación i que fué condenada en la sentencia corriente de 
fojas i á 4. Itepónganse los sellos. 

Mardoqueo Molina. 
Fallo 4> la Suprema Corta 

Buenos Aires, Marzo 16 de 1880, 

Vistos, y considerando : Primero, Que la demanda inter- 
puesta por Don David Bustos, como cesionario de los señores 
Soaje hermanos, procede de créditos contra la sucesión de Doña 
Jacoba San Román de Gordillo. (Documentos de fojas una vdiez 
y nueve). 

Segundo. Que los herederos de esta ofrecieron dar en pago 
de los mencionados créditos, los terrenos que la testamentaría 
poseía en Villa Argentina, Departamento de Chilecito, ofre- 
cimiento aceptado por los acreedores señores Soaje hermanos. 
(Documento de foja diez y nueve). 

t. xtu. g 
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Tercero. Que posteriormente, Dona Mercedes Gordíllo, una 
de las herederas de Doña Jacoba, y Doña Lorenza Dávila de 
Gordíllo, Tiuda de Don Juato Gordíllo, ofrecieron á Don David 
Bustos, cesionario de Soaje hermanos, la escrituración y en- 
trega de los mismos terrenos. - Documento de foja diez y siete). 

Cuarto, Que este documento, origen del presente juicio, 
siendo otorgado solo un ejecución del de foja diez y nueve, no 
puede ser considerado como una obligación personal de la se- 
ñora Dávila de Gordíllo, por el hecho de haber lirmado impro- 
piamente con las palabras « por sí y como tutora de sus hijos », 
cuando en el de foja diez y nueve solo invocaba este último tí- 
tulo. 

Quinto, Que no constando, por otra parte* que Dona Lo- 
renza Dávila de Gordíllo fuese heredera de Doña Jacoba fian 
Román, ni que hubiese pretendido asumir este carácter, la obli- 
gación que en la creencia de ser heredera, se le impuso, c de 
escriturar los terrenos », o pagar, en su defecto, pérdidas c inte- 
reses, fué legalmente nula é ineficaz por carecer de causa. 

Sexto. Que no habiendo manifestado en parte alguna Doña 
Lorenza Dávila de Gordíllo, la voluntad de hacer suya la deuda 
contraída por los herederos, no obstante haberse declarado pres- 
crita por la sentencia citada á foja dos, la novación que se alega 
no ha podido tampoco efectuarse, ni se presume legalmente. 
(Artículo doce, título « De la Novación >, Código Civil). 

Tur estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de frja 
cincuenta y tres, y se declara ú Doña Lorenza Dávila de Gor- 
díllo absuelta de la de manda que le ha promovido Don David 
Bustos, sobrepago do pérdidas é intereses. Satisfechas las cos- 
tas de la instancia y repuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. KOUOSTIAGA.— i. D0MSGUE2. — 
O. LECtflZAMON.— H. LASPIUR. 
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CAUSA IITI 



D. David Arguello, contra D. Ernesto de las Carrera*, por cobro 
de pesos, sobre defecto legal de la demanda y competencia 



Sumario. — I o El que se pretende acreedor de una sociedad 
puede legalmente demandar á uno de los socios, si la sociedad 
se ha disuelto. 

2* En ese caso la competencia resulta del domicilio del de- 
mandado y de la distinta nacionalidad de este y del demandante. 



Caso. — D. David Arguello hizo un convenio con la socie- 
dad Cabal y C* relativo á transporte d« correspondencia é in- 
migrantes. 

La sociedad Cabal y O se disolvió, y Arguello demandó el 
cumplimiento de aquel convenio contra D* Ernesto Carreras, 
oriental, socio de Cabal y C», y que dijo babia quedad o con el 
activo y pasivo de la sociedad. 

Carreras apuno que Arguello debió demandar á la sociedad y 
no a el, y la competencia federal debía juzgarse por el aeto y 
cada uno de los miembros de la sociedad. 
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Falta 4*1 Juei Seerlonal. 

Buenos Aires, Noviembre 12 de J879, 

Y vistos: en lo rektivo á las escepciones delatorias, de in- 
competencia del Juzgado y defecto legal, en el modo de propo- 
ner la demanda, alegadas por el demandado y considerando: 

Que el Sr. Carreras no lia negado que sea estrangero y que 
el demandante sea nacional, y que habiendo este último com- 
probado estos hechos, es lo suficiente para que quede estable- 
cida la competencia por n<zon de las personas, no ha lugar á 
la incompetencia deducida, y 

Considerando: en lo relativo al defecto legal en el modo de 
proponer la demanda, que es jurisprudencia constante estable- 
cida por repetidos fallos do la Suprema Corte que esta escep- 
cion solo puede fundarse en la omisión de alguno de los requi- 
sitos proscriptos por el artículo 57 de la Ley de Procedimientos, 
que el demandante ha llenado debidamente, tampoco ha lugar 
A dicho escepi ion, y en su consecuencia, contéstese por el de- 
mandado el traslado de la demanda, en el término legal, con 
costas. 

Nutiffqnesc original y repóngase el sello. 

Isidoro AWarracin. 

lallo dr la Suprema Corte 

Buenos Ai ros. Marzo 1G de 1880, 

Resultando que no se lia negado por parte de Don Krnesto de 
las barreras haber dejado de existir la sociedad Kmilio Cabal 
y compañía de que hacia parte: constando además este hecho on 
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la escritura pública á qu<> han» referencia Arguello cu la demanda, 
escritura qtie obra en testimonio presentado por Carreras, en 
los autos con Don Aurelio González, que están podientes ante 
esta Suprema Corte, y en la cual se es presa que la sociedad 
estaba no solo disuelta, sino también liquidada: considerando que 
en este estado de cosas, tratándose de hacer efectiva la respon- 
sabilidad personal de Carreras, es Juez competente el de su 
domicilio ; y estando suficientemente justificado que el deman- 
dante es ciudadano argentino y el demandado oriental, calida- 
des que tampoco se contradicen ; — por estos y domas funda- 
mentos del auto apelado, se coulimia con costas ; satisfechas, 
devuélvanse. 

i. R. COROSTIAGA. — j. DOMÍNGUEZ. — 
O. LECllZAWON, — S, M. LASPIÜR. 
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CAUSA XXVII 



D. Pedro Alfámira, contra t). Jaime Montiel, 



Sumario. — i° Habiéndose continuado una sentencia solo en 
una parte, se entiende que en las otras, inclusive la que condoñó 
en costas, ha sido revocada. 

2 o Si otra fuera la mente de dicha sentencia, solo el Tri- 
bunal que la dictó, puede declararlo. 



Coso. — Dictado el fallo de 15 de Mayo de 1879 en la cauga 
de Al tíim i ra contra Montiel, se reclamó contra este la indem- 
nización de costas y gastos. 

Fall* del Juei «eeeUnal 

I 

Córdoba, Octubre 9 de 1877. 

Vistos y considerando: I o Que la presente cuestión versa 
únicamente sobre sí la resolución de la Suprema Córte, ha 
dejado ó no subsistente la condenación en costas y costos cau- 
sados en los testigos, impuesta en la sentencia de i" Instancia; 

2? Que por consiguiente, no se trata de investigar si el pro- 
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ceder de aquel alto Tribunal baya podido desviarse de los prin- 
cipios de justicia y equidad, si nú de la verdadera inteligencia 
de lo que está ya resuelto y ejecutor ifldo¿ y que ningún otro 
Tribunal puede reveer ; 

3* Que la Suprema f orte, después de no hacer lugar al recurso 
de nulidad por encontrar ajustados á la ley los procedimientos 
observados en i" Instancia, declara que no está probsido el 
cargo hecho al Sr. (¡efe Político de Sun Javier poj ostentación 
de fuerza armada; pero que si está justificado el de intluencia 
indebida en las elecciones; 

\° Que después de estas declaraciones, la Córte en su parte 
resolutiva diee así: * se confirma la sentencia apelado solo en 
« la parte que p'.r ella su impune ¡í Moutiel la multa de dos- 
* cientos pesos fuertes ú un mes de prisión j; 

5" Que esta escepeion única importa la eselusion de todo lo 
demás que contiene la sentencia de i" Instancia, pues la eseiq.- 
cion confirma la rcj¿la en h» ca-os no rscept nados; r.wptto a 
regula fintmt rrtjulittn maliis: ¡nehmn mirits alferiits e$t 
exdtuio; cuyos axiomas han sido adoptados por los juriscon- 
sultos, y pasado á lfl legislación como reglas seguras de inter- 
pretación ; 

6" Que si otra hubiese sido la mente de la Suprema Córte, 
confirmada la sentencia en la parte relativa á la injerencia 
indebida del Oefe Político, no habría omitido alguna enun- 
ciación sobre la forma ó modo en que debían destribuirse las 
costas y costos, como lo tiene establecido para casos análogos 
en las causas 7 6 , 8\ sene I", página 101. tomo 3 o , serie 2 o , 
página 70, « Fallos de la Suprema Córte » ; 

7" Que si á pesar de estos antecedentes, otra hubiese sido la 
mente de la Corte, no se descubre por el tenor del fallo; y solo 
á ella corresponde, en su caso, dejarlo establecido coa arreglo al 
espíritu que la haya guiado en su resolución. Y omitiendo otras 
consideraciones, declaro: que la sentencia de la Suprema Córte 
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ha exonerado al Sr. Montiel de las costas y costos en que le 
condenó la de !• Instancia ; hágase saber, reponiéndose los 



Fallo úm Im Suprema rorie 

Buenos Airea, Marzo 16 de 1880 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja quince. Satisfechas las de la instancia y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 



J. B. GOROSTIACA, — J. DOMINGUEZ. — 
O- LEGU1ZAMOW. — S. H. LASPIUR. 
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CAUSA XXVIII 



Don Ernesto de las Carreras contra 0. David Itrucc, sobre 
rescisión y liquidación de una Sociedad. 



Sumario. — V Todas las cuestiones entre socios sobre liqui- 
dación y partición de la Sociedad, deben ser resueltas por 
jueces árbitrus, quienes pueden declarar cual de los socios ha 
faltado al contrato social y la Techa en que la sociedad dejó de 
existir. 

2 o Uno de los socios no puede nombraT interventor para que 
vele é inspeccione los libros y demás intereses sociales, teniendo 
el derecho de examinar los libros y demás documentos que 
comprueben el estado de la administración social y pudiendo 
pedir al Juez de la causa medidas de seguridad y conservación 
de los bienes sociales. 



Cafo. — Don David Bruce espuso ante el Juez de Sección 
de Buenos Aires, que en 5 de Hayo de i 870 celebró con D. Er- 
nesto de las Carreros un contrato de sociedad para hacer los 
trasportes por agua entre los puertos de Buenos Aires, Tigre, 
Campana, Rosario y Santa Fé, debiendo el esponente poner 
como capital los vapores de su propiedad t Proveedor * y « Ca- 
pitán» y de las Carreras el «Rio Uruguay» y • Emilia»* de 



148 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



que se decía propietario, debiendo los vapores del espolíente 
hacer las dos terceras partes de loa viajes y una tercera parte 
los del señor de Jas Carreras ; que habiendo su socio faltado al 
contrato por cuanto el «Rio Uruguay» y el * Emilia» no eran 
de su propiedad, á lo que se agrega que el primero po se encon- 
traba en estado de navegar á la fecha de la demanda, resistién- 
dose de las Carreras á hacer las refacciones necesarias t y el 
«Emilia» por no habeT sido entregado á la administración so- 
cial, se veía en el caso de pedir se declarase rescindido el con- 
trato de sociedad, desde el 10 de Julio de 1879 fecha en que 
tos vapores «Proveedor» y «Capitán» habían hecho las dos 
terceras partes de los viajes y el «Kio Uruguay» la otra ter- 
cera, pidiendo además que se le devolviera por de las Carreras 
la suma que le había entregado mas de lo que le correspondía 
por las utilidades hasta esa fecha, según constaba tn las 
cuentas corrientes pasadas hasta fines de Agosto. 
-■Conádo trasjajo, de las Carreras pidió también por su pirte 
la rescisión del contrato social, "deduciendo -además -rccor.^ r¿- 
cion por los daños y perjuicios que decia le había irrogado la 
rescisión y la falta de Bruce á las obligaciones del contrato, 
daños y perjuicios que estimaba en la suma de 30,000 pesos 
fuertes. Pidió en un otrosí el nombramiento de árbitros que 
resolvieran el asunto. 

Corrido traslado de la reconvención, Bruce pidió no se hiciera 
lugar á ella con espresa condenación en costas, alegando que 
no eiistian tales perjuicios por cuanto la sociedad se rescindía 
por falta de cumplimiento al contrato por parte de de las Car- 
reras; que si el contrato quedaba rescindido el 10 de Julio, no 
tenia el deber de rendirle cuentas del producido de los viajes 
posteriores, siendo de recordar que el 23 de Junio dejó de na- 
vegar el «Rio Uruguay* y que el 10 de Julio los vapores del 
capónente habían hecho los viajes que en proporción les corres- 
pondían según lo estipulado. 
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En un otro sí se opuso al nombramiento de arbitros diciendo 
que la cuestión que se debatía era de puro derecho y debía ser 
resuelta por el Jaez ; qje si el Juzgado declaraba que había 
lugar á daños y perjuicios, entonces recién sería el caso de 
nombrar árbitros para que fijaran el cuanto de ellos. 

JF«1I* 4el Juea de fteeel«n 

Buenoi Airei, Enero 28 de 1880. 

Vistos y considerando que las partes están conformes en la 
rescisión del contrato de sociedad y solo divergentes en el 
término y causas que han dado lugar á ella, lo que cuando 
mas daría motivo A modificaciones en la liquidación y partición, 
que según el artículo 51 1 del Código de Cemercio deben resol- 
Terse por jueces arbitradores — háse por rescindido dicho con- 
trato y comparezcan las partes á juicio verbal á efecto de cons- 
tituir el tribunal arbitral y para ello se designa el Viérnes 
próximo á las áós de la'far dV, fíépóngasé él 'Sello: " — 

Isidoro Albarraarx. 

Notificada la parte de Bruce pidió reposición del auto an- 
terior en cuanto cita las partes á comparendo para el nombra- 
miento de árbitros, sin haber fijado previamente el dia desde el 
cual la sociedad debe considerarse disuelta, sosteniendo que el 
tribunal arbitral no podía constituirse sin que antes se señalara 
la ¿poca en que la sociedad debe considerarse disuelta. Pidió 
reposición en ese sentido ó que se le concediera apelaciou en 
relación para ante la Suprema Corte. 

Corrido traslado, la parte de de las Carreras pidió no se hiciera 
lugar á ninguno de los recursos deducidos, fundado en que el 
a uto había sido dictado de conformidad de partes y de acuerdo 
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á las prescripciones del artículo 5M del Migo de Comercio. 
En un otrosí pidió en garantía de sus derechos y en atención al 
tiempo que podia durar la cuestión, invocando el artículo 392 
del Código de Comercio, el nombramiento de un interventor 
para que velase é inspeccionase los libros y demás intereses 
sociales proponiendo para ello á D. Augusto M. Ventury. 
El Juzgado resolvió lo siguiente: 

Buenos Airea, Febrero 19 de 188C. 

Y vistos: siendo definitivo el auto recurrido no ha lugar á 
la revocatoria — y concédese en relación el recurso de apelación 
interpuesto, y remítanse los autos en la forma de estilo. Repón- 
gase el sello. 

Albarraein. 

La parte de de las Carreras, una vez notificada espuso que en 
el auto anterior nada se hauia proveído con relación á-io^udidó' 
en el otrosí del último- escrito;" lo que recordaba al Juzgado 
para que resolviese con arreglo á lo solicitado. 

En un otrosí pidió se le t uviese por adherido á la apelación 
concedida á Bruce por lo que se refiere á lus costas del inci- 
dente. 

Falla del Juet 4e Recelan 

Buenos Aires, Febrero 21 do 1880. 
Eu lo principal como se pide y al otrosí por adherido. 

Albarraein. 

Bruce apeló de este auto en las dos partes que contiene, fun- 
dado: 1* en que el Juzgado se había desprendido de la jurisdic- 
ción de los autos cuando se presentó el último escrito; 2" en que 
el Juzgado nombra interventor en la casa de negocio del espo- 
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nente, cuando, declarado rescindido el contrato de sociedad, el 
contrario nada tiene ja que hacer con sus libros, cualquiera 
que sea la fecha que se marque para la rescisión» que de todos 
modos na de ser anterior a la fecha del auto en que la rescisión 
se declara; S° en que actualmente no existe sociedad con de las 
Carreras y este hoy no tiene interés alguno en los negocios que 
el espolíente liace con los vapores de su propiedad; 4* en que la 
adhesión se ha deducido fuera de término si se refiere al primer 
incidente y si se refiere al último el contrario no puede adherirse 
porque el esponente no ha apelado; 5" porque la ley no permite 
adhesiones en primera instancia en los términos que se ha hecho. 

Falto de l« Haprtnu Corte 

Bueno* Aire». Marzo 18 de 1881. 
. -Visto» por sus fu Ti clamen tos, se confirma con costas, el auto 
de foja cincuenta y cuatro vuelta y no siendo fundado el nom- 
bramiento de un interventor para que inspeccione los libros y 
demás intereses sociales, mientras dure la presente cuestión, 
por cuanto Don Ernesto de las Carreras, tiene, como socio, el 
derecho que le acuerda el artículo trescientos noventa y dos 
del Código de Comercio, de examinar los libros, correspon- 
dencia y demás documentos que comprueben el estado de la 
administración social; y puede ademas pedir ante el Juez de 
la causa las medidas de seguridad y conservación de los bienes 
sociales, se revoca¡ el auto en lo principal de foja setenta y 
siete vuelta. Satisfechas en consecuencia las costas de esta 
instancia y repuestos los sellos devuélvanse. 

J. D, CO ROSTI ACA.— J. DÜM1KGUEZ. — 
O. LECUZAMON. — L LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASP1UR. 
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CAUSA XXIX 



El Dr. />. Baldomero García Quirno en los autos de Anchela y 
Murchio contra José Dano t sobre división de condominio de 

un buque. 



Sumario. — Loa autos dictados en cuestiones de menor cuan- 
tía son inapelables. 



Caso. — En una cuestión Bobre honorarios debidos al doctor 
García, cuyo importe era menor de 200 fuertes, se dictó un 
auto, y se concedió apelación de él. 

WmUm úml Jae* Scc*l»»»l 

Bueno Aires, Febrero 4 le 1880. 

Resultando qne por la transacción de foja 73, Ober se compro- 
metió á pagar los honorarios que les correspondieran á los abo- 
gados y procuradores que hubiera empleado, y en ese sentido se 
ordenó la estraccion. Que Ober en ejercicio de su derecho y no 
habiendo sido aun demandado para el pago por el postulante, 
ha exigido su entrega y se ha acordado por el juzgado, no ha 
lugar a lo solicitado por esta parte. 

A Iharracin. 
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Ful lo 4 c la Nfr»H> Corte 

Buenos Aires, Marco 30 da 1890. 

Vistos; no siendo apelable la providencia recurrida por 
tratarse de un valor menor de doscientos pesos fuertes, con ar- 
reglo al artículo cuarto de la Ley de jurisdicción y competencia 
de los tribunales nacionales, devuélvanse, prévio pago de costas 
y reposición de sellos, 

S. II. GOROSTL4GA, — J. DOMINGUEZ. 

O. LEGU1ZAMON. — i; LADISLAO FBI AS. 
— S. M. LASP1LIL 




CAUSA XXX 



li. José A . García, por lhña Javicra ¡teto de Moyano, contra 
Don Francisco Farrás, sobre cobro de ahfuiiercs, perjuicios y 
desalojo. 



Sumario. — i° El inquilino debe pagar los alquileres adeu- 
dados hasta el dia dul desalojo, y reponer la casa en el estado 
en que la recibió, ó se presume que la recibiese. 



m FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

2 o El propietario débe indemnizar al inquilino los gastos ne- 
cesarios qae hubiese hecho. 

3° £1 desalojo debe hacerse dentro del termino legal, después 
de repuestos los deterioros hechos en la casa. 



Caso. — El caso está relacionado en el siguiente : 

FaIIs del Jnti Serelonai 

T vistos ¡ en los hechos, resulta de ellos el siguiente estracto. 
I). José Antonio Garda demandó á D. Francisco Farrás, espo- 
niendo que le habia alquilado una casa en la calle 1 de Julio >, 
por cuarenta pesos al mes» de lo que le debía cuatro mensuali- 
dades, cuyo pago no habia podido obtener. 

Que la casa fué recibida en perfecto estado; que Farrás la ha- 
bia trasformado, cambiando su destino con la colocación de unas 
máquinas movidas por muías, para lo que habia horadado las 
paredes. 

Que los pisos de ambos patios habían desaparecido & causa 
del traqueo de aquellos animales. 

Que habia destruido la letrina : que habí* ensuciado los te- 
chos de las piezas interiores. 

Que en consecuencia, pedia el pago de los alquileres vencidos, 
y que Farras desocupe la casa, volviéndola en el estado en que 
la recibió. 

Farras contestó negando los hechos, y reconviniendo á García, 
quien, decia, le era deudor por gastos hechos en reparaciones 
en la casa, valor que era superior al que García le cobraba por 
alquileres. 

Que la casa no habia recibido las reparaciones necesarias, i 
cuya consecuencia habia caído de los techos un tirante ó viga 
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que le había trozado una de las máquinas de que se ha hablado. 
Contestando García niega cuanto Farras ba espuesto, y no reco- 
noce otra obra de reparación de la casa, hecha por Farras, que 
la reposición de) tirante caído del techo: pero desconoce el de- 
ber de abonarla porque dice que aquella caída fué ocasionada 
por el estremecimiento del edificio, á causa del movimiento de 
las máquinas. 

Abierta la causa á prueba, la piarte de García intentó probar: 
i° Que cuando Farras recibió la casa estaba esta en perfecto 
estado de asco y comodidad ; 2° Que ahora estaba deteriorada. 

Ni uno ni otro punto ha probado con los testigos examinados. 

Presentó posiciones de las cuales contestó afirmativamente 
Farras la primera que dice * Si es cierto que hasta el presente 
se le han vencido cinco mensualidades de cuarenta pesos cada 
una las que no han sido pagadas >. Dijo que debía algunas 
mensualidades, pero que no recuerda cuantas, lo que se arregla- 
ría con vista del último recibo dado por García que presentaría 
á su tiempo. 

A su vez Farras presentó interrogatorio para probar los he- 
chos alegados en su reconvención. Recibidas las declaraciones, 
ntíSTilta qüú nada ha probado "oV fcítau tu se propuso, fuera del 
hecho alegado por el mismo de haber levantado el piso del se- 
gundo patio para dar salida al primero de las aguas pluviales 
ete, sobre lo cual dec! ;r.in Vives y Pretti. 

Y sobre aquella falta de prueba, la mayor parte de las pre- 
guntas del interrogatorio tienden á probar que la casa en cues- 
tión es muy vieja, y que (Jarcia no la ha reparado: que la viga 
que cayó del techo destruyéndole una máquina fué á causa del 
estado ruinoso de la casa, etc., etc. 

Luego presentó posiciones que fueron absueltas por García 
sin que de ello resulte nada que pueda aprovechar á los derechos 
de Farras, pues que las preguntas son por su naturaleza incon- 
ducentes. 

T. XIII. 9 
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Aquí concluye la prueba producida por las partes. 

E) Juzgado decretó una inspección ocular de la casa, de cuyo 
actu, según el acta do foja i 1, resultó Lo .siguiente: 

i" Que en el primer patio nu existen las máquinas que García 
decia estaban colocadas: que ni tampoco había lesiones cu las 
pandes. 

2" Que el piso de eso patio do material cocido estaba des- 
truido. 

3" Que dos piezas sobro el mismo tenian los tedios mancha- 
dos con humo. 
A» Que en el segundo patio no había piso de material. 
5° Que la letrina estaba en muy mal estado. 
Considerando en derecho : 

1" Que aunque García no ha demostrado cual era el estado de 
la casa cuando la recibió Farras, se comprende perfectamente 
por la misma calidad y aplicación de ella que los techos no de- 
bían estar ahumados, lo que tampoco ha tratado Farras de con- 
tradecir con la prueba ; de lo que se deduce que este es un de- 
terioro por él causado, y por tanto de él responsable. 

2"' Que de la misma consideración se deduce que el piso del 
primer patio fui- coraph'tu do material cutido y de la misma 
clase de las piezas que aun quedan en él, las que pur otra parte 
son una segura indicación de lo que queda espuesto: por con- 
siguiente, Farras es respmisable de esta destrucción. 

3 o Que en cuanto al piso del segundo patio, no puede militar 
la misma presunción, por cuanto allí según es la costumbre del 
país ) se exije menos aseo que en el primer patío. 1 aunque 
García no ha probado que ese piso fué de material cocido, la tras- 
fonníicioii hecha pur Farras para alterar el nivel, como lo espone, 
dió motivo al Juzgüdn para precisar la verdad de aquel hecho y 
exijió á García la prueba de juramento supletorio al respecto, 
quien al responder á la pregunta que se le dirijíú foja 04, declara 
que dicho patio tenia piso de ladrillos, y á mas un sumidero. 
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4 o Que tampoco ha demostrado García cuál era la clase j 
condición de ta letrina que dice destruyó el inquilino : y como 
sobro ese hecho lio hay términos hábiles paTa determinarlo 
( como en el caso del piso del patio) el Juzgado desechó el re- 
clamo de García por destruida gjtie aparezca la presente letrina. 
En cuanto al sumidero que García dice buho en el segundo 
patio, no siendo un hecho alegado y discutido durante el curso 
de la causa, el Juzgado lo aparta de toda consideración, por 
ser estemporanea su enunciación. 

5" Que Farras ha prohado haber repuesto en la casa el tirante 
caido que el mismo García reconoce á foja 6 vuelta, aunque no se 
creé responsable del valor de esa obra. En concepto delJuzgado 
lo es, por cuanto ella era necesaria para la conservación de la 
casa; pues que García no ha probado la causa que asignó á la 
caída del tirante. 

6* Que no es de la naturaleza de la anterior, la obra del ter- 
raplén ó levantamiento del piso del segundo patio que para sí re- 
dama Farras, y que los testigos l'retti y Vives atestiguan como 
cierta ; por cuanto para dicha obra procedió Farras causando la 
destrucción completa dul piso de material cocido de dicho patio 
y sin consulta y noticia del propietario, cinuo se vé en la última 
diligencia del espediente. 

7 o Que todo lo que Farras ha alegado de que la casa estaba 
en estado ruinoso no pudiera aprovecharle, aun probado, puesto 
que asi espontáneamente la tomó á su cargo, y por lo tantn no 
puede serle imputable al propietario aquella circunstancia, 
cuando Farras no ha probado que Garda se comprometiera A 
dejarle nueva la casa. 

Fallo definitivamente: \ l> Que Ü. Francisco Farras debe pagar 
y pague á 1). José Antonio García lo que resultare deber por 
alquileres de la casa, según el último recibo que presentase 
Farras, a razón de cuarenta pesos al mes, y hasta el dia que 
devolviese la casa. 
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2' Que de esta cantidad deduzca Farras el precio de costo 
del tirante que repuso según avaluación do peritos que las par- 
tes nombrarán. 

3* Que Farras Tepouga el pise del primer patio con material 
cocido de la misma clase que demuestran las piezas» aun exis- 
tentes. Otro tanto haga en el segundo patio, poniendo en todo 
t i piso de ladrillos. 

i" Que el mismo Farras limpie del humo y restituya á su an- 
tiguo estado los techos de las dos piezas de que se ha hecho men- 
ción. 

5" Hecho todo esto, I). Francisco Farras devuelva la casa ú 
Di .fose Antonio ílarcía p el término de cuarenta días, á contar 
desde aquel en, que .¿'S/ta. seiituncia queílp..eJecutoriada, conforme 
al artículo 17, Capítulo I", Título tí, Sección 3\\ibro 2'\ Código 
Civil. Así lo mandil y lirmo en mi despacho en Tu e unían ¡i los 
trece días de Octubre de mil ochocientos setenta y nueve. Há- 
gase saber con el origina). 

Benigno Y añejo. 

rnllo de !n ttupreatft Car te 

[menos Aires, Abril ;« «le 1880. 

Vistos: por sus fundamentos se continua con costas, la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y cuatro, satisfechas aquellas y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. II. GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— O, LECLLÍAMOS. — t LADISLAO 

niiAs. 
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CAUSA XXXI 



Fetvell hermanos contra la Empresa ttel Ferro-Carril Central 
Argentino, mire ejemeiún de sentencia 




Sumario. — El Juez inferior no tiene facultad pava dictar 
medidas que impidan el cumplimiento di' sentencia del Superior 
sobre obras que debe hacer una porte para evitar perjuicios en 
terreno de la otra, so pretcsto, alegado por aquella, de que el 
terreno uo está deslindado y de que tiene dudas sobre la ubi- 
cación. 



Caso. — En los autos seguidos ¡inte id Juzgado Federal de 
Santa Vé por los Sre-. Fetvell y hermano contra la empresa 
del Ferro-Carril Central Argentino, la Suprema Córte con fecha 
20 de Julio de 1878, condenó á dicha empresa ú hacer ciertas 
obras para evitar que las aguas que pasan por la alcantarilla 
número 3, causen perjuicios ¡i los terrenos inferiores, propiedad 
de los demandantes, las cuales obras debían ser determinadas 
por peritos. 

Los peritos nombrados por las partes designaron cuales de- 
bían ser esas obras y las condiciones bajo las que debían cons- 
truirse. 
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Ejecutoriada la aprobación de la pericia, D. Joaquín de Quin- 
tanilla por la empresa del Ferro-Carril, espuso que al querer 
practicar las obras se había encontrado fnn dificultades que 
solólos hermanos Fewell podían sanjar. <|ue en primer lug¡ r, 
el terreno de los Fewell no habia sido deslindado y de los datos 
suministrados por algunos agrimensores resultaba qu rt la ubi- 
cación que los Fevrcll daban á su terreno estaba equivocada, 
siendo la que le correspondía i i ó Jti metros mas al Norte; que 
en segundo lugar entre la alcantarilla número 2 y el terreno de 
los Fewell, parece que existe un espacio de 50 á 60 metros ocu- 
pado por un terreno de un Sf. Oostendooff ; que ni la sentencia 
obliga á la Empresa á jiractiear trabajos en este último terreno 
ni tampoco podría hacerlo sin consentimiento esproso del pro- 
pietario; que si la ubicación del terreno del demandante no 
fuera exacta y la empresa al practicar las obras 'ocupase ter- 
renos no pertenecientes á la contraparte, se vería en la obli- 
gación de destruir sus obras ó de pagar una indemnización, 
responsabilidades á que no está obligada. Pidió que se ordenara 
previamente, antes de hacer las mencionadas obras, que los 
hermanos Fewell desliudason y amojonasen judicialmente su 
terreno, con citación de los linderos y con las demás formali- 
dades del juicio de deslinde. 

Don Joaquín Filio! por los hermanos Fewell, contestando, 
pidió se rechazara con costas la solicitud del contrario. Dijo que 
la empresa está obligada por la sentencia pasada en autoridad 
de cosa juzgada á ejecutar las obras designadas por los peritos 
cualesquiera que sean las sumas que tenga que desembolsar 
para ello, ya sea en las obras mismas ú en lo que tenga que in- 
demnizarse á los que por esas obras se vean perjudicados; que 
si la empresa encuentra que las obras son imposibles á causa 
do la oposición de Oostendorff propietario ó oo del terreno que 
ha de sufrir las obras, entonces la empresa está obligada á abs- 
tenerse de su ejecución, obstruyendo en su lugar la alcantarilla 
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número 2; que l¡i circunstancia de no haber sido deslindado y 
amojonado el terreno, caso de ser cierta , debió haberse alegado 
antes de la con litación ú la demanda pero no ahora que el juicio 
está terminado, mando se trata de ejecutar la sentencia y 
cuando 110 pueden alegarse "tras escepciones que las nacidas 
después de la sentencia y que se prueben con documento pú- 
blico emanad«í del contrario y de fecha posterior A aquella; 
que por otra parte po¿o importaría que el terreno de los Feivell 
estuviese i A ó 16 niel ros mas al Norte puesto que demostrado 
que la alcantarilla número i les causaba perjuicio, la empresa 
estaría siempre en el deber de destruirla ó de dotarla de ciertas 
construcciones en cumplimiento d lo ordenado por la sen- 
tencia; que es falso que el terreno de los Fewell esté mal ubi- 
cado: que el está dentro de cercos hechos no por Fewell sino 
por los propietarios de los terrenos colindantes^ siendo su área 
exactamente la misma que le dan los títulos, ú lo que se agrega 
que dicho terreno ha sido mensurado por uno de los agrimen- 
sores mas competentes. 

r»ll« 4*1 Jun 4r ttrerloit 

Rosario, Noviembre 18 di; 1H7U. 

Autos y vistos, considerando: 1° i¿uc las razones que alega la 
empresa para suspender el cumplimiento de la sentencia de la 
Cúrte Suprema, referente á la ubicación del terreno de Fewell, 
no las dedujo en tiempo oportuno ni en el largo pleito que se 
sostuvo ul respecto; en el cual uu se puso en duda ni alegó cosa 
alguna, referente á dicha ubicación que se tuvo por aceptada 
por ambas partes; como en la actualidad tampoco se presenta 
testimonio alguno que acredite que ella fué errónea, haciéndose 
solo por la parle de la citada empresa vagas referencias á in- 
formes de igrimensores que dice tener. 
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<* Que tampoco el Juez inferior dado talca antecedentes 
tiene facultad para dictar medidas que impidan el cumpli- 
miento de la resolución del Superior, 

3 o Que aun en el caso de que realmente la ubicación del 
tcTTeno de Fewell estuviese mal determinada y que por tanto 
la empresa se viera en el caso de hacer construcciones en pro- 
piedades estrañas para cumplir la sentencia, correspondería 
perfecto derecho á sus propietarios q»e no han ¿ido citados ni 
oidos en el juicio ; para deducir sus acciones en oposición á 
actos que fuesen dañosos d sus intereses; siendo entóneos re- 
cien llegado el caso de que el Juez en juicio contradictorio, pu- 
diera pronunciarse sobre esos reclamos. Por estos y otros fun- 
damentos que emite la parte de Fewcl, no ha lugar con las costas 
del iucidente á lo solicitado por la empresa. Repóngase. 

Fendon ttwiria. 

Vallo ür la Kuprrma C'orír 

trueno* Aires, AhriJ 6 de 1880. 

Vistos ; cor sus fundamentos se confirma» con costas, el auto 
apelado de foja treseiento sesenta vuelta. Satsfecbas aquellas y 
repuestos los sellos devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — 0. LEGUIZAMOS. — 
S. H. LASHLR. 
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CAl'SA XXIII 



¡i. José Ferro contra D. Ihminyu fiarhino, ¡mr robra de pesos. 
Inrhlenlc sobre postdones. 



Suma rio, — No pueden sollamados ¡í absolver posiciones 
sinú Jos que son partes litigantes en un juicio. 



Caso. — Los señores C'asanellos y €■ calieron á 1). José" Ferro 
ua crédito que decían tener contra D. Domingo (larbíuo. Ferro 
demandó á Garbillo y encontrándose la causa en estado de 
prueba, este pidió que los cedentes absolvieran posiciones, á lo 
que el Juez uo hizo hipar, <¡arbiuu apeló y el recurso también 
le lúe* uegado, por lo que ocurrió de hecho ante la Suprema Corte. 

rallo de Ir Suprema Carie. 

Buenos Aires, Abrí! 13 de 1880. 

Yislos en el acuerdo ; resultando de los antecedentes que en 
copia legalizada ha remitido el señor Juez de Sección como in- 
forme» que tanto Don Rodolfo Ferro como los señores Casancllo 
y Compañía uo son partes litigantes en el juicio, y por consi- 
guiente no pueden ser llamados á absolver posiciones, de con- 
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formidad con lo dispuesto por el artículo ciento tres de la Lev- 
de Procedimientos, y lo Tesuelto por esta Suprema forte en la 
causa ciento cuarenta y cinco, tomo terrero, primera sí-rie de 
los fallos, no ha lugar al recurso de hecho interpuesto. Satis, 
fechas la? «-ostas, y repuestos los si-líos por el recurrente, remí- 
tanse estas actuaciones al inferior para que las mande agregar 
a sus antecedentes. 

J. D. GOltOSTiAGA. — 1. DOMISCIEZ. — 
O. LEGU1ZAHO*.— LLAJHSLAO FUI AS. 
— S. M. LASP1LR. 

* r-v*a^m*G*i~*~ 



D. Alberto Casares contra />. Calegero llrunetti. por cobro de 

alquileres; sobre costas. 

Sumario. — Siendo eseu sable la escopeten opuesta, no pro- 
cede la condenación en costas al rechazarla. 



Caso. — D. Alberto Casares demandó por cobro de alquileres 
á D. Calegero Brunetti- 

llrunetti alego escepcion de litis pendencia ante el Juez de 
Provincia, y presentó para probarle una cédula de citación en 
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que se le notificaba que en la causa iniciada por Casares contra 
él sobro cobro de alquileres y desalojo, el Juez Dr. Bustos ha- 
bía dictado auto de desalojo. 

Probado por Casares que la causa iniciada ante el Juez Doc- 
tor Bustos era solo sobre desalojo, se dictó el 

Fallo del Ju« «mlaiial 

i Bueno* Aires, Enero 30 de 1880. 

Y vistos: en lo relativo á la declinatoria de jurisdicción ale- 
gada por el demandado, fundándola en la litis pendenciaque de- 
cía existir ante el Señor Jue?. en lo Civil Dr. Bustos, y conside- 
rando que según lo informado por dicho Señor Juez, que el jui- 
cio que ante 61 se sigue no es por cobro de alquileres como el 
presente, sino" por desalojo, fallo no haciendo lugar á dicha de- 
clinatoria, y ordeuando que corran los autos según estado, con 
costas al ejecutado. 

Kotifiquese original y repóngase el sello. 

tstdoro Albarracin. 



Fallo a> la Baprenta Cartr 

Quenoa Aires, 17 de Abril de 1880. 

Vistos : Siendo cscusablc la escepcion de litis pendencia 
opuesta por Brunetti, en vista de lo que espresa la cédula de 
citación y notificación de foja seis, so revoca el auto de foja 
veinte y seis vuelta cu la parte que condena á Brunetti en las 
costas. Satisfechas las de esta instancia y repuestos los sellos 
devuélvanse. 

J. R. GOHOSTIAGA. — J, DOHINGCEE. — 
O. LEGUZAMON. — l! LADISLAO FRIAS. 
— S. H. LA5PITJR. 
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CAUSA ÜflI 



D. Calegero Brunetti contra Ú. Alberto (asares, sobre ¡¡cr- 

juicios. 



Sttmario. — i" Los actos ejecutados por un tercero y estre- 
nos a* la voluntad del locador, no hacen responsable á este do 
los perjuicio que de aquellos se sigan al inquilino. 

i° La declaración de no parte dictada A favor del deman- 
dado importa su absolución de la demanda. 



Caso. — D. Calesero Brunetti sub-arrendatario de 1). Fran- 
cisco Madero, que era arrendatario de D. Alberto Tasares, de- 
mandó á este por perjuicios que había sufrido en su sastrería á 
causa de agujeros, hechos on las pare Jes y escomí iros caldos ; 
cuyos agujeros se verifirú haber procedido de trabajos mandados 
hacer por D. Francisco Madero. 

r«H« 4rl Juri Mrrrltnal 

Buenos A i reí. Febrero 5 d« 1880. 

Vistos, y considerando : Que el demandante está conforme 
en reconocer á D. Franciüco Madero como arrendatario de la 
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casa en cuyas p.imles se tía bocho el agujero que ha motivado 
los perjuicios que se reclaman, y que no hay constancia de que 
D. Alberto ('asares hubiera permitido que se hiciera el trabajo 
de que se trata. 

¿" Que el hecho de haberse horadado la pared por las perso- 
nas encargadas por el señor Madero para hacer el trabajo, im- 
posta las vías de hecho ó actos ejecutados por tercero en el 
límite cié su derecho, y que son estrufios a la voluntad del loca- 
dor, como ocurridos cuando la casa no estala ya en su poder; 
que es el caso previsto por el arlíeulo 30 del título c0e la Loca- 
ción • del Código Civil. 

Por estas consideraciones fallo» declarando que D. A. Casares 
no es parte en este juicio. 

Hágase saber original, y repóngase el sello. 



de la demanda, se continua, con costas, por sus fundamentos, la 




Falla dr la Nuprrma Corte» 



Bueno» Airfs, 17 de Abril de 1880 



Vistos - importando la 



de no parte, la absolución 




J. B. GOROSTlAGA. — J, DOMINGUEZ,* — 
O. LEG11ZAMON. — L LADISLAO FIUAS. 
— S- M. LASPIL'lt. 
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CAUSA XXX V 



Guarnacha y Dematteis con nevares, Casares y Santa Coloma, 
tabre cobro (te pesos y rescisión de un contrato. 

Sumario. — \° Los hechos en que se funda la demanda no 
negados por el demandado, pueden ser declarados consentidos 
por el Juez, 

2 o No se puede compensar tina deuda reconocida obligatoria 
con pagos á un tercero por cuenta del acreedor, Luchos sin 
autorización de eslu y sin presentir documento fehaciente. 

3 U Estando convenido entre locador y locatario de servicios, 
el anticipo de fondos periódicamente, la falta de estos hace 
incurrir en la responsabilidad de la rescisión del contrato y la 
consiguiente indemnización. 

4 o La calificación y el monto de un trabajo, hechos por peritos 
nombrados de acuerdo por las partes, hacen plena prueba. 




Falle del Ju» «»> ttrerlon 

Buenos Aire*, Junio 3 de 1879. 
Vistos estos autos seguidos por los señores Guarnacha y 
Dematteis, contra los seíiores Nevares, Casares y Santa Coloma, 
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pidioudo la rescisión de un contrato sobre construcción do un 
ramal de torro-carril, y de que resulta: 

1° Que habiendo D. Alfonso Terríhile contratado con el Ferro- 
Carril del Oeste las obras de esplanncion, terraplenes y acce- 
sorios á la construcción do esa línea de Chivilcoy al Bragado, 
el empresario Sr. Terribilo subcontrato con los demandantes 
los ocho kilómetros de ellos que so comprendieran entre los 
kilómetros 33 y 41 de ese ramal. 

2 o Que este contrato se verificó «bajo las mismas bases y con- 
diciones que ticno estipuladas D. Alfonso Terribilo con el Di- 
rectorio del Ferro-Carril del Oíste, csceptuando los precios del 
trabajo* que so estipularon, y como en el contrato con el 
Ferro-Carril se estipulaba el pago el i" de cada mes de los tra- 
bajos que se hubiera justilieado por su injeniero oxistir reali- 
zados, tos demandante* habían cumplido con ese requisito 
presentando la medición provisoria de foja i, aprobada por Ter- 
ribilo y pedido el pago del precio. 

3" Que en vista de no obtenerlo, formularon contra Terribilo 
y sus liadores la protesta de foja 2 y como ni aún así fueran 
satisfechos y se les hiciera conocer que los demandados Nevaros, 
Casares y Santa Coloma se habían constituido cesionarios de los 
derechos y obligaciones de Turribile, demandaron de los mis- 
mo* el pago del precio de las obras mensuales y no obteniéndolo 
venian en pedir que se declarase rescindido el contrato por culpa 
de los demandados, sí ordenase ú esos señores al pago de las 
obras ejecutadas é indemnización de los daños y perjuicios. 

i" Corrido traslado de la demanda y antes de evacuarlo, con- 
vinieron los demandados en que se hiciera la entrega de las 
obras y materiales, sin perjuicio de seguir la demanda, y así se 
hizo arrojando el resultado del informe de foja 45. 

5" E vacuaudo el traslado corrido, los demandados responden 
que en vez de deudores, son acreedores de los demandantes por lo 
que los contra demandan de conformidad á la cuenta de foja 48, 
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y que además Guarnachay Demattois habían faltado al contrato, 
escediéndose en el plazo señalado para entregar las obras, pues 
los días fijados debían ser corridos y no hábiles; que por otra 
parte no podían concluir por faltarles el capital para comprarlos. 

o Contestando á la contra demanda la parte actora impugna 
la cuenta de foja 48: i» Porque en Tez de la medición de foja 
45 debe reducirse esta á medidas de terraplén y no de eseava- 
cion y ajustarse el precio mn Tespectu a esta; 2 U Porque esa me- 
dición no es tampoco exacta en cuanto se ha practicado después 
de mucho tiempo de concluidas las eseavaciones y cuando esta- 
ban rellenadas las escavaciones con la tierra del viento y de las 
lluvias; S a Porque el precio es el que determina el contrato 
adicional de foja 3 y uo el de 4 pesos, y finalmente porque no 
reconocen recibidas mus entregas que las que se especifican á 
foja 74 vuelta. 

7* Que A la vista conferida sobre estas observaciones, los 
demandados contestan : i" Que la entrega ti foja 45 oía defi- 
nitiva y consentida; 2" Que el precio era de 4 pesos como lo 
probaba el recibo de foja posterior al convenio de foja 3 
que se invocaba para justificar el de cinco pesos seis reales, en 
que se confesaba expresamente. 

8 o Que en este estado fué recibida la causa á prueba : I o So- 
bre la falta de pago de la planilla de trabajos de foja 4 y La noti- 
ficación de la protesta por esa falta de pago; 2" La cantidad do 
terraplén hecha en metros cúbicos y justificación de las par- 
tidas de la cuenta de foja 74 ; 3" Los días hábiles de trabajo 
corridos hasta la protesta; 4 n La simulación del contrato de 
foja 3; 5 a El pago á 4 pesos metro do escabacion con poste- 
rioridad al contrato de foja 3 ; 6> Justificación de las partida» 
de la cuenta de foja 48, en cuanto han sido dadas ó recibidas en 
pago por los demandantes ; 7" La falta de materiales ó capital 
de los demandante!. 
9° Que se han rendido por los demandantes la prueba testi- 
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moniul de fojas 277 a 284 j las posiciones de fojas 295, 364, 
407, y el informe de foja 344, y por los demandados la testi- 
monial de fojas 207 hasta 307 y 388 á 389, las posiciones de 
318 á 323 é informe pericial de foja 340. 

Y considerando : 1* Y en cuanto d la rescisión del contrato, 
que ha sido solicitado y consentido por las partes, atribuyén- 
dose recíprocamente la culpa de la rescisión, y por tanto !a 
cuestión á resolverse versa sobre si ios demandantes lo habían 
cumplido hasta la fecha de la demanda ó su falta de cumpli- 
miento habia autorizado la de los demandados. 

2^ Que aunque los Sres, Casares, Nevares y Santa Coloma 
lian degado que los demandantes estaban imposibilitados do 
cumplir el contrato de locación por no tener materiales ni ca- 
pital para obtenerlos, á pesar do haberse abierto á prueba, no 
han rendido prueba alguna al respecto, á pesar de haber sido 
negado el cargo por la contra parte. 

3 Ü Que en cuanto á que estaba vencido el plazo de entrega do 
la obra, porque debían computarse corridos y no hábiles lus 72 
dias lijados para la entrega, no es admisible su interpretación, 
pues como se contiene en el 2 1 resultando, el contrato de foja 2 
se hizo bajo las mismas bases que el de foja i y en este se 
espresa que deben ser dias hábiles; por lo que no autorizándose 
la distinción debe tenerse como confesado, y con tanta mas 
razón cuanto que el inspector De í'üile, foja 28 i, y el empresario 
Tenibilc, foja 277, declaran que los subcontratistas estaban en 
tiempo hábil para cumplir su obligación. 

3 ,v Que do Io< dos considerandos precedentes se deduce que 
las causales únicas alegadas por los demandados no han quedado 
justificadas ni pueden por lo tanto autorizar la falta al cum- 
plimiento del contrato para con los demandantes. 

4" Que los demandados no han negado los hechos en que se 
basa la demanda de rescisión, que son la falta de pago de la pla- 
nilla foja 4 ; pues aún cuando han aseverado que en el momento 
t. mi. 10 
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en que contestan, les son acreedores por mayor cantidad, no han 
dicho nada sobre si cu el momento de la protesta que es con 
mucho anterior, eran ó nó deudores, ni si la protesta les fué 
notificada en la persona del cedente, y por tanto el .Juzgado, de 
conformidad al artículo 80 de la ley de enjuiciamiento, puede 
darlos por confesos de esos hechos, con tanta mas razón cuanto 
que Terribile, ú pesar do ser. testigo tachable con ilesa haber 
sabido la protesta, y no niega esc hecho Santa t'oloma en la 
absolución de posiciones de foja -107, de que se deduce que la 
aceptaron sin observación. 

4 o Que aunque por la cuenta de foja il aparece que los Seño- 
res Guarnacha y üematteis son deudores de mayor cantidad 
que la que cobran en Setiembre ( planilla foja A) y los deman- 
dados han alegado haber hecho esos pagos por los señores Guar- 
nacha y Dematteis, en esa cuenta á foja 47, figuran pagos pos- 
teriores al cobro de Setiembre, otros sin ta fecha del pago, y 
otros sin que mediara autorización ú consentimiento como la 
cuenta de Beth hermanos, ni liquidación y reconocimiento 
como los de los demandados en su carácter do proveedores de 
materiales, todo lo que, por tanto, no puede hacerse Taler para 
contradecir la falta de pago de ta planilla d<> foja -í, reconocida 
como obligatoria ni compensarse con su valor, desde que no se 
ha probado por los demandados que estuvieran facultados para 
¡vagar sus deudas ni mucho menos establecido que estas fueran 
efectivas, pues no puede tomarse como autori/aeion el hecho de 
que estuvieran autorizados por Terribile para pagar las cuen- 
tas de la empresa, cuando se trataba de cuentas de los subem- 
presarios ; de que se deduce que no hay contradicción entre la 
lejitímiclad del cobro en Setiembre y la posibilidad de que los 
demandantes fueran deudores en Noviembre ti que es la fe-' ha 
de su cuenta de foja 47, y por tanto que hubieran dado motivo 
por su culpa á la rescisión como lo establece el precedente con- 
siderando. 
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5° Que en Tez de esa contradicción, hay la prehensión contra- 
ria, si se tiene en cuenta que los trabajos se pagaban raen- 
suatmente de conformidad al contrato y en ese pago mensual 
se liquidaban los giros ú úrdenos de pago anticipados de los sub- 
contTatistas ; y no se comprende que siendo loa demandados 
acreedores se hubiesen dejado protestar por falta de pago; y si 
se esplica que después de la protesta ó sea en el momento en 
que dioron lugar á la rescisión, hubieran hecho pagos 6 com- 
prado créditos. 

6° Que estando establecido el pago mensual en el artículo 5*. 
del contrato foja 1\ no como retribución de la obra ejecutada, 
pues esta solo debia liquidarse á la conclusión (artículo 22 del 
contrato citado) sino* como un anticipo ó medio de ejecución, la 
falía de ese pago, haré incurrir á los demandantes en las respon- 
sabilidades lijadas por el articulo 152, título « De la locación » 
del Código Civil ; pues no pagarou las prestaciones convenidas. 

7 o Que para fijar el monto y calificación do ese trabajo fue- 
ron nombrados de común acuerdo los ingenieros Ncumayer y 
Rojas, quienes se espidieron á foja 45, do consentimiento de 
partes, y por tanto es esc el verdadero trabajo que se puede co- 
brar. 

H" Que aunque los demandantes alegan que esa mensura fué 
provisoria, lo contrario se desprende del acta de foja 3 1 vuelta, 
ptlfs allí convinieron, y así se practicó, en hacer la medición y 
la entregadefinitiva, salvo solo sus derechos por la acción inten- 
tada que se reducía, como queda espuesto, a determinar cual 
do lo- i'ip-UnI ■ ii t «r- s IkiIjíu d.nlo causa á la reseisior . 

9" Que aunque es verdad que la medición está tomada sobre 
las medidas do eseavacion, no es menos cierto íjue estas son las 
únicas pertinentes para determinar el precio del trabajo herho 
que debe pagarse, pues está así apresamente consignado en el 
artículo 5" del contrato de foja I, y así lo conhíma que es la 
práctica el ingeniero White i foja 3t7, que agrega, además, que 
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asi consta también del plano é instrucciones que Bir vieron de 
base á esa construcción. 

10. Que si bien es verdad que tanto en el contrato de fojn 2 
como en el i iciso l ü del artículo 43 del de foja 1 se habla del 
precio del terraplén, los términos del artículo 5 Ü no dejun duda 
de que se tenia allí, como sinónimo de escavacion, y sobre todo 
el artículo 5° se refiere especialmente al pago y dispone que 
ese pago se hará siempre « según el cubo de escavacioncs, lo que 
no dá lugar & la distinción entre pagos provisorios y defini- 
tivos como lo pretenden los demandantes, y hace que en el caso 
de haber contradicción deba predominar la cláusula 5 como 
especial, sobre la 43 que es general. 

11. Que en cuanto al valor del metro cúbico que por el con- 
trato de foja 2 está estimado en 4 pesos, y en 5 pesos O reales por 
el adicional de foja Ü, habiendo sido negada la autenticidad por 
los demandados, la parte de Guamacha no ha producido mas 
prueba que la testimonial de Terribile, que según su propia 
declaración es testigo tachable ; mientras que del documento 
de foja 117 aparece con posteriuridad á ose contrato adicional, 
que los demandantes continuaban cobrando solo 4 pesos; por 
lo que es de presumirle que si no es simulado, esté autidatado 
con tanta mas razón cuanto que la ley establece que en los ins- 
trumentos privados como el de foja 3, su fecha con relación á 
terceros sea la que lija el artículo 24 título de los instrumentos 
privados del Código Civil, y por tanto seria posterior la fecha 
á la cesión hecha por Tcrribile a Nevares, Casares y Santa 
Coloma y na los obligaría. 

12. Que en cauto A la contra demanda de foja 51 , siendo a 
cargo de los Sres. Nevares, Casares y Santa Coloma la prueba 
de las partidas de la cuenta de foja 48 en quien desde que les 
fué negado todo cuanto no conviniera con la que se reconocía á 
foja 74 no habiéndolo rendido, tiene que limitar su crédito al 
allí reconocido. 
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13. Que si bien es cierto que han acreditado haber pagado 
cuentas que debian los Sres. Cluarnacha y Dematteis, no han 
probado que tuvieran para ello su autorización 6 consenti- 
miento ó siquiera que hayan redundado en su beneficio, sin lo 
que no puede tener acrion contra los mismos pero ni aun imputar 
estos como créditos líquidos y por tanto compensables (artículo 
4 o y 5 n título * Del pago'*); y con tanta mas razón en este caso, 
cuanto que como en la deuda A Beth hermano, los demandantes 
alegan que en vez de ser deudores, son acreedores do los mismos 
por daños y perjuicios. 

Por estas consideraciones, fallo declarando que los señores 
José* M. Nevares, Rodolfo Casares y Tomás Santa Coloma han 
dado motivo á la rescisión del contrato de foja 2 y deben en 
consecuencia abonar & los demandantes el valor de las obras 
medidas ¡í foja 45, por el precio de 4 pesos el metro Cubico de 
terraplén y á roas los daños sufridos y las ganancias que han 
dejado de percibir por la falta de ejecución, que serán fijados 
por peritos Arbitros, con los intereses legales desde el dia de la 
entrega de la obra, admitiéndose en compensación el pago de los 
dosrictilos y ocko mil pesos reconocidos por los demandantes á 
fuja 74 vuelta y sin perjuicio de las acciones que los deman- 
dados crean tenor por los pagos que se dice hechos sin autori- 
zación ó consentimiento de los demandantes. Ejecutoriada que 
sea la presente comparezcan las partes para el nombramiento 
de un contador que verifique la liquidación. Hágase saber ori- 
ginal y repónganse loa sellos. ^ ^ 

Falla d> la «uprviaa Carta. 

Buenos Aires, 30 do Abril de 1880. 

Vistos : Por los fundamentos de la sentencia apelada de foja 
cuatrocientos nueve, ron escepcion de la primera parte del un- 
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décimo, so confirma dicha setene .1 * mi costas, con declaración 
de que los intereses legales deben c orrer ~olo sobre el importe 
del certificado impapo de foja doce, dt ., '.- J día de la deman- 
da, y qnc el metro cúbico de terraplén e* '-on arreglo ¡í la 
medida de escavacinu; quedando ú salvo los derechos de los de- 
mandantes contra Terribilo por la no ejecución del contrato di; 
foja tres. Satisfechas las costas do la presente instancia y re- 



j. n. i;oilostia<;a. j. ihhhisuiez.— 

Q. LEGl! IZAMOS. — LLADISLAO FRIAS. 
— S. H. LASPILH. 



C'AUNA YYWI 



IK Francisco Anas, contra los señares Ihtggan I termo nos, por 
cobro de pesos. — Infidente sttbre falta de personería en et 
demandante y defecto leyat en el modo de proponer ta de- 



Sumario.- ■ I" Kl demandado un punir impugnar una escri- 
tura de cesión hedía por tino du los socios de la razón con 
quien trató, so protesto de que no consí.i que pueda 1 ipm- 
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metcr la firma social, máxime si el nombro del que hace la 
cesión está incluido en la razón social. 

2 o So existiendo escritura de sociedad ni designación del 
socio á quien corresponde usar de la firma social, cualquiera de 
ellos puede obrar válidamente á nombre de aquella. 

:í" Aun cuando el contrato prohiba á uno de los socios usar 
de la firma social, la sociedad quedará obligada por los actos 
de este si su nombre está incluido en la razón social. 

¥ Una demanda puede ser modificada antes de presentarse 

la 



Caso.— Kn 10 de Febrero «le 1877 los señores M. 
con la garantía de D. Francisco Arias, compraron á los señores 
.Miguel Duggan y hermanos del saladero de Vrritigoíti de 
San Nicolás de los Arroyos, veinte mil quintales carne tasajo, 
obligándose los vendedores a completar la entrega hasta 31 de 
Marzo y de no hacerlo debían pagar 30 pesos oro sellado por 
cada dia de demora. 

Kn Setiembre de 1878 M. Tonco y C\ ocurrieron ante el Juez 
de Comercio de la Provincia demandando A los hermanos Dug- 
gan por la suma de 5100 pesos fuertes oro sellado intereses y 
costas. Dijeron que según el artículo 3" del contrato, 1» carga 
debió completarse el :íl de Marzo abonando en su defecto 30 pe- 
sos fuertes portada día de demora ; que recien en 19 de Setiem- 
bre los demandados habían hecho la última entrega de carne, la 
que tampoco había llenado el comp'eto del cargamento ; que 
por consiguiente había habido una demora de ciento setenta y 
dos días, que, á razón de 30 pesos fuertes por cada dia, hacen la 
suma demandada. 

Kn 7 de Marzo de 187ÍI ü. Manuel Ponce en su carácter de 
socio representante de la razón M. Ponce y C\ de cuya firma 
usa según dice la escritura, pero que no tiene contrato escrito 
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por ser una sociedad accidental, cedió á favor de Don Francisco 
Arias el crédito que dicha sociedad tenia contra los Sres. Miguel 
Duggan y hermano, procedente de estadías que le adeudaban, 
por valor de 5100 pesos fuertes oro sellado. El cedido aceptó el 
carácter qne el ceden te investía de socio representante de la 
razón M. Ponce y Cv por constarle su existencia. 

Con esta escritura U. francisco Arias pidió se reconociera su 
personería y se entend turan con úl las ulteriores delígencias del 
juicio. 

El Juzgado ordenó se le tuviera por parte y que se hiciera 
saber á los demandados. D. Aniceto Vidal por Duggan hermanos, 
que había opuesto la escepcion de incompetencia de jurisdicción 
por ser el Doctor D. Manuel Ponce argentino, ignorando la na- 
cionalidad de los otros socios, y los hermanos Duggan, estrau- 
geros, se opuso á la cesión por cuanto la escepcion opuesta era 
personal á los demandantes, a lo que debe agregar que Ma- 
nuel Ponce y C\ no habían justificado su personería al otorgar 
la escritura de cesión. 

La oposición de los hermanos Duggan fui' rechazada por el 
Juez de Comercio, cuyo auto fué confirmado por la Cámara de 
Apelaciones en lo Comercial, ordenándose por auto posterior 
que el espediente pasara al Juzgado de Sección, ante quien Don 
Francisco Arias reprodujo su demanda. 

Corrido traslado. II. Aniceto Vidal, por los hermanos Duggan, 
opuso las escepciones de falta de personería en el demandante 
D. Francisco Arias, y do defecto legal en el modo de proponer 
la demanda. Dijo que la escritura do cesión es hecha por el 
Doctor D. Manuel Ponce sin que se hubiese presentado ningún 
documento para acreditar que dicho señor representa á la socie- 
dad comercial, ni tampoco que tenga derecho para comprometer 
la firma social, sin que ni aun el escribanode Té de que le conste 
siquiera por notoriedad pública quo el Doctur Ponco tuviese el 
rarúcter que se atribuye; que siendo viciosa y contra derecho 
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en su forma la escritura do cesión presentada, Arias no puede 
ser aceptado como demandante. 

Que la demanda tiene además do* defectos de forma ; el pri- 
mero, que demandándose por estadías, ha debido es pitearse qué 
buque ó buques las lian sufrido y cuántos dias cada uno, circuns- 
tancias que deben espliearse, porque la contestación y la prueba 
deben referirse á ellas : el segundo que siendo el demandante 
M. Ponce y C\ no puede deducirse acción sin justificarse la 
existencia de la sociedad y la personería del noció ó socios que 
se presentan pura representarla ó para ceder sus acciones í un 
tercero, justificación que debe hacerse eon la exhibición del con- 
trato de sociedad, artículo 39i y concordantes del Código de 
Comercio. 

Corrido traslado, Arias pidió se rechazaran las escepciones 
opuestas, con espresa condenación en costas. Dijo que la escep- 
cion de falta de personería ya habia sido opuesta por el deman- 
dante y rechazada por la Justicia Provincial ; que siendo esto 
así, los hermanos Duggan no podían volver sobre la mismaescep- 
cion por haber al respecto cosa juzgada; que por otra parte, 
según el título «De la Cesión» Código Civil y los artículos 563 y 
565 del Código de Comercio, el traspaso de las acciones litigio- 
sas se produce independientemente de la voluntad del deudor, 
limitándose el derecho de este i oponer al cesionario las mismas 
escepciones que podría oponer al cedeute, bastando la notifica- 
ción al deudor paTa la eficacia del dereebo cedido y para esta- 
blecer el vínculo de obligación con el nuero acreedor; que esta 
escepcion en la forma en que se opone no es de las previstas por 
el artículo 73 de ta Ley Nací mal de Procedimientos ; finalmente, 
que de dicha sociedad no existe contrato escrito por haber sido 
accidental, lo cual quedú demostrado ante el Juez de Comercio 
Doctor Dimct en los autos seguidos por lhjggan contra Ponce 
por cobro de pesos, acatando aquellos la resolución del Juez de 
í'oinerrio qur- un hacia hipar al pedido de la exhibición do sus 
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libros de comercio que manifestaron no tener por esa razón ; 
que la circunstancia de haber usado en la formación ilel contrato 
con Duggan el nombre del Doetor I'otiee con el aditamento C% 
es un detalle que no puede alterar ni desvirtuar La naturaleza 
accidental de la sociedad. 

Que respecto A la otra escepcion, debe hacer presente que aun 
ruando la demanda di eia pnr las estadías y domaras, posterior- 
mente y antes de ser contestada, la modificaron para alejar todo 
protesto, dejando solo la palabra demoras, con arreglo al testo 
del artículo !J n del contrato en el nial basa su acción ; que res- 
pecto al otro defecto quo se alega y 4 ha manifestado quo no 
existe contrato escrito de sociedad y que no lo necesitan tam- 
poco por haber sido aquella accidental. Finalmente que debe re- 
cordar que no obstante que los Duggan desconocen en este pleito 
la existencia de la sociedad, en otro seguido ante el Juez de 
Comercio de la Provincia, reconociendo su existencia, la han 
demandado por cobro de pesos. 

fallo d>1 Jafi Swlonnl 

Buenos Aire*. Enero 15 di 1 ISTÍ). 

ríos de los señores A. ronce y Compañía cón;ra los señores Dog- 
gan hermanos, en las articulaciones deducidas por estos sobre 
falta de personería en el demandante ; y defecto legal en el modo 
de proponer la demanda, y considerando respecto a* la primera: 

Que los demandados la fundan en que el Doctor IX Manuel 
Ponce, ürmantede la escritura de cesión por la razón « Manuel 
Ponce y compañía» no han acreditado que tenga el derecho para 
representar á esta sociedad ni para contestar ei: su nombre. 

Que los mismos demandados han reconocido la validez de la 
cesión á favor de Arias ante ■■! Juez de Coaiun-io de la $T1h 
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vi ncia, 011 su escrito do foja 39, en ijuesolo su oponen ála cesión, 
poro admitiendo romo válido el ron tunólo y forma de la escri- 
tura do cesión que reeion ahora tratan de impugnar, na ha 
hipar á dicha oscepcion. 

V considerando en lo relativo á la do defecto legal en el modo 
<le proponer la demanda, que, por repetidas fallos de este .luz- 
fiado, continuadas por la Suprema ('¿rio, so lia resuelto que esta 
eseepcion solo es admisible cuando en la demanda no se han 
llenado los requisitos exigidos por id adíenlo .">7 de la T<ey do 
Procedimientos, Jo que no sucede en el presente caso, no ha 
lugar tampoco á dicha eseepcion, y contesten los demandados 
derechamente á la demanda dentro del tórmiuo legal, con 
costas. Xotifíquesu con el original y repóngase el sello. 

Isidoro A ¡burra cin. 



Fallo de la Suprema Carte 



Km- nos A i ros, Abril 20 de 1880. 



Vistos, y 




Primero, Qtití los señores Miguel Duggan y hermanos con- 
trataron con Manuel Ponce y compañía, aceptando por el mismo 
hecho la existencia de esta sociedad. Certiflcado y contrato 
corriente a foja nueve:. 

Segundo. Que no existiendo escritura de la sociedad 
« Manuel Ponce y compañía », como se confiesa, ni menos la de- 
signación del socio á quien corr.-spoiidia u-ar dr l.i firma social, 
cualquiera de ellos podía ohrur válidamente á nombro de la 
referida sociedad. (Artículo trescientos noven la y cinco, inciso 
terrero, Códi-o de Comercio). 
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Tercero. Que en el presente caso, aunque el contrato prohi- 
biese á Don Manuel Ponce usar de la firma social, la sociedad 
< Manuel Ponce y compañía», quedaría obligada por sus actos, 
por estar incluido el nombre de aquel en la razón social. (Artí- 
culo cuatrocientos cincuenta y siete, Código de Comercio). 

Y considerando, en cuanto á la escepeion de defecto legal en 
el modo de proponer la demanda: 

Primero. Que en la demanda propuesta en el escrito de foja 
setenta y siete, solo se reprodujo la de foja una, en la queso 
había introduíido la modificación do foja veinte y una con arre- 
glo al artículo cincuenta y ocho de la ley nacional de proce- 
dimientos. 

Seytmdo. Que á mérito del mencionadu cambio de acción, la 
demanda queda reducida a" cobrar de los señores Miguel Dug^an 
y hermano, la multa en que pudieran haber incurrido por falta 
de cumplimiento del contrato, corriente á foja nuevo, care- 
ciendo en consecuencia la demanda, del defecto legal que so 
menciona. 

Por estas consideraciones, se confirma, con costas, el auto 
apelado de foja treinta y dos. Sntisfechas estas y repuestos los 
sellos devuélvanse los autos. 



O. LEGllZAWO*. — ULADISLAO FRIAS— 
S. M LASPIL'R. 
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CAUSA XWVl I 



J. ñ. Burnichon, apelando de una resolución de aduana. 

* 

Sumario. — Sí el apelante no mejora el recurso dentro del 
término del emplazamiento, se declara desierto á la primera re- 
beldía que acuse el apelado. 



Caso. — En los autos seguidos por D. J. B. Burniclion con el 
Fisco apelando de una resolución de aduana, Burnichon apeló y 
el recurso se le otorgó libremente. No habiéndolo mejorado en 
tiempo, el Señor Procurador General le acusó rebeldía. 



Por lo que resulta del precedente certificado y á mérito de lo 



auprtniM forte 



Buenos Aires, Abril 30 de 1880. 




J. B. COROSTIAGA. — J. DOBUKGLEZ, — 
O. LEGUt2AH0N. — l LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASNUR. 



- 
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CAUSA XXX VIII 



Sumario, — La residencia en la República que oxije la Cons- 
titución v la ley de ciudadanía para que los estrungeros pue- 
dan obtener naturalización, debe ser actual en el momento (Je 



Caso. — En Octubre de 1870, I), lingo Hutz natural de Ale- 
mania y con residencia en Amberes. otorgó poder ante el Cónsul 
General de la República en Uelgiea, a l). Roberto Lawson pura 
que solicitase del Gobierno de esta República su naturalización. 

Con este poder se presentó I). Roberto La w son ante el Juez 
fie Sección en Buenos Aires es poniendo: que hacia algunos años 
que el Sr. llutz vino á este país donde r^si.líú mi;l- de lá años; 
que además Hutz, había desempeñado el puesto de Cónsul Ar- 
gentino en Amberes. I' undad o en estos antecedentes pidió se 
otorgase ;i su representado, previas las formalidades de estilo» la 
carta de ciudadanía que solicitaba. 

Por úrden del Juzgado, dos testigos declararon que les cons- 
taba que D. Hugo Hutz había residido mas de diez años en este 
país y que era Alemán y mayor de edad. C orrida vista al l'rocu- 
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rador Fiscal, este espnsu que la ley de ciudadanía en su artículo 
2 o exije romo condición o¿ae los cstrangeros que solicitan carta 
de ciudadanía residan dos años continuo* cu el momento en que 
solicitan naturalizarse; que el solicitante no so halla en este 
caso, pues por el hecho du ausentarse, su residencia ha perdido 
el carácter de continuidad exigido por la ley, la que al permi- 
tir la ciudadanía á los extranjeros, presume el ánimo de quedarse 
en la República ; que el estrangero que habiendo vivido varios 
anos en la Kepública, se ausenta de ella, no tiene derecho á pe- 
dir después carta de ciudadanía, porque esta confiera derechos 
é impone deberes respecto á la nación de que uno es ciudadano, 
y no pueden gozarse de las franquicias que se conceden á los 
estra ligeros para después ir á gozar de las mismas en su propio 

país, 

Pidió no se hiciera lugar á lo solicitado. 



Fallo del laei de Secelon 

Unenos Aires, Febrero 6 Je 1880, 

Considerando : I" que según el inciso 1", del artículo 2* de la 
Ley de Ciudadanía, son ciudadanos por naturalización los es- 
t ra nucros que tuvieren do-: años continuos de residencia cu la 
República y manifestaran su voluntad de serlo ; "2" que la con- 
tinuidad '! ¡u residencia, no debe interpretarse en el sentido de 
que deba ser inmediatamente anterior á la solicitud de uatura- 
lizacion ; 3" Que las exijeucias de hi l.ey quedan llenadas siem- 
pre que el estrangero con el coum-iniiento que te lia dado su 
residencia en el país, opta por hacerse ciudadano, pues estos 
hechos manifiestan la afección y vinculaciones que ligan al es- 
trangero en el país de su elección. 

Por estas consideraciones, y no obstante lo espuesto por ul 
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Procurador Fiscal, se concede á D. Hugo Hutz la carta de ciuda- 
danía que solicita, y prévio el juramento de tej que prestará á 
su nombre su representante, espídasele en forma. 

- 

Andrés 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte, 

Pienso con el señor Procurador Fiscal. 

La ley de ciudadanía, á mas del hecho natural de la resi- 
dencia, presupone la intención de continuar residiendo en el 
país que la acuerda, aceptando sus beneficios y sus cargos. 

Debátese ha mucho tiempo en la Union Americana una cues- 
tión de la mas alta trascendencia, & saber: si los estrangeros 
naturalizados conservan el carácter de ciudadanos americanos 
al volver al país de su nacimiento. 

El Gobierno Americano lia sostenido siempre « que no puede 
haber sino* una clase de ciudadanos, y que toda distinción entre 
los adoptados y los nativos es injusta ». Por el contrario los 
Poderes Europeos y especialmente la Prusia, no admiten que 
baste haberse ausentado por un corto número de años y haber 
tomado carta de ciudadanía para romper los vínculos que ligan 
al hombre & la tierra en que nació. 

Cuestión es esta cada día mas ardiente ; que asume las pro- 
porciones de bandera de partidos y figura en primera línea en 
los programas de los que aspiran á la presidencia de aquella 
gran nación. 

Se concibe que pueda dudarse si un individuo que toma carta 
de ciudadanía, al volver al país de su nacimiento, conserva 6 no 
el carácter con que fué investido. 

No se concibe, empero, que sin haber tomado carta de natu- 
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ralizacion cuando pudo y debió tomarla, por el Lucho de haber 
residido un número de años en un pufs que ya no habita, haya 
de conservar el derecho de cambiar su nacionalidad, entrando i 
gozar de la protección del país cuya residencia abandono, y des- 
ligándose de los deberes del que habita. 

Pido por lo espuesto la revocación de la sentencia del Juzgado 
de Sección. 

Marzo 30 de 1880. 

Eduardo Cosía. 

Fñllo de la ftuprrnift Corle 

Buenos Aire*. 30 de Abril de 1880. 

Vistos: atento á que 1». Hugo Hiitz reside en la ciudad de 
Bruselas, Capital del lieino de Bélgica, y considerando que la 
residencia en la República que exigen el artículo veinte de la 
Constitución Nacional y el segundo de la Ley de Ciudadanía do 
ocho de Octubre de mil ochocientos sesenta y nueve, para que 
los estrangeros puedan obtener naturalización, debe ser actual, y 
de conformidad con lo espuesto y pedido por el señor Procura- 
dor General en su precedente dictámen, se revoca la senteucia 
apelada de foja diez y devuélvanse los autos. 

J. B. GOnOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O, LEGLJZAMOH, — S. M LASPlUll. 



■ ■■ 

T. I1IL 



■ 
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CAUSA 



D, Amadeo Árala contra I>. Pedro Paeta, por rendiaon 
de cuentas; sobre cscepcion de no parte 



Sumario. — I" La escepcion de no parte no es dilatoria; 
2 o La condenación en costas no procede cuando ha habido 
razón para litigar. 



Caso. — D. Juan Uaitan cesionario de 1). Pedro Paota había 
ejecutado á D. A. Arata por saldo do cuentas con la cláusula 
de salvo enor ú omisión. 

Arata demandó á Fasta por rendición de cuentas. 

En el escrito se decia que cantrademandaba. Resultó des- 
pués raspada la palabra contra. 

Paeta dijo que no se le podía contrademandar en juicio 
ejecutivo; y que aun en juicio ordinario él no era parte porque 
habia cedido sus derechos á Gaitau, que fue el demandante, 
siendo asi que únicamente al demandante podia ser recon- 
venido. 

Arata contestó que él habia demandado, y que Paeta era 
responsable hácia él de las cuentas a rendirse. 
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Pullo del Juez Seccional 

■ 

Buenos Aires, Noviembre 21 de 1879, 

Visto el incide uto promovido por D. Pedro Pacta, sobre no 
parte para contestar la demanda, y do que resulta : 

I o Que con el documento de f. 1 del espediente ejecutivo se 
ha seguido juicio contra D, Amadeo Arata, cobrando la can- 
tidad de (29"jO dos mil novecientos cincuenta pesos moneda 
corriente, procedentes de un pagaré redactado ú consecuencia 
de una chancelación de cuentas entre demandante y deman- 
dado, haciéndose presente que ese saldo procedía salvo error 
ú omisión; 

2 o Que como resultado de ese pagaré se ha entablado de- 
manda, pidiéndose por el demandado D, A, Arata, rendición 
de cuentas de bis comisiones ó uegocios que había celebrado 
con el demandante; 

Ü* Que corrido traslado de la demanda se ha deducido por 
parte del Sr. Faeta la escepcion de no parte, fundado en que 
la cesión del espresado crédito hecha & D. Juan Gaitan lo 
escusa de toda ingerencia en el juicio que debe instruirse 
contra el cesionario, ú quien se han trasmitido los derechos 
en virtud de la cesión, y que además la acción debia haberse 
deducido al iniciarse el juicio ejecutivo ; 

4° Que el demandante Sr. Arata, contesta: que ha podido 
deducir en cualquier tiempo su acción sobre rendición de 
cuentas; que no ha podido entablar contrademnnda porque el 
juicio seguido ha sido ejecutivo; y que la cesión del crédito 
no impide deducir las acciones que correspondan contra el 
cedente en razón de los negocios anteriores a la redacción del 
documento con que se lia iniciado el juicio ejecutivo, pidiendo 
su absolución, con cortas, y 
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Considerando : I o Que todo juicio ejecutivo dá lugar al 
ordinario que puede entablarse después de espirado aquel, 
según el artículo £95 de la ley de Procedimientos ; 

2° Que en el documento de f. 1 del espediente ejecutivo que 
ha dado lugar á la ejecución, se lia convenido espresamentu 
que el arreglo definitivo ea sin perjuicio de olvido u. omisión 
de alguna cantidad, lo que importa afirmar que en la adminis- 
tración de los negocios de que se trata no ba habido un arreglo 
6 chancelación de cuentas definitivo ; 

3 U Que los efectos de la cesión de un crédito consisten solo 
en trasmitir al cesionario los derechos del cedento, y respecto 
de los terceros interesados en contestar la cesión del crédito ¡ 
y que la demanda que se deduce se refiere a la procedencia 
anterior del crédito en lo que no tiene ingerencia el cesonario, 
pudiendo y debiendo deducirse la demanda contra el ceden te 
Sr. Paeta, fuera de que la enunciada alegación no está men- 
cionada entre las escepciones indicadas en el artículo 73 de la 
Ley de Procedimientos ; 

Por estas consideraciones, fallo, no haciendo lugar á la 
escepcion deducida, con costas- Sotifíquese original y repón- 
gase el selb. • 

Isidoro Albarracin. 

t»lim ie la Mu preni» C«rte 

Bueno* Airea. Abril Í4 de 1880. 

Vistos: Habiendo sido entablada la demanda contra Don Pe- 
dro Paeta por obligación personal, y no siendo la escepcion 
opuesta de las únicas qoo ley admite como dilatorias, se 
confirma el auto apelado de foja once a doce, en cuanto por 
él se desecha dicha escepcion, revocándose en lo tocante & las 
costas, en atención á que es indudable la enmienda practicada 
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cd el párrafo segundo del perito de foja primera, para hacer 
desaparecer la palabra < contrademaada », coa el objeto de 
desvirtuar así una de las principales razones en que dicho 
Pacta so fundó para sostener que no estaba obligado & con- 
testar. Satisfechas en consecuencia las costas de esta ins- 
tancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

I. Ii. GOIIOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU1ZAK0N*— ULADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUR. 




o 



í A' NA \i. 



La Municipalidad de lineaos Aires contra IK Juan f-otta t por 
dañas y perjuicios; sobre uso de papel simple. 

Sumario. — La Municipalidad de Buenos Aires no se halla 
esceptuada del impuesto de sellos en bus gestiones judiciales. 



Caso, — La Municipalidad de Buenos Aires en los autos con 
í'otta, pidió ser exonerada del impuesto de papel sellado en 
sus gestiones judiciales. 
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El Fiscal sostuvo que la ley de sellos no hacia escepcion a 
favor de las Municipalidades, y que su debía rechazar la pe- 
ticion. 

Fallo del !■» SmÍ»»«I 

nuenos Airei, Octubre 25 Jo 1879. 

Por las consideraciones espuestas por el Fiscal en su prece- 
dente vista, no lia lugar a la exhonernciou de papel sellado 
solicitada por el procurador municipal, debieudo en su conse- 
cuencia ser repuestos los sellos. 

i ¡¡arriza. 

Vista uel SeSor Procurador geser.il 

Suprema Corto : 

Uuenos Aires, Febrero 4 de 1880. 

Los poderes que la Constitución acuerda al Gobierno de la 
Nación para taranta r impuestos no reconocen mas limitación 
que aquella que les ha marcado la misma Constitución. 

Del mismo modo, las leyes que dentro de la órbita de estos 
poderes, dicta el Congreso, no tienen mas límites que aquellos 
que esas mismas leyes han establecido. 

La ley de Aduana rige con la misma igualdad para todos; 
para gobiernos, corporaciones, particulares. 

Cuando los Gobiernos de Provincia, por alguna consideración 
especial, entendiesen que tal ú cual artículo debe serles despa- 
chado libre de derechos lo solicitan del Gobierno (¡enera!. 

Recientemente por una disposición general las armas y muni- 
ciones que despachen los Gobiernos de Provincia deberán abo- 
nar sus derechos correspondiente- sin escepcion alguna. Para 
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que la correspondencia de los Gobiernos de Provincia circule li- 
bremente en los correos y telégrafos nacionales ha sido indis- 
pensable la escepcion espresa de la ley. 

No encuentro en la Ley de Papel Sellado disposición alguna 
que exonere á las corporaciones municipales de su uso y las 
ennsi leraciones que aduce el Procurador por atendibles y fun- 
dadas que fueran, se estrellan contra el principio general. 

Pienso por lo tanto que la sentencia apelada es perfecta- 
mente arreglada á derecho. 

Eduardo rosta. 

Pullo •> lft ftupreniB Corle 

Buenos Airei, Abril 27 de 1880. 

Vistos, no estando en las atribuciones de los Tribunales de 
.Justicia harer escepciones que la ley no establece, de acuerdo 
con lo espuesto y pedido por el señor Procurador General» se 
confirma, con costas, el auto apelado de foja cuatro vuelta, 
Satisfechas aquellas y repuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. GÜROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAMON. — DLADISLAO FRIAS. 

— a.M. uspicft. 
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< USA XM 



Huarnacha y Üemattei. contra ftcvarcs Casares y Santa. 
Colonia , sobre aclaración de sentencia 



Sumario. — Cuando las dos parte* aiiehm de una sentencia 
y en la segunda instancia no triunfan todas las pretensiones 
de alguna de ellas, las costas deben pagarse en el orden 
rausado. 



Caso, — Notificada á las partes la sentencia de la Suprema 
Corte fecha 20 de Abril de 1880 en los autos de Casares 
Nevares y Santa Colonia, con (¡uaruaeha y Demattei, estus 
pidieron aclaratoria, con cuyo motivo si- dictó el siguiente: 

Falla de Ir Huprrwi C*rlr 

iim-nos Aires. Abril »dfl 1880 

Atejito lo pedido en el escrito precedente, se declara con 
n-spet'to al primer punto, que habiendo las dos partes apelado 
en esta cansa, el pago de las costas que ordena la sentencia 
de esta Corte, debe entenderse á cargo de ambos litigantes 
en el orden en que se lian causado: y en cuanto al segundi 
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punto, se declara que la primoTa parte del considerando undé- 
cimo que principia diciendo t Que en cuanto al Talor del metro 
cúbico que por el ron trato de faja dos ete, i y termina por 
. estas palabras ; * por lo que es de presumirse, que sí no es simu- 
lada este antidotado *, ha sido exceptuado en la confirmación de 
la sentencia apelada por contener una apreciación equivocada, 
en vista de lo ^rescripto por el artículo cuarenta y cuatro deL 
contrato impreso de foja primera y ser inexacta á juicio de 
esta Corte la consecuencia que de ello se deduce. Hágase saber 
y repónganse 'os sellos. 

1, B. i;OKOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. l.E(ili ZAHON. — CLADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASHl'U. 




CAUNA ALII 



fy. Andrés Petazzi rontra el Convenio Je S&ntQ Domingo de 
Mendoza . por robra ejecutivo de pesos. 

Sumario. — Cuando en un juicio ejecutivo se han embargado 
diversos bienes, de los cuales alguno es materia de un juicio 
de (creería, la ejecución Insta lu venia debe seguirse sobre los 
utros. 
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í iso. — D. Andrés Fetnzzi estra ligero, siguió una ejecución 
ante el Juez Federal en Mendoza contra el convento de Santo 
Domingo de aquella ciudud por la suma de 1759 pesos bolivk- 
nos 29 centavos los intereses y las costas. 

En esta ejecución su mandaron embarpiT á solicitud del 
ejecutante lus bienes siguientes: I" un terreno contiguo al 
templo de Santo Domingo ; 2" Una acción contra la testamen- 
taría de 1). Andrés Santander; 3" Una acción contra D. Cecilio 
Suarez, y 4" un crédito contra I). Francisco de Loreto por 450 
pesos, y 5* dos cuadras rfe terreno en el partido de Maipú. Al 
practicarse el embarco el Prior di l Convento solo presentó el 
crédito contra la testamentaria Santander importante 3,000 
pesos. 

posteriormente á solicitud del ejecutante, se embarcó tam- 
bién el terreno contiguo al convento el cual fué tasado y man- 
dado vender en remate público. 

Con fecha 14 de Marzo de 1870, a solicitud de ambas partea 
se mandó suspender el remate ordenado, á consecuencia de una 
tercería deducida por el Dr. I). Ramón González. 

En 28 did mismo el ejecutante espuso que babia consentido 
en la suspensión del remate espi rando obtener una transacción 
pero que no habiéndose realizado esta pedia se sacaran á licita- 
ción dichos bienes. 



t allo drl Jiir» dr ftrrrlon 

■ 

Mendoza. Mano 38 de 187Í». 

A mérito de la tercería deducida por I». Ramón González, de 
lo dispuesto en los artículos 303 y 304 de la Ley do Procedi- 
mientos, v de lo espuesto en la precedente solicitud : llévese 
adelante la ejecurion en cuanto á los bienes no comprendido* 
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eu aquella, y en con secuencia hágase remato de loa mismos 
guardándose lo prescrito por los artículos 288 y 28í> de la ley 
citada. 

Torre, 

Fallo dr It* Nuurr-m» Cor** 

Bueno* Aires, May<j K de 1H80, 

\' j.sl os : por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento catorce ; satisfeehaa estas y repuestos 
los sellos, devuélvanse los autos, 

J, h, GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGL'IZAMON. — L'LAÜISLAO FUI AS 
— S. H. LASntH. 



4 UNI ILIII 



O, f.ttis Itouranr contra U. Esteban O. Zimo, por entrega 
de unos menores, sobre auto de ¡trucha 

Sumario. — YA auto abriendo la causad prueba es inape- 
lable. 



tes 
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Tojo. — En el pleito seguido por Bourone contra Risso 
sobre entrega de sus hijos menores, el Juez de Sección, á pe- 
dido al Ministerio de Incapaces abrió la causa á prueba. 

Bourone apeló de este auto, diciendo que nadie podía resis- 
tir la eutrega de sus hijos. 

Se concedió la apelación. 



rallo de Id ftuprrnift C«rtr 

Hítenos AirPí. «ayo 13 do 188Ü 

Vistos: no siendo apelable el autu reclamado con arreglo al 
artículo doscientos siete de la Ley de Procedimientos Nacio- 
nales, devuélvase, previo pago de costas y reposición de sellos. 

J. B. GOROST1AGA. — J. DOMKGCEZ. — 
O. LEU Ll ZAHON. - ULADKLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIIR. 
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CAUSA XJLIV 



D. Rafael tj />" llosa Otero contra ía Empresa de (¡as 
dvi itosario, sobre mejor derecho. 



. Sumario. — 1" No es un pago hecho de buena fé el que so 
realiza coa conocimiento por parte del deudor y del acreedor 
que los bienes entregados estaban embargados ú furor de un 
tercero. 

2 a Para nv.e sea Tal ido el pago de una suma de dinero, hechu 
en perjuicio de un tercoro, es necesario que haya sido per- 
cibido de buena fé. 



Caso. — Don Marcial Tímente!, por ü. líafael Otero, y D. Be- 
lisurio Sívori, por D* liosa Otero, se presentaron ante el Juez 
de Sección de Santa-Fé esponiendo : que habiéndose embar- 
gado por el Juzgado & solicitud de la empresa del gas el pro- 
ducto del remate de los impuestos del Mercado Sur, los 
capónenles dedujeron tercería de mejor derecho por la cuarta 
parte de la espresada renta fundados en una sentencia del 
Superior Tribunal de Justicia de la PfOTÍncia que habia que- 
dado ejecutoriada. Que la Suprema Corte Nacional habia re- 
suelto lu tercería en favor de los esponen tes, y en cumplimiento 
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de la sentencia la empresa del gas les habia pagado la cuarta 
parte de la renta correspondiente al año 1878, pero que se 
negaba á entregarles la parte relativa al año de 1879; que 
como la cuestión que se habia resuelto en el juicio de tercería 
envolvía un principio general cual era que dado y subsistente 
un embargo por el tribunal Provine ial de todos los ingresos 
anuales de la Municipalidad no pedia reombargarse legal- 
mente por otro Juzgado esa misma renta, era claro que la 
sentencia de la Corte Nacional no podia concretarse i un sol o 
año, sino í todos los que abraza el fallo de la Cíínara de Jus- 
ticia el que explícitamente ordena que subsista dicho e mbargo 
hasta que se haga h cancelación del crédito de los esponentcs 
del que todavía faltan mas de 12.000 pesos fuertes. 

Pidieron se condenara á la empresa ú entregar á los espolíen- 
te la cuarta parte de la renta municipal del Mercado Sur 
correspondiente al a fui do 1870 que ya habia sido cnbrada por 
la empresa de) gas y los subsiguientes. 

Don Joaquín Filiut por el demandado, contesto: quo siendo 
la tercería deducida de mejor derecho, ha debido instaurarse 
antes de que las sumas sobre qué versa hubiesen salido del 
dominio del deudor; qué este es el carácter especial de las 
tercerías de mejor derecho, á diferencia de las de dominio, 
según se desprende de la letra y espíritu de la 2* parte del 
artículo 302 de ln Ley de Procedimientos ¡ que las tercerías de 
mejor derecho uo pueden deducirse después que los bienes ó 
sumas han salido del dominio del deudor común pasando en 
forma de pago á cuenta al de un acreedor I^ítimo en juicio 
público del que tenia conocimiento el tercerista; que ía terce- 
ría anteriormente deducida por la sucesión Utero lo fué solo 
por la parte de renta correspondiente al año 1878, y fue esa 
solamente la parte en que la Suprema Corte acordó preferen- 
cia ; que cuando esa tercería se dedujo, los fondos estaban 
depositados, es decir, en el dominio todavia del deudor común, 
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á diferencia de la presente en que los fondos han sido ya perci- 
bidos por la empresa del «gas; que si loa demandantes no 
dedujeron en oportunidad esta tercería, á ellos solos deben 
imputarse las consecuencias de su negligencia. Pidió se re- 
chazara la demanda con empresa condenación en costas. 



Folio del Juez dr Srrrlvu 

Husario, Enero 30 de lfflU- 

Vistos; considerando: 1" Que ambas paTtes están conformes 
en que la empresa del gas ha recibido ya en su carácter de 
ejecutante de la Municipalidad en pago á cuenta de su crédito, 
la suma sobre que versa la tercería que se deduce, como con se- 
cuencia de la que antes dedujeron la sucesión de Otero y 
Comas, cuando exislia embargada la parte correspondiente 
de !a renta del Mercado, por el año 1878, que es á la que se 
refiere y se reduce la sentencia de la Suprema Córte de f. 9f 
del espediente traido i hi vista; sin decir cosa alguna, como no 
era posible dijese referente á la del año 1879, que no habia 
, sido puesta en tela de juicio. 

á 11 Que es de espreso derecho y opinión general de los prác- 
ticos, que si bien las tercerías pueden deducirse en cualquier 
estado del juicio ejecutivo, no es lícito interponerla cuando al 
acreedor ejecutante se le ha hecho el pago de lo 'que cobra, 
pues ello daria lugar á las mas irregulares c inaceptables conse- 
cuencias, como entre otros muchos lo establecen ü. Florencio 
(Jarcia G oyen a eu el Tomo -i", Seo. 2\ pág, 326, y Escriche 
en la palabra Meto Ejecutivo, parte LlI. Por estos fundamen- 
tos no ha lugar á la demanda. 



Fcnelofí '¿mina. 



r<*1l«dr la Kuprrm* Corte 



Buenos Aires, Mayo 13 de 1880. 

Vistos y considerando: Que según resulta de la contestación 
á la demanda ¡foja once', el producto del remate de la renta 
del Mercado f?ud del Hosario, correspondiente á mil ocho ciento 
setenta y nueve» ha sido entregado á la empresa del gas, de 
acuerdo entre ella y la Municipalidad, a cuenta del pago de 
un crédito de la primera; 

Que la empresa al recibir íntegra esa renta y tu Municipa- 
lidad al consentir en su entrega, tenían conocimiento de que 
por sentencia ejecutoriada del Superior Tribunal de Santa-Fé, 
se hallaba embargada la cuarta parte de toda la reiua anual 
de la misma Municipalidad, en la que está comprendida la de 
dicho mercado, para el pago de loa créditos de la sucesión de 
Don Miguel Otero y sus compartes, y de que, por sentencia de 
esta Corte, de veinte de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y nueve en la tercería interpuesta por los demandantes en el 
juicio entre la empresa y la Municipalidad, se hizo lugar á 
ella, y se mandó pagar íi la misma sucesión, lo que corres- 
pondiese, en proporción á su crédito, en la cuarta parte de la 
renta del mercado en mil ochocientos setenta y ocho; 

Que dados estos antecedentes, la empieza de gas, deman- 
dada, no ha procedido de buena fé habiendo por lo mismo 
derecho para repetir contra ella lo que corresponde á los de- 
mandantes en la parte espresada de la renta del Mercado, 
con arreglo al artículo quince, título •< Del Pago *, Código Civil ¡ 

Que, de consiguiente, los actores han podido legalmente 
interponer, como lo han verificado, su demanda en via ordina- 
ria, después del pago hecho á la empresa, sin que les perjudi- 
quen los actos pasados entre la empresa y la Municipalidad, 
en que no han intervenido; 



Y, en fin, que los demandantes piden que loa efectos de la 
sentencia citada de esta Corto, se bagan ostensivos á la renta 
del Mercado por mil ochocíentes setenta y nueve y los años 
siguientes, basta la completa cancelación de su crédito, punto 
de la demanda sobre el que no ha determinado el Juez de 
Sección; y que asi corresponde por derecho, según lo espuesto 
y para cumplir la mencionada sentencia del Superior Tribunal 
de SantaFé; 

Por estos fundamentos, Be revoca la sentencia apelada de 
foja catorce, y se declara que de la cuarta parte de la renta 
de mil ochocientos setenta y nueve del Mercado Sud del Ro- 
sario, se pague á los demandantes, con preferencia á la em- 
presa de gas, lo que corresponda en proporción & su codito, 
y en los años sucesivos, de proceder del mismo modo, hasta la 
cancelación de aquel, conforme á la sentencia del Superior 
Tribunal de Santa Fé; debiendo en su consecuencia dicha 
empresa devolver de la cuarta parte de la espresada renta, 
que ha percibido, la cantidad necesaria para el pago que se 
ordena á los demandantes. Satisfechas las costas de la instan- 
cia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GÜROST1AGA. — J. DOMtJiCCEZ. — 
O. LfeCUIZAMON. — l LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASHLH. 



T. ILH 
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CAUSA ILV 



DJosé Colabus contra D. José Guerra, por cobro de pesos; sobre 

defecto en ta demanda. 



Sumario. — La demanda por cobro de un saldo, que se dice 
resultar de la cuentajdetallada que está en poder del demandado, 
una vez probado que efectivamente este tiene la 
liada, no 68 defectuosa. 



Caso, — Colabus demandó á Guerra por cobro de 7965 $ m/c 
por importe de artículos de almacén, según cuenta detallada en 
su pod«. 

Guerra opuso que debía acompañarse la cuenta detallada. 
Colabus probó por la confesión de Guerra que este tenia la 
cuenta detallada. 



del Ju«i *rvcl*n«l. 



Buenos Aires, Mareo 9 de 1680. 

Vistos y considerando : 1° Que la escepcion de defecto legal 
en el modo de proponer la demanda, que ha ot 
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dado, la funda en que el actor do ha acompañado i'i su escrito 
la cuenta detallada do lo que cobra. 

2 o Que esta escepcion no os legal por cuanto el demandado 
al responder á las posiciones de fojas \\ y 15 propuestas por el 
actor, ha espresamente confesado que esa cuenta detallada se 
halla en las libretas existentes cu poder del absolveute. 

3° Que siendo esto así, el demandado no ha tenido razón de- 
recha para proponer la escepcion, sin incurrir en temeridad. 

Por estas consideraciones, fallo no haciendo lugaT á la escep- 
cion con espresa condenación en costas, y mandando conteste 
derechamente a la demanda dentro del término de 
gase el sello, y notifiquose co; el 



Fallo «Ir l*#upreni» Corte, 



Vistos : 
apelado de foja 
los sellos devuélvanse 




Buenos Aire*, Mayo 13 de 1880. 

os, se confirma ron costas el auto 
satisfechas estas y repullos 



J. B. GOftOSTIAGA. — J. nOMISGl M — 
ü. LECUfZAllON.— ULAD1SLAO HUAS. 
— S M. LASFIMl. 
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CAUSA XI.VI 



El Cónsul Inglés en queja contra el Juez de Sección de Buenos 
Aires, sobre incompetencia para conocer en unos reclamos de 
los marineros del « Nontis >. 



Sumario. — El Juez de Sección no es competente para cono- 
cer en primera instan" ;j, de asuntos procedentes de actos ofi- 
ciales de un Vice-Cónsul estrangero en su carácter oficial. 



Caso. — El Cónsul Inglés se quejó á la Suprema Corte, por- 
que el Juez de Sección conocía de unos reclamos hechos por 
los marineros del buque «Nonos • representados por D. José 
M. Üuda contra el Vice-Cónsul Inglés D. Donald Bridget, 
por haber certificado este que el « Nonus » habia cambiado de 
matrícula y el capitán podía venderlo. 

Se pidió informe al Juez de Sección. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Carte: 

Bueno* Air«, Mayo 6 de 1880. 
La demanda iniciada por D. José M' Ruda contra D. It, 
Uridget, Vice-Cónsul de S. M. B. por daños y perjuicios & 
consecuencia de la venta del buque iuglés < Nonus », no versa 
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sobre negocios particulares del mismo, sinó sobre actos ejecu- 
tados en su carácter de Vice-Cónsul encargado de! Consulado, 
Su conocimiento correspondo entónces, originariamente á V. E. 
con arreglo al inciso 4 o del artículo I o de la Ley sobTe Juris- 
dicción y competencia de los Tribunales Nacionales, pues se 
trata de una causa que afecta los privilegios y execciones de 
los Cónsules y Více-Cónsules en su carácter público. 

Podría decirse que la responsabilidad en que incurre un 
Cónsul por actos que ejercita en su carácter de tal, no debe 
considerarse sinó como una simple responsabilidad» ó un sim- 
ple negocio particular, que no puede reputarse comprendido 
ne aquellos privilegies y execciones, por Teferirsc estos única- 
mente á los privilegios y elecciones meramente personales, 
es decir á ciertas inmunidades do que gozan los cónsules por 
el derecho de gentes para el mejor ejercicio de sus funciones. 
Seria esta, en mi entender, una inteligencia demasiado estre- 
cha de las disposiciones de la ley, que no pueden considerarse 
aisladamente, sinó en su conjunto. 

£1 espíritu de la Ley de Setiembre ba sido visiblemente 
confiar á la discreción del Tribunal que por bu elevada jerar- 
quía, ofrece mayores probabilidades de acierto, la decisión de 
aquellas causas que directamente se relacionan con las nacio- 
nes estrangeras, y mas fácilmente pueden comprometer la 
paz pública. 

Por esta razón atribuye ella en primer lugar á esta Corte 
el conocimiento originario de las causas concernientes á los 
Ministros diplomáticos y á las personas que componen la 
Legación. Siguiendo el mismo órden de ideas, los privilegios 
de los Cónsules, á que se refieren en seguida, no pueden enten- 
derse en la acepción estrecha de inmunidades personales sinó 
con relación al ejercicio do las funciones de cónsul en su 
carácter de tal, esto es, á su jurisdicción. 

por tanto, la demanda iniciada contra el scíior Brid- 
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get á consecuencia de acto, ejecutados en su carácter público 
mWnm* su conocimiento corresponde originariamente á 8 K 
I lonso, además que la personería del Señor Cónsul actual 
nlWmm* pues es el consulado en realidad y ñola persona 
M Señor Uridget el demandado, y asi pido á S, B, lo declare. 

Eduardo Costa. 

falle de I» Suprema forte 

Buenos Aires, Mayo 18 de 1880. 

Vistos en el acuerdo, el informe del Juez de Sección, y los 
*«ÉQS traídos para mejoT proveor( y C(msideraildo . 

Que Ja demanda entablada por Don Josó Maria Iíuda ( por 
indemnización de daños y perjuicios é intereses, se funda en el 
certificado espedido por el Señor Ilenald Bridgct, Yice-Cúu- 
-nl de So Majestad Británica, encontrándose accidentalmente 
«cargo del Consulado, sobre que el buque inglés «Xonus* había 
cambiado de matrícula, y que el capitán tenia facultad para 
venderlo. r 

Que este certificado no importa un negocio particular de dicho 
'^- CünsuI ' ^ «n acto oficial ejecutado en su carácter pübHco 
I or estos motivos, y de conformidad con lo dispuesto por* 
os artículos primero inciso cuarto, y segundo inciso tercero d, 
la \vy sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales y de acuerdo con lo pedido por el Procurador Gene- 
ral, la Corte declara que el Juez Nacional de Sección no e. 
'impotente para conocer de este asunto. 

"rdena en consecuencia se devuelvan los autos, previa ■» 
Ksiíiccion de costas y reposición de sellos. 

J B. GOROSTUGA.-J. DOSIISCtEl . - 
O. LKí.l IZ.uioN . - ULAÜISLAO FftlAS- 
H. II. LASPILH 
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CAUSA 



La Provincia de Corrientes contra D. Francisco López Lembé, 
sobre rendición de cuentas. 



Sumario. — Negado por el demandante el debe de una cuenta 
corriente presentada por el demandado, corresponde á este su 
prueba, y solo pueden compensarse las somas qr>e demuestre 
á cuenta. 



Caso. — D. Belisario Roldan, en representación del Gobierno 
de la Provincia de Corrientes, espuso ante la Suprema Corte : 
que D. Francisco López Lecube había sido apoderado general 
de dicha Provincia; que en este carácter había recibido del 
Gobierno Nacional la suma de 8,222 jjífts. 86 cta. para gastos 
de Instrucción Pública en la Provincia, de cuya cantidad no 
había rendido cuenta como era su deber; que por tanto se veía 
en la necesidad de demandarlo para que rindiera cuenta docu- 
mentada de su mandato. 

López Lecube contestó que por cuenta y órden de la Pro- 
vincia había hecho gastos por valor de 883 jjffts. 89 cts. oro 
sellado; que importando lo 
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legal, ó sea 6,305 #ft«. .85 cts. oro, se reconocía 
saldo, 5,421 ¿fts. 90 cts. oro sellado. 

Negadas por la Provincia las partidas del descargo, se puso 
la causa á prueba y López Lecube demostró el legítimo pa-o 
de 745 jjffts. 89 cts, oro. 

de 1» Suprema Cor** 

Buenos Airo*, M*yo22de 1880 

Tistos: los autos iniciados ante esta Suprema Corte por 
Don Belisario Koldan, como apoderado de la Provincia de Cor- 
rieres, contra Don Francisco López Lecobo, er-apoderado de la 
misma, sobre rendición do cuentas, (Escrito de foja treinta 
y tres). 

Y considerando: 

Pnmero: Que el demandado Señor López Lecube, contes* 
tando la demanda á foja treinta y siete, presentó su cuenta 
coofesando deber á la Provincia de Corrientes un saldo d u 
cinco mil cuatrocientos veinte y un pesos fuertes noventa y 
ocho centavos en oro sellado, después de deducir el valor do las 
cuatro partidas que forman el debe de la Provincia en la cuenta 
corriente á foja treinta y seis. 

Segundo; Que habiéndose desconocido totalmente estos car- 
gos, por el apoderado de la mencionada Provincia, se mandó 
por auto de foja cuarenta y cinco vuelta que López Lecube 
acreditase la legitimidad del debe de su cuenta. 

Tercero: Que tanto por las declaraciones de fojas sesenta, 
sesenta y seis y sesenta y ocho como por el mismo informe de 
la Contaduría General de la Provincia de Corrientes y demás 
documentos procedentes del demandante á fojas ochenta y ocho 
y noventa y una se acredita la legitimidad de las tres primeras 
partidas del debe de la cuenta de foja t 
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es de setecientos cuarenta y cinco pesos fuertes, ochenta y 
nueve centavos oro sellado. 

Cuarto: Que no sncede asf, con la cuarta partida, valor de 
ciento treinta y ocho pesos fuertes oro, por no constar mas que 
de loa instrumentos privados corrientes á fojas ciento tres y 
ciento cuatro, no reconocidos legalmente y presentados en juicio 
después de vencido el término de prueba. 

Por estos fundamentos, se declara que Don Francisco López 
Lecube está obligado á devolver i la Frevincincia de Corrientes 
la suma qae se le cobra con el interés de plaza desde la fecha 
de la demanda, con deducción de la suma de setecientos cuarenta y 
cinco pesos fuertes, ochenta y nueve centavos oro sellado que ha 
justificado babor pagado i cuenta. 

Satisfechas las costas j repuestos los sellos archívense. 

I. D. G O ROSTI ACA.— I* DOMINGUEZ. — 
O. Lfc r .UI7!AMOM. — L'LADISLAO FRIAS- 
5i Ki Ij aspiur * 



FALLOS DE LA SUI'HEHA CORTE 



CAVSA ILVIII 



Don Franwco López Lembé, contra ta Provincia de Corrientes 

por cobro de pesos. 



Sumario. — i- Los testimonios espedidos en forma por las 
autoridades de las Provincias, deben ser tenidos por auténticos 
aun cuando M hubiesen estragado los originales. 

2° Es obligatorio para u^a Provincia un préstamo hecho al 
Gobernador, estando autorizado por lev, concurriendo el Minis- 
tro del ramo y oyendo el dictamen del Fiscal de Gobierno. 

3" Aun cuando falte la autorización legislativa, no probán- 
dose que la suma prestada fué distraída de los objetos públicos 
para que se prestó, la Provincia queda obligada. 

Caso. — El caso está esplicado en el siguiente: 

Buenos Aire*, Hayo 22 de 1880, 

Vistos estos autos promovidos por Don Francisco López Le- 
cube contra la Provincia de Corrientes, y de los cales resulta: 



I 



üe justicia r«At:ioruL \H',i 

Primero. Que Don Francisco López Leen be cesionario Je 
Don Juan B. Gallino, prévia justificación de qne el caso corres- 
pondía al conuci miento de la Suprema Corte, demandó á h Pro- 
vincia de Corrientes por la devolución de la suma de veinte y 
nueve mil doscientos noventa y cinco pesos fuertes ochenta y 
cinco centavos en moneda do oro, que su cedento Gallino le 
había prestado en tres do Junio de mil ochocientos setenta y 
oeho f después de haber desistidp, como estaba en su derecho, 
de emplear eso valor en la compra de tierras públicas (escrito 
de demanda corriente de fojas trece a quince). 

Segundo. Que á pesar de creerse cou derecho á reclamar 
también el interés estipulado en el contrato, se reservaba ha- 
cerlo en otra oportunidad (foja catorce). 

Tercero. Que para fundar su demanda presentó con arreglo 
á la Ley de Procedimientos, en copias debidamente legalizadas, 
taute las bases do la propuesta hecha por Don Juan Ií. Oallino 
al Gobierno de la Provincia de Corrientes, como los demás do- 
cumentos relativos á su aceptación y A la entrega en la Teso- 
rería General de la Provincia por parte del mismo Gallino, de 
la suma de veinte y nueve mil doscientos noventa y cinco pesos 
fuertes ochenta y cinco centavos oro (Testimonio corriente de 
fojns primera á ocho). 

Cuarto, Que Don Bel i sari o Roldan, como apoderado de la 
Provincia de Corrientes, contestando la demanda pidió su re- 
chazo con costas, alegando: Que la obligación cuyo cumplimien- 
pedia López Lecube era nula, porque el Gobernador Colodrero 
que la suscribo, no puede contratar siu autorización previa ó 
aprobación posterior do la Legislatura de Corrientes, y en el 
easo actual faltaba una y otra; porque la Ley de primero dfl 
Noviembre de mil ochocientos setenta y siete que se invocaba 
por el demandante, no se refería á obligaciones como la pre- 
sente, porque el contrato no tuvo por objeto Inutilidad gene- 
ra!, eomo lo exrjc la Constilueion Provincial, sitió la defensa 
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del Gobierno contra una revolución armada que desconocía su 
legalidad; en fin, porque el contrato era opuesto i las pres- 
cripciones de la Ley de diez y siete de Noviembre de mil ocho- 
cientos setenta y nueve sobre tierras públicas, (Escrito de con- 
testación i la demanda corriente do fojas cuarenta y tres á se- 
senta j seis). 

Quinto. Que el apoderado de la Provincia de Corrientes en 
apoyo de su derecho, ha acompañado en copias legalizadas, las 
dos leyes referidas de diez de Noviembre de mil ochocientos 
setenta y siete, y de diez y siete de Noviembre de mil ocho- 
cientos setenta y nueve (fojas treinta y siete á treinta y nueve), 

Y considerando: 

Primero. Que Don Juan B. Gallino propuso al Gobierno de 
la Provincia de Corrientes, en catorce de Mayo de mil ocho- 
cientos setenta y ocho, depositar en la Tesorería General de 
la misma Provincia, la suma de treinta mil pesos fuertes en 
oro sellado, con destino & la compra de tierras públicas, reser- 
vándose espresamente el derecho de desistir del contrato en el 
término de tres meses, en cuyo caso la Provincia quedaría obli- 
gada á devolverle la suma depositada, con mas el interés del 
uno por ciento mensual. 

Segundo, Que el referido Gobierno, previo dictámen de so 
fiscal, en que creyéndolo autorizado para el acto, por Ley de 
diez de Noviembre de mil ochocientop setenta y siete, le acon- 
sejaba aceptar la propuesta de Gallino con algunas modifica- 
ciones, dictó la resolución de treinta y uno de Mayo de mil 
ochocientos setenta y ocho, aceptando el mencionado depósito 
i las condiciones propuestas, y mandando en consecuencia, que 
la suma de veinte y nueve mil doscientos noventa y cinco pe- 
sos fuertes ochenta y cinco centavos en oro, fuese recibida en 
la Tesorería General, como se verificó en tres de Junio si- 
guiente. 

Tercero. Que constando todos estos actos, de los documen- 
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toa debidamente legalizados», corrientes de fojas una á ocho, 
deben ser tenidos por auténticos aun cuando se hubiesen estra- 
gado los originales. 

Cuarto. Que posteriormente desistió el Señor Don Juan E. 
Canino, de la compra de tierras como podía hacerlo válida- 
mente, con arreglo á la base cuarta de su propuesta, quedando 
reducido ei depósito de la suma mencionada hecho en la Teso- 
rería, á un simple préstamo de dinero á interés, cuya devolu- 
ción debía hacerse en el término de tres meses después de la 
fecha en que fué recibida. 

Quinto. Que en la fecha del depósito el Gobierno de la Pro- 
vincia de Corrientes estaba autorizado por Ley de diez de No- 
viembre de mil ochocientos setenta y siete, en previsión de 
cualquier movimiento revolucionario (hecho que tuvo lagar 
como lo reconocen ambas partes), para hacer todas las eroga- 
ciones necesarias al mantenimiento de las fuerzas movilizadas 
y demás gastos conducentes al restablecimiento del órden pú- 
blico. 

Sesto. Que tanto el Fiscal de la Provincia de Corrientes 
como el Gobierno, al aceptar el depósito en cuestión, enten- 
dieron celebrar una operación ventajosa para los intereses pú- 
blicos, dentro de la autorización legislativa citada, y para hacer 
frente á la eventualidad que ella preveía. 

Séptimo. Que el referido contrato fué celebrado por el Señor 
Colodrero, como Tice-Gobernador en ejercicio del Poder Ejecu- 
tivo de la Provincia de Corrientes, con la concurrencia necesa- 
ria del Ministro del ramo y dictámen prévio del Fiscal de Go- 
bierno, hechos que no desconoce el apoderado de la Provincia. 

Octavo. Que la suma de veinte y nueve mil doscientos no- 
venta y cinco pesos fuertes ochenta y cinco centavos moneda 
de oro, ofrecida á depósito por Don Juan B. Gallino, ingresó en 
la Tesoi-etia de la Provincia de Corrientes el dia tres de Junio 
de mil ochocientos setenta y echo. 
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Noveno, Que ana admitiendo que el Gobernador Colodrcro 
no hubiese estado autorizado por la mencionada Ley de la Le- 
gislatura paT» celebrar el referido contrato, no habiéndose 
prohado que la suma valor del depósito hubiese sido distraída 
de los objetos públicos á que fué destinada, la Provincia de 
Corrientes quedada siempre obligada a su devolución. 

Décimo. Que habiendo quedado reducido por el desisti- 
miento del Señor Galiino á la compra de tierras, el depósito de 
la suma demandada, á un simple préstamo de dinero á interés, 
es inútil examinar el acto/ en su relación con la ley de renta 
de tierras de la Provincia de Corrientes. 

Undécimo. Que loa dos fallos do esta Suprema Cérte que se 
citan para demostrar que el Gobernador Señor Colodrero no 
pudo obligar á la Provincia de Corrientes, con su decreto de 
treinta y uno de Mayo de mil ochocientos setenta y ocho, ca- 
recen de toda analogía con el presente caso \ porque en el pri- 
mero, no había mas que una autorización del Gobernador en su 
carácter privado, que no obligaba a la Provincia; y en el se- 
gundo, una obligación contraída por persona privada con poste- 
rioridad a la aceptaciou de su renuncia del empleo de Gober- 
nador hecha por la Legislatura, (Causa seeta, tomo séptimo, 
série primera, y causa once, tomo primero, série segunda de 
los Fallos), Por estos fundamentos se declara, que la Provincia 
do Corrientes, está obligada á devolver i Don Francisco López 
Lecnbe, cesionario du Don Juan B. Galiino, la suma deman- 
dada de veinte y nueve mil doscientos noventa y cinco pesas 
fuertes ochenta y cinco centavos oro sellado, en el término de 
treinta días á contar desde la notificación de cata sentencia. 
Satisfechas las costas y repuestos ios sellos, archívense. Xotifí- 
quese con el original. 

■ 

J. B. GOKOSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU12AMQ N, — S. H. LASPIEtl . 
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CAUSA XLII 



El capitán de ta goleta "Era» contra Masmreté hijos y D. 5. ¿«ro, 
sobre averias. Incidente sobre arraigo del juicio. 



Sumario. — Los capitones de buques de cabotaje tienen do- 
micilio en el paía á los efectos del articulo 74 de la Ley de 
Procedimientos. 

Caso. — El capitán Molfino de la goleta i Era * de matrícula 
italiana, demandó á D. S. Lnro y i Massurelé hijoa, cargadores, 
pura que fuesen condenados al prorateo de una avería. 

Massurel é hijoi», dedujeron escepcíon de arraigo del juicio, 
sosteniendo que Molfino era estrangero sin domicilio en la 
República. 

Molfino contestó acompañando su patente de navegación de 
laque resultaba que la goleta *Era * se ocupaba eselusivamente 
del cabotaje. 

Fallo del Juh de fteeeloa 

Bueno* Aires, Noviembre 25 Je 1679. 

Vistos, y resultando de la patente de navegación exhibida por 
el capitán Molfino á f. 23, que la goleta «Era» es del cabotaje 
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de esta plaza y que por tanto debe tenerse á aquel como domi- 
ciliado en el país á los efectos de este juicio, no ha lugar con 
costas á la escepcion opuesta por los Sres. Massurel é hijos, y 

Isidoro Álbarracin. 

F«ll« d« l« Supp*m» Ctorie 

Buenoi Airei, Junio V de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja treinta y siete. Satisfechas aquellas y repuestos 
los sellos deTuékanse. 



í. B. CO ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ, — 
O* LEGCIZAVOK. — ULADISLAO FRIAS. 
— S, H. LASPIUR. 
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CAVSA JL 



Aícarcer con Slvori, sobre deserción de recurso. 



Sumario. — No mejorándose la apelación dentro del término 
del emplazamiento, se declara desierto el recurso á la primera 
rebeldía que acuse el apelado. 

■ 

Caso- — En los autos de Alcareer con Sívori el apelante no 
mejoró el recurso eu el término del emplazamiento y el apelado 
acusó rebeldía. 



úm 1» Supren» t**rt« 



Buenos Aires. Junio 1* de 1880. 

Por lo que resulta del precedente certificado y á mérito de lo 
dispuesto por el artículo doscientos catorce de la Ley de Procedi- 
mientos, declárase desierto el recurso de apelación; devuélvanse 
en consecuencia loa autos prévío pago de costas y reposición de 
sellos por el apelante. 

J. 6. GOROST1AGA. — J. DOMINGUEZ.— 
O. LEGUIZAMOll. — U LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUK. 
T. IW. 13 
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CAUSA 1,1 



D* Isabel Sánchez de Topete, contra D, Adolfo Carrasco Albano, 
encargado de negocios de Chile t por cobro de alquileres; sobre 
competencia. 



Sumario. — Los encargados de negocios estrangeros son 
exentos de la jurisdicción del país en que residen. 



Caso. — D- Isabel Sánchez de Topete demandó ante la Corte 
Federal á D. Adolfo Carrasco Albauo, encargado de negocios de 
la República de Chile, por cobro de alquileres que afirmaba 
deberle, 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenoa Aire», Abril 3 de 1880. 

Suprema Corte. 

< 

En un caso igual al presente declaró V. E. que la justicia 
nacional no es competente para conocer de causas civiles contra 
los ministros diplomáticos sino en los casos autorizados por el 



derecho de gentes, entre los que no se encuentra tampoco esta 
demanda, á que no debe V. E. hacer lugar. 



FnlHi dr Ib Suprema Corte 

Buenos Aire», Agosto 31 de 1880. 

Estando loa encargados de negocios, exentos por regla ge- 
neral por el derecho de gentes, de la jurisdicción del país en 
que residen, se declara que esta Curte no es competente para 
conocer y resolver sobre este asunto. Satisfechas en conse- 
cuencia las costas, y repuestos los sellos, archívese. 



i. h. CORÚS1TAGA, — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUZAMON. — U LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASP1UR. 
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CAUSA 1,1 1 



El Fisco Nacional, contra Marini y O, sobre contrabando 



Sumario.— i° El proceso sobre contrabando en el cual se 
hallen complicados á mas de los comerciantes, los empleados de 
Aduana, el capitán y dueños de los buques que lo llevaron, debe 
seguirse conjuntamente contra todos, y no solo contra los 
primeros 

2° En este último caso, el proceso es nulo, y debe reponerse 
al estado en que estaba antes de la acusación fiscal, para que 
se instruya y resuelva con arreglo á derecho. 



Cato. — El caso se comprende leyendo el siguiente 

Valla del Jaem Se««l*n*l 

Baenoi Aires, Agosto 14 de 1679. 

Y vistos estos autos seguidos por el Procurador Fiscal contra 
la casa de los señores Marini y compañía, por contrabando, de 
loa que resolta: 1° que en Abril veinte y cinco, de mil ocho- 
cientos setenta y dos, se solicitó abrir registro á la goleta 
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nacional « Júven Mañanita * con destino á Fray-Bentos, cer- 
rando el registro el treB de Junio del mismo ano, con la carga 
que espresan las guias de tránsito que corren de fojas diez á 
veinte y una; 2* que en Abril treinta del mismo año, abrió 
igualmente registro, con destino á Rosario de Santa-Fé, la 
goleta nacional « Gibraltar » y el quince del mos siguiente, 
Mayo, lo cerró con las cargas que espresan las guias de remo- 
vido de fojas cinco y siete; 3* que la « Jóven Marianita » no ha 
descargado en Fray-Iíentos, ni ha dado entrada en ese puerto, 
según la nota de foja cuarenta del Tice-Cónsul Argentino en 
aquella ciudad, ni ha salido lampoco de este puerto, según el 
informe de la Capitanía de foja cuarenta y dos ; 4" que la « Gi- 
braltar > ha introducido en el Rosario, sin el pago de derechos 
las mismas mercancías pedidas de tránsito para la « Jóven 
Marianita * y 5° que la casa de Marini y compañía ha presen- 
tado los permisos de fojas reinte y veinte y una, solicitando el 
trasbordo para la «Marianita» de las mercaderías que ellas 
comprenden. 
Y considerando ; 

t° Que estos hechos constituyen el delito de contrabando 
previsto y penado por el artículo 974 de las Ordenanzas de 
Aduana ; 

2 o Que por lo que hace á las mercaderías, comprendidas en 
dichos permisos, es sobre la casa de Marini contra quien recae 
la responsabilidad de tales actos, como firmantes y presentan- 
tes de ellos ; 

3 o Que lo alegado por dicha casa, en la defensa, de no ser las 
mercaderías introducidas en el Rosbtío las mismas que se 
pidieron de tránsito en la * Jóven Marianita» no está justi- 
ficado, siendo poco sustanciales las diferencias sobre falta de 
marcas y otras que espresan en su alegato; 

4° Que aun suponiendo probada la diferencia alegada, en 
nada disminuiría la responsabilidad que hacen posar sobre ella 
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loa artículos 1027 y 1028 de las mismas, desde que siempre que- 
daría subsistente el hecho de que estas últimas no han ido al 
punto de au destino. 

Por estas consideraciones» fallo declarando á los señores Ma- 
rini j compañía convictos del delito de contrabando de dos- 
cientas barricas azúcar, condenándolos en su consecuencia al 
pago de una multa igual al valor de dichas mercaderías y costas 
del juicio: hágase saber, comuniqúese á la Aduana, para su 
avalúo y repónganse los sellos notificándose con el original. 

Andrés ügarriza. 

VISTA DEL PROCURADOR GENERAL 

Suprema Córte: 

Consta de estos antecedentes que al mismo tiempo se carga- 
ron en dos distintos buques, eiactamente el mismo número y 
la misma calidad de efectos; que uno de estos buques ni apare- 
ce haber llegado á su destino, ni siquiera haber salido dy este 
puerto; que el otro introducía al Rosario de removido loa 
mismos efectos que se suponia llevaba de tránsito el primero; 
y por último, que una gran parte de los individuos que interve- 
nían en estos manejos reprobados lian desaparecido. 

Todos estos hechos se ligan entre sí de una manera tan es- 
trecha, que no es posible poner en duda la existencia de un 
fraude escandaloso, por medio de una grosera superchería. 

T no es esta la primera vez que vienen al conocimiento de 
V. E. estas simulaciones de buques á la carga, que desapare- 
cen después como por encantamiento. La Aduana de Concordia 
en una época no remota, fué fecunda en casos de este género. 

Es evidente que los efectos que la < Joven Mañanita » debía 



HE JUSTICIA NACIONAL 



recibir de tránsito para Fray Bentos, no podían cargarse de 
removido en la «Gibraltar» sin la complicidad de los emplea- 
dos de Aduana. 

Si la «Jdven Marianit» i existia realmente en el puerto ; si 
abrió y cerró registro, no es posible que los empleados del Res- 
guardo no se apercibieran de que Iob efectos que debía recibir 
no estaban á sti bordo. Si el « Mañanita » es una ficción, es 
todavía mas craso el abandono, ó mas grave la participación en 
el fraude de parte de los empleados de la Aduana. 

A mas de los empleados y otras personas secundarias, los 
dueños y capitanes de los buques han debido tomar también 
con toda probabilidad, su parte mas ó menos activa en este feo 
negocio, y las Ordenanzas de Aduana los responsabilizan con la 
pérdida de los mismos buques que sirvieron de instrumento al 
contrabando. 

En la Capitanía General de Puertos debe existir el rol de la 
tripulación de los buques en cuestión, debe encontrarse cons- 
tancia asimismo de sus entradas y salidas. En la Aduana del 
Rosario debf constar el número y las marcas de los bultos in- 
troducidos por el c Gibraltar ». 

El Señor Procurador Fiscal y el Siñor Juez, se han limitado 
á hacer responsable á los Señores Marini y Compañía, por las 
doscientas barricas de<micar que embarcaron de tránsito para 
Fray Bentos, y se desembarcaron de Temovido en el Rosario. Es 
indudable, que la responsabilidad de estos Señores es directa y 
manifiesta, sin que en manera alguna pueda aprovecharles la 
«¡acepción de que la azúcar estaba vendida, y qoe solo pidieron 
el xeembarco á su nombre por complacer á los compradores. 
Comprobada la identidad de los efectos embarcados de tránsito 
y desembarcados de removido, y lo está suficientemente y no 
pueden eximirse de la pena de la ley. 

Sin embargo, ellos se escepcionan también alegando qoe los 
hechos que sirven de base á la demanda no son exaetos, 
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y el Juzgado no ha podido prescindir de recibir la cama á 
prueba. 

Por todo esto, ea mi parecer, que declarando V. E, de ningún 
valor la sentencia recorrida, vuelva este proceso al Juzgado de 
Sección» para que continúe la investigación de los hechos, y 
haga pesar las responsabilidades á que haya lugar sobre todas 
aquellas personas que de él resultaren haber tenido partici- 
pación en el fraude. 

Eduardo Costa. 
Valí* de I* *«• ¡trema r*r«e 

■ 

Buínoi Aires, Agosto 31 Je 1880. 

Vistos j considerando : 

Primero: Que la defraudación de las rentas de Aduana, que 
ha dado origen á este proceso, consiste, en la introducción al 
Rosario de Santa-Fé, sin pagar derechos y con guías de remo- 
vido, de las mismas mercaderías que se despacharon con guías 
de tránsito en otro buque destinado á Fray-Bentos. 

Segundo: Que no consta que los supuestos cargadores de esos 
efectos de tránsito, hubiesen otorgado la fia.:za que prescriben 
las Ordenanzas de Aduana, para el caso que dichos efectos no 
llegasen á su destino. 

Tercero: Que esta defraudación no ha podido llevarse á cabo, 
sin la complicidad de los empleados de Aduana que intervi- 
nieron en esas operaciones, y autorizaron á los buques por cuyo 
intermedio se cometía el fraude, á cerrar el registro de su carga 
y á salir despachados para su destino. 

Cuarto í Que son responsables también los dueños y los capi- 
tanes de los buques, sin cuya participación no pudo cometerse 
el delito. 
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(turnio: Que es regla general de derecho, que cuando un 
juez entiende en una causa que comprende á diferentea reos de 
un misino delito, debe seguirla conjuntamente centra todos 
ellos en un mismo proceso (Ley doce, Título primero, Libro 
octavo, R. C). 

Sesto: Que consta de autos sin embargo, que los referidos 
empleados de Aduana y los capitanes y dueños de los buques, 
no han prestado declaración alguna, ni han sido citados al 
juicio, tanto en el sumario instruido por el Administrador de 
Rentas, como en el levantado por el Juez de Sección; limitán- 
dose este, de acuerdo con el Procurador riscal, á seguir la causa 
y pronunciar sentencia contra uno solo de los presuntos autoreB 
principales del delito. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el Señor Procurador General, la Corte declara nulo 
todo lo obrado en esta causa desde la foja sesenta y siete vuelta 
y ordena que sea devuelta al Juez de Sección, para que repo- 
niéndola al estado de sumario, la instruya y resuelva con 
arreglo & derecho. 

Dispone también que se paguen las costas y se repongan los 
los sellos previamente. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— O. LEGUIZAMOn. — (J LADISLAO 
FRIAS. — 8. M. LASFIUR. 
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CAVIA un 



El Fisco Nacional, contra Nocetti y Compañía, sobre con- 
trabando. 



Sumario, — i a El proceso Bobre contrabando en el caal se 
bailan complicadas, á mas de los comerciantes, los empleados 
de Aduana, el capitán y dueño de los buques que lo llevaron, 
debe seguirse conjuntamente contra todos, y no solo contra los 
primeros, 

V En este último caso, el proceso es nulo, y debe reponerse 
al estado en que estaba ántes de la acusación fiscal, para que se 
instruya y resuelva con arreglo á derecho. 



Caso. — El caso se comprende leyendo el siguiente 

Mis del jMeiSccfltMl 

Y vistos estos autos seguidos por el Procurador Fiscal contra 
loa Señores Nocetti y Compañía, por contrabando, de 108 que 
resulta : 

I o Que con fecha veinte y ocho de Mayo de mil ocho- 
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cientos setenta y dos» se solicitó abrir registro al pailebot na- 
cional «Miguel» con destino al Salto Oriental y Paysandú, y 
en dos de Julio del mismo año cerro registro con la carga que 
espTesan las guías de fojas diez y siete á veinte y siete. 

2° Que estas mercaderías no han ido á su destino, según re- 
sulta de la nota del Vice-Cónsul Argentino en el Salto, que 
corre á foja treinta. 

3 o Que las espresadas mercaderías aparecen introducidas 
como de removido en el Rosario por la goleta * Jóven Leonor»» 
sin el prévio pago de derechos, documento de foja treinta y 
cuatro, y 

Considerando:—! Que estos hechos constituyen el delito 
de contrabando, penado y definido por los artículos novecien- 
tos setenta y cuatro, novecientos setenta y cinco, y mil veinte 
y seis de las Ordenanzas de Aduana, y 

2 o Que lo alegado en la defensa respecto á la entrada en la 
Receptoría de Independencia del pailebot < Miguel », no destru- 
ye en nada la naturaleza del cargo, pues si del certificado de 
foja ciento once resulta que dicho buque dió entrada en el 
puerto, no consta que la haya dado en procedencia del de Bue- 
nos Aires, ni menos que condujera carga alguna. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo á los artículos cita- 
dos, fallo declarando que los Señores Nocetti y Compañía, 
están convictos del delito de contrabando; en su consecuencia, 
se les condena al pago de una multa, igual al valor de las mer- 
caderías despachadas, las que deberán ser liquidadas por la 
Aduana, y costas del juicio. 

Hágase saber y repónganse los sellos, notificándose con el 
original. 



Andrés Ugarriza. 
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VISTA DEL SEf)OR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Córte: 

Este caso de la . Jóven Leonor», es electamente el mismo 
que el del «Jóven Marianíto », actualmente al despacho de 
V. E. Hasta intervienen en él algunas de las mismas personas; 
un Señer Barbero y un Señor Beltran. 

Merced á las travesuras de estos dos jóvenes, artículos des- 
pachados de tránsito para puertos Orientales, han sido intro- 
ducidas de removido en el Rosario j de lo que en definitiva re- 
sulta, que los dineros que debieran ingresar á las arcas fisca- 
les, quedan en los bolsillos de algunos comerciantes poco 
celosos del bien público. 

Los Señores Nocetli despacharon de tránsito un cargamento 
de algún valor para Paysandú en el pailebot « Miguel ». 

Consta por el certificado del Vice-Cónsul Argentino, que tal 
pailebot no llegó á su destino. 

Mientras tanto, con nnos pocos días de diferencia, el mismo 
número de efectos, exactamente el mismo, se introducía de re- 
movido al Rosario por la « Jóven Leonor». 
La presunción no puede ser mas vehemente, ni mas fundada. 
Los Señores Nocetti dicen, que el cargamento no es el 
mismo; que faltan en uno diez frasqueras de Ginebra, y no- se 
especifica en el otro la calidad del azúcar. 

Diez frasqueras de Ginebra en mil bultos, es bien poca cosa; 
y trescientas cuarenta barricas de azúcar de dos ó mas calida- 
des, son siempre trescientas cuarenta barricas de azúcar, 

Dicen también los espresados Señores, que el pailebot en 
cuestión, dio entrada en el puerto Independencia (Fray-Bentus); 
y que, si hubo contrabando, lo que niegan, fué en la Repúbli- 
ca Oriental, cuyas autoridades son las únicas qne tendrian 
derecho á castigarlo. 
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Degde luego se reconoce que el pailebot no fué á su destino, 
y no se ha probado que introdujera a Fray-Bentos el carga- 
mento cod que salió, lo que hnbiera sido muy fácil, pidiendo 
copia del manifiesto. 

En el caso del «Joven Marianito», tuve ocasión de decir i 
V.E., que todos estos manejos reprobados no han podido lle- 
varse á cabo sin la complicidad de los empleados de Aduana. 

No es posible que un buque haya podido abrir registro, es- 
tar á la carga por mas de un mes, y cerrar registro con nn car- 
gamento de cerca do mil bultos, sin que los empleados del 
Resguardo no hubieran advertido ó que no eiistia tal buque, ó 
que no recibía tal cargamento . 

He dicho también, que las Ordenanzas de Aduana, castigan 
con la misma pena al que intenta un contrabando, y al capitán 
ó dueüo del buque que sirve de instrumento, 

De una y otra cosa se ha prescindido en este caso. Tratándo- 
se de presunciones, por fuertes que sean, reconozco que no pue- 
den serlo mas, ha debido también abrirse la causa á prueba, 
para que las desvirtué sí puede el acusado, ó adquieran la fuer- 
za de la evidencia, en caso contrario. 

Es por lo tanto mi opinión, que vuelvan estos autos al Juz- 
gado de Sección á los fines que dejo indicados. 

Eduardo Costa. 

r*U» de 1* Suprema Certe. 

Buena» Aira, 31 Agosto de 18&9. 

Visto y considerando : 
Primero. — Que la defraudación de las rentas de Aduana, 
que ha dado origen á este proceso, consiste en la introducción 
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al Rosario de Santa Fé, sin pagar derechos y con guías do re- 
movido, de las mismas mercaderías que se despacharon coa 
guías de tránsito en otro buque destinado al Salto Oriental y 
Faysandú; 

Segundo. — Que no consta que los supuestos cargadores de 
esos efectos de tránsito, hubiese a otorgado la lianza que pres- 
criben las Ordenanzas de Aduana, para el caso que dichos efec- 
tos no llegasen á su destino ; 

Tercero. — Que esta defraudación no ha podido llevarse á 
cabo, sin la complicidad de los empleados de Aduana que inter- 
vinieron en sus operaciones) y autorizaron á los buques por cuyo 
intermedio se cometía el fraude, á cerrar el registro de su carga 
y á salir despachados para su destino ; 

Cuarto, — Que son responsables también los dueños y los 
capitanes de los buques, sin cuya participación no puede come- 
terse el delito; 

Quinto. — Que es regla general de derecho, que cuando un 
Juez entiende en una causa que comprende á. diferentes reos 
de un mismo delito, debe seguirla conjuntamente contra todos 
ellos en un mismo proceso; (Ley doce, Título primero, Libro 
octavo, R. C). 

Sesto. — Que consta de autos, sin embargo, que los referidos 
empleados de Aduana, y los capitanes y dueños de los buques, 
no han prestado declaración alguna, ni han sido citados al juicio, 
tanto en el sumario instruido por el Administrador de Bentas, 
como en el levantado por el Juez de Sección; limitándose este, 
de acuerdo con el Procurador Fiscal, á seguir la causa y pro- 
nunciar sentencia contra uno solo de los presuntos autores prin- 
cipales del delito. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo espuesto y 
pedido por el Señor Procurador General, la Córte declara nulo 
todo lo obrado en esta causa desde la foja sesenta y siete vuel- 
ta, y ordena que sea devuelta al Juea de Sección, para que re- 
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poniéndola al estado de sumario, la instruya y resuelva con 
arreglo á derecho» 

Dispone también que se paguen las costas j se Tepongan los 
sellos préfiamente. 

J. B. COnOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAHOn. — ULAD1S1AG FRIAS. 
* S. II. LASP1LK. 



JLIV 



Et Fisco Nacional, contra Sehlmeyer y Vogt, tobre esceso de 
valor en la manifestación de unos impermeables 



Sumario. 1* — Las diferencias en calidad que excedan de 
la tolerancia prevista por el artículo 128 de las Ordenanzas de 
Aduana, son condenadas con el pago de dobles derechos, 

2" La ignorancia de las leyes, j el error que no es evidente 
é imposible de pasar desapercibido, no escusa. 

3 o El Administrador de Rentas debe fundar sus decisiones. 
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Cato. — Sehlmeyer y Vogt declararon á la Aduana dos cajo- 
nes conteniendo 885 % metros impermeable, valor de 845 pesos. 
Verificados los «sajones, resoltó ser tela impermeable de un valoT 
mucho mayor, á mon de 832 milésimos el metro lineal. 

RESOLUCION DEL ADMINISTRADOR DE RENTAS 

Buenos Aire*, Octubre 18 de 1879. 

En vista del informe dado por la oficina de sumarios, y osan- 
do de la facultad que acuerda el artículo 1056 de las Ordenan- 
zas de Aduana, se conmuta la pena de comiso por la de dobles 
derechos; hágase saber y fecha pase á Contaduría y Tesorería 
á sus efectos. 

Amadeo, 

Mi* del Jutm Icwlmi 

Bueno» Aira», Enero 30 de 1880. 

Y vistos, en la apelación interpuesta por los Sres. Sihlmeyer 
y Vogt de una resolución de la Administración de Rentas, por 
la que se Ies impone la multa de dobles derechos por dos cajones 
de impermeable venidos á su consignación en el vapor * Heve- 
lius > y considerando: 

Que en la Tarifa de Avalúos no se hace distinción entre el 
impermeable y la tela impermeable. 

Que si bien es cierto que los apelantes manifestaron un valor 
menor que el de tarifa, pidiendo despacho de impermeable, el 
Vista debió prescindir del valor manifestando y sugetarse úni- 
camente al valor de la Tarifa. 

Que por consiguiente, no existiendo en tarifa diferencia en- 
tre impermeable y tela impermeable, no son aplicables los ar-" 
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tícolos 128 y 030 invocados por la Administración de Rentas, 
que Bulo u refieren al caso de una falsa manifestación respecto 
á la calidad ó cantidad de las mercaderías. 

Por estas consideraciones» y concordantes del escrito de 
foja 7 se renca la resolución de foja 3 vuelta, y devuélvase el 
espediente con el oficio de estilo, previo pago de costas y re- 
posición de sellos. 

Notifícese original, y repóngase esta foja. 

Andrés ligar riza. 

rallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 31 de 1880. 

Vistos, y considerando : Que las diferencias en cantidad y 
valor entre las mercaderías manifestadas por los apelantes y Lis 
que resultaron en los cajones A que se refiere la nota del Vista 
de foja primera, esceden de la tolerancia que acuerda el artícu- 
lo ciento veinte y ocho de las Ordenanzas de Aduana ; 

Que en el permiso con que se solicitó el despacho, no se es- 
pwaó que las mercaderías estuviesen, como están, comprendi- 
das en la tarifa de avalúos, y que el valor que se declaró es me- 
nor que el que ella le? asigna ; 

Que según dichas Ordenanzas (artículos novecientos treinta, 
y mil veinte y cinco), serán combadas las diferencias de mas 
en especie ó cantidad, y condenados á dobles derechos, las en 
calidad que escedan de la tolerancia esprosada, considerándose 
en las Aduanas de la República como fraude, materia de pena, 
toda falta de requisito, toda falsa declaración, ó todo hecho, 
que despachado en confianza por ellas, ú que A pasara desaper- 
cibido, produjera menos renta de la que lejftimamente ae 
adeude ; 

t. xiii u 
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I que conforme al artículo mil cincuenta y ocho de las mio- 
mas Ordenanzas, no se admiten, aun probadas, 1 is escepeioin's 
de ignorancia de Itis leyes, y de error t[uc no sea evidente é im- 
posible de pasar inapercibido, caso en que no se encuentra, el 
que invocan los apelantes; 

Por estos fundamentos y 1<>s de la resolución de foja tres 
vuelta del Administrador de lientas, con arreglo a ln espnesto 
y pedido por el Señor Procurador Ueuerat, se revoca la senten- 
cia apelada de foja once, y se confirma la resolución citada; 
previniéndose á dicho Administrador 0,110 sus decisiones deben 
ser fundadas conforme á lo prescrito en el artículo mil cincuenta 
y cinco de las Ordenanzas. Satisfechas las costas, y repuestos 
los sellos devuélvanse. 



I. B. GOROSTIAGA. - J. DOMINGUEZ.— 
O. LEGLiZAMON. — «LADISLAO FIUAS. 
— S. N. LASPIUIU 
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CAUSA LV 



fí. Kaklstedt y C\ contra la empresa del ferro-carril 
de Hítenos Aires; sobre darlos y perjuicios 



Sumario. — 1° El porteador no tiene ul derecho de retener 
los efectos porteados que no se hallen en su poder ; 

2" La retención indubida lo hace pasible do los daños y 
perjuicios que originó; 

3" El importe de estos, una vez probada su existencia, puede 
equitativamente ser avaluada por el Tribunal. 



Tirio. - El imso se halla esplieado en el siguiente 

t 

del Jun Mrerlonnl 

Baojioj Aires, Noviembre 10 Je 18T8. 

Y vistos los autos seguidos por los señores Kulilstedt y com~ 
pañía contra la empresa del ferro-carril del Norte, por daños 
v perjuicios, por la injusta dotencioo de una madera de que 
resulta lo siguiente: 

í* Que los señores Kolilstedty compañía embarcaron el dia 
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7 de Enero de 1878 desde el Tigre en el ferro-carril del Norte, 
cuarenta toneladas de madera en tablones, para ser conducida á 



■ no pagando depósito sino después de quince días; 

2° Que loa demandantes comisionaron la venta á los señores 
Battilana y Mouro y la empresa del ferro-carril depositó la 
madera en un terreno que arrendaban loa señores Battilana y 
Mouro, quienes ta vendieron el 17 de Enero, esto es, antes de 
los quince dias concedidos ; 

3 a Que habiendo ocurrido los compradores á sacar la madera, 
la empresa del ferro-carril rehusó la entrega á pretesto de 
que no se le habia pagado «1 depósito y que siendo ilegal ta 
retención ponían demanda sobre los daños y perjuicios origi- 
nados con costas; 

4 o Que corrido traslado á la empresa, esta contestó A f. 16: 
ser cierto el contrato á que se hace referencia en la demanda 
como también que la madera fué colocada en el terreno dado en 
locación a Battilana y Mouro; y que el contrato que con ellos 
tenia la empresa era eximir del pago de depósito la madera en 
vigas y no las en tablones; que la retención era por el abono del 
depósito, haciende uso del derecho que le concede el artícelo 
126 del Código de Comercio, por lo cual piden su absolución 



con costas; 

■ 5 o Que a f. 18 se recibió la causa a prueba para justificar el 
monto de los perjuicios causados, y sí el depósito se hizo con 
conocimiento de los señores Battilana y Mouro; 

6' Que los demandante* han presentado las cuentas de Batti- 
lana y Mouro, reconocidas á f. 29, y los demandados las cartas 
de la empresa, f. 32 en que se dan las bases del contrato de 
locación de que se haré referencia ; y con lo alegado á fs. 43 y 40 
se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

!• Que los señores Battilana y Mouro tenían contrato de 
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locación con la empresa del ferro-carril del Norte para depo- 
sitar maderas en una sección del terreno de la estación del 
Retiro; 

2* Que dichos señores usando o abusando de este derecho, 
han recibido en su terreno las maderas do que se trata, siendo 
aderaái colocadas en ese punto por la misma empresa del 
ferro-carril del Norte; 

3* Qne aunque es verdad que al acarreador le corresponde el 
derecho de retención que se invoca por la empresa para el pago 
del flete de lus efectos porteados, la empresa se desprendió de 
este derecho, desde que colocó las maderas de que se trata en 
el Ierre no que eiiste dado en locación á los señores Battilana j 
Mouro, quedando la cuestión reducida á los cargos que puede 
hacer la empresa á estos señores; 

4 o Que en cuanto á los perjuicios que se demanda no se ha 
justificado su monto. 

Por estos fundamentos fallo condenando á la empresa del 
ferro-carril del Norte en lus costas de esta causa, únicos daños 
y perjuicios que se han acreditado, j ordenando la devo ucion 
de la consignación hecha. Notifíquese original y repóngase oi 
sello. 

Isidoro Aíbarracm, 
Fallo a« la supremo Corte 

■ 

I 

fluenoa Airea, Seliembre 4 de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos, y en atención á que la parte de 
Koblstedt ha justificado los perjuicios que resultan á foj as veiute 
y una y veinte y dos, y constando ademas no haber sido entre- 
gadas las maderas á los respectivos compradores, sinó con un 
retardo de mas de tres semanas á causa del infundado impedi- 
mento puesto por la empresa del ferro-carril del Norte, se 
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confirma con costas la sentencia apelada de foja cincuenta y 
tres, con declaración de que ta devolución que por ella so ordena 
de la cantidad consignada, comprendo, no solo el importe del 
depósito indebidamente cobrado por la empresa, si nú también 
el valor del Beíe, en cuya suma estima equitativamente la Curio 
la indemnización de los perjuicios causados al cargador. Satis- 
fechas las cosías y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. n. GOltOSTIA^A. — J. DOMISGEI'K. — 
O. LECÜIZAHOiT, — S. M. I.ASPUK, 



«AINA LV1 



tK MitjitH Repelió, hijo, cu Ara />, Eduardo (iutjot por cobro 

ite pesos, sobre costas 

Sumario - No lia lugar A h condenación en costas cuaud>> 
no ha habido temeridad. 



Cuso. — I). Miguel, itepetto, liijo, argentino, demando anlo 
el Juez de Sección A 1>. Eduardo Gnyot, francés, por cobro 
de 1083 fuertes nacionales de Montevideo. 



...» . 
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O ii y oí se eseepeiujiú .1 ir i e ndo que habla tomado carta de 
eiududniiía argentina, por la qiit- el Juzgado Federal no era 
competente. 

líepetto, contestando el traslado, ti ¡jo que ante la prueba 
do la carta de ciudadanía, estaba conforme con que los autos 
pasaran al Juxg.idu di 1 Provincia. 

tullo del Jui-KKrrrlonal 

Unanos Aires, Abril M J« 1880. 

V \isto.s: de conformidad Á lo solicitado por ambas partes, 
declárase i éoiapetenÉe este Juzgado para entender en el pre- 
sente juicio, y remítase al Señor Juez de la Provincia en 
tump, el espediente previo pago de costas y reposición de 
sellos, en el urden candada*. Repóngase la foja. 

Albarraciti. 

(iuyot apeló por no haberse condonado en costas á 

I «lio «Ir | H Nuprrma « órtc 

B iic nos Aire», ^etit'inhre 9 Je 1880 

Vistos; no habiendo temeridad ó malicia en la demanda in- 
terpuesta por Don Miguel liepetto, hijo, ante el Juez Nacional, 
se confirma cnu costas el auto de foja veinte y tres vuelta en 
la parte apelada; y satisfechas aquella* y repuestos los sellos?, 
devuélvanse, 

J. B GOnOSTUCA. — J. DOMIXGL'gZ. — 
O. LEfítlZAMON. — I LADISLAO FltlAS. 
— S. M. LASMl'li. 
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4'AIISA LVH 



Don Daniel Rodge t por los tripulantes del vapor « Cisne i » con- 
tra .Hat ti y Mera, por cobra de salarios; sobre competencia. 



Sumario. — Cesado el estado de quiebra del deudor por el 
concordato, el Juzgado Federal es competente para conocer de 
los salarios que aquel debe á los tripulantes de un buque de 
tu propiedad. 



Cato. — Los tripulantes del i Cisne > demandaron á Matti j 
Fiera propietarios de aquel, por salarios. 

Se siguió juicio ejecutivo, y hecba la venta del «Cisne», 
Matti j Fiera fueron declarados en quiebra. 

El espediente ejecutivo pasó al Juez de la quiebra. 

Matti y Piera hicieron concordato, al cual los tripulantes no 
concurrieron. 

Cesada la quiebra, los tripulantes pidieron el pago de los sa- 
larios ante el Juez de Comercio. Este se declaró incompe- 
tente. 

Ocurrieron al Juez de Sección, que ordenó el pago. 
Piera opuso la escepcion de incompetencia, por haber habido 
concurso, y pertenecer el t Cisne» i los bienes de aquel. 
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Fall dri Jum Seeel»*! 

Buenoi Aire*, Marzo 18 de 1880, 

Vistos, y teniendo en consideración que terminado el con- 
curso por concordato, hecho que se ha establecido en el presente 
caso, cesa la jurisdicción privativa del Juez del concurso, y el 
concursado y sus acreedores quedan sujetos á su propia juris- 
dicción, que en la presen, j causa es la nacional por la natura- 
leza del crédito (artículo diez de la Ley de Bu juicí amiento), 
y así estaba reconocido; l.illo no haciendo lugar, con costas, á 
la escepcion de incompetencia alegada por el ejecutado Piera. 
Repóngase el sello. 

Isidoro Albarracin. 

I» 9«pfeni« Cérle. 

Bueno» Aires, Setiembre 7 de 1660. 

Vistos: — Por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
auto ape ado de foja trescientas treinta y nna vuelta. Satis- 
fechas estas, y repuestos los sellos, devuélvase. 

J. B. COnOSTIACA. — J. DOMINGUEZ,— 
O. LEGUIZAMON.— ULAMSLAO FRIAS. 
S. M, LASHUl. 
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CAVIA LVIII 



D, Cárlot Ecktund, capitán del « Urht* t contra Carboni, Rivolta 
y compañía; sobre información ad perpetuara. 



Sumario. — El mérito legal de una información ad perpetuam 
puede objetarse solo en el juicio que después de ella se entable. 

- -■ - 

Caso. — Carbón i, Rivolta y C\ pidieron se declarara nula 
una información ad perpetuam hecha A instancia de Eelrlond, 
para muñirse de pruebas contra ellos sobre pretendida infrac- 
ción de un contrato de Üet amento. 

He fundaron en que no se les había notificado en tiempo 
para poder concurrir al eiámen de los testigos. 

Buenos Arei, Abril 13 de 1880. 

Y vistos: considerando que el artículo 55 de la Ley de Pro- 
cedimientos autoriza á los i ir tes para producir, en casos como 
el presente» información aa perpetuam, que se reservará para 
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su tiempo, es decir, butaque se hagan valer como parte de prue- 
ba en el juicio que se entable. 

Que es entonces cuando la parte interesada puede objetar el 
mér.to de ia información, deduciendo en su caso la nulidad de 
la misma. 

Por «tas consideraciones, do ha lugar 4 la nulidad deducida 
por los señores Rivotta, Carboni y C\ sin perjuicio de los 
derechos que pudieran tener para ak-garlos en la debida opor- 
tunidad, con costas. 

Notifíquese con el original y repóngase el sello. 

Isidoro Abarracin. 



de I* ftuprem* Corte 



Buenoa Aires, Setiembre 9 de 1680. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, el aato 
apelado de foja cuarenta. Satisfechas aquellas y repuestos los 
sellos, devuélvase. 



J. B. COnOSTIAGA. — í. DOMINGUEZ.— 
O. LECWZAJI05.— ULAJHSLAO FRIAS. 
- S, H, LASP1UR. 



rauot si u wnnu corto 



CAUSA IIX 



El Fisco Nacional contra 0. G. J. Paez sobre infracción á las 

Ordenanzas de Aduana 



Sumario. — i 9 Las pieles lanares pagan derechos de espor- 
tacion con arreglo al peso y no al número, 

2° ¿un cnando ¡a diferencia en el número no pase do la 
tolerancia, sí la escede el peso y el valor, el os portador debe 
ser penado con dobles derechos. 

3° Si en sus escritos el reclamante falta í los respetos de- 
bidos al Administrador de Rentas, es apercibido y los escritos 
ion mandados testar. 



Cato. — El empleado de Aduana D. Santiago Maglioni dió 
cuenta que D. G. J. Paez había desembarcado del pailebot 
< Amistad del Uruguay », procedente de Gualeguay 1 .082 cueros 
lanares con peso neto de 1714 kilos ; que la guía con qne venían 
estos frutos solo daba i .030 eneros con 9(4 kilos peso neto, 
resultando por consiguiente un esceso de 46 cueros con 773 ki- 
los netos; que los dereehwi habían sido afianzados en el puerto 
de embarque. 

Levantado el sumario administrativo, se dictó este 
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FALLO DEL ADMINISTRADOR 

Considerando que en el párrafo 2° del capitulo 2* de las 
Ordenanzas de Aduana se determina claramente la manera de 
disponer de las mercaderías introducidas por los buques de 
cabotaje ;qne estas mercaderías se hallan dividido eu 3 cate- 
gorías: V Mercaderías que pagan derechos de entrada {arts, 
464 al 470); r Frutos del pais libretát derechos de esportacíon 
(arts. 47» al 400) ; 3" frutos del país que pagan derechos de 
esportacion {art. 401 y subsiguientes). 

Que el artículo 480 citado por el declarante no es pertinente 
al hecho denunciado en el parte de f. i«, por cnanto él se halla 
comprendido en la 2» categoría, es decir en frutos del polque-- 
no adeudan derechos de esportacion. 

Que por consiguiente, hallándose el presente caso compren- 
dido en la 3» categoría antes citada, y especialmente regido 
por el artículo 496; se resuelve imponer la pena de dobles de- 
rechos con arreglo al artículo 989 de las Ordenanzas de Aduana; 
hágase saber y fecho pase á Contaduría y Tesorería á sus 
efectos. 

Amadeo. 

Paez ocurrió al Juigado de Sección y trasmitido el recurso 
se dict¿ el 

F*ll« M Jyf t 4* Nictln 

Buenoí Airei, Fabrero 36 de 1880. 

Y vistos estos autos seguidos por D. Gervacio Pwz con et 
Fisco, recurriendo de una resolución del Administrador de Ren- 
tai de eeta Provincia j considerando: i° Que li resolución de 
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Aduana, para la aplicación de la pena de dobles derechos, se 
funda en la disposición del artículo 089 de las Ordenanzas, 
disposición que evidentemente rige el caso en cuestión con 
preferencia á los artículos 474 y 488 invocados por el recur- 
rente, pues se refiere espesamente á los casos de aplicación de 
pena á las infracciones mientras que estos últimos solo tienden 
á establecer los trámites en el despacho ; 

2 o Que en el mismo artículo se esceptua de toda pena cuando 
el esceso no llega á la tolerancia acordada en el mismo, y 

3 o Que si bien en el peao resulta una diferencia mayor, en el 
número de cueros que debe tenerse como la verdadera manifes- 
tación el cscesono llega al 8 %. Por estas consideraciones se 
reTOca la resolución de aduana de foja 3 vuelta, declarando 
que el recurrente solo está obligado á pagar los derechos ordi- 
narios. En su consecuencia satisfechas las costas y repuestos 
los sellos devuélvanse los autos con el correspondiente oficio. 

Vgarriza. 

El Procurador Fiscal apeló. 

Fall* d* i» Suprema (ortr 

Buenos Aires. Setiembre 11 de 1880. 

Vistos, y considerando: Que según la tarifa de avalúos, los 
cueros lanares pagan á su esportacioti el derecho con que la 
ley los grava, con arreglo al peso y no al número: 

T que si bien la diferencia, en cuanto al número, no pasa de 
la tolerancia del ocho por ciento, que acuerda ei artículo cua- 
trocientos sesenta y nueve de las Ordenanzas de Aduana, á 
que se refiere el novecientos ochenta y nueve, la relativa al 
peso y al valor, escede mucho de ese límite, y debe, por con- 
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siguiente, ser penada, según la letra y el espíritu de los artícu- 
los citados» con dobles derechos. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja trece, y se confinna la resolución del Administrador ds 
Rentas de foja tres; y notándose que en los párrafos once y 
doce del escrito de foja ocho, se falta al respeto debido a dicho 
Administrador, apercíbese por ello al apelante, debiendo tes- 
tarse la parte marcada en los referidos párrafos. Satisfechas 
las costas de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOIIOSTIAGÁ. — J. DOMINGUEZ. 

LEGUIZAHOH. — ULADI5LA0 FRIAS. — 
6. H. LASPItR. 



Don Cornelia Langan con el Ferro-Carril del Oeste, sobre 
eteepcionet dilatónos. 

Sumario, — i- Una de las partes contratantes no puede aco- 
jerse á las disposiciones de un contrato que ella misma ha 
declarado nulo al rescindirlo tnoíu propio. 
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2° Cuando en un contrato hecho con un estrangero este 
indica su domicilio en el país, no puede oponérsele escepcion 
de arraigo, litigando sobTe cumplimiento de ese contrato. 

3 o Un certificado de nacionalidad espedido por un Cónsul 
estranguro hace fé ante los Tribunales Federales. 



Casa. — En Setiembre de 1879, D. Cornelio Langan con la 
fianza de D. Francisco R. Sosa por una parte y el Dr, D. Rufino 
de Elizalde, Pres ¡dente del Directorio del Ferro-Carril del 
Oeste por la otra, celebraron un contrato para el reparto que 
debía hacer Langan á domicilio de las encomiendas que viniesen 
á la Estación del Parque por dicho Ferro-Carril, 

En 2t de Enero de 1880, dicho Presidente mandó hacer 
saber al contratista que si reincidía en las faltas de cumpli- 
miento al contrato, este seria rescindido. 

En 30 del mismo, el Presidente del Directorio mandó rescindir 
ol contrato, en Tazón de la falta de cumplimiento por parte de 
los contratistas. 

En 3 de Febrero el contratista formuló una protesta que fué 
notificada al Presidente del Directorio. En ella dice que el Gefe 
de la Oficina de Movimientos le había notificado la resolución 
rescindiendo el contrato, para lo que se habia formado un espe- 
diente en el que no habia sido notificado ni se le habia dado 
vista"; que la rescisión era contraria á lo convenido en el artí- 
culo 22 del contrato en el que se sujeta á la decisión de árbitros 
toda dificultad que surgiera entre el Directorio y el contratista; 
que lejos de haber faltado el esponente á dicho contrato, era el 
Directorio quien lo habia violado, poes no se entregaban al 
esponente otras encomiendas & repartir que aquellas que no 
habían sido arrebatadas por los mozos de cordel que asaltaban 
los wagones, abuso tolerado por el Directorio, pues al abrir las 
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puertas á Ja llegada de los trenes, concedía especial permiso 
para entrar á determinados peones y carreros. 

Con estos antecedentes, D. Pablo Rossi, por D. Comelio 
Langan, dedujo demanda contra el Ferro-Carril pidiendo fuese 
condenado á abonarle la suma de 6,000 ¿rts. en que estima los 
perjuicios que le ocasiona la rescisión de dicho contrato. 

El Juzgado ordeno que se acreditara que el caso es de juris- 
dicción nacional, y el apoderado de Langan presentó una pape- 
leta para justificar que era subdito de S. M. Británica. 

Corrido traslado de la demanda, D. Nicandro Dorr por el 
Ferro-Carril del Oeste, promoviendo artículo de previo pronun- 
ciamiento dijo : que sega n el artíc: lo 22 del contrato, el Juzgado 
era incompetente para conocer de la causa por existir estipu- 
lación de que deben ser resueltas por Arbitros las cuestiones que 
se suscitan con motivo del contrato; que el demandante ha 
debido principiar por solicitar lu intervención del tribunal 
arbitral y deducir ante él las acciones que crea tener; que 
además el demandante es un estrangero no domiciliado y por 
consiguiente no está obligado el esponente á contestar la de- 
manda sin que antes arraigue el juicio con arreglo al artículo 74 
de la Ley de Procedimientos ; finalmente que la misma calidad 
de estrangero no está acreditada por el demandante, conforme 
á lo exigido en el artículo 2° de la Ley de Jurisdicción y Com- 
petencia de los Tribunales Nacionales. 

Corrido traslado del artículo, el demandante contestó: á la 
primera escepcion que el artículo 22 del contrato se referia á 
dificultades que sur j tesen entre el Directorio y el contratista > 
no á la rescisión violento hecha por uno de los contratantes sin 
asentimiento del otro ; que la Empresa no puede acogerse á 
las disposiciones de un contrato que ella misma ha declarado 
nufo al rescindirlo motu propio. En cuanto á la segunda; que 
el esponente tiene su domicilio en esta ciudad calle Uruguay 
número 639; que ese mismo domicilio está señalado en el ar- 
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tíou Lo último del contrato; que á ser legal la escepcion, ella 
envolvería un cargo grave contra el Directorio del Ferro-Carril 
que hizo un contrato que contenía responsabilidades graves 
con un individuo que carecía de responsabilidad y de domici- 
lio ; que dicho contrato justifica además que el contratista 
tiene responsabilidad y un fiador constituido en toda forma. 

Finalmente que el esponente ha justificado que Langan es 
estranjero exhibiendo un certificado en forma del Consulado 
Inglés en Buenos Aires. Pidió se rechazaran con coBtas las 
escepciones opuestas. 

/ 

Fftlt» 40 1 Ju«i «« 

Buenos Airea, Abril 9 de 1880. 

Y vistos; de conformidad en un todo con los fundamentos 
aducidos en el precedente escrito, no ha lugar con costas á las 
escepciones propuestas y contéstese derechamente a la demanda. 
Repóngase el sello. 

Isidoro Albarraein. 

De este auto apeló el representante del Ferro-Carril y el 
recurso se le otorgó en relación. 

F*ll« ** I» ftuprei»* C«rt» 

Buenos Aire*, Setiembre 11 de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja cuarenta ; satisfechas las de la instancia y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

1. B. GOHO&TUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O LEGUlZáltm — U LADISLAO FBI AS, 

— a. h. laspium. 
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CAVIA LJCI 



Don José Manuel Moreno contra Doña Teresa de Pastore, sobre 

cobro de- pesos. 

Sumario. — Puede ordenarse el desembargo después de he- 
cho el pago en la misma moneda en que se hizo y consiotió la 
liquidación. 



Caso. — Don José Manuel Moreno era acreedor de la Señora 
Pastore, por préstamo y por arriendos. 

Obtuvo un embargó provisorio contra ella, y mientras prepa- 
raba la acción ejecutiva por los préstamos, el marido de aquella 
se presentó pidiendo se liquidara ladeada, al paso que, la cues- 
tan de arriendos se remitió ¿juicio de arbitros. 

La liquidación de la deuda importó 1.088 % 08 centavos boli- 
vianos, que fué consentida por Moreno. 

El marido de la Pastore pidió se ordenara el desembargo, una 
vez pagado el importe de la liquidación. 

Moreno se opuso, fundándose en que el embargo garantía 
también el crédito de arriendos, y en que la Pastore pretendia 
pagar en billetes. 



m 
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RoMrío, Marzo de 1880. 

Hágase la entrega del saldo de la liquidación, eo la moneda 
en que está hecha; y practicada que sea, líbrese inmedíatamen- 
te la orden de desembargo, como está mandado por decreto de 
esta fecha, dejándose i salto los derechos de esta parte, para 
que ocurra como estime conreiúeute aute el Tribunal en que 

pende el conocimiento del asunto estraño á este, á que se refiere. 

* - - ■ * ■ * * 

* 

Zuviria. 

t «II* de | B Su preña Cérte 

Buenos Airei, Setiembre SI de 1880. 

Vistos ; ordenándose el pa¿ i por et Juei de Sección en la 
misma moneda en que se ha practicado la liquidación, se con- 
firma el auto apelado de foja sesenta y cuatro, con costas. Sa- 
tisfechas estas y repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. B. GOltOftTTAGA. — J. DOHtUGTJEZ. 
— O. LEGUIZAHOII. — U LADISLAO 
FfUAS — S. M. LA8PIITX. 
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CAUSA LUI 



La Compañía del Ferro-Carril de la Entenada «miro la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por daños y perjuicios; sobre com- 
petencia. 



Sumario. — I o Las provincias no son demandables ante la 
Corte Nacional por lo8 ciudadanos vecinos de ellas. 

2° Tales son reputada*, á los efectos del fuero, las corpora- 
ciones anónimas que hacen bus negocios en una provincia. 



Caso. — La demanda que la Compañía del Ferro-Carril de 
La Ensenada interpuso contra la Provincia de Boenos Aires por 
cobro de daíos y perjuicios, y en la cual el Gerente de ella 
sostuvo que la causa era de competencia de la Córte, por ser 
el Ferro-Carril propiedad de una empresa estrangera, se dictó 
el siguiente 

rail* de 1* ■«prema C«r*e 

Bueno* Airei, Setiembre 91 de 10BO. 

Sin embargo de lo espuesto en el precedente escrito ; no 
siendo una provincia demandable ante la Corté Suprema de 
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Justicia Nacional por sus propios vecinos ¡ y estando dispuesto 
por el artículo noveno de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, que loa corporaciones anónimas 
creadas haciendo sus negocios en una provincia, en cuyo caso 
se encuentra la Compañía demandante, serán reputadas para 
los efectos del fueru como ciudadanos vecinos de la provincia 
en que se hallen establecidas, cualquiera que sea la nacionali- 
dad de sus socios actuales. Se declara que esta Córte es incom- 
petente para conocer y resolver sobre este asunto. Archívese en 
consecuencia prério pago de costas y reposición de sellos. 

3. B, GOftüSTIAGA, - J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUZAMON. — l LA DI SLA O MIAS. 
— S. M. LASP1UR. 



CAUSA LIIU 



la Compañía del Ferro-Carril de (a Ensenada contra la Pro- 
vincia de Buenos Aires, por daños y perjuicios; sobre com- 
petencia. 



Sumario. — Las provincial no son demandables ante la Córte 
Federal por las sociedades anónimas que hacen negocio en ellas. 
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Caso. — En otra demanda que la Compañía del Ferro-Carril 
de la Ensecada dedujo ante la Corte Federal contra la Provin- 
cia de Buenos Aires, se dictó el siguiente : 



Felle Je |« 9opr«M« Corle 

Buenos Aire», Seliembra 23 de 1880. 

Vistos en el acuerdo: atento lo dispuesto por el artículo nueve 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales» y de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
Señor Procurador General en su precedente vista, se declara 
que esta Suprema Corte es incompetente para conocer en el 
presente asunto. Prévia satisfacción de costas y reposición de 
sellos, archívese el espediente. 



J. B. GOROSTUGA. — j. DOMINGUEZ. — 
O. LECUZAMON. — U LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIL'R. 
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CAUSA LSIT 



El Fisco Nacional contra Classon y Peltzer, por Uacrkos tic 
Aduana; sobre intervención en la causa del denunciante y 
escepdon de no parte. 

Sumario. — í° Los denunciantes y aprehensores no son 
parte en las cansas de contrabando, sinó cuando llegue el caso 
de la distribución. 

2 o La escepcion del demandado de no ser él la persona con- 
denada por la Aduana, debe ser recibida á prueba. 



Caso. - El caso y el incidente de la intervención del denun- 
ciante están esplicados en los siguientes fallos de la Suprema 
Corte. 

Wmílm de I* Suprema Certe 

Bueno» Aires, Miyo 1* de 1880. 

Visto en el acuerdo el presente recurso de reposición inter- 
puesto por Don Elíseo B. García de la procidencia de foja 
cincuenta vuelta, por la que se le niega la intervención que pre- 
tende tomar en esta causa» j considerando : 

Que los señoTes Classon y Peltzer fueron condenados por 
resolución del Administrador de Rentas del veinte de Noviem- 
bre de mil ochocientos setenta y seis, foja cinco, & la multa de 
dobles derechos sobre artículos que fueron mantenidos a bordo 
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sin permiso de permanencia, y esportados sin pago de derechos ; 

Que no habiéndose entablado recurso alguno de esta resolu- 
ción administrativa, quedó ella consentida y pasada en auto- 
ridad de cosa juzgada; 

Que trascurridos cerca de cuatro años desde la fecha de esa 
resolución, el Administrador ha pasado recien el tres de Di- 
ciembre de mü ochocientos setenta y nueve, al Juez de Sección 
este sumario, manifestando que no ha podido hacer efectiva la 
multa impuesta, por carecer los multados de bienes conocidos; 
sin que conste las diligencias que se hayan practicado al res- 
pecto, ni se dé la razón por qué no fueron detenidas las mer- 
caderías que dieron lugar al fraude ni el trasporte que las 
conducía ; 

Que el Juez de Sección antes de ordenar ejecutivamente el 
pago del importe de los derechos y de la multa, ha mandado 
notificar, i los penados la liquidación que de ellos se practica 
á foja primera, por no haberse llenado aun esto requisito; 

Que en este estado de la causa, cuando todavía no se ha eje- 
cutado ni cobrado el valor de ta multa, ni ha llegado el caso de 
su distribución, no pueden ser parte en ella, los denunciantes 
y aprehensores; 

Que las causas de contrabando 6 defraudación de renta son 
además de carácter penal, y el único representante en ellas de 
la acción pública, es el Procurador Fiscal; sin que altere su 
carácter la adjudicación que la ley hace á los aprehensores y 
denunciantes de los comisos y multas que la Aduana perciba; 

Que por esto, dispone el artículo mil setenta de las Orde- 
nanzas de Aduana, que cuando los diuños ó consignatarios 
do las mercaderías ú trasportes condenados, recurran de la 
resolución del Administrador ante la Justicia Nacional, «el 
Juez de Sección sentenciará la causa, con audiencia del recla- 
mante y del Procurador Fiscal, no admitiendo mas de un ale- 
gato eserito, por *ada parte. 

i. uii ie 
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Por estos motivos, la Corte no hace lugar a la reposición que 
qne se solicita de la providencia de foja cincuenta vuelta, y 
ordena que pasen loa autos al Relator como está mandado* 

i. B. GOROST1AGA.— J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU1UMON. — U LADISLAO FRIAS- 
— S. M. LASPIUR. 

i 

Se dió vista al Señor Procurador General quien la evacuó 
diciendo : 

Que D. Roberto Peltzer funda su recurso en que el Peltzer 
que figura en ta razón social Cías son y Peltzer, ea D, Armando, 
y que si esto es cieTto no hay razón para obligarle á pagar lo 
qne otro debe. 

Que por tanto debía dejarse siu efecto la sentencia apelada 
volviendo los autos al Juzgado para que recibiese la causa á 
prueba. 

d# 1» Suprem» Cort* 

> Buenos Airea, Setiembre 33 de 1880. 

Vistos: habiéndose alegado por Don Roberto Peltzer no ser 
la parta demandada en esta causa y siendo necesaria la justifi- 
cación de este hecho, devuélvanse los autos al Juez de Sección 
para qne los reciba á prueba, de conformidad con lo espnesto y 
pedido por el Señor Procurador General, y resuelva el asunto 
con arreglo á derecho. Satisfáganse las costas y repónganse los 
Bellos. 

J. B GOROSTUGA. — i. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUZAMON. — V. FRIAS. — S. M. 

LASPnm, 
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CAUSA LIV 



El Fisco Nacional contra los agentes del vapor «Colon*, 



Sumario. — En un juicio de contrabando la resolución del 
Administrador de Rentas di por concluido el asunto para todos 
sus efectos, cuando no se deduce apelación en tiempo. 



Caso. - Con /echa G de Octubre de 1877. el Administrador 
do Rentas Nacionales en Gualeguay condenó á los Agentes del 
vapor < Colon » á la pena de cqmíso de 50 rollos de alambre y 
á una multa igual al comiso. D. Antonio Formentino, «mador 
del vapor, apeló para ante el Juez de Sección, y el recurso le 
fué otorgado, señalándosele el plazo de 28 dias para presentar 
el certificado eligido por el artículo 1060 de las Ordenanzas 

En 29 de Abril de 1870, el Administrador declaró desierto el 
recurso, á mérito del tiempo trascurrido sin que se presentara 
el certificado, y exigió el pago del comisa j multa, debiendo 
olla entregarse á D. Luis Martínez, denunciante. 

Notificado Form.-ntiuo espuso que este asunto habia sido 
terminado y cancelado con esceso por intermedio de un Sr Cas- 
sarino, con el supuesto denunciante D. Luis Martínez hijo 
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político del Administrador, y que tenia pruebas de la cancelación 
hecha y de todo lo cual habia dado cuenta al Inspector de 
Aduanas y al Ministro de Hacienda de la Nación, 

£1 Administrador mand<> suspender todo procedimiento y quo 
se remitiese lo obrado al Jueü Nacional de Sección. 

Ante el Juez de Sección se siguió un largo procedimiento con 
intervención del Procurador Fiscal y se dictó este 

Falla del Juez de Sección 

ParanS» Jufio 16 do 1879. 

Vistos los presentes obrados y considerando que las razones 
expuestas por el Procurador Fiscal son stiíieieutemente funda- 
das y arregladas á derecho, definitivamente juzgando; so do- 
clara nula y sin ningún valor ni efocto la resolución adminis- 
trativa de foja con cestas al Administrador y dejándose, el 
derecho á salvo a D. Antonio Formcutino para repetir contra 
quien corresponda sobre el convenio ó transacción que se dice 
practicado Bobre cate asunto. 

Antonio Zarco. 

* 

£1 Administrador apeló y el Juez le negó el tccutso. Apeló 
de hecho y la Suprema Corte se lo otorgó. 

VISTA DEL SESOR PRGCLRADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Tin hecho al parecer inocente ha dado lugar & estas abultadas 
actuaciones que vienen complicándose con otros hechos irregu- 
lares y culpables. 
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El vapor « Colon » en su viaje á Gualeguay en Agosto de 
1877 desembarcó en el tránsito 56 qq. de alambre que llevaba 
de removido, cu la estancia de los Sres. Vil lamiera. 

Denunciado el hecho el Administrador de la Aduana de aquel 
punto, después de unas breves tramitaciones condenó al Capi- 
tán del vapor á pagar el valor del alambre j & una multa de 
otro tanto. El Capitán apeló. Le fueron entregados los autos 
con el término de la ley y por cerca de dos años no se volvió á 
oir hablar mas del asunto, 

Pero he aquí que después de este largo lapso de tiempo se 
presentan casi simultáneamente al Juzgado do Sección del 
Paraná por una parte el Administrador de la Aduana de Gua- 
lepuay en 30 de Abril de 1879, remitiendo una denuncia acerca 
de una transacción que se decía haber celebrado el capitán del 
vapor con el Empleado de Aduana denunciante para poner tér- 
mino al asunto; y por otra el Director General de Rentas en 
Junio 18 del mismo año, acompañando un escrito del espresado 
capitán, denunciando también la transacción en cuestión y que- 
jándose de los procedimientos del citado Administrador. 

El Juzgado de Sccripn oido el Procurador Fiscal y sin nin- 
guna otra tramitación, declaró sin valor la sentencia adminis- 
trativa, es decir la sentencia que ordenaba el comiso, condenó 
en costas al Administrador pero nada resolvió con respecto a 
los procedimientos irregulares y culpables de los empleados 
que babian sido denunciados. 

El Administrador apeló y pide á V. E. declare sin valor la 
sentencia del inferior. 

Que esta sentencia es impremeditada basta su simple lectura 
para demostrarlo. El señor Juez no se ba tomado el trabajo 
siquiera de fundarla limitándose á referirse á las razones es- 
puestas por el Procurador Fiscal, 

El Señor Juez, debió ante todo darse cuenta del punto que 
Labia sido sometido á su decisión. 
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Nadie había pedido la revocatoria ni la nulidad de la senten- 
cia administrativa. Esta sentencia había sido apelada, el re- 
curso habia quedado desierto y podia decirse que había pasado 
en autoridad de cosa juzgada. 

Ni el condenado pedia su nulidad ni el denunciante; ni el 
administrador su cumplimiento según puede verse en la noU 
de foja 6 en que se limita á remitir la denuncia al Juzgado 
suspendiendo todo procedimiento. 

El Juzgado no era pues llamado por el momento á decidir á 
cerca de la validez ó nulidad de la sentencia en cuestión y en 
ningún caso pudo declararla sin valor sin audiencia de aquellos 
á quienes su acción podia dañar Ó beneficiar. 

Mientras tanto, el Juzgado nada dice acerca de los hechos de 
notoria culpabilidad por parte de empleados nacionales, que 
le babian sido denunciados y que era el punto culminante 
sometido á su consideración. 

La transacción que se dice haber sido celebrada entre el capi- 
tán del vapor y el denunciante y que en cierto modo esplica la 
paralización de esta causa por dos años, revela un proceder cul- 
pable de parte de empleados públicos y caen bajo la penalidad 
que establece el título XI de la Ley de Setiembre 14 de 1863, 

El Señor Jaez no ha debido prescindir de perseguir su escla- 
recimiento á fin de hacer pesar sobre aquellos que resultaren 
culpables el castigo y las responsabilidades consiguientes en 
desagravio de la moral administrativa. 

Cúmpleme pedir por lo cspoesto, declare V. E. de ningún 
valor la sentencia apelada y volver estos autos al Juzgado de su 
procedencia á los objetos de derecho que dejo indicados. 



Eduardo Costa. 
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rallo de la Suprema C«rte 

Buenos Aires. Setiembre 35 da 1680. 

r 

Vistos y considerando : 

Primero : Que el recurso de apelación interpuesto por la paite 
de Formentino contra la resolución del Administrador de Ren- 
tas Nacionales de Gualeguaj, corriente á foja treinta, no fué 
deducido eu tiempo oportuno ante el Juez do Sección y por 
consigniente declarado desierto por el decreto de foja dos ; 

Segundo: Que la mencionada resolución quedó eu conse- 
cuencia consentida y con fuerza de cosa juzgada, teniéndose por 
eoncluido el asunto para todos sus efectos con arreglo al ar- 
tículo mil sesenta y ocho do las Ordenanzas de Aduana. Por 
estos fundamentos y atento lo espuesto y pedido por el Señor 
Procurador Genera), se revoca la sentencia apelada de foja cin- 
cuenta y cinco vuelta. 

Devuélvase por tanto los autos al Juez de Sección, prévh 
satisfacción de costas y reposición de sellos, para la ejecución 
de la resolución administrativa de fojas treinta, y esclareci- 
miento de los hechos denunciados por el Administrador de 
Rentas en su nota de foja once. 

i. B. GOROSTUGA. —J. DOMINGUEZ.— 
O. LEGUIZAMON. — € LADISLAO FRIAS. 
— S. H. LASP1UR. 
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Criminal, contra Antonio Robellio, por incendio voluntario y 

robo de mercaderías. 



Sumario 4° Son indignos de fé é inhábiles para establecer 
la responsabilidad legal del acusado, los testigos que se con- 
tradicen, se declaran cómplices, cometen falsedad, y contra loa 
que existen vehementes sospechas de soborno. 

2 o Los testigos del sumario tienen que ratificarse en el 
plenario, pudiendo ser habidos. 

3* Eo caso de duda y existiendo solo presunciones en con- 
tra, debe absolverse al acusado. 

4 o La absolución debe ser total, y [no solo de la instancia, 
aunque proceda solo de U falta do pruebas. 



Caso, — En Noviembre de 1876, el agente de la Compañía 
de Seguros * Lloyd Suizo » manifestó al Juez de la Sección de 
Buenos Aires, que la Compañía habia asegurado & D, Cándido 
Todros por la suma de 20,220 fuertes, unas mercaderías que 
debían ser conducidas al Rosario en la goleta « Luisa > tripu- 
lada por el patrón Antonio Bobellio y cinco marineros. 

Agregó, que á la altura de Paraná Guaiú, la goleta se in- 



de justicia nacional 



237 



cendió con parte de las mercaderías, y otra parte la habia des- 
embarcado frente á la Colonia, no obstante que sa destino 
era el Rosario ; lo que hacia comprender que el capitán de la 
goleta había producido el incendio» teniendo á los cargadores 
D. Cándido Todroa y D, Estevan Anselmo, por cómplices. 

Denunciaba el hecho y pedia que se levantara el sumario 
correspondiente, ordenándose la prisión de los culpables. 

El Juzgado ordenó que se formara el Bumario.'y la captura 
del capitán. 

Ratificado el capitán en la declaración que habia prestado des- 
pués del suceso ante la Subdelegaron del Tigre ; los marineros 
declararon en contradicción de lo que habían declarado antes, 
y señalando al capitán como autor del incendio, y haciéndole 
cargos sobTe la venta de las mercaderías frente a la Colonia. 

Concluido el sumario, el Procurador Fiscal acusó al capitán 
por el delito de incendio de la * Luisa» y de las mercaderías 
que llevaba, y pidió contra él la pena de seis anos de presidio, 
indemnización de perjuicios, y pago de costas ; acusó también 
áloa marineros Lefasqui, Servas y'Cutrano, como cómplices 
dal incendio y sustracción de mercaderías, pidiendo contra ellos 
la pena de dos años de presidio y pago de costas. 

El defensor del capitán negó los hechos afirmado* por los 
marineros, y dijo que "ellos habian sido sobornados por la Com- 
pañía « Lloyd Suizo ». 

Pidió que se declarara á su defendido libre de culpa y cargo, 
condenándose á la Compañía de Seguros en las costas. 

ralle 4*1 Jun Beeclnal 

Nuco us Airei, Febrero 4 de 1879. 

Y vistos : estos autos iniciados por la denuncia de la Com- 
pañía de Seguros c Lloyd Suizo » y seguidos de oficio contra el 
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patrón y tripulantes de la goleta nacional fLuisa», por incendio 
voluntario del baque 7 de la carga. 

Para apreciar debidamente esta cansa» y en la qne después de 
concluida para sentencia se han aglomerado nuevos antecedentes 
que forman un cuerpo de autos, aun mas voluminosos que los 
primitivos, que, en un principio, parecía haber agotado loa 
recursos de la investigación, es preciso no perder de vista que 
la cuestión fundamental y, podrá deciise, la única que forma 
el objeto del juicio criminal es: si la goleta c Luisa» y su 
cargamento, consumidos por el fuego, deben su destrucción á 
un accidente involuntario mas ó menos culpable, 6 á un acto 
deliberado de su patrón, ejecutado con la cooperación de los 
demás tripulantes. 

Las demás cuestiones traídas á juicio por los nuevos ele- 
mentos, que lia suministrado el juicio civil sobre pago de 
seguro, por la aparición délos documentos desconocidos antes y 
los nuevos hechos ocurridos durante el juicio; si bien podían 
dar origen á nuevos procesos, con el objeto de constatar los 
delitos de cohecho de testigos y falso testimonio en juicio 
criminal, que ha tratado de establecer la defensa del patrón, 
son secundarios en esta causa : no pueden ser acumuladas y 
resueltas estas cuestiones, si nú en cuanto afectan la prueba, 
que obra en autos contra el procesado. 

Sin tomar en cuenta estas consideraciones, nada seria mas 
fácil que t procediendo de investigación en investigación, sobre 
los diferentes hechos que trajera nuevamente 4 discusión el 
interés de cada una de las partes, se llegaría [A no resolver 
ninguna, con grave menoscabo de la justicia. 

Bajo la guía de estos principios procederemos á establecer 
los hechos, qne nos suministre el proceso, y i la consideración 
de las deducciones legales, qne deben regir la resolución de esta 
cansa. 

I* goleta «Luisa . tripulada por el patrón Antonio Bovellio 
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y cinco marineros, Antonio Lefasqui, Joan Dorich, Pedro 
Magnati, Servas, Márcoa Cutrano y un otro llamado Demetrio 
cuya declaración no figura en la causa, se incendio en la Boca 
del Paraná Guazu yendo en viage de este puerto al Rosario, car- 
gada de mercaderías generales. Los marineros ganáronla costa 
sin poder salvar ninguna parte del cargamento y, recojidos 
por un lanchon, arribaron á San Fernando y ante la Subdele- 
garon del Tigre hicieron, todos de acuerdo, la declaración del 
siniestro en la forma que se encuentra á foja 32, atribuyéndolo 
á caso fortuito y señalando como causa probable un pequeño 
choque contra un raigón que determinó el incendio de unos ca- 
jones de fósforos del cargamento de donde se trasmitió al resto 
del buque. 

Llamados los marineros ¿ declarar, todos ellos esponen que 
de este put-rto se dirijieron á la Colonia : que allí desembar- 
caron parte de la carga en una chata y que llegados á la Boca 
del Guazú^pur orden del patrón, prendieron fnego al buque, y 
se dirijieron al Tigre, donde hicieron la manifestación referida, 
porque el patrón se la exijio, y temieron que no les pagase sus 
sueldos. 

En la Receptoría de la Colonia, el representante de la com- 
pañía hizo declarar á D. Francisco Mallarini, á los dos marineros 
de la «Luisa» Magnati y Cutrano y Luis Trois ; este último con- 
fiesa el rol que se le atribuye en el desembarque de las merca- 
derías en la Colonia, y el primero niega haber tomado parte 
alguna en la venta de los efectos desembarcados: estas diligen- 
cias corren agregadas á foja 95. 

Llegado á este punto el proceso fueron agregados á estos 
autos los testimonios de las cuentas de la Compañía t Lloyd 
Suizo, que corren á f. 135 y siguientes en lo relativo á los 
gastos originados por el siniestro de la « Luisa i. 

Estos antecedentes unidos y esplicadoB por las declaraciones 
de Luis Dufour, apoderado del exagérente de la Compañía, que 
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fué el que exhibió aquellos antecedentes, viene & poner de ma- 
nifiesto que los marineros declarantes contra el patrón Robelliu 
han sido pagados por el Agente entonces de la Compañía C. AV. 
Fermenícli con fondos de la Sociedad, 

Mas aun, los agentes todos empleados, tanto aquí como en la 
Colonia, aparecen de estos documentos agregados, profusamente 
recompensados, y la declaración de Dufour cuando se refiere á 
la octava pregunta del interrogatorio, consigna el - hecho bien 
significativo de que D. Julio Vonwiller, Agente de la Compañía 
para proporcionar pruebas en este asunto, le pidió a) declarante 
fondos para comprar la Policía, Capitanía del Puerto de Barracas 
y otra vez para mandar fuera del país algunos marineros para 
que no retirasen sus declaraciones : que el objeto de comprar la 
Policía era para ponerse en comunicación con el patrón Kobellio 
que estaba preso. 

La ultima parte de esta declaración se halla, en ciento modo, 
confirmada por los hechos ocurridos durante el proceso, y que 
ha revelado la defensa. 

Las declaraciones de Mauricio Klia, foja 87 vuelta, Mauricio 
Ambrosetti, foja Í9A, la carta del Patrón Hobellio, foja 196, y 
las actuaciones, cuyos testimonios corren á foja 197 demues- 
tran que se ha ensayado con el preso el medio de la seducción 
ó intimidación para traerlo a una confesión que favoreciese los 
intereses de la compañía. 

Si Be toma en consideración estos antecedentes bajo el único 
punto de vista que corresponde á esta causa: á saber, en cuanto 
ellos tienden á destruir la fé (^ue debe darse al testimonio de 
los testigos, que figuran en este proceso, y prescindiendo por 
ahora de lo que podrá ser el objeto de un nuevo proceso ; á sa- 
ber, los delitos comprendidos en los hechos revelados, llega- 
mos al punto culminante de esta causi. 

« De acuerdo con el artículo 124 de la Ley de Procedimientos, 
las declaraciones de loa testigos Antonio Lefasqui, Juan Donen, 
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Pedro Magnatti, Cervas, Márcos Cutrano j Luis Trois no 
merecen íé». 

La cuestión encerrada en sus verdaderos límites queda, en- 
tóneos, reducida á resolver si prescindiendo de aquellas decla- 
raciones, quedan aún eu el proceso elementos suficientes para es- 
tablecer la criminalidad del psitron líobellio y de los marineros. 

Desde luego las contradicciones en que ha incurrido el patrón 
son evidentes, si se examina la aseveración en la manifestación 
del siniestro 'ante la Subdelcgacion del Tigre á f. 32 vta. y su 
declaración á f. 3. 

ÉScgun la manifestación, los marineros se pusieron á las bom- 
bas sin poder dominar el incendio; mieutras que por la decla- 
ración, no tuvieron tiempo de hacer nada, para salvar el buque 
ó la carga: la manifestación establece que el incendio tuvo 
lugas el 10 de Noviembre, habiendo salido de este puerto el 
dos del mismo, y el documento lleva la focha de doce del mismo 
mes ; mieutras que por su declaración no recuerda el dia de su 
salida, el incendio tuvo lugar el nueve y tardaron onatro dias 
para venir al Tigre, habiendo estado dos dias en la costa des- 
pués del incendio. 

Habiendo salido de este puerto la goleta el 2 de Noviembre, 
no se ha dado esplicacion alguna de la gran demora en el viaje 
cuando el diez se encontraba recién en la Boca del Guazú: la 
causa que se atribuye al origen del incendio, es completamente 
inverosímil, y mas inverosímil aun, que habiendo tenido tiempo 
para ochar el bote al agua y ganar la costa, llevando una tira 
de carne salada, no hubiese sido posible el salvar también los 
papeles del buque. 

Estos antecedentes fundan presunciones vehementes contra 
el patrón y mas aún cuando todas ellas concurren al mismo ob- 
jeto sin que se encuentre prueba ó antecedente en los autos que 
la contrarié; pero no pudiendo en ningún caso fundarse una 
sentencia condenatoria en materia criminal sobre presunciones, 
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de acuerdo con la ley i% Tít. 14, partida 3* y la opinión uni- 
forme de loa autores, hay que llegar i la conclusión forzosa de 
absolver al patrón Rovellio de la instancia por falta de pruebas. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que el patrón de la 
goleta c Luisa» Antonio Rovellio no ha sido convicto ni confeso 
del delito de incendio voluntario del cargamento y casco del es- 
presado buque ; y en su consecuencia absuelvésele de la instan- 
cia, librándose el correspondiente oficio á la Penitenciaria para 
que sea puesto en libertad, chanceándose en su caso las fianzas 
que hubiese dado, quedando á salvo las acciones civiles que 
pudiera deducir y las que la compañía á su vez pudiera tener 
á consecuencia de culpa ó negligencia en el cumplimiento de 
sus deberes como patrón de la * Luisa >, En cuanto á los mari- 
neros, no habiendo comparecido ni juicio, suspéndese el procedí- 
miento de acuerdo al artículo 370 de la Ley de Procedimientos; 
en cuanto á los demás antecedentes que suministra este proceso 
con relación al cohecho y falso ¡testimonio, dése vista al Pro- 
curador Fiscal para que deduzca las acciones que crea del caso. 
Hágase saber y repóngase los sellos. 

Andrés ügarríza. 

Esta sentencia fue apelada por el representante de la Com- 
pañía, á quieu se le dió intervención. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Corte: 

Después de un estudio prolijo y detenido de estos mas que 
abultados autos, es mi convicción que el incendio de la goleta 
t Luisa », no ha sido casual, sinó por el contrario premeditado 
y voluntario; y, que de íl son responsables por consiguiente el 
Capitán y los marineros que la tripulaban. 
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Llama desde luego la atención, el abuso Herido al esceso que 
por una y otra parte, se ha hecho eu este caso del tiempo j la 
paciencia de los magistrados; escritos de cincuenta pliegos, se 
contestan con otros o> 80; y no hay incidente por sencillo que 
sea, que no dé origen á miles de palabras; olvido semejante de 
preceptos bien conocidos de la ley, no debiera ser tolerado, pues 
es la ruina de los mismos litigantes y el descrédito del foro. 
Sería así de parecer manifestara por ello V. E. su desagrado á 
los letrados que han intervenido en esta causa, recomendándo- 
les al mismo tiempo, usaran de mas precisión en sus escritos, 
pues no hay necesidad de escribir volúmenes para decir lo que 
puede caber en unos pocos pliegos. 

En medio de este inmenso piélago de palabras, dos hechos 
han traído principalmente el convencimiento á mi espíritu, de 
que no os casual ni inocente este siniestro : 

I o Que contraía aserción positiva del Capitán, y no obstante, 
todos los esfuerzos que ha hecho su defensor, está probado que 
la goleta se desvió de la ruta que debió seguir, y estuvo fon- 
deada á corta distancia de las Islas Farallón y San Gabriel, 
frente á la Colonia. 

2 o Que es d« todo punto inverosímil í inadmisible la causa i 
que el Capitán atribuye el incendio, y culpable por demás del 
abandono que hizo do su buque, sin haber intentado el mas 
líjero esfuerzo para salvarlo. 

I 

La goleta ■ Luisa», según protesta de f. 356, salió de este 
Puerto el dia 2 de Noviembre. Se ha dicho después con un 
interés que se alcanza fácilmente, que solo salió el 3 ó el 4, in- 
vocando en apoyo de esta aserción, el despacho de la Aduana, 
fecha 3 y la póliza del seguro fecha 4; pero ante la afirmativa 
del Capitán que dice, á los pocos días del suceso, que «salió el 
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viernes 2 DEL CORRIENTE», no es admisible la duda; el despa- 
cho y la póliza pudieron hacerse después. Es singular que hasta 
los hechos que debieran constar oficialmente sean materia de 
discusión y de duda. 

El incendio tuvo lugar el din 10, según la protesta antes cita- 
da, ó el 9 según la declaración de f . . 

¿Dónde estuvo la goleta en los 7 ú 8 dias que mediaron entre 
la salida y el incendio ? 

El Capitán afirma que no se desvió del camino que debió se- 
guir ésta. Este camino, entre este Puerto y la boca del Guazú; es 
transitado todos los dias por cantidad de buques de vela* y por 
vapores que van i los puertus del Paraná y á los del Uruguay, 
Si no se desvió de este camino, dubió estar fondeada ó bor- 
dejeando la * Luisa » f dentro de los límites que loa otros buques 
recorrían. A largas distancias distinguen los buques los mari- 
nos, como nuestros paisanos los caballos. En cualquier punto 
que se hubiese encontrado la goleta, en el corto trayecto que 
media entre balizas y la buen del Guazú, trayecto frecuentado 
como las calles de esta ciudad, no es posible hubiera pasado 
desapercibida. ¿Cómo se espites eslónces que nadie la haya 
visto en «1 espacio do 8 dias ? Y que nadie la vió es un hecho 
que no admite duda alguna, pues á haberla visto alguno, hubié- 
ralo repetido por cien bocas, el Capitán y el dueño de los efectos 
asegurados. 

Y á la verdad, cuando la Compañía ríe Seguros sostenía que : 
abandonando su ruta había estado fondeada la * Luisa», tres 
noches y dos dias, frente á las Islas de San Gabriel y Farallón. 
¿Qué cosa mas natural que confundir n los temerarios litigan- 
tes con la prueba de que en estos mismos dias estaba en otra 
parte? ¿Qué cosa mas óbvia y mas sencilla que precisar el 
derrotero que habia seguido la goleta desde que salió de este 
puerto, dónde estuvo fondeada; qué día pasó Martin Garcia, 
qué vientos contrarios la detuvieron, etc.? 
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penetracon de litigad por ie¡ai¡¡ s „ |¡cit03 , ¡BfM| ¿ b . 

& el sainarlo bubiera sido conducido con n„ , m mas de 

7.1 , I ^ ílÍCÍlme " U '» «"--te "uto 

lia, taba babor pedido 4 1. Capitanía Ueucra. una relación de 

ntrets di 8 ^ 1™*°^ " ,0S *«*» «ta*» 
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tirando empeño se ha hecho por parte del Capitán y del due- 
ño de los efectos asegurados, para desvirtuar el testimonio de 
estos tres testigos contestes y uniformes sobre un hecho simple 
y material. 

Se ba dicho que el « Kmilio Melis» no se encontraba en las 
aguas de la Colonia en los dias que los testigos citados decla- 
ran haber visto la goleta. El cert i tiendo del Vice -Cónsul de la 
República en la Colonia dice, empero, que dicho pailebot fué 
despachado el dia 2 y el dia 7. Entre e>t03 dos estreñios ha 
podido cruzarse entóneos, el 3, 1 ó 5 con la goleta en cues- 
tión. 

Juan Melis ha sido tachado por falsificador y Cócolo y Ma- 
rini por dependientes de dicho Melis. 

La sentencia que corre á foj*i. , . demuestra que si es cierto 
que Melis fué acusado de liuher falsificado las Jimias de un 
payaré, no lo es menos que fué absuelto. 
- En cuanto á las taclias opuestas A Cucólo y Mari ni, ni se ha 
probado que Melis tuviera interés directo en esta causa, ni 
menos que estuvieran & su servicio al tiempo de prestar sus 
declaraciones. 

Queda pues, en todo su vigor el testimonio de e>to¡? tres tes- 
tigos. 

Dos hubiera bastado para hacer innecesario investigar el 
mérito de la inforuiaciou producida antes autoridades de la 
Colunia y de las declarad mies de los marineros de la goleta 
incendiada, que ratifican todos su permanencia en las Islas de 
San i lab riel y Karjllon. l*or mas esfuerzos que se hayan hecho 
para tacharlos, no puede negarse que son por lo menos, una 
presunción gravísima que corrobora el testimonio de aquellos 
tros testigos. 

Con el auxilio de todos estos antecedentes, es fácil rehacer 
el Icrrotero de la goleta que el acusado lia guardado para sí. 
VA dia 2 se hizo á la vela y fondeó al anochecer en balizas este- 
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riorea, Podrá decirse que no convenía á su propósito llegar de 
día á las aguas de la Colonia. 

El ires á la noche llegó 4 la Isla de Farallón, y según la 
declaración de los marineros que la tripulaban, principió á 
descargar los efectos. 

Permaneció en esta misma operación entre Farallón y San 
Gabnel eU y 5, y se hizo á la Tela el 6. 

Al dia siguióte ó dos dias después, pasaron Ja noche fon- 
dcados mas alia de Martin Gama, y el í>, según declaración 
de mismo patrón, foja 3 de estos antas, tuvo tugar el incendio. 

Confundió el patrón idilio en esta parte, convencido de 
hato faltado concientemente á la verdad, nefando hechos 
que resultan probados; sn conducta principia á ser sospe- 
chosa, tila no tiene esplicacion posible, y pasa a ser criminal 
en el medente del incendio. Tuto este lugar, según la protesta 
y declaracon, ante citada, á la una de la tarde estando la go- 
leta fundeada por falta de viento. 

El capitán atribuye la cansa que lo produjo á nn pequeño 
choque contra un raigón, momentos antes de fondear, que ori- 
gino el incendio do alguno de los cajones de fosfores que venían 
en re los efectos embarcados. Es esto completamente inverosí- 
mil e inadmisible. A pocas varas de la costa en el Paraná íluazú 
con 20 ó mas piés de profundidad, no hay raigón poMble. Debe 
así suponerse que el capitán se refiere a alguno de los árboles 
arrancados por la creciente, que suelen arrastrar nuestros gran- 
des nos. 

Es muy difícil en primer lugar, que lleguen estos trozos de 
madera, que van quedando en las vueltas del rio, hasta Martin 
García, salvo crecientes estraordinarias que no vienen en No- 
vicmbre, sino a fines de verano. 

Pero aun admitiendo que la goleta hubiese chocado con algu- 
no de estos raigones, puesto que tenia que fondear por falta 
efe viento, el choque debió ser sumamente ligero é incapaz de 
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producir un movimiento violento fin los cajones de fósforos. 
Si se recuerda ademas que la goleta navegaba completamente 
cargada con (20 ú 1:(0 toneladas de efectos, á términos de que 
parte de la carga venia arriba de cubierta y se lia puesto en 
duda ñor parte de la Compañía c^uo hubiera capacidad para 
tanto, se comprenderá sin dificulta-! que el choque de un pe- 
dazo de madera arrastrada por la mrriente, que no es muy 
fuerte en aquellos parajes, á son de camal otes, según lacspre- 
siou vulgar, no ha podido producir efecto alguno sensible en 
una nave pesada, y fttie concurría con su propio impulso i hacer 
menos perceptible el choque. 

Y mas que violenta debió ser la eonuiorion para producir el 
incendio de fúsforos qm- vienen garantidos, primero por las 
pequeñas rajas de cartón, después por un cajón de lata y por 
último por un cajón de madera!!. . . 

Si un choque, mas ó menos violento bastara para incendiar 
los buques que conducen cajones de fósforos entre su carga, 
una gran parte de nuestros cabotajes perecería por las llamas. 

Repito, Kxmo. Señor, la causa á que se atribuye el incendio, 
dailas las circunstancias del caso, es de todo punto inverosímil 
é inadmisible al simple buen sentido. 

Queda así el incendio sin causa aparente y en toda su desnu- 
dez y de él es responsable el Capitán, garante de la seguridad 
del buque confiado á su cuidado y vigilancia. 

Esta responsabilidad acrece si se atiende á su conducta du- 
rante el incendio. ¿ Qué hizo para dominarlo ? 

En la protesta formulada en San Fernando, dice, que procu- 
raron dominar el incendio con baldes de agua y bombas, y en 
la declaración de foja :i, que nada fué posible hacer. 

Vn buque no se incendia de un momento á otro. Según In 
misma declaración del Capitán, el incendio debió principiar 
poco tiempo antes de ser apercibido. La tripulaciou tuvo tiempo 
de tomar un bote y cargar algunas provisiones. ¿ Cómo es que 
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nada se hizo para apagar el fuego ? ¿ Cómo no se cerraron las 
escotillas pura privar la entrada del aire ? ¿ Como no se echó 
siquiera un balde di- agua ? Otro recurso mas sencillo y que á 
cualquiera hubiera ocurrido, habría sido tomar á remolque la 
goleta con el bote en que los tripulantes ganara la tierra, ha- 
berla atracado á la costa y haberla abierto un rumbo. 

Nada, nada de esto se hizo. El abandono del capitán en me- 
dio del dia, sin un peligro, ni siquiera remoto para íl, se ase- 
meja tanto á la intención de rer arder su buque, que con ella 
se confunde. 

Si por otra parte, se onsidora el mérito de la prueba produ- 
cida por la Compañía de Seguro*, por mus esfuerzos que se han 
hecho por parte del capitán y del dueño de los efectos para 
desvirtuarla, esa intención adquiere las proporciones de la 
realidad. 

Los marineros todos, aunque disconformes en algunos pun- 
tos de detalle, están contestes y uniformes sobre los hechos 
principales, es decir sobre que la goleta estuvo en las islas de 
la Colonia, dos Ó tres dias ; que se desembarcaron efecto;, y 
finalmente, sobre que el incendio fue voluntario y por orden 
del capitán. 

Tara quitar su valor á estas decoraciones, se alega que han 
sido dadas por dinero. 

Aunque el libro exhibido no ha sidu reconocido por el Gerente 
de la Compañía, la semejanza de la letra del espresado libro 
con ta de los escritos que corren en eslos mismos autos, con la 
firma del ya citado Agente Firnicnich ; la exactitud de la par- 
tida letra A con el resultado de los asientos; los telegramas 
cambiados desde la Colonia, y muchas otras circunstancias que 
seria largo detallar, bastan, en mi concepto, á formar la con- 
vicción de que las cantidades que aparecen bajo el rubro de 
Pietru, Demetrio, .Marcos etc, fueron destinadas, y muy pro- 
bablemente recibidas por los marineros de la * Luisa».* ¿Será 
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esto bastante empero, para quitar todo su valor á las declara- 
ciones? „ 

No se ha probado que los mismos marineros hubiesen efecti- 
vamente recibido el dinero, ni menos que lo hubiesen recibido 
para dar testimonio falso. — El simple asiauto de los libros no 
prueba ni una ni otra cosa. Bien ba podido suceder que lo* 
marineros na hubiesen recibido el dinero asentado en los libros 
de la Compañía y su intención, bien que el objeto con que les 
fué dado, fuera simplemente indemnizarles su tiempo y sus 
gastos en esta ciudad, y vencer I» resistencia natural í declarar 
un hecho criminal de que se reconocían cúmplicea. 

El asiento de los libros no reviste por sí solo los caracteres de 
soborno, y no basta por consiguiente para quitar á las declara- 
ciones en cuestión todo su valor. 

Tero, aun prescindiendo de tales declaraciones, pienso en 
abierta oposición con el señor Juez Ugarriza, que obran en el 
presente caso presunciones bastantes á formar la conciencia del 
magistrado. 

El hecho de haber ido la goleta frente á las islas de la Colo- 
nia, desviándose de la ruta que debia seguir, la circunstancia 
de haberlo negado tan tenazmente el procesado, la falta de una 
causa, de una esplicacion siquiera, á qué atribuir el incendio; el 
abandono del Capitán, sin haber tomado una sola medida para 
dominarlo; la información producida en la Colonia, las declara- 
ciones de los marineros, que si no hacen plena prueba, forman 
por lo menos una vehemente presunción; las dudas suscitadas 
acerca del escaso valor de la goleta incendiada y de la mala cali- 
dad de los efectos embarcados; todo esto forma un conjunto de 
presujeiones tan fundadas y tan íntimamente ligadas entre sí, 
que bastan á traer al ánimo el convencimiento de que lejos de 
ser un accidente casual, es un hecho premeditado y voluntario, 
( m> constituye un crimen justificable ante la ley. 

Pido en consecuencia la revocación de la sentencia del Juzga- 
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do de Sección, y I;i pena de seis afina de presidio para el Capitán 
Antonio Hoye] lio. 

Las leyes españolas castigan al incendiario con las penas mas 
severas, la pérdida de la vida, causada por el fuego, la pérdida 
de la mitad de los bienes; la escomnnion mayor. Es, sin em- 
bargo, doctrina admitida que en la aplicación de estas penas 
débese tener en cuenta la circunstancia de las personas y de las 
cosas. — Eala doctrina está por otra parte de perfecto acuerdo 
con la humanitaria disposición de nuestra ley nacional. VA 
código redactado por el Dr. Tejedor, castiga al incendiario con 
la pena de diez a" quince añus de presidio ó penitenciaria. 

La ley al \\ de Setiembre impone á los piratas, cuando no lia 
mediado abordaje Ó pérdida de vidas^ la pena de ocho años de 
trabajos forzados. \. 

Teniendo todo esto en cuenta, y pesando en conciencia las 
circunstancias de este caso, es mi opinión, lúe el citado Capi- 
tán RovelUo, quedará bastantemente castigado coiv la pena que 
dejo indicada, y como es consiguiente, con la indemnización de 
los daños y perjuicios, costos y costas de este proceso. 

Vueltos estos autos al Juzgado de Sección, corresponde ai Sr. 
Procurador Fiscal, deducir las acciones á que baya lugar, así 
contra los marineros cómplices en v\ incendia, como acerca d.-l 
soborno de los testigos y demás hechos culpables que se han 
denunciado. 

15 de Octubre de 1879, 

Eduardo Costa. 

Antes de dictarse sentencia por la Suprema Corte, unos de 
los tripulantes, Pedro Serva, se presentó quejándose por hallarse 
preso sin conocer la causa de su prisión. . 

Se pidió informe al Juez de la causa, y so pasó vista al Se- 
ñor Procurador General. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Bueno» Aires, Octubre 18 de 1879, 

En 8 de Febrero (te 1877 compareció ante el Juzgado á cargo 
del Dr. Albarrnrin, Pedro Magnate Cerras y dechiró su parti- 
cipación en el robo de loa objetos que conducía la goleta 
Luisa, frente ú la Bolonia, y que por urden del capitán lío- 
vellio, procedió al incendio de dicha goleta, en unión con los 
demás marineros que la tripulaban. 

A petidon del Procurador fiscal, y vista de esta confesión 
en la complicidad de un doble crimen, fué reducido á prisión 
en Marzo 2¿ dfl 1878, no habiendo podido ser habidos los demás 
marineros, por haber desaparecido del pais. 

Desde esta fecha ha permanecido preso sin que se lo baya 
tomado su confesión, ni se le haya nombrado defensor, ni haya 
sido mencionado siquiera en la sentencia del Juez de Sección, 
cuyo proceder en este caso no es disculpable y debe V. E. 
hacérselo saber. 

En esta misma fecha tueho a! conocimiento de T. FI. el 
proceso seguido om motivo del incendio de la espresada go- 
leta Luisa, siendo mi opinión que fué intencional, y pidiendo 
la pena de seis anos de presidio para el capitán, y que siga 
la causa con respecto á los marinero., cuya complicidad ni 
pued*' ser escusada con la órdeu que dicen haber recibido del 
capitán. 

Vueltos estos autos al Juzgado de su procedencia, será la 
oportunidad de que el olvidado preso por un año y medio, 
pilladlo que á su derecho corresponda. 

Eduardo Costa. 



DE JUSTICIA RACIONAL 



253 



Fallo di» I* Suprema fortr 

Bueno» Aires, Setiembre S5 de 1880. 

Vistos : tanto la causa criminal seguida contra Antonio Ro- 
visllio, Antonio Lefasqui, Juan Dorich, Pedro Zerva y Marcos 
Cutrano, el primero patrón y los otros tripulantes de la goleta 
t Luisa » por los delitos de incendio voluntario del buque y sus- 
tracción de parte de su carga, como los autos seguidos entre 
el cargador Don Cándido Todrus y la Compañía de Seguros 

* Lloyd Suizo > sobre cobro del seguro, traidos ad efectum vi- 
dendL 

Resultando : 

Primero. Que en doce de N'oviembre de mil ochocientos sc- 
U'iita y seis el patrón y tripulantes de la goleta «Luisa» de- 
duraron por ante la Subdelegaron de Marina del Tigre quo 
t habiendo salido con la goleta c Luisa» cargada de mercade- 
« rías generales, el dos de Noviembre del puerto de Buenos 

Aires y con destino al Rosario, al llegar al Paraná Guazo, 
« hallándose fondeado el buque, notaron como á la una del 
« día, fuego á bordo; y que por mas empeño que pusieron en 
€ apagarlo, empleando para ello baldes y bombas, les fué for- 

* zoso abandonar el buqu^ sin poder salvar ni carga, ni apare- 

* jos siendo su creencia, que el choque del buque en algún 
« raigón y la repercusión consiguiente sobre cajones de fós- 
« foros quo Hoyaba en la bodega, era lo que habia producido el 
« incendio». (Declaración de fojaB treinta y dos á treinta y 
tres vuelta). 



Segundo. Que en veinte y tres de Noviembre de mil ocho- 
cientos setenta y seis, Don C. % Fermenich, gerente de la Com- 
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pañiade Seguros «Lloyd Suizo», compareció ante el Juez Na- 
cional déla Sección de Buenos Aires esponiendo: «que parte 
c déla carga embarcada en la goleta € Luisa» por Don í'án- 
* dido Todros y asegurada por la compañía en la suma de 
« veinte mil pesos fuertes, había sido descargada frente á la 
« Colonia y luego incendiado el buque por el patrón á la altura 

< de la Barca Grande, siendo sus cómplices en este dobic crí- 
« meo, tanto los cargadores Pon Cándido Todros y Don Kste- 
€ ban Anselmo, como los tripulantes, por lo cual pedia la for- 
c macion del sumario correspondiente y lu prisión inmediata de 
c ios autores y cómplices » (escrito de foja una á tres). 

Tercero. Que el Juzgado de Sección admitió la mencionada 
denuncia, mandando comparecer a su presencia a tripulantes 
y patrón de la «Luisa» (foja dos vuilta). 

Cuarto. Que enterrogado el patrón Antonio Kovellio sobro 
las circunstancias relativas al incendio del buque, declaró en 
todo conforme, salvo algunos puntos de di-talle, ála manifesta- 
ción hecha ante la Subdelegaciou de Marina dd Tigre, habién- 
dose posteriormente ratificado en ella, tanto en primera ins- 
tancia como ante esta Suprema Corte (diligencias de fojas tres, 
diez y seis noventa y ocho, ciento diez y seis y quinientos diez]. 

Quinto. Que interrogados sucesivamente los tripulantes, 
á medida que la Compañía de Seguros « Lloyd Suizo > denun- 
ciaba su domicilio, todos ellos declararon por medio de intér- 
prete; « que la «Luisa» babia salido de Buenos Aires directa- 
« mente para la Colonia, en dos ó tres de Noviembre de mil 
« ochocientos setenta y seis, que en aquel puntn habían des- 
« cargado parte de las mercaderías que llevaban, vendiéndolas 

< á un tal Mallarino por la suma de cuatrocientos cincuenta 
c pesos fuertes, diatribuidos entre los tripulantes; y que con- 
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c tínuando luego el viaje, al llegar al Paraná Gaazú incendia- 
t ron el buque y resto de la carga, por orden del patrón, sal- 
* vindose en un boto que los condujo al puerto de San Fer- 
« nando » (declaraciones de fojas ocho, doce, veinte y cuatro 
vuelta). 

Sexto. Que ademas de los tripulantes de la goleta «Luisa * 
ha declinado Luis Trois tripulante del « Neptuno i sobre la 
descarga de mercaderías en la Colonia, y los tripulantes del 
« Emilio Melis», Francisco Marini, Marcos Cocolo y Juan Me- 
lis sobre el hecho de haber visto á la goleta «Luisa» frente á 
San Gabriel en los días tres, cuatro y cinco de Noviembre de 
mil ochocientos setenta y seis (declaraciones de fojas treinta 
vuelta, trescientos treinta y cinco y cuatrocientos ocho do los 
autos civiles). 

Sétimo. Que el procesado Antonio Rovellio patrón de la 
gokta * Luisa » ha negado completamente los cargos que con- 
tra él resultan de la declaración de los tripulantes de la «Luisa» 
« Neptuno» y í M* lis > afirmando que todos estos testigos han 
sido sobornados por la Compañía de Seguros « Lloyd Suizo» y 
que no conoce al «Neptuno» ni al «Emilio Melis». 

Y considerando : 

Primero. Que los únicos testigos presenciales del incendio 
de la goleta «Luisa» y sustracción de parte de su carga, he- 
chos de que es acusado el patrón Antonio Rovellio, son los 
tripulantes del mismo buque, Antonio Lefasqui, Juan Dorich, 
Pedro Zerva y Marcos Cutrano y ademas Luis Trois tripulante 
del Xeptuno. 

Segundo, Que tales testigos deben considerarse como in- 
dignos do fé y por consiguiente inhábiles para establecer legal- 
mente la responsabilidad penal del acusado, por los siguientes 
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motivos: primero, por haber incurrido en las graves contradi- 
ciones que resultan de su declaración corriente é foja treinta 
y dos vuelta, comparada con las de fojas ocho, doce, veinte, 
treinta y cuatro, cuarenta j tres y setenta y tres vuelta; ley 
ocho, título diei y seis, partida séptima; segundo, por resultar 
de su propia confesión, cómplices, en los delitos de incendio vo- 
luntario del buque y sustracción de mercaderías, probados que 
fuesen, leyes citadas y veinte y una, título diez y seis, partida 
tercera; tercero, por haber cometido manifiesta falsedad, tin- 
jiendo ante el Juez ignorar el idioma del país y Haciendo nece- 
saria la presencia de intérpretes, cuaudo cousta que declararon 
personalmente ante las autoridades del Tigre y de la Colonia, 
fojas treinta y tres y cuarenta y tres; leyes citadas; cuarto, 
por no haber sido ratificadas, previa citación, durante el pleria- 
rio, no constando que todos estuviesen ausentes; leves veinte 
y cinco, titulo diez y seis, partida tercera y causa ochenta y 
cinco, tomo tercero, série primera de los fallos. 

Terrero: que además de los mencionados virios de que ado- 
lece el testimonio de los tripulantes de la « Luisa o y « Nepto- 
non, existe entre todos los testigos del proceso la gravo y 
vehemente sospecha de Haber sido sobornados por la Compa- 
ñía de Seguros del « Lloyd Suizo * con un interés que fácil- 
mente se comprende, dados los términos de su denuncia de 
foja primera, y lo alegado por ella en el juicio civil, según todo 
se deduce claramente de los siguientes hechos que constan de 
autos; primero, de haberse prestado engañosamente los tripu- 
lantes de la m Luisa» á declarar ante el Juez por medio de in- 
térpretes, siendo uno de estos precisamente, el Doctor Fasulo, 
•bogado de la Compañía de Seguros « l.loyd Suizo» según 
consta de su escrito corriente á foja sesenta y tres del juicio 
ejecutivo, y el otro de Don A. Milso, pagado por la misma Com- 
pañía, como resulta de los asientos del libro llevado por C. \V. 
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Fermcnicb, transcrito á foja ciento treinta y cinco: segundo, 
de haber sido conducidos posteriormente ios tripulantes de la 
cLiitsa i á la Colonia |»or la Compañía de Seguros t Lloyd 
Suizo » donde prestaron bajo su eselusivn intluencia las decla- 
raciones i|ue corren en autos, de fojas cuarenta y tres á cuaren- 
ta y chico, resultando además segun ta manifestación de uno 
de los mismos testigos, hecha solamente ante esta Suprema 
Corte á fu ja quinientas, que la prestada por él fué falsificada: 
tercero, de haber sido entregadas por la Compañía de Seguro* 
« Lloyd Suizo » á los tripulantes de la t Luisa » y « Neptuno» 
únicos testigos del incendio y desembarco de efectos , conside- 
rables sumas de dinero en la época del sumario, como consta 
de los asientos del libro de Fermenten, transcrito á fojas ciento 
treinta y cinco y ciento treinta y ocho, cuya autenticidad no 
es posible dudar por ser idéntica la letra de dichos asientos 
en los de .sus escritos corrientes en los autos, y además do las 
declaraciones de los testigos Ruda, foja cincuenta y dos, Vila, 
foja setenta, García, foja noventa, y Luis Dufour, fojas dos- 
cientas veinte y ocho á doscientos cincuenta, sin que pueda 
aceptarle que tales dádivas, importaban una indemnización lí- 
cita, porque además de ser eseesivns dada la condición de los 
testigos, su determinación correspondía en todo caso ai Juez y 
no á la parte, con arreglo al artículo ciento treinta y tres de la 
Ley de l'roccdimtentos : cuarto, de haber consentido la Com- 
pañía de Seguros t Lloyd Suizo » en la fuga de los tripulantes, 
hecho que se desprende de sus escritos corrientes á fojas catorce, 
t reinta y cuatro, cuarenta y seisy cincuenta y cuatro (autos civi- 
les), siendo así, que ella misma les babia acusado como cómplices 
de grandes delitos y pedido su prisión en esta causa, fojas una 
y cuarenta y nueve, y que conocía con toda precisión el punto 
a donde se dirigían el dia de su partida, y hasta los buques en 
que dehia verificarlo uno de ellos, el vapor «Isabel» (foja 
cuarenta y seis), Ilutado poco antes por la misma Compañía, se- 
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*nrj resolta del libro de Fermenieh á foja treinta y cinco mel- 
la : quinto, de haber estado e T testigo Jnap Abelis acompañado 
de otras personas en la prisión del patrón Rorellio á hacerle 
promesas para qne se declarase autor del incendio v robo de 
mercaderías de la * Luisa » según consta de las diligencias de 
fojas ciento ochenta y siete, ciontj noventa y cuatro, ciento no- 
venta y seis, doscientos y doscientos cuatro, siendo así que 
el referido Abelis aparece délos autos, interesado en el triunfo 
de la Compañía de Seguros «Lloyd Suizo > como lo comprueba el 
certificado de foja mil doscientas y su propia declaración de 
foja cuatrocientas ocho, prestada a solicitud del abogado de 
aquella, al mismo tiempo que se ocupaba do buscarle otros tes- 
tigos, como constada fojas trescientas treinta y trescientas 
treinta y cinco (autos civiles). 

Cuarto. Que el hecho de haberse descargado mercaderías cu 
las islas de la Colonia para ser introducidas de contralando en 
d.^ho puerto, resulta finalmente contradicho no solo por la 
declaración de Francisco Molinari, supuesto comprador de las 
mercaderías de la .Luisa», quien al negar el hecho, á foja 
doscientos setenta y tres, agrega que Don Ricardo Blesaing 
agente de la Compañía de Seguros c Lloyd Suizo * k ofreció 
dinero para que declarase afirmativamente, sino también por 
el telegrama corriente á foja ciento treinta y ocho firmado 
por el agente de la mencionada Compañía en Montevideo, del 
cual resulta que según el sumario instruido por la Colecturía 
General de la República Oriental no se practicó contrabando 
alguno por medio del «Kate Aergeank, como lo habia denun- 
ciado la misma Compañía y lo aseguraba el Receptor fc Reutas 
de la Colonia. 

Quinto. Queá pesar de no haber sido bien esplicadas por el 
procesado, tanto 1. demora da la « Luisa . « „ desde Me 
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puerto al lagar del siniestro, como la misma causa de éste y la 
ineficacia de los esfuerzos hechos para salvar el buque y la car- 
ga, circunstancias que agregadas á la complicidad atribuida en 
esos hechas al asegurado D. Cándido Todros constituían una 
fuerte presunción en contra del patrón Rovellio, la misma Com- 
pañía de Seguros «Lloyd Suizo» ha renido á desvirtuarla, re- 
nunciando á la mencionada excepción de complicidad opuesta al 
cargador Todros, como consta en los autos civiles á foja mil 
quinientas veinte y siete vuelta. 

Sesto. Que á la deficiencia completa de la prueba eiami jada 
deben agregarse también como falta de elementos de juicio, las 
omisiones de que adolece el proceso, y principalmente la muy 
grave de no haber decretado el inferior la prisión de los tripu- 
lantes de la f Luisa» y «Neptuno», cuando ellos mismos su 
confesaban en su presencia co-autores y ejecutores del incendio 
voluntario j robo de mercaderías, á mas de resultaren su contra 
los mas graves indicios de falso testimonio y soborno. 

Sétimo. Que no resultando en consecuencia de todo lo es- 
puesto, contra el procesado Antonio Rovellio, sino presunciones 
vagas de su criminalidad, mientras que existen las mas graves 
y vehementes de que la Compañía de Seguros «Lloyd Suizo», 
parte en esta causa, ha intentado sobornar ó sobornado real- 
mente á todos los testigos que en ella figuran, esta Suprema 
Corte tiene que absolver necesariamente al acusado, de acuerdo 
con las leyes doce, título catorce, partida tercera y sétima, 
título treinta y uno, partida sétima, si io preferible en caso 
de duda absolver al culpable tute condenar á un inocente. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
api lada á foja trescientas sesenta y cuatro vuelta, se confirma 
esto en todas sus partes, menos en cnanto á absolver al acusado 
solamente de la instancia, debiendo serlo totalmente, con arre- 
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glo á lo dispuesto por el artículo trece de ta ley ti e procedimien- 
tos y la jurisprudencia establecida por esta Suprema Corte en 
la causa cuarenta y nueve, tomo noveno, série primera de sus 
fallos. 

Póngase á Rovellio en completa libertad, prévia chancelación 
de la fianza otorgada, 

Y considerando que aun cuando las declaraciones de los tri- 
pulantes déla c Luisa» no basten por la.? razones espuestas para 
convencer á Rovellio de los delito* que he impútala la acusa- 
ción ; puede imponerles á ellos mismí' responsabilidades.— Que 
el preso Pedro ¡tena Magnita es uno de esos tripulantes; y 
está además sujeto á los cargos de soborno y falso testimonio 
por los cuales se manda formar causa ; manténgasele en prisión 
a disposición de) Juez del Crimen y á los efectos del correspon- 
diente juicio. Devuélvanse en consecuencia los autos, prévia 
satisfacción de costas y reposición de sellos. 



J. B. GOROST1AGA. — J. DOHKGEL'Z. — 
O. LEGÜlZAHOIf . — S. H. LASP1LR. 
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CAUSA LITII 

D. Antonio Martirio contra Rubio y h'oley, por cobro de salaria 
de tripulantes; sobre competencia. 



Sumario. — l p Las cansas contra un concursado pertenecen 
& los Tribunales do Provincia. 

2" La sentencia dictada en ellas por el Juez de Sección es 
nula. 



Caso. — D. Antonio Martino demandó ante el Juez de Sec- 
ción á Rubio y Foley por salarios de tripulantes. Se siguió la 
causa á posar de haber sido concursados Rubio y íoley, y se 
dictó sentencia contra ellos. 

Como en el curso del juicio se mandó embargar una chata, 
y se sustituyó al embargo la fianza de D. José M. Rubio, el 
actor quiso ejecutar la sentencia contra este, quien opuso la 
nulidad de ella por falta de jurisdicción en el Juez. 

r*lls del Juft SrceUn*l 

Bueno! Aires, SI ario 10 de 1880 

Vistos y considerando: V Que si bien es cierto que la for- 
mación del concurso atrae al Juez de la causa el conocimiento 
t. \iu 18 
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de todos los juicios pendientes, esto no se verifica por ministerio 
de la lev sino que es necesaria la solicitud ó reclamación del 
Juez del concurso, sin Lo que el Juez que couocia de uno de 
esos juicios es competente, y en los presentes autos no consta 
que hayan sido reclamados por el Juez del concurso, ni antes 
ní hasta quedar ejecutoriada la sentencia. 

3° Que si bien es cieTto que el demandante Martino confiesa 
en su escrito de f . . . que Rubio y Foley han sido concursados, 
y el hecho consta de otros espedientes en que se lia solicitado 
la inhibición de este Juzgado ; no es menos cierto, qne este 
alegato es posterior con mucho al hecho de estar ejecutoriada 
la sentencia, y alegudo ex profeso para establecer la insolvencia 
del deudor principal y por consiguiente la responsabilidad 
inmediato del üador. 

3 o Qne los demandados líubio y Foley fueron personal- 
mente notificados de la sentencia tuya nulidad se pide, y acep- 
taron la notificación sin alegar que estuvieran concursados ni 
menos que esa diligencia debiera entenderse con su síndico; 
lo que importa que el presente juicio habia sido escluido del 
juicio universal. 

Por estas consideraciones y de conformidad al artículo 28, 
inciso 5° del título De la Fianza, del C6digo Civil, no ha lugar 4 
lo solicitado, y siga la causa según su estado; repónganselos 
sellos y notifíquese con el original. 

Istdoro Atbarraán. 

VISTA DEL StSOR PROCURADOR GE3ERAL 

Suprema Corte : 

For la misma esposicion del demandante consta que, cuando 
el señor Juez de Sección espidió la sentencia apelada, loa Sres. 
Eubio y Foley, estaban concursados hacía mucho tiempo; y 
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que este heeho, que por otra parte, debió ser público, estaba 
en conocimiento del Juzgauo por haber pedido el señor Juez 
de Comercio ta remisión de este espediente. 

Basta esta circunstancia para poner de manifiesto la nulidad 
de todo lo obrado desde foja 60. 

La doctrina que sienta el señor Juez de Sección, en su sen- 
tencia no está de acuerdo con la jurisprudencia establecida en 
mas de una Tez por esta Corte. 

La jurisdicción de los Tribunales Federales es de escep- 
cion restrictiva é improrogable ; ni se rija tampoco por las 
leyes de derecho común, sino por las prescripciones de la Cons- 
titución y leyes nacionales. 

En cualquier estado de la causa en que la falta de competen- 
cia aparezca, debe el Juzgado declararlo de plano, sin que sea 
para ello necesaria la requisición de parte interesada. (S. i, T. 1, 
pág. 3U; i. ) ( T.5, png. 3i:¡; 2', T. 3\ pág, 488, etc. etc.). 

No es pues, exacto que fuera necesaria la solicitud 6 recla- 
mación del Juez del concurso como dice el señor Juez. Bastaba 
para eiimirse, que el hecho le constara de otros espedientes, 
seguí! ¿continuación lo afirma. 

Por todo esto pido á V. E. declare sin valor lo obrado desde 
f. 60 inclusive. 

Eduardo Costa. 



Vmíím de la luprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 38 de 1880. 

Vistos y considerando: que el apelado confiesa que estando 
en quiebra los Señores Kubio y Foley, el Juez de Comercio, 
solicitó la avocación de esta causa (foja sesenta y cinco) y que 
el Juzgado de Sección pronunció la sentencia definitiva en ella 



264 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

de foja sesenta á sesenta y cuatro, con que se ha iniciado la 
ejecución contra los apelantes, como fiadores de juzgado y 
sentenciado de dichos señores en esa causa, después de tener 
conocimiento judicial de la declaración de quiebra de los deu- 
dores principales (foja setenta y cuatro). 

Que según el artículo mil quinientos treinta y seis del Código 
de Comercio, la declaración de quiebra atrae al Tribunal Co- 
mercial todos los negocios judiciales pendientes del fallido, y 
todos sus créditos civiles activos y pasivos, y según el inciso 
primero del artículo doce de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia délos Tribunales Nacionales, en todos los juicios univer- 
sales de concurso de acreedores y partición de herencia, conocerá 
el Juez competente de provincia, cualquiera que fuere la nacio- 
nalidad ó vecindad de los directamente interesados en ellas. 

Que, de consiguiente, al dictar la referida sentencia el juz- 
gado de sección, carecia ya de jurisdicción para ello» y su 
sentencia no es válida, conforme á la ley doce, título veinte y 
dos, partida trece. 

T que no siendo prorogable, aunque las partes lo consientan, 
la jurisdicción nacional, á personas y cosas ajenas de ella 
(artículo primero de la ley de procedimientos), es deber del 
juez declarar, aun de oficio, su incompetencia, en cualquier 
estado de la causa en que se conozca. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador General, revócase el auto apelado de foja 
setenta y ocho, y se declara nula la sentencia citada de foja 
sesenta á sesenta y cuatro, debiendo el acreedor hacer uso de 
sus derecho* en el juicio de concurso de Ms señores Rubio y 
Foley. Satisfechas las costas de la instancia y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGU IZAMOS. — ULADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASFIim. 



■ 
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CAUSA LITIII 



0. Tomás Burbridge contra D Emilio Bieckert y D. E. Clark 
por cobro de posos. Incidente sobre prueba. 



Sumario — So puede interponerse recurso alguno del auto 
1 ? / « i v ^ puramente interlocutorias. 



Caso. - I>, Tomás Burbridge. argentino, demandó á D Emi- 
lio Bieckert y D. Enrique Clark, estrangeros, como sócios en 
la esplotaeion del Jardin « Kliseo >, la suma de 19,765 * m/c 
por trabajos de carpintería y albañilería y la entrega de unas 
herramientas. 

Bieckert contestó, entre otras cosas, que no hablando socio 
de Tlark con quien el demandante decia haber contratado riñó 
que Clark habia sido arrendatario de una parte del terreno del 
« Eliseo ». 

Durante el término de prueba, Bieckert presentó una carta 
que decia ser suscrita por Clark, y p ara autenticar la firma 
pidió se nombrasen peritos caligráficos. 



TALLO» Dt LA SUPREMA COHTE 



WmHm «el Jnri de Seeelsa 

Buenos Aire», Mano 16 de 1880 

Intímese á la contraria, manifieste su conformidad ó discon- 
formidad con el perito propuesto, en el término de veinte j 
cuatro horas, bajo apercibimiento de tener por nombrado y 
proceder por sí solo; 6 nombre otro en su parte en vi mismo 



La parte demandante pidió revocatoria de esta propenda, 
cuyo Tecurso fué rechazado por el Juez. 

El demandante apeló j el recurso le fué otorgado en rela- 
ción. 

rali, rif la ftupre» Carie 

Buenos Ai reí, Seliemhra 28 de 1880, 

Vistos : no pudiendo interponerse recurso alguno del auto 
de reposición de providencias puramente ¡nterlueutorias, con- 
forme á lo dispuesto en et articulo doscientos cinco de la ley 
de procedimientos, y hallándose comprendida en este caso la 
apelación concedida en este asunto para ante esta Corte, de- 
vuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia; prévia satis 
facción de costas y reposición de sellos. 

J. B. r.OROSTlAGA. — J. DOMIMGL'EZ.— 
O. LEGUZAVOE1. — r LADISLAO FHIAS, 
S* M - L ASI I L il . 
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f AINA LXII 



/). Fortunato Harte y otros contra 11 Teles foro Atienta 
y otrus, sobre rete indicación de un campo 



Sumario. — i" Ntftfun la-* i e yes antiguo*, no ora indispen- 
sable la escritura pública para perfeccionar un contrato do 
Ten ta de bienes raices. 

2" Habiendo el vendedor recibido e.1 precio, ni él ni sus suce- 
sores pueden apartarse del cumplimiento del contrato. 

3* Los herederas que aceptan una herencia suceden á su 
causante no solo en sus derechos sino en todas sus obligaciones. 

i" Los hijos no puedan demandar los bienes propios enaje- 
tiftfos por los padres, sin renunciar la herencia de estos. 

5 n Para que t ariete lugar el beneficio de restitución, acor- 
dado por fas leyes antiguas, era necesario probar la menor 
edad y el daño causado. 

C° Por la Legislación actual, ese beneficio ha sido suprimido 
y no puede ser alegado en juicio. 



Caso. — El caso está bien esplicado en el siguiente: 



Falla del Juez de Sección 



Siltt. Enero 10 de 1680. 

Vistos los autos promovidos por D. Félix Roca Arias, en 
representación de Fortunato, Angel Damasuco y Lastíiñalriarte, 
vecinos de la provincia de Jujuy, contra Carmen* Telésforn, 
Teodoro, Solano, Matías* Mercedes y Beatriz Atienza, Manuel 
María Terruíino, Uregorio Suan.»zy Mariano Tabeada, vecinos 
de la provincia de Salta sobre reivindicación de la estancia 
Yaquíasmé, resulta lo siguiente : 

Los demandantes deducen en sil demanda de f. 13 las accio- 
nes de nulidad y restitución t'n integrum para que la estancia 
citada les sea devuelta por los demandados. 

Dicen respecto de la nulidad: que dicha estancia fué de 
propiedad esclusiva de su finado padre D. Segundo Iriarte: 
que á la muerte de este, su madre doña Saturnina Vidal, se 
casó en segundas nupcias con D. Francisco Villada, que 
á los demandados la estancia de Yaquismé: quu 
venta es nula : 

I o Porque fué hecha por quien no era dueño, ni tenia facul- 
tad para vender; 2* porque la venta se hito sin escritura 
pública; y 3 o porque habiendo habido menores interesados, se 
procedió sin prívia autorización del Juez, sin intervención del 
Defensor de Menores y sin haberle hecho la venta en pública 
subasta, requisitos indispensables según las leyes 18, tít, 16, 
partida 6", y 60, tít. 18, part. 3', 

En cuanto á la restitución dicen que la ley V t tít. 19, par- 
tida 6', acuerda á los menores este beneficio hasta cuatro años 
después de su minoridad, y que hallándose aun dentro de este 
término algunos de ellos, lo hacen valer y piden en su conse- 
cuencia, la restitución de la estancia indicada ron todos los 
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frutos percibidos desde que los demandados entraron en pose- 
sión de ella, como poseedores de mala fé. 

Estos contestaron negando los hechos que en la demanda se 
aseveran acerca de la nulidad y agregan : que la venta de la 
estancia que se cuestiona, se hizo no por 1>. Francisco Villada 
sino por Da. Saturnina Villada, madre de los demandantes, 
y á la cual estos sucedieron como herederos lejítimos: que en 
su calidad de herederas se han confundido sus derechos con 
los de su causante, asi como también sus obligaciones ; que 
siendo una de estas sanear la venta de Yaquiasmé estaban 
aquellos en el f tzoho caso de cumplirla para lo cual piden, 
si no renunciar, a su propia defensa, se les cite de eviccion y 
saneamiento á este juicio. En cuanto á la restitución, dicen 
que los demandantes no gozan de este beneficio, no sob> porque 
se los niega el Código que nos rige, sinó también porque están 
fuera del término que lijaban las antiguas leyes para usaT 
de él. 

Alegan además que la legitimidad de sus derechos está con- 
firmada por la prescripción de mas de veinte años, durante los 
cuales han poseído pacíficamente y con títulos de propietarios, 
ta estancia de Yaquiasmé: que está igualmente prescripta por 
el transcurso de dos años la acción de nulidad, y concluyen 
pidiendo se condene á los demandantes en las costas, daños y 
perjuicios, y 

Considerando, en cuanto á la nulidad que D. Segundo Iriarte, 
dueño de la estancia de Yaquiasmé, vendió esta finca poco 
tiempo antes de su muerte por la cantidad de 600 pesos ú los 
Sres. D, Luis Nogal y I). Nicolás Saravia, según consta por el 
documento de f. 9i, declaraciones de fs. 107 y 131 y el informe 
de f. 133 del perito partidor de los bienes del citado Iriarte: 
que esta venta según las leyes 1» y fl\ tít. 5°, part. 5' era 
válida y perfecta sin necesidad de escritura pública ; pues si 
se habla de esta en el documento de f. 94, no es como una 
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condición de la renta, sin ó como de una obligación que contrae 
el tendedor de otorgarla en el término de tres meses: que 
siendo esto así y constando del informe citado de f. 133 y de- 
claración de f. 31, que aquel habia recibido parte del precio 
de la cusa vendida, no podía, según la ley 7* título y partida 
rilada ni él uí sus sucesores apartarse del cumplimiento del 
contrato, putlicndo en consecuencia, considerarse desde luego 
la cosa asi vendida como fuera de su patrimonio: que esto no 
obstante, habiendo los demandados ofrecido mayor precio y 
stiscitádose con este motivo algunas dificultades entre el vende- 
dor y los primeros compradores, aquel autorizó al tiempo de su 
muerte á su viuda Da. Saturnina Vidal, para que arreglase el 
asunto como mejor le pareciese (informe de f . 133), resultando 
de aquí que esta, mediante una transacción con Nogal y Sara- 
via, í.ansiguió que la estancia vendida á estos, se vendiese A los 
demandados por la cantidad de mil pesos (escritura pública 
de f. 70), los cuales se distribuyeron entre los mismos deman- 
dantes, según consta de las hijuelas de f. 145 vuelta a f. i AS: 
rpie al proceder así dicha viuda, no ha hecho otra cosa que 
ronsumaren mejores condiciones, aunque con personas distintas, 
un contrato celebrado ya por su esposo y á cuyo cumplimiento 
estaban obligados sus sucesores {ley ii, tít. \ 4, part. 3' con- 
cordante con el art. 8 o , tit. 4°, ¿ec. 1-, lib. 4' del Código Civil) : 
que siendo esto así no puede decirse que la venta de Yaquiasmé 
se hubie>e hecho por quien no era dueño ni tenia autorización 
para vender, pues, segim resulta de autos, fué hecha primero 
por D. Segundo Iriarte, propietario de ella, y después por su 
viuda con la autorización del mismo: que dicha renta, de la cual 
hace especial mención el perito partidor en su informe de 
f Í3X ha sido además aprobada implícitamente por el Juez 
con intervención del Defensor de Menores, puesto que la parti- 
ción de los bienes de D. Segundo Iriarte de fs. i 43 á t48 en 
la que figura el precio de dicha venta y su distribución, ha sido 
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aprobada á f. 144 y 145 por estos funcionarios; que aparte de 
todo esto y suponiendo que la estancia de Yaquiasmé hubiera 
sido patrimonio eselusivo de los demandantes, no p^dian estos 
deducir la acción do nulidad contra la venta hecha por su finada 
madre Da, Saturnina Vidal; pues constado las partidas 15(i á 
f. 158 que la aceptación y tasación provenía de los bienes per- 
tenecientes á la herencia que esta dejó á su muerte, y es un 
principio consignado en el prólogo del títtulo 6° partida (i* 
y en varias otras disposiciones de ese Código, que el here- 
dero que acepta ta herencia sucede á su causante no solo 
en sus derechos siuó en todas sus obligaciones, debiendo ser 
consideradas ambas jurídicamente como una misma persona, 
seguu la espresíon de la ley \% tít. 9, part. 7 1 ; que siendo esto 
asi los demandantes han sucedido á su madre en la obligación 
de sanear la venta que esta hizo á los demandados de la estan- 
cia de Yaquiasmé, y por consiguiente la acción de nulidad que 
deducen contra dicha venta debe ser rechazado como incom- 
patible con aquella obligación, pues así lo enseña el principio : 
Qnam de evüime tened actione eundem atjentes repelí tt exeeptio; 
Que de conformidad á este principio, la ley 24, tít. 13, part. 5 9 , 
prohibe espresamente á los hijos que demanden sus bienes 
propios enajenados por su padre, sin renunciar la herencia de 
este, la cual renuuoia no se ha hecho en el presente caso. 

Considerando en cuanto á Ja restitución, que este beneiicio, 
según Jas leyes antiguas que invocan los demandantes, se funda 
en la menor edad y en el daño sufrido por el menor, ya sea por 
sus propios actos, por los de su guardador Ó por los de otros 
(prólogo y leyes !• y 8-, título 19, part. 6*); que siendo esto así, 
es de necesidad probar en juicio ambos estreñios á la vez para 
que aquel pueda ser admitido; Que no puede serlo en el pre- 
sente caso, aun según las antiguas leyes sin haberse provado 
la lesión sufrida por los que se dicen menores, con motivo de 
la venta de Yaquiasmé, hecha por su madre Da. Saturnina 
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Vidal; resulta de autos que obtuvieron en esta venta nn mejor 
precio qne el que hubieran obtenido en el caso de dejar subsis- 
tente la hecha por su padre D. Segundo Iriartc y contra la 
cual nada podían oponer. Que no siendo la restitución m inte' 
grum mas que una facultad ó beneficio acordado por las leyes 
antiguas á los menores t y no habiéndose ejercido antes de la 
vigencia del Código que nos rige, se hallan sujetos á las dispo- 
siciones de este, según lo dispone el artículo 2*\ titulo comple- 
mentario * De la aplicación de las leyes i ; que siendo esto así y 
habiéndose suprimido dicho beneficio de nuestra legislación 
vigente, no puede tener lugar en juicio. 

Por estas consideraciones y do conformidad, á las leyes y 
principios citados, fallo absolviendo á los demandados de la 
demanda, con costas. Notifíquese con el original previa repo- 



Vistos : por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja trescientos seis. Satisfechas aquellas, 
y repuestos los sellos devuélvase. 

- 




Federico ¡barguren. 



r«ll* de I. Suprema C«rt« 



Bueno* Airea» Octubre ,> de 1880 



J. B. GOROSTIAGA. — f. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAMOrV. — ULAD1SLAO FRIAS- 
— S. « LAHPIL'R. 
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causa lx: 



D. Ernesto de las Carreras contra 0. Aurelio González; sobre 
desembargo de un buque. 



Sumario, — I o El depositario judicial de un buque es acreedor 
privilegiado contra éste, por sus sueldos de tal. 

2 g Contra los embargos judiciales uo procede el interdicto de 
retener. 



Caso. — En un juicio ejecutivo contra el propietario del 
vapor * Rio Truguay » fué embargado éste y nombrado depo- 
sitario judicial D. Aurelio González, 

El buque pasó á seT de Cabal y C", quedando inhibida á 
aquellos la enajenación para garantir el crédito de González 
por sueldos. 

Impago este, ejecutó el buque, que volvió a ser embargado. 

Carreras alegando que por convenio particular con Cabal 
y C' el buque había pasado á ser de él, y presentando al efecto 
una declaratoria hecha ante escribano, dedujo contra González 
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rallo *>t Juta 



Buenoa tires, Noviembre 29 de 1880. 

Visto este incidente de tercería deducida por D. Ernesto de 
las Carreras, en la ejecución seguida por D. Anrelio González 
contra los Sres. Emilio Cabal y C", y de que resulta: 

í° Que D. Aurelio González fué nombrado depositario judi- 
cial del vapor € Rio Uruguay » embargado en el juicio ejecutivo 
seguido por el Banco Mercantil contra D. Guillermo Matti, 
por cobro de pesos. 

2 o Que el Banco Mercantil vendió su crédito á D, Emilio 
Cabal y C\ haciéndose en consecuencia dueño del buque, no 
pudiendo ejecutarse la transacción mientras no se suspendiese 
el embargo pedido por parte del depositario, por cobro de sus 
sueldos; por lo que se convino con éste el dejar sin efecto el 
embargo mediante cierta* condiciones, como de constituirse el 
Sr. Cabal responsable del pago de los sueldos del depositario, 
y la de quedar subsistente la interdicción para enajenar el 
buqu t hasta tanto que no se hiciera el pago de las sumaa 
enunciadas. 

Y considerando: 1° Que el crédito qne cobra D. Aurelio 
Gonzalo procede de las derechos que como depositario le cor- 
responden durante el tiempo que tuvo á su cargo el vapor «Rio 
Uruguay»; y que los coditos de esta naturaleza gozando 
privilegio según el artículo 1025 del Código de Comercio. 

2 o Que aun considerando que los eruditos en general de un 
buque, no se estinguen ni aun en los casos de venta voluntaria del 
buque, sino después de transcurridos ciertos plazos y de lle- 
nadas ciertas condiciones (artículo 1021 del Código de Co- 
mercio); y en el caso actual no ha habido venta, ni trasmisión 
de propiedad, no importando la escritura de f . . . mas que una 
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declaración de derechos entre sócios. hecho privado que no 
debilita loa derechos de los acreedores privilegiados y mucho 
menos el del fe González, que ejerce además el derecho da 
retención j puede pedir el embargo del buque, mayormente 
desde que estaba inhibido el fe Cabul para Tender el espiado 
buque. 

3° Y finalmente que el interdicto de retener la posesión no 
procede en los casos de embargo judicial. 

Por estas consideraciones, fallo declarando sin lugar la ter- 
cería deducida, con costas. Notifícese original y repóngase el 
sello. 

Isidoro Albarracm. 

F»Ilo de 1* 



Buenos Airej, Ocltibre 5 de 1880. 



Vistos: por sus fundamentos y considerando además, que el 
apelado no ha renunciado de modo al-nno d privil— i de que 
por su naturaleza goza 3U crédito; confírmase la° sentencia 
apelada de foja diez y ocho á diez y nueve, con cortas, y satis- 
fechas las de la instancia y repuestos los sellos, devuélvanse 
estos autos y los dermis que se han agregado y pedido ad 



*. B. COROSTUSA. — J. DOMÍNGUEZ. — 
S. M. LASPÍL'B. 
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CAUSA LIX1 



D, Gervacto J, Paez y Ca. contra D. Bartolo Gardella, sobre 



Sumario. — i* Una persona cupaz para contratar no puede 
pedir la nulidad de un acto jurídico fundándose en la incapa- 
cidad de la otra parte contratante. 

2 o En el contrato de compra-n-nta de un buque, sí este se 
pieTde estando el comprador en mora para recibirte y habiendo 
puesto a bordo quien lo cuidara, la pérdida perjudica i (\ y 
no al vendedor. 

■ 

3° Es deber del demandado oponer en la contestación todas 
las escepciones que le favorezcan, so pena de no serle admiti- 
das después. 



Caso, — El caso está esplicado en el siguiente : 

FaJI* í«I lucí de Serrlon 

Bueno» Aíres, Enero 12 de 1880. 



Vistos estos autos seguidos por los Sres. Paez y Ca., contra 
D. Bartolo Gardella sobre cumplimiento de un contrato de 
compra-venta de un vapor y de que resulta: I o Que en 2 de 
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Mayo tic 1877 celebraron un contrato por el que Paez vendió á 
Gardella el vapor e General San Martin » en el precio y forma 
de pago que se estipula en el documento de f. I una vez arre- 
glado con el Directorio del Banco de la Provincia la manera 
convenida para el pago de una de las cuotue. 

2 o Que verificado ese arreglo Paez pidió á Gardella ó á su 
apoderado general el cumplimiento de lo estipulado y ofre- 
ciendo al mismo tiempo escriturar la venta del vapor 24 de 
Julio del mismo año (f. i vta.) sin conseguir su objeto. 

3" Que en vista de esta resistencia Paez demandó á Gardella 
al cumplimiento del contrato ó sea á que firme loa pagarés en 
que debia verificarse el precio y le indemnizara de los perjui- 
cios y daños de la demora. 

4* Que corrido traslado de la demanda, y sin negar ni con- 
tradecir los hechos en que Paez funda su demanda. Gardella 
alegó no estar obligado al cumplimiento de ese contrato por 
cuanto Paez era incapaz de contratar en el momento de su 
celebración, como que estaba concursado, y 

Considerando: V Que se hace innecesaria la prueba desde 
que el demandado no ha negado ni contradicho los hechos eu 
que el actor funda su acción, desde que osto equivale i la con- 
fesión implícita á que s t refiere el artículo 75 de la ley de En- 
juiciamiento, y ha acompañado además el Sr. Gardella la cúpia 
del contrato de compra de f. í % de que resulta plena y legal- 
mente comprobado el contrato de compra venta. 

S° Que tanto de la esposieion del demandante, como de los 
documentos citados, se vé que la dicha compra-venta estaba solo 
sujeta á una condición suspensiva; que consistía en que el 
Banco de la Provincia aprobara la subrogación de dpuda á Gar- 
della por Paez, aprobación que tuvo lugar en Julio del 77. 

3 o Que como se halla confesado en el escrito de f. 13 al se- 
gundo otro sí y reconocido en el auto de f. 75 Gardello había 
entrado en posesión del vapor y por lo mismo cumplídose la 

T. XIII. ¿y 
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entrega; y por tanto realizada la condición, estaba el compra- 
dor en la obligación de pagar el precio (inciso 2". art. 47 del 
título «De la compra-venta», Código Civil). 

4,° Que la única objeción que se opone por el demandado 
consiste en la nulidad del contrato por falta de capacidad legal 
del concursado Paez, en el momento de au celebración; paro 
esta observación no es atendible tanto porque Gardella ha de- 
bido conocer por la notoriedad pública la condición del concur- 
sado ; y no puede hacerse valer la nulidad por el que á sabien- 
das ó debiendo saber ha contribuido al acto (art. 1 i , título « De 
la nulidad de los actos jurídicos », Código Civil); cuanto porque 
ese virio ó defecto en la celebración había cesado en el mo- 
mento de la ejec ución, y tanto el despacho de la solicitud al 
Bancu firmado por Gardella, como la posesión del vapor por el 
mismo en el mes de Julio, no dejan lu^ar á dudas de que liabia 
habido una verdadera confirmación tácita que hace desaparecer 
la nulidad ya sea de incapacidad ó de forma (arts. 1 o , 2' y b c Tít. 
c De la confirmación de los actos nulos ó auulables >, Código 
Civil.) 

■>» Que el precio debió pagarse en pagarés á plazo que Be han 
vencido y la mitad en una letra ul Banco de la Provincia. 

Por estas consideraciones, fallo, que D. Bartolo Gardella, 
pague a los Sres. Paez y Ca. á los diez días de ejecutoriada la 
presente, la suma de ciento cincuenta mil pesos moneda corriente 
con los intereses de plaza desde el vencimiento de las letras i 
que se refieren los pagarés que figuran en las partidas 2* y 3' 
del documento de f. I a y á la indemnización de los daños prove- 
nientes do no haber hecho la sostítucion de las firmas en las 
letras de Paez del Banco de la Provincia a que hace relación 
la primera partida del documenta citado, con costas. Repónganse 
los sellos, y notifíquese con el original. 

Isidoro Albarracin. 

■ 
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■ 

Buenos Airea, Oclubre 5 de 1880. 

Vistos y considerando : que en la contestación á la demanda 
no opuso Gardella mas escepcion que la incapacidad de Paez 
para contratar, por hallarse en estado de quiebra y concursado. 

Que antes de la contestación Gardella, según lo manifestó 
en otrosí del mismo escrito y lo ha reconocido posteriormente, 
se habin obligado por un nuevo arreglo con el demandante á 
cumplir el contrato primitivo de foja una y foja doce, con cier- 
tas modificaciones que Éáéz solo lia admitido en parte. 

Que i la fecha de ese nuevo arreglo, consta que Paez estala 
ya habilitado para contratar, habiendo quedado por lo tanto, 
vúl idamente renovado por ese hecho el contr ito de su refe- 
rencia y subsanado cualquier vicio d« que él mismo pudiera 
adolecer. 

Que es además de derecho que la persona capaz no puede 
pedir la nulidad de un acto jurídico, fundándose en la incapaci- 
dad de la otra parte (artículo trece, «Nulidad de los actos jurí- 
dicos» Código Civil.) 

Que la escepcion opuesta resulta por consiguiente injustifi- 
cada é ilegal, quedando en todas su fuerza las obligaciones que 
por el contrato contrajo el comprador. 

Que esío no puede sufrir alteración á causa de la pérdida 
posteriormente ocurrida del vapor objeto del contrato, como lo 
pretende Gardella, fundándose principalmente en los siguien- 
tes motivos. 

Primero; Que no habiéndose otorgado la escritura de venta, 
ni Tcrificádose la tradición, el dominio del buque no le halia 
sido trasmitido. 

Segundo: Que poi el nuevo arreglo antes mencionado, se ha- 
bía obligado Paez á hacer reparaciones en el casco del vapor. 
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Tercero: Qué la pérdida de este tuvo lugar á causa de y icios 
redhibitorios existentes al tiempo de la renta. 

Considerando con Tespecto al primero de estos motivos, que 
aun admitiendo que el dominio del rapor no hubiera en rigor 
pasado á (.¡ardella, el había sido, en virtud de la demanda, cons- 
tituido en mora de concurrir al otorgamiento de la escritura y 
pagar el precio. Si esto no se verificó oportunamente fué por su 
negativa injustificada, sin la cual no habría ocurrido tampoco 
la pérdida del buque en las circunstancias en que turo lugar i 
y de consiguiente, si la pérdida no es aun ásu cargo en razón da 
ser propietario, lo es en virtud de las responsabilidades legales 
del comprador culpable y moroso (artículo doscientos doce, 
quinientos cuarenta y uno, Código de Comercio, y ciento nueve 
«De la compra-venta», Código Civil): Que además al tiempo de 
la sumersión del buque, él estaba al cuidado de una persona, 
no solo pagada por GaTdella, sinó elegida y nombrada por él 
según se deduce claramente del oirasí del escrito de contesta- 
ción en que pretende se haga saber á Paez, que el gasto del 
cuidador corre desde eutonces do su cuenta y debe nombrar al 
que crea conveniente. 

Considerando respecto al segundo motivo, que si Paez se 
obligó á hacer algunas reparaciones en el vapor, eso no debia 
obstar ;í la ejecución del contrato; pues á estar á la propia ver- 
sión de Gardella. sobre los términos del nuevo arreglo, la escri- 
tura debia ser otorgada dentro de ocho dias, y hacerse al mismo 
tiempo la entrega; sin que nada de esto dependiera de las refac- 
ciones, que podían hacerse, cualquiera que fuese el que estu- 
viera en posesión del buque. 

Y en cuanto al tercer motivo; considerando que es deber del 
demandado oponer en la contestación todas las escepciones que 
le favorezcan, so pena de no serle admitidas después (artículo 
ochenta y cinco, Ley de Proced imientos), que Gardella 4 pesar de 
esto, y de saber según afirma que el casco del buque se hallaba 
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en mal estado, nada dijo en la contestación, y si solo después 
de la pírdidr. del buque y en ta presente instancia, sobre refac- 
ciones pendientes ni sobre vicios redhibitorios, limitándose 
como se ha notado á alegar la incapacidad de Paez. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
anclada, se confirma, con costas, con declaración de que la in- 
demnización de perjuicios que acuerda en la última parte, debe 
reducirse al desembolso de las sumas \\\w Vwi hayu tenido ó 
tenga que pagar al Banco de la Provincia, en razón de las le- 
tras que GaTdella su obligó á tomar á su cargo. Satisfechas las 
rustas y repuestos los sellos devuélvase. Notifíqnese con el 
original. 



J. B. GOROST1ACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGLI7.AMOS. — CLAD1SLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUR. 



<AU»A IiXXIl 



/). Francisco lirau, par 



Sumario. — i° En todas las Aduanas de la Nación debe 
practicarse por el Administrador y el Contador Iuter?entor 
raensualmente un balance, con verificación de los saldos ó exis- 
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tenciaa de caja, remitiéndose un ejemplar al Ministerio de 
Hacienda y otro á la Contaduría General. 

2 o Si el interventor encuentra diferencia entre el balance y 
las existencias, debe participarlo inmediatamente, bajo las res- 
ponsabilidades- legales, al Poder Ejecutivo y á la Contaduría 
fieneral para que tomen las medidas necesarias. 

3 o En las Aduanas y Receptorías de ta República, las cajas 
en que «e guarda el dinero, letras y otros valores del Estado, 
deben tener dos llaves, una en poder del Administrador y otra 
en el del Contador Interventor, y ambos conjuntamente son 
responsables por su contenido, según resulte de la cuenta 
de caja. 

1° Xadie puede alegar como escusa la ignorancia de las 
leyes. 

5° El interventor comete delito de falsedad si pasa estados 
que no sean la espresion de la conformidad del respectivo ba- 
lance con los saldos ó* existencias de caja. 

o No constando que el interventor haya sustraído por «1 ni 
aprovechado de los dineros robados, existiendo por el contrario 
informes fidedignos acerca de su buena conducta y honradez 
particular, estas circunstancias atenuantes deben influir en la 
imposición de la pena, nsí como la práctica de los Tribunales 
en castigar con pena menor al cómplice que al autor principal 
de un delito. 



Caso. — El caso está esplícado en el 

Fall* «el Jufi d« fteeei« H 

Vistos : resulta de los precedentes autos, que el Procurador 
Fiscal nombrado ad fioe por impedimento del titular, ejercita 
a acción criminal ron los documentos remitidos por el Minia- 



terio do Hacienda, fojas 4 á 7, contra D. Salvador Espoleta Ad- 
ministrador que fué de la Aduana del Uruguay y contra D. 
Francisco Brau, Contador Interventor que fué de la misma, 
por sustracción de fondos pertenecientes á la Renta Nacional 
do dicha Aduana; pidiendo por el escrito de foja 13 se cometa 
la instrucción de la sumaria contra Brau al Juez del Crimen 
del Uruguay, con prevención de que instruida, sea remitido con 
ella el citado Brau para la prosecución de la causa. Se hace 
ademas la salvedad do no pedirse igual procedimiento contra 
Espeleta, por ser de notoriedad pública su fallecimiento y cons- 
tar de los mismos antecedentes pasados por el Ministerio. 

Por auto de fuja H se proveyó de conformidad á lo deman- 
dado; pero habiéndose comunicado por el oticío de foja 15 que 
Bran no se encontraba en el Uruguay, se dictú á solicitud fis* 
ral la providencia de foja 24 y se le llamó y emplazo por edic- 
tos, foja 27. 

Presentado Brau se espidió la providencia do foja. . . prévia 
vista fiscal. 

Se tomó la indagatoria de foja 29 á foja 32 y en ella aparece 
declarar lo siguiente : 

Haber desempeñado el empleo de Contador Interventor en 
la citada Aduana, desde Agosto de 1871 hasta Noviembre del 77, 
cumpliendo en su ejercicio con la hy de contabilidad y sin de- 
jar de pasar mensualmente el balance de caja; pero que este 
balance no era mas que una copia del libro de caja por lo cual 
no aparecía el déficit, que posteriormente se ha notado. Dice 
también ser cierto, que fueron recibidos por el Administrador 
Espeleta los billetes del Raneo Entre-Riano que aparecen en 
caja con violación de la ley. Confiesa haber estado algunos 
dias, encargado por Espeleta de la Administración de la Aduana 
y que después del fallecimiento de este, lo estuvo también por 
disposición del Ministerio de Hacienda. Espone ademas, que el 
tenia conocimiento del déficit de caja, pero que no se creia 
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obligado, ó con el deber, de hacerlo conocer ¡ porque tampoco 
se creía responsable de él. Asimismo espresa, que la caja no 
tenia sinó una llave y que esta la cargaba el Administrador. 
Agrega igualmente que en dos ó tres visitas que se practicaron 
por loa Inspectores de Aduanas los Sres. Pedriel y Camelino, 
no sabe que estos hubieran inspeccionado la caja, ni los libros, 
pues que á él no le pidieron conocimiento alguno. 

Este es el contenido de la indagatoria en las fojas citadas. 

Aparece ademas de la cópia de la información instruida 
foja 33 por el Visitador Sr. Pedriel, de foja 35 adelante, es- 
puesto de igual modo por Brau, todo cuanto ha referido en sn 
indagatoria sin otra diferencia que la de haber espresado en 
aquella * que suponia déficit en caja, porque continuamente 
Tcia que Espeleta disponía de los fondos en objetos estraiios. 
En cuanto al balance de caja, dice también, que solo una vez se 
hizo y que resultó conforme. Hace algunas esplicaciones sobro 
el manejo de las llaves de la caja tendentes a demostrar que 
Espoleta siempre corría con «Has y á manifestar que él era un 
empleado subalterno que no hacia sinó obedecer á su superior, 
sin derecho á vijilarlo por lo cual no podia dar conocimiento del 
déficit aun cuando lo supusiera. 

Llamado á prestar la confesión con cargos, foja 54, ratifícase 
en que el balance que pasaba mensualmente á la Contaduría 
era estractado de los libros ; pues que del dinero de caja solo 
se tomó balance una vee por indicación del Administrador, 
quien entonces permitió que se hiciera. Se escusa con no creer- 
se autorizado para fiscalizar al Administrador y que respecto 
al déficit que suponia, no daba paso alguno por temor de re- 
sultar engañado. En cuanto á la admisión de los billetes del 
Banco Entre-IUano que esta se hizo por órden del Administra- 
dor y que no aparece en los libros especificada esa moneda, 
Se afirmó en no tener conocimiento del decreto de 18 de Junio 
del 73 que lo responsabilizaba del déficit de caja, como así 
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mismo de las diaposiciones del Registro Oficial ; asi es qne 
se ratifica en asegurar que ignoraba, que la caja debiese tener 
dos llaves, para que tina de ellas estuviese en su poder. Que 
tampoco loa señores Visitadores que habian visto la caja con 
solo una llave, jamás hicieron observación alguna advirtiéndo- 
lo para que se subsanara. 

A foja 72 el Procurador Fiscal ad /toe, sin entablar acusación, 
pide en mérito de los antecedentes, que se dé por compurga- 
das las faltas en que ha incurrido Brau con el tiempo de pri- 
sión que ha sufrido y que se le ponga en libertad. 

Empero, por providencia de foja 73, no obstante el diefámen 
fiscal, se pidió á los visitadores de aduanas los informes que 
corren de foja 77 á foja 85. 

Hecha la defensa que corre á foja. . . se recibió la causa i 
prueba por auto de foja.,. y las presentadas por el defensor son 
las que corren de foja 9! á foja 10i>, constante de las declara- 
ciones que favorecen al procesado y lo clasifican de honradez 
reconocida, incapaz por lo mismo de haber tenido parte en la 
sustracción de fondos de la Aduana del Uruguay, que mas bien 
atribuyen al Administrador Espoleta, 

Esta es la historia de lo que arroja el proceso y do los cono- 
cimientos y datos que han debido servir de base á la acusación, 
como deben servir en la sentencia criminal que no puede ser 
sinó el corolario del juicio, sobre el punto de los hechos de cuya 
certeza debe emanar la convicción. En su mérito. 

Considerando: \° Que el déficit de la caja de Aduana del 
Uruguay, siendo su Administrador el finado Salvador Espoleta y 
f'ontador Interventor, el procesado Francisco Brau, según liqui- 
dación de la Contaduría General, foja 4, asciende á la suma de 
veinte mil seiscientos diez y nueve pesos fuertes con cuarenta 
y tres centavos, cuya falta importa una sustracción criminal de 
fondos, punible por ley; y que no puede imputarse sinó á los 
empleados á cuyo cargo ha estado y corrido el manejo de la caja. 
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2" Que por el eiámen de cuentas « documento citado de f. 4 » 
aparece también bolada la Ley de Aduana en perjuicio de la 
renta, por haberse admitido o dádose entrada á la caja de dicha 
Aduana á la suma de tres mil cuatrocientos seis pesos bolivia- 
nos, oon un real, en billetes del Banco Entre-Uiano, equivalente 
■X dos mil quinientos noventa y cinco pesos fuertes. 

3 o Que estos hechos punibles son los que constituyen el 
cuerpo del delito, sin que baya reparo ni observación alguna en 
con 'r ario. 

4« Que de tales procedimientos criminales resulta obligado 
i responder el procesado lírau por la responsabilidad solidaría 
inherente al empleo que ejercía de Contador Interventor, sin 
que pueda procederse de igual modo contra el administrador 
Kspeleta por baber fallecido como consta de autos. 

5° Que flrnu no niega el déficit procedente de sustracción 
de fondos, ni la admisión de los referidos billetes bancarios, re- 
conociendo en todo un delito. 

6 o Que aún cuando escusa su responsabilidad criminal, atri- 
buyendo el hecho de la sustracción de fondos de que procede 
el déficit al administrador, finado Espoleta, y como á mandato 
de este mismo la admw'on de los billetes en caja; esto lo hace 
sin presentar ni esponer escusas motivadas, que salgan de los 
límites de una tolerancia ú ocultación culpables, que no pueden 
dejar de complicarlo en el crimen, con la misma persona á 
quien lo atribuye ; por razón de responsabilidad mancomunada 
y solidaria que al uno y al otro Ies asistiera como empleados. 

7 rt Que esa tolerancia ú ocultación del delito, aún supuesto 
el caso de que Espoleta hubiera sido el único perpetrador de la 
sustracción, aparece tanto mas criminosa en el procesado, 
cnanto que en su indagatoria y confesión dice : que los estados 
mensuales que mandaba á la Contaduría General, no eran pa- 
sados con el balance de caja, porque este no se practicó sino 
una sola vez, asi es que aquellos no eran sinÓ una copia del 
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libro - lo que demuestra, que los dichos documentos no solo no 
eran conformes a lo dispuesto por ley, sino que por ellos se 
ocultaba el estado verdadero de la caja, dándose mérito á que 
hubiese ido creciendo el déficit hasta la suma a que llegó, hecho 
que, por cierto, reagraba la responsabilidad de Brau como Con- 
tador Interventor. 

8 o Que siendo otra de las escusas de Brau, e que la caja no 
tenia sino la llave que estaba siempre en poder del administra- 
dor Espeleta, lo que le impedia conocer el estado ó déficit do 
,ii L ha cuja », tampoco lo exime esta escusa do responsabilidad 
criminal, puesto que, en su indagatoria y confesión espone 
«que algunos días desempeñó por disposición de Espeleta el 
cargo de Administrador, y otras veces cuando aquel no podia 
concurrir al despacho, lo mandaba la llave de caja para hacer 
los pagos : » — poT lo que se vé, que tuvo ocasión do conocer ó 
imponerse evidentemente del estado de lo caja y de su confor- 
midad o disconformidad con el libro de asientos ; como igual- 
mente de saber si los estados que pasaba por solo la copia del 
libro, eran ó no eiactos. 

9 o Que esta consideración anterior, viene á oponerse tam- 
bién, á la escusa que da Brau, alegando ignorancia del decreto 
que prescribe < que la caja en las aduanas tengan dos llaves, la 
una á cargo del Admistrador y la otra á cargo del Contador In- 
terventor, sujeto a igual responsabilidad;» porque aún en el su- 
puesto de que la ignorancia de los preceptos legales, pudiese 
ser atendible en juicio, el hecho de haber) pasado Brau estados 
* después de haber tenido ocasión de abrir y de registrar la 
coja, como queda espuesto, sin que no obstauto, hubiese se- 
guido desapercibido el délicit que existiera, ya conocido por él. 
puesto que habia tenido como registrar la caja ; [esto lo consti- 
tuye criminal y culpablu de falsedad en dichos estados, siendo 
tanto mas grave la criminalidad cuanto que en su calidad de 
Contador Interventor, le correspondía pasar mensualmento 
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esos estados y documentos á la Contaduría General con entera 
exactitud, como comprobantes auténticos de cuentas, cuya 
condición do podia serle ignorada. 

iO. Que consistiendo todas las demás escusas ó escepciones 
dadas por el procesado, en consideración de respeto y de la obe- 
diencia que dice le parecia deber tenerle al Administrador 
Espoleta ; en no creerse, por lo mismo de ser aquel su superior, 
con la obligación de fiscalizarlo; ni ménos con la de denunciar 
las disipaciones que hiciera, aunque le constara, porque lo veía, 
que aquel Administrador empleaba fondos de la caja en sus gas- 
tos particulares; que en fin pasaba y toleraba todo esto por no 
reputarse tampoco con responsabilidad alguna, ni 
parse de otra cosa que la de obedecer al Administrador. — ' 
todo esto, lejos de tener algún valor legal ó jurídico que men- 
guar pudiera la imputación del delito en el procesado, lo tienen 
mas bien para agravar su culpabilidad, por negligencia y aban- 
dono criminales, en el cuidado del producido de la renta, res- 
pecto del cual se hallaba en el imprescindible dcbeT como lo 
sabia de pasar dientas eiactas á la Contaduría General ; y de 
no hacerlo así, que quedaba espuesto a sufrir la responsabilidad 
que designa la ley penal de los delitos, cuyo juzgamiento cor- 
responde á los Juzgados nacionales. 

H Que i pesar, no obstante de lo dictaminado por el Pro- 
curador Fiscal ad hoc, foja % los hechos todos que han sido 
detallados, como constantes de autos, no pueden ser conside- 
rados como opina el fiscal, por meras faltas de celo ó de poca 
atención administrativa en el procesado Brau j puesto que de 
autos aparece con la mas clara evidencia la comprobación 
del déficit en la caja de Aduana del Uruguay, por la sustracción 
de fondos que motiva el presente juicio criminal ; cuyo hecho 
que fué pasando desapercibo y por ello dándose lugar á que 
la sustracción continuara (á causa como es consiguiente de la 
6 falsedad de los estados que le correspondía á lírau 
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dirigir mensual mente á la Contaduría General de la Nación) lo 
complican maliciosamente en tal sustracción de que proviene 
el déficit ; en razou por lo visto, de la ocultación que se hacia 
en dichos estados, siendo reducidos á ser la copia del libro de 
asientos y oo de lo que debia aparecer con el balaceo de caja, 
de cuyo haber debió imponerse, como se ha dicho, por lomé- 
nos cuando tuvo la ocasión que le ofreciera el tener las llaves 
de la caja para hacer los pagos y cuando estuvo encargado por 
Espoleta de la Aduada, como se ha repitido ántes. 

Por tales antecedentes, como fundamentos deducidos de ellos t 
y en atención á no haberse hecho reintegro del déficit prove- 
niente de la sustracción de fondos perpetrado en la Aduana del 
Uruguay, ni presentádose bienes en cantidad alguna sufi- 
cientes á garantir su resarcimiento en la suma que asciende Ja 
sustracción, que es la do veinte mil seiscientos diez y nueve pe- 
sos fuertes, cuarenta y tres centavos; ni tampoco la de los dos 
mil quinientos noventa y cinco pesos fuertes por cuenta de los 
que se admitió en caja, por equivalente tres mil cuatrocientos 
seis pesos un real en billetes del banco, á boliviano ; de todo lo 
que es responsable el procesado y debido hacer su reintegro en 
caja para no aplicársele sino la pena determinada por el ar- 
tículo 83 de la Ley Penal de 1 i de Setiembre de iSfíS. 

En su mérito, definitivamente juzgando, y teniendo también 
en cuenta la equidad recomendada por la Ley i los Juzgados 
Nacionales para la aplicación de las penas cuanüo hay circuns- 
tancias por las que puedan ser atenuadas. — Fallo, condenando 
al procesado Francisco Brau, como á reo complicado en la sus- 
tracción de fondos nacionales, c importantes las sumas que se 
dejan espresadas,» de la Aduana del Uruguay, y en el tiempo 
que ejerció en ella el empleo de Contador Interventor, á la pena 
que prescribe el artículo 80 de la citada ley ; descontándose un 
año del término menor (que el de cinco) señalado por dicho ar- 
tículo de ley, con mas el del tiempo de prisión que ha sufrido. 
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Con costas. Debiendo tener lagar ta condena en el pantoque el 
Poder Ejecutivo Nacional determine, cuando se le dé conoci- 
miento para su ejecutoria. 

Antonio Zarco. 

Suprema Corte : 

Desde su primera declaración, el ex-contador de la Aduana 
del Urnguay, Don Francisco Brau, confesando de plano el des- 
falco de las rentas fiscales, que la Nación habi.i confiado á su 
guarda; ha pretendido salvar ó minorar su responsabilidad, 
alegando qne el admútrador Espeleta era quien manejaba la 
caja, que esta no tenia mac que una llave ; que Ies estados que 
pasaba eran solo un estracto de los .libros, y no el resultado 
del recuento del dinero que se suponía existir en caja ; y final- 
mente, qne aunque tenia fundados motivos para creer que el 
citado administrador Espeleta sustraía los dineros públicos, 
para sus usos particulares, no se creia en la obligación de de- 
nunciarlo por los respetos que debía á su superior, j por el 
temor de perder su empleo. 

Si se tratara de algunos pocos pesos, de algunos cientos si- 
quiera, estas eseepciunes, que nunca saH .irían su responsabili- 
dad* podrían al menos tenerse en cuenta en su f.tvor pitra mino- 
rar el rigor de la ley. Pero, el desfalco asume proporciones 
abultadas ; de año en año viene creciendo, ascendiendo á diez, 
á quince, á veinte mil pesos; y ú no concurrir el fallecimiento 
de Espeleta, quien sabe donde se bubiera detenido. 

Todas las escepciones aducidas desaparecen ante este becbo 
capital. — Es imposible que el ex-contador no supiera d*i la 
manera mas evidente, la falta en caja de cantidades tan ere- 
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cidas. Eí tuvo muchas Teces la caja á su cargo esclusivo du- 
rante la ausencia del Administrador. ¿ Cómo puede suponerse 
entonces que no hiciera el recuento, según era su deber ? ¿Qué 
importaba en tal caso que la caja tuviera una ó muchas llaves? 
No es posible dudarlo un momento. El procesado tenia pleno 
conocimiento del desfalco, mas grave cada dia. El dice que 
lo suponía por la manera dispendiosa como mi» Espoleta. 
Pero no era una mera suposición, Binó completa evidencia lo 
que él tenia. Los estados que pasaba eran entonces falsos ; do 
todo punto falsos ; y los pasaba á sabiendas. De esta manera 
engañaban sus superiores y ahondaba el abismo que iba de- 
vorando las rentas fiscales. La ignorancia de los deberes mas 
Tulgares de su puesto, j de todo el que maneja dinero ajeno. 
El respeto á su superior, el temor de perder su empleo; uo 
pueden aceptarse sinó como escepciones que se aducen á falta 
de toda otra. Xo son serias y no merecen discutirse. 

Probado y confesado el hecho ¡ demostrado el ningún valor 
de las circunstancias en que se lia pretendido buscar una ate- 
nuación de su culpabilidad, solo queda hacer la aplicación de 
ia pena que nieresca por la ley. 

Considero que no es ajustada la del artículo 80 de la ley 
de 14 de Setiembre que hace el Señor Juez en el presunto caso. 

Este artículo se refiere á los que distrajeren, hurtaren ó 
sustrajeren tos caudales públicos. — No se na acusado al pro- 
cesado de haber sustraído ó hurtado los dineros de la Aduana 
del Uruguay. Este cargo pesa directamente sobre el adminis- 
trador Espeleta y no se ha hecho cargo al ex-contador, ni ruó- 
nos se ha probado que hubiese distraído los dineros públicos en 
su provecho particular. Su responsabilidad es do otro género y 
está limitada al olvido mas completo de los deberes de su 
puesto y á la mas culpable complicidad. 

Pienso por lo tanto que no habría justicia en aplicar en todo 
so rigor la pena del artículo antes citado; pienso ademas que 
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obrando en los Límites de la equidad que recomienda la misma 
ley antes recordada, Y. E. procederá acertadamente refor- 
mando la sentencia apelada, conmutando por prisión los años 
de trabajos forzados, á que ella condena al procesado. 

Eduardo Costa, 

Fallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, 7 üe Octubre de 1880, 

Vistos y considerando : Primero. Que por el articulo doce de 
la ley de contabilidad está prescrito que en todas las aduanas 
de la nación se ha de practicar por el administrador y el contador 
interventor menstialmente un balance con verificación de los 
saldos ó eiistencia de caja, remitiéndose un ejemplar al Minis- 
terio de Hacienda y otro á la Contaduría General. 

Segundo. Que el artículo trece de la misma ley dispone que 
c si el interventor encuentra diferencia entre el batanee y las 
existencias debe participarlo inmediateinente, bajo las responsa- 
bilidades legales, en caso contrario, al Poder Ejecutivo y á la 
Contaduría General, para que tomen las medidas necesarias, se- 
gún el caso lo requiera ». , 

Tercero. Qoe ademas, el artículo primero del decreto de diez 
y ocho de Julio de mil ochocientos setenta y tres, espedido en 
cumplimiento de la autorización conferida por la misma ley, or- 
dena que c en las aduanas y receptorías de la República, la caja 
en que se guarda el dinero, letras y otros valores del Estado, 
tendrá dos llaves, una en poder del administrador, y otra en el 
del contador interventor, y ambos conjuntamente serán respon- 
sables por su contenido, según resalte de la cuenta de caja. 

Cuarto. Que el procesado Don Francisco Brau declara en 
su confesión de fojas veinte y nueve á treinta y dos que durante 
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los siete años que ha desempeñado el empleo de contador inter- 
ventor en la aduana del Uruguay, solo una vez ha verificado la 
existencia de la caja, habiendo estado pasando los balances men- 
suales tomándolos únicamente de los asientos de los libros res- 
pectivos. 

Quinfa, Que confiesa igualmente no haber tenido nunca en su 
poder una de las dos llaves prescritas para la caja, porque ha 
ignorado la existencia del decreto que tal mandara, y porque los 
visitadores de aduana que han inspeccionado la del Uruguay 
durante el tiempo que éi ha servido en ella, jamás le han hecho 
saber tul disposición ni han examinado si la cuja tenia una ó dos 
llaves, ni menos han tomado balancea de sus existencias. 

2>t*to. que por mas cenan rabie que sea la conduela de los vi- 
sitadores de aduana en la inspección de la aduana del Uruguay, 
según resulta de los hechos mismos, esto no escusa ni disminuye' 
la responsabilidad del procesado, desde que nadie puede alegar 
la ignorancia de las leyes. 

Sétimo. Que en presencia de las disposiciones antes recorda- 
das y de la confesión esplícita del procesado, no puedo este exi- 
mirse de la responsabilidad mancomunada que tiene con el admi- 
nistrador de la aduana del Uruguay, por el fuerte desfalco de 
dineros públicos que ai fallecimiento de este último ha venido 
recien á revelarse, y que ha venido aumentándose sucesivameute 
durante años. 

Octavo. Que por las mismas razones, el procesado es reponsa- 
ble también del delito de falsedad, pues ha estado pasando men- 
sualmente á la Contaduría, estados que, debiendo por la ley ser 
la espresion de la conformidad del respectivo balance con los 
saldos ¿existencias de caja, estaban muy lejos de serlo. 

Aw«o. Que sin embargo de lo espuesto, no siendo acusado el 
procesado por el Ministerio Público, no habiendo en autos cons- 
tancia alguna de que haya sustraído por sí, ni aprovechado de 
loa dineros robados, existiendo por el contrario informaciones 
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del comercio acerca de su buena conducta j honradez particular, 
deben influir en la imposición de la pena estas circunstancias 
atenuantes, así como la práctica de los tribunales en castigar 
con pena menor al cómplice que al autor principal de un delito, 
conforme á lo dispuesto por el artículo noventa y tres de la ley 
penal. 

IV estos fundamentos, los concordantes de la sentencia 
apelada, y lo espuesto y pedido por el Sr. Procurador General, se 
confirma dicha sentencia en cuanto condena como cómplice de la 
sustracción de dineros fiscales al procesado Brau ; reformándose 
en cuanto á la pena, la cual se reduce al tiempo de prisión su- 
frida, á la reintegración de los dineros sustraídos, y á la inha- 
bilitación por tres años para obtener empleos públicos naciona- 
les; con las costas del proceso. 

Hágase saber; y satisfechas las costas de la instancia, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse, 

ti B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ, — 
O. LEüliZAKON. — U LADISLAO FRIAS. 
S. ti. LA5PIUR. 
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CAUSA jLXXIII 



D. Francisco Guast avino contra D. José Badaracco é hijos y 
D. Laureano insua, sobre mejor derecho al precio del pailebot 
«Finisterre*. 



Sumario. — i° Los créditos por composturas de un buque 
si no son de las hechas desdes que esté en estado de hacer 
viajes, pueden ser iguales, no de preferencia, 

2° Basta el reconocimiento del copartícipe del buque, fir- 
mante de la cuenta, para que el crédito se considere justificado; 
máxime si no se ba opuesto y probado que aquel no fué el 
encargado de la refacción. 



Caso, — José Badaracco é hijo seguían ejecución contra el 
buque « Finisterre » de los hermanos D. Laureano y D. Manuel 
lusua por crédito de composturas hechas en 1875 y 1876. 

D. Francisco Oaastuvino acreedor también por composturas 
hechas en 1877, cuyo crédito fué reconocido judicialmente por 
D. Laureano Insua, como encargado de ellas, dedujo tercería de 
mejor derecho, diciendo que era preferente su crédito por ser 
posterior ai de Badaracco. 
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Badaracco sostuvo que los créditos eran de igual privilegio, 
pero que el de Uustavino tenia que ser probado, porque faltaba 
el reconocimiento de D. Manuel Insua. 

t »ll<» del Ju» Seccional 

Hacaos Aires, Mano 20 Je 1880. 

Vistos y considerando: 1" Que firmado el documento de f. 1 
por I). Laureano Insua, ha sido reconocido por el mismo, sin que 
se oponga á ese reconocimiento que no fuera el armador ó 
encargado de liarcr la refacción ; y por consiguiente es innece- 
saria la ratificación del copartícipe que se insimia, y con mas 
Tazón desde que mi se niega el crédito que era obligación del 
opositor, sin lo que se entiende reconocido (art. 87 de la Ley 
de Lnjuicia miento). 

2" Que de la fecha de la provisión de material, que dan las 
cuentas de f . I' de (¡uastavino contra los mismos, se desprende 
que las refacciones que se cubran no son de las mencionadas en 
el inciso G del articulo 1051 del Código de Comercio pues estas 
son únicamente las que se hacen al buque desde que eslan cu es- 
tado de hacer viaje y de ninguna manera pueden confundirse, con 
las reparaciones mus importantes que se ordenan para ponerlo 
en estado de emprender viaje, á las que por ta suma empleada 
deben referirse las refacciones que se cobran; y por consiguiente 
estos gastos de refacción quedan comprendidos en los enume- 
rados en el inciso H" del articulo citado. 

Que en tal caso corresponde el prorateo precrito por el inciso 
2 o del artículo 1022. 

Por estas consideraciones, fallo declarando que los créditos 
del üt. Badaracco á que se refieren las cuentas reconocidas, 
son de la misma naturaleza que el de D. Francisco Cíuastavino 
á que alude el documento de f. \ ' y ordeno en consecuencia que 
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del producido remanente del valor del huque « Finisterre », 
sean pagados en proporción a* sus créditos respectivos, Repón- 
ganse los sellos y notifíquose con el original. 

ísithru Albur ra rin. 



Fallo tfe Ir Ruprema < ferie 



Buenos A¡r<*s. Octubre 1 <le 1K80. 

Vistos : por sus Mimen tos se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y dos. Satisfechas las de la instancia y 
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O. LEGUIZAMOS. — I'LADISLAO FRIAS. 
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CABIA IXXIf 



mus contra D. Tuíio Muñoz y Lara, sobre cobro 
io de un Saladero. 




Sumario. — Hecho un contrato de venta con el pacto de pa- 
gar el precio en día fijo, una Tez que los compradores confiesan 
estar en posesión de la cosa Tendida, y que han pagado ya una 
parte del precio, están obligados ejecutivamente á pagar el resto 
después de vencido el plazo, sin que puedan oponer la inhabili- 
dad del título por no haberse otorgado todavía las escrituras. 



Caso. — El caso se comprende al leer el , 

Fallo M lucí ftee 

Buenos Aires, Abril 38 da 1880. 

Y Tistos, estos autos ejecutivos seguidos por los señores Le- 
zigay Lanús contra D.Tulio Muñoz y Lara» en que los primeros 
cobran á este último el precio del Saladero «3 de Febrero» que lo 
vendieron con fecha diez y seis de Abril de mil ochocientos se- 
tenta y nueve, según el boleto de venta de f . i y considerando ; 

Que según la cláusula 2 a del mencionado boleto, el eje- 
cutado Sr. Muñoz y Lara se obligó á pagar á los Tendedores, el 
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dia treinta de Abril próximo pasado la cantidad de trescientos 
treinta mil pesos moneda corriente, como precio del inmueble 
qne le vendieran, reconociendo ya estar en posesión del mismo. 

Que los señores Lezica y Lamis se comprometieron á su vez A 
formalizar la correspondiente escritura de venta tan pronto como 
la Municipalidad del Diamante les otorgase los títulos definiti- 
vos del terreno en qne está edificada ]a finca. 

Que este convenio reconocido por el Sr. Muñoz y Lara importa 
una obligación de pagaT por su parte el precio estipulado en la 
fecha convenida, independientemente de la obligación de los 
vendedores de formalizar la escritura pública del caso. 

Que por consiguiente los señores Lezica y Lanas tienen acción 
para cobrar el precio de venta aunque no estuviesen en condi- 
ción de otorgarla escritura pública de venta. Y que tratándose 
de deuda líquida y exigible, contenida en documento privado 
reconocido en juicio como en este caso, el crédito tiene fuerza 
ejecutiva, n 01 4 o y 6" del artículo 249 de la Ley de Procedi- 
mientos. Y que además, los ejecutantes manifiestan qne habiendo 
obtenido de la Municipalidad del Diamante les títulos definiti- 
vos, están prontos á otorgar la escritura aludida. 

Que por la transacción contenida en escrito de f, 6" y aprobada 
á f. 67 vta., D. Francisco Arias, como apoderado del Sr. Muñoz 
y Lara, ha reconocido el crédito que cobran los ejecutantes, i 
los que se les pagó cien mil pesos por cuenta del precio del Sala- 
dero vendido como consecuencia de esa transacción. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito de 
f. Mi, fallo: no haciendo lugar á la escepcion alegada por el 
ejecutado, de inhabilidad del título, y ordenando en su conse- 
cuencia que se lleve adelante la ejecución hasta hacer á los 
acreedores efectivo pago del capital, intereses, costas y costos 

Hágase saber, original y repónganse los sellos. 



Isidoro Álbarraein. 
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Fallo dl« I» Supremo Corte 

Buenos Aire*, Octubre 9 de 1880. 

Vistos : por sus fundamentos, y no habiéndose alegado para 
sostener la escepcion opuesta, hechos que requieren prueba, se 
confirma, con costas, la sentencia apelada de foja ciento veinte* 
y satisfechas las de esta instancia y repuestos los sellos, de- 
vuélvase, 

J. DOMINGUEZ. — 
U. FRIAS. — S. M. 



CAUSA LXXf 



Guarnacha y DematiM contra Casares, Nevaros ij Santa Co- 
lonia y incidentes sobre liquidación y embargo preventivo. 

Sumario. — i" Xo son apehihks los autos interlocutorios 
que no causan gravámen irreparable. 

2 o De esta naturaleza es un aut-j sobre inhibición general de 
los bienes del deudor. 

3° Son compensables los cn-ditoa declarados en una sentencia 
recíprocamente á favor del demandante y del demandado. 



J. B. GOROSTUGA. — 
O. LEGUlZAMOlf. — 
LASPIUR. 
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Caso. — Fallado definitivamente por la Suprema Corte la 
causa seguida por Guarnacha y Dematteis contra Nevares, 
Casares y Santa Coloma sobre cumplimiento de un contrato de 
terraplenes en el Ferro-Carril del Oeste, loa demandantes pre- 
sentaron su liquidación j pidieron se dictara inhibición gene- 
ral de bienes contra los deudores > tomándose razón en la ofi- 
cina de hipotecas. 

£1 Juez decretó la inhibición y habiendo apelado los deman- 
dada le fué negado el recurso, por lu que ocurrieron de hecho 
ante la Suprema Corte. 

Sustanciada la liquidación se dictó este 

Pullo del Jnei de Seeelea 

Buenos Aires, 30 de Julio de 1880. 

Vistos con lo alegado por las partes y teniendo en considera- 
ción que por la sentencia de f, 409 confirmada por la Corte, 
se han reconocido como créditos á favor de los demandantes: 
1° la partida liquidada que resulta de la cuenta de f. 45 que 
rectificada como se halla en el escrito de f.. . . importa ciento 
noventa y un mil, ciento treinta y nueve pesos ; 2" El valor de 
los materiales entregados, estimados en 90.000 jf, lo que hace 
que el crédito liquidado de los demandantes en el momento de 
deducir su acción ascendiere á la suma de 282.039 jf, indepen- 
dientemente de la indemnización que, por daños y perjuicios, se 
les acordaba á los demandantes en Ja misma sentencia; 

2" Que en autos por reconocimiento de los demandantes se les 
hizo declarar deudores igualmente de la cantidad de 208.518 $ 
á favor de los demandados, y debe estimarse este crédito como 
efectivo en el momento mismo de la demanda desde que se 
jestionó su cobro en la contra demanda; 

3 o Que tanto por ministerio de la ley, como por resolución 
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espres» de li sentencia, ha debido verificarse 1* compensación y 
disminuirse el «rédito de los demandantes hasta donde alcan- 
zare el de los demandados de la parte liquidada y eiigible de 
nna y otra, de que resolta, que los demandados eran deudores 
en el momento de la demanda i los demandantes por la canti- 
dad de 73.519 # m/ c y loa intereses i estilo de plaza ; 

4" Que según resulta de las precedentes observaciones hechas 
A la liquidación presentada por los demandantes, están contestes 
los demandados en reconocer el 10 % anual por interés de 
plaza, lo que da hasta el 10 de Mayo, época de la liquidación, el 
interés de 1 m/ c con 65 centavos, sin qne sea admisible 

aceptar la capitalización anual del interés como lo pretenden 
los demandantes por estar en oposición ¿lo prescrito en el ar- 
tículo 710 del Código de Comercio ; 

5° Que tampoco son admisibles las observaciones de los de- 
mandados en cuanto pretenden hacer raleT como crédito con- 
tra los demandantes otras partidas A cantidades qne la de 
240.000 ¿ á que se refiere únicamente la sentencia, tanto por- 
que de aceptarlas si volvería contra la cosa juzgada, como por 
cnanto las partidas qne pretenden hacer valer no han sido defi- 
nitivamente desechadas v podrían gestionarse por separado en 
la acción que se ha dejado salva á los demandados. 

Por estas consideraciones, fallo que los señores Casares, Ne- 
vares y Santa Coloma, paguen en la forma de ley y como pro- 
venientes de la sentencia de f . 400, i los señores Guarnacha y 
Dematteis la suma de noventa y nueve mil novecientos cuarenta 
y cinco petos sesenta y cinco centavos moneda corriente. Repón- 
gase ha sellos y notífiqnese con el original. 

Isidoro Albarracin. 
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Je I» laprana C«rte 

Buenos Aires, Octubre 9 da 1860. 

Yistos : por sos fundamentos se conforma la sentencia ape- 
lada de foja quinientas cincuenta y siete, con costas ; y en 
cnanto al recurso directo interpuesto á foja quinientos sesenta 
j seis, se declara que no ha lugar por ser interlocutor io y no 
causar gravimen irreparable el auto de que se recurre. Satis- 
fechas las costas y repuestos los sellos, devuélvanse los antos. 



J. B. GOROST1AGA. — I, DOMÍNGUEZ. — 
ULAD18LAO FRIAS . — S. M LASPIUR. 
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CAUSA LXIVI 



D, Pedro G. Altamira contra el Dr. fl. Temixtocles Castellanas 
en recurso contra sentencia del Tribunal Superior de Cor- 



Sumario. — Cuando en los juicios seguidos unte los Tribu- 
nales Provinciales no aparece de los mismos autos que se haya 
puesto directamente en cuestión la validez de una ley, decreto 
ó autoridad Provincial bajo la pretcnsión de ser repugnante A 
la Constitución, tratados, leyes ó autoridad nacional, no procede 
el recurso concedido por el artículo i A de la ley de ¡Setiembre 
de 1863 para ante la Corte Federal. 



Caso. — El caso se comprende leyendo la vista del Sr. Pro- 
curador General y el fallo de la Suprema Corte. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GEKEIUL 

Dueños Aires. Fflbrero 23 de 1880 



Suprema Corle, 

D. Pedro G. Altamira fué condenado por el jurado formado 
en la ciudad de Córdoba á una multa de cinc 
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por injurias inferidas por la prensa al Sr. Dr. D. Temístocles 
Castellanos. 

Apeló de esta decisión para ante la Cámara de lo Criminal, y 
fué ella confirmada aumentando la pena de diez fuertes. 

Ocurrió tn seguida por el recurso de súplica ante la Cámara 
do lo Civil, pidiendo la nulidad de la decisión del Jurado por 
falta de jurisdicción; y el recurso fué declarado improcedente. 

Viene hoy ante Y. E. amparándose del inciso 2 o , artículo 14 
de la ley de Setiembre. 

Dice que el decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia de 
Córdoba que diú existencia al jurado no tiene fuerza de ley por 
no haber recibido la sanción del Poder Legislativo y de esto de- 
duce que ha sido juzgada por un tribunal incompetente, y sa- 
cado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la 
causa; y que la resolución del jurado y las sentencias de las 
Cámaras que la conlirmuron están ejQ abierta oposición ron la 
prescripción del artit ulo 18 de la Constitución en ta parte que 
prescribe que ningún habitante de la Marión puede ser juzgado 
por comisiones especiales ü sacado de los jueces designados por 
la ley antes del hecho de la causa . 

Si semejante argumentación hubiera de prevalecer, no hay 
causa que no viniera a esta Corte en virtud del articulo 14 antea 
citado. 

No hay litigante que no crea que ha sido injustamente despo- 
jado de su propiedad ; y como la propiedad es inviolable, no ha- 
bría sentencia que fuera repugnante á la mas elevada y espHcita 
de todas las prescripciones constitucionales... 

Toda cuestión do competencia vendría asimismo en definitiva 
al conocimiento de V. E M pues siempre el vencido pretendería 
haber sido sacado de sus jueces naturales. 

Ya V. E. fué llamado á decidir en un caso en que se decía de 
nulidad de todo lo obrado después de largos anos de reñido 
pleito, alegando que el fallo había sido pronunciado por el Juz- 
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frió Cítü correspondiendo al Criminal,— Que «1 decreta de 3 de 
Meyode 1861 del Gobierno de Córdoba baya ó no sido aprobado 
por la Legislatura; que el trascurso del tiempo haya 6 no dado 
f oena da lej i este decreto es cuestión que única y esolnsive- 
mente interesa y compete i les Tribuales de m misma Provin- 
cia y Indecisión acertada ó desacertada de estos Tribunales, en 
nada afecta las prescripciones de nuestra carta fundamental. 

La valides del decreto de 3 de Mayo no ha sido puesta en cues- 
tión bajo ¡a prttmeion de ser repugnante á la Constitución, sinó 
de que no ha sido aprobado por la Legislatura, simple coestiou 
de hecho ; y ni aun siquiera de derecho. 

No es pues este notoriamente el caso del inciso f del articulo 
U de le ley de Setiembre y V.E. se ha de servir así declararlo. 

Eduardo Costa, 

BTsrila> el* la «tj»rc« Cfers e 

Buenos Aire», Octubre 11 d» 1880. 

Vistos : el recurso de apelación interpuesto ante esta Suprema 
Corte por D. Pedro G. Altamira de sentencia definitiva pronun- 
ciada por la Salada lo Cítü del Superior Tribunal de la Pro- 
vino» de Córdoba, en juicio seguido con el Dr. D. Temfstocles 
Castellanos sobre injurias hechas por la prensa, y 

Considerando: Primero. Qué I). Podro O. Altamira fué de- 
mandado por ante el Juei del Crimen de la Provincia de Cór- 
doba, 4 consecuencia de una publicación hecha en el Eco de Cór- 
doba atacando al Dr. D. Temístocles Castellanos. 

Segundo. Que el referido Altamira aceptó la responsabilidad 
de ta publicación acusada y concurrió á nombrar por su parta el 
cenjues que debía constituir el jurado llamado á conocer de la 
acusación (Bacrito y auto de fojas cinco y seis). 
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Tercero. Que el jurado así constituido, después de oír * las 
partes, falló (foja treinta y cuatro) declarando 4 R Pedro G. 
Altamira «responsable de injoriaa gravee hechas por la prense, 
y condenándole en consecuencia al pago de una multa de cin- 
cuenta pesos fuertes y las costas del juicio », 

Cuarto, Que D. Pedro O. Altamira apeló del fallo del jurado 
para ante la Sala de lo Criminal del Superior Tribunal de Cór- 
doba, la cual t conociendo del recurso, confirmó A foja cuarenta 
y una el veredicto del jurado, aumentando la pena impuesta al 
apelante en diez pesos pesos inertes por no encontrar circunstan- 
cias atenuantes. 

{turnio. Que de esta sentencia el referido Altamira suplicó 
para ante la Sala de lo Civil del Superior Tribunal de Córdoba, 
j el recurso le fué concedido á foja cuarenta y cinco. 

Sato. Que de la resolucioa definitiva de esta Sala, confirma- 
toria de la del Crimen, foja cincuenta y cinco, consta que loe mo- 
tivos alegados por Altamira al interponer el recurso de súplica 
se reducían tála incompetencia y falta de jurisdicción del ju- 
« rado para conocer y decidir en los juicio» por abusos de li- 
* bcrtad de ¡aprensa, y ademas, en que su fallo era nulo por 
« falta de prueba», 

Sétimo. Que según esto, y no obstante la afirmación de Alta- 
mira en su escrito de apelación para anta esta Suprema Corte 
corriente i foja sesenta, no consta que en el juicio seguido con 
Castellanos ante las Tribunales de Córdoba se haya puesto di- 
recta y principalmente en cuestión la validez de una ley, decreto 
ó autoridad de Provincia bajo la pretensión de ser repugnante á 
la Constitución Nacional, tratados ó leyes del Congreso, y que 
la decisión haya sido en favor su validez (artículo 14, inciso 
segundo, Ley de Jurisdicción y Competencia). 

Octavo. Que el recurso de apelación au ronzad o por el referido 
artículo catorce, requiere ademas para su admisión con arreglo 
al artículo quince de la misma ley, que su fundamento aparezca 
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de los autos y tenga una relación directa é inmediata con las 
cuestiones de validez de los artículos de la Constitución, leyes, 
tratados ó comisiones en disputa, condiciones de que carece el 
recurso interpuesto ante esta Suprema Corte por D. Pedro G. 
Altamira. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo espuesto y pedido 
por el señor Procurador General, noha lugar con costas, al recurso 
de apelación deducido pnrD. ppdro G. Altamira, y devuélvanse 
al Superior Tribunal de la Provincia de Córdoba. Repónganse 
los sellos. 

J> B. COROSTUCA. — J. DOMÍNGUEZ. 
— O, LEG171ZAMOM. — L LADISLAO 
FRIAS — S. U. LASFDJR. 
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CAUSA LWVIII 



D. Adolfo E. Carranza contra tK Ricardo VaUkz, 
por cobro de pesos. 



Sumario. — V Las respuestas evasivas de la contestación á la 
demanda pueden estimarse como confesión de los hechos á que 
se rciiere, mucho mas si el demandado se niega con motivos 
fútiles á absolver posiciones sobre esos hechos. 

2" El interés de los saldos de una cuenta corriente debe ser 
recíproco y su cuantía en caso do duda debe ser la misma de 
las cuentas anteriores, aceptadas por el demandado. 



Caso. — El caso está tsplicado en el siguiente : 

ralla drl Jan dr üeerloii 

Hílenos Airea, IVbrero 6 dü 1890. 

Vistos los autos seguidos por í). Adolfo E. Carranza contra 
I). Eicardo Valdez, sobro rendición de cuentas pendientes de 
varios negocios en comisión desempeñados por el demandante y 
de que resulta lo siguiente: V Que en 2íí de Agosto de 1878 

T. IUL g( 
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el espresado Sr. Carranza, Consol de la República de Bol í vía, 
puso demanda contra D. Ricardo Valdcz, cobrándole la cantidad 
de diez y seis mil cuatrocientos setenta y cebo pesos fuertes, 
procedentes en parte de varios giros hechos por el demandado 
desde la Provincia de la Hinja, contra las sumas recojidas del 
producto de la renta de metates de su pertenencia, excediendo 
notablemente aquellos ú oslas y además de cantidades entre- 
gadas en efectivo y los intereses del 1 y '/* por ciento sobre 
dichas anticipaciones, con mas las costas. 

2 o Que D. Lauriano Gordon como apoderado de D, Ricardo 
Valdcz, contesta: que no acepta las partidas que figuran en la 
cuenta aunque por falta de instrucciones de su comitente no 
puede determinar con fijeza cuales son las que impugna, teniendo 
que limitarse ú hacer observaciones generales, no solo cou res- 
pecto á la capitalización de los intereses que es indebida sino 
también á la cantidad del i y '/* P or ciento que se cobra. 

3° Que á f. 97 se recibió esta causa ¿ prueba para justificar 
la efectividad de la cuenta presentada por el demandante, 

4* Que por parte del Sr, Carranza se ba rendido la prueba 
que sigue: 1* Los documentos de f. í)5, los de fs. 100, 401 1 
102, 103 y 104; 2" La carta de. £ 165 y' las letras de fs. 106 
a 114, y 3 o El oficia de L''i$b y reconocí miento de f. 163, la 
diligencia dé f, 16i y la compulsa de f. 170. 

Y considerando : 1° Que las entregas de dinero á qae se 
refiere la cuenta presentada por el di-mandante están compro- 
badas, no solo porque las letras y documentos no han sido 
impugnadas, sinó que por el contrario se hallan reconocidas á 
f. 173, debiéndose tener en cuenta, además, que las referidas 
entregas de dinero constan dú los asientos de los libros del 
demandante según la compulsa corriente ¡i f. 176. 

2 o Que no conteniéndose en la contestación á Ja demanda 
una negativa categórica respecto de la aceptación ó rechazo de 
las partidas de la cuenta presentada, debiendo hacerse constar 
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este hecho con toda claridad de conformidad ni artículo 86 do 
la Ley de Procedimientos, que establece que las respuestas 
crasiras de la contestación pueden estimarse como confesión de 
los hechos á que se refiere; y que en el presente caso esa pre- 
sunción rertsto mayor fuerza, desde que llamado a" absolver 
posiciones, se ha negado con motivos fútiles para no hacer el 
reconocimiento de las partidas que no estaban comprobadas; 
dando lugar á que se tenga por confeso, según el artículo 115 
de la Ley de Procedimientos. 

3 o Que la única partido de la cuenta del 8r. Carranza, obje- 
tada espresnmente por el demandado es la que se refiere ¡í los 
intereses del uno y medio por cientu de las cantidades sumi- 
nistradas por aquel ; y teniendo en cuenta que dichos intereses 
proceden de Jos anticipos que el Sr. Car ra uta- ha efectuado 
para pagnr Jai letras y dejuástjbfcgav iones contra idas por el 
Sr. Vatdez, exis1i«*ndo entre ambos las relaciones de comisio- 
nista y comitente; que la comisión es un contrato mercantil 
que no puede entenderse gratuito y que en el presento caso lia 
dado lugar á una cuenta corriente entre comerciantes, no ha- 
biéndose opuesto ni reclamado en las cuentas ante.idres que 
se k han pasado al Sr. Valdez, por lo que deben pagarse -los 
intereses corrientes de las cantidades suministradas, según los 
artículos 311 y 720 del Código de Comercio. 

Por estas consideraciones fallo: ordenando que D, Ricardo 
Valdez debe pagar dentro de diez días de ejecutoriada esta 
sentencia, el saldo que se esj>re*a en las cuent is presentadas, 
con costas c intereses desde la contestación de la demanda. 
Kotifíquese origina! y repónganse el stllo. 



hilara Álbarracin. 
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Fallo de 1* Suprema f orte 

( Dueños Aire*, Octubre 16 de 1880. 

Vistos: por sus fnudanieutos se confirma con costas l¡i sen- 
tencia apelada de foja ciento noventa y siete ; satisfechas las 
de 3a instancia y repuestos los sellos devuélvanse lus autos. 

* 

I. It. GOROST1AGA. — J. nn>!IM,t !EZ. — 

O. LEGL IZAMOS. — LLADISLAO t'iUAS. 

. ¿ ' — S. M. LASPILR. 

- 

la parte de Valdez pidió aclaración sobre la manera de com- 
putar los intereses en la cuenta corriente. 



Fallo de lo Suprema f'orK* 

Dueños Aires, (letubre 23 de 1880. 

Siendo recíprocos los intereses, capitalizados anualmente con 
arreglo á lo depuesto en el articulo setecientos diez y ocho dtl 
Código de Comercio, que su abonan en las partidas de cargo y 
data de la cuenta corriente, cuyo saldo se ha mandado pagar 
por la sentencia de Primera Instancia, coulirmada por la de esta 
Suprema Corte, no ha lugar á ta aclaración que se solicita. 

J. fc. GOAOSTIAGA.— i. DOMINGUEZ.— 
O, LEGUIZAMON. — VLAÜlSLAO tlllAS. 
— S. M. LASPIl'll. 
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ÍAISA IXXVIII 



D. Alfonso Laferrére contra Ih Teófilo Comí», por cobro 
de pesos; sobre defecto en la demonda 

Sumario. — I ' El que colira en su calidad do corredor ó 
comisionista esplica bien el carácter que invoca para ejercer la 
acción que deduce ; 

2 a El no acompañar á la demanda los documentos que deben 
instruirla no dá lugar á escepciou dilatoria. 



Caso. — D. Alfonso Laferrerc demandó á D. Teófilo Lamia, 
por cobro de pesos resultan í< de diferencias que Labia tenido 
que pagar, á consecuencia de una operación que Lanús le enco- 
mendó como corredor de Bolsa y comisionista sobre cédulas 
hipotecarias. 

Lanús opuso que no se sabia si la demanda se deducía como 
corredor, ó como comisionista, v debía ae lar ¡ir se; y que no se 
acompañaban los documentos que debían instruirla. 

I.aferrere contestó que el corndor de Holsa es un verdadero 
comisionista y no habia que aclarar del carácter en que deducía 
la demanda; y que no podia diferirse la contestación bajo el 
P retest o de no acompañarse ¡1 Ja demanda sus documentos 
comprobantes. 
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Fallo del Ja» Seccional 

Bueno» Aires. Agosto de 16R0. 

T vistos, considerando que por la forma misma de la enun- 
ciación de corredor de Bolsa ó comisionista, se comprende que 
no se trata de cambiar Vi oscurecer la calidad, en virtud de la 
cual se ejerce la acción, y antes por el contrario limitándose la 
una acepción coa la otra se complementan y csplica el carácter 
que ?e invoca, como, se ratifica en el escrito de contestación ; 
que por otra parte no es atendible como eseepeion dilatorio la 
de no haberse presentado los documentos íi que se refiere la 
demanda. Por estas consideraciones y concordante en el escrito 
precedente, fallo no haciendo lugar alus escepciones deducidas, 
y en su ennsecuencin, contéstese directamente á la demandi. 
Repóngase el sello al otrosí como se pide. 

Isidoro Albarracin. 

Vallo «o lo Suprema Corlo 

Buenos Aires. Octubre 31 de 1880 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja diez y nueve vuelta. Satisfechos aquellos, y re- 
puesto! los sellos, devuélvase. 

j. d. conosmcA. — j. domkguez, — 

O. LEÜLIZAMO.V— «LADISLAO FUI AS. 
— S, M. LASPItn. 
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CAfíA LXXIX 



ü. Enrique Rocco Piaggio en recurso de queja contra el Juez 

de Sección de Corrientes 



Sumario. — El auto manteniendo el embargo de nn buque 
á las resultas de un juicio criminal seguido de oficio contra so 
capitán y tripulantes, no es apelable. 



Caso. — Eu un juicio criminal seguido contra el capitán y 
tripulantes del vapor cGalileo» por haber desembarcado armas 
y gente armada en el Paraguay, el Juez de Sección ordenó el 
embargo del buque 4 sus resultas; embargo que volvió á orde- 
narse en dos juicios particulares seguidos contra el buque por 
los señores Muñoz, Ramallon v Mariní por encomiendas no en- 
tregadas. 

D. Enrique R. Pinggio presentando una escritura de compra 
del vapor, de 10 de Setiembre de 1875, y diciendo que el había 
arrendado el buque á I). Luis Devotto, de cuyos hechos no era 
responsable, pidió el desembargo y entrega del vapor. 

El Joez.no le hizo lugar, por hallarse en sumario el juicio 
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criminal y no saberse aun cuales eran las responsabilidades 
del buque, dejando á salvo las acciones de Piaggio. 

Este apeló, y se le negó la apelación. 

Ocurrió directamente i la Corte, que pidió informe. 

rallo 4e la luprerot Corie 

Buenos Aire», Octubre SI de 1879. 

Por lo que resulta del precedente informe, y considerando 
qim no es apelable el auto de que se recurre, por cuanto el vapor ..... 
* Gnlilco » ha sido embargado á las resultas del juicio criminal 
que, contra su capitán y tripulantes, se sigue de oficio ante el 
Juzgado Xanonal de Corrientes, no ha lugar al rcrurso inter- 
puesto, y previo pago do costas y reposición de sellos, remítanse 
estas actuaciones al inferior para que las mande agregar á sus 
antecedentes. 

J. n. r.OROSTUCA. — j. domimguez.— * 
O, LECL IZAMOS. — L LADISLAO FRIAS. 
— S. H. LASPIL'R. 
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CAUSA l.XXX 



Escuta rtj y ¡.aborda contra Adrián Cay rol e hijos por devolución 
de una balandra; mure excepción de no parte 



Sumario. — La escepcion de no parte no es dilatoria. 



Caso. — Laborda y Kseutary demandaron á D. Adrián Cayrol 
é hijos para que devolviesen la balandra «Hádame Angot », 
de la que se habían apoderado >o pretesto de ba burla comprado 
no ú ellos, si nú á un encargado de buscar comprador, que no 
tenia facultad de vender. 

Cayrol é hijos opusieron ^ue no eran ellos los que tenían la 
balandra, sin ó D. Adrián Cayrol, y se negaron á contestar la 
demanda. 

dlftl Juu tteeelanal 

Bueno* Aires. Agosto 14 de 1880. 

Y vistos estos autos seguidos por los señores Eseutary y 
Laborda eontra los señores Cayrol é lujos, sobre devolución de 
la balandra < Madame Angot », en el incidente promovido por 
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los demandados negándose & contestar la demanda, y conside- 
rando, que la escopeten alegada por los señores Coyrol é hijos 
no está autorizad» por la ley, pues no se encuentra entre las 
enumeradas por el artículo 72 de la ley de Procedimientos, que 
son las únicas escepeiones dilatorias autorizadas, fallo no ha- 
ciendo lugar á la escepcion alegada por los demandados, y 
ordenan (i o en sn consecuencia que contesten derechamente á la 
demanda dentro del término legal, con costas. Notifíquese ori- 
ginal, y repóngase el sello. 

Isidoro Álbarraein. 

Fall* d* 1* Suprema Corte 

Dueños Aires, Octubre 23 de 1880 

Vistos: por sns fundamentos, sa confirma con costas el auto 
apelado de foja diez y nueve vuelta. Satisfechas aquellas, y 
repuestos los sellos devuélvase. 

J. B- COROSTtAOA. — J. DOW3GUEZ. — 
O. LEG1HZAMOÜ. — ULAD1SLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIUR. 
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CAUSA LXXII 



D. Alejo Arocena contra D, Miguel Duggan y hermano, 
por cobro de pesos. 



Sumario. — I o Los recibo s otorgados á nombre pTopio, sin 
espresnrse que se recibe por cuenta do un tercero, obligan d 
quien loa suscribe. 

2 o Un negocio hecho por un comisionista lo obliga personal- 
mente sinó presentí! prueba concluyante que obró como man* 
datario. 

3° £1 mandato para asuntos ó negocios de mayor cuantía 
debe probarse por escrito. 

4 o El mandante solo es responsable de los actos del man* 
datarío en cuanto este baya procedido dentro de los límites de 
su cometido. 

5 a Si el mandatario contrata á nombre propio, queda per- 
sonalmente obligado, aunque el negocio sea por cuenta del 
mandante. 

6° Las cuentas presentadas con la demanda y no obser radas 
en la contestación, deben darse como exactas y aceptadas. 



Caso. — El case está esplicado en el 
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ralle» del Jufz de Seeelau 

Dueños Air i, Octubre 15 de 1879. 

Vistos estos autos seguidos por el ciudadano argentino 
D. Alejo Arocena contra los estrangeros 1). Miguel Duggan y 
hermano, por cobro de pesos y resultando: í° Que Arocena, 
acompañando la protesta, cartas y cuentas que corren de fs. 1 
a 29, deduce demanda ordinaria contra Duggan hermanos por 
la suma de 18,721 pesos fuertes y 59 centavos oro, con mas lo* 
intereses á estilo de comercio desde el 10 de Julio de 1878 y 
las costas del juicio. 

2 o Que como fundamento de la acción, se aduce que el G de 
Octubre de 1877 (carta de f. 8) fué solicitado por los deman- 
dados pam que se hiciera cargo de la remisión y renta en el 
Brasil de varios cargamentos de carne tasajo del saladero * San 
Luis * propiedad de D. Juan Urritigoity ; que les manifestó 
verbalmente las condiciones b:ijo las cuales se encargaria de 
la negociación, consignándolas después por escrito en la carta 
fecha 22 di'l mismo mes que corre en cópi.i á f. 10 y por la del 
29 del mismo f. i\ en que aceptó la comisión por cuenta de 
Duggan hermanos y no de Urritigoity, imponiendo la siguiente 
condición : c Es entendido que pondré á la disposición de Vdes. 
al recibir las cuentas de venta el eiccdcnte sobre los anticipos, 
mientras que en caso que no resultaren cubiertos, Vdes. me 
devolverán la diferencia i ; que en virtud de ese contrato anticipó 
¡i los hermanos Duggan Insta la suma de 94,997 pesos fuertes 
y 22 centavos oro por enya suma le otorgaron los cuatro recibos 
que corren de fs. 4 á 7; en lo que no puso dificultades atenta 
la solvencia y buen crédito de la casa Duggan y hermano ; que 
con posterioridad, manifestó á estos que le parecía mas conve- 
niente en atención i las malas noticias recibidas del Brasil, 
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que parte de las carnes no se vendiesen en Eio Janeiro sinó en 
la Habana ; pero que de esto el capónente no podía hacerse 
cargo ni hacer adelantos sobre cargamentos para ese mercado, 
Que aceptada la idea por Duggan hermanos, el esponente á ruego 
de ellos buscó pero sin éxito quien se encargara de la nego- 
ciación, por lo que se prestó á ello, aunque bajo condición de 
no hacer adelanto sobre esos cargamentos. Que las negocia- 
ciones continuaron así sin inconveniente y según prácticas del 
comercio hasta que habiendo comunicado á Uuggau y hermano 
un telegrama del Sr. Wagner de líio Janeiro, ájente, indicando 
el bajo precin que podria obtenerse por uno de los cargamentos, 
y consultándoles para obrar en ese caso, estos con fecha 10 de 
Enero de 1878 le dirijieron la carta de f. 17 en que por primera 
vez manifestaban que su intervención en esos negocios estaba 
limitada á percibir el importe de las carnes embarcadas y á 
embarcar, según convenio con el Sr. L'rritigoity dueño de ellas. 
Que no podiendo aceptar esta contestación el esponente habia 
agotado los medios conciliatorios para arreglar la desidencia 
estrajudicialmente, llegamlu hasta proponer el arbitramiento 
de cualquier comerciante o de la comisión de pagarées com- 
puesta de comerciantes muy honorables y prácticos, (Jue 
rechazado también este temperamento se veia en la necesidad 
de demandar á Duggan y hermano por la suma de 18,724 pesos 
fuertes 59 centavos oro, saldo resultante al 10 de Julio de 1878, 
con mas los intereses y las costas del juicio. 

3 o Que corrido traslado, los demandados contestaron á f. 81 
acompañando las cartas que corren de fs. 58 á 78 pidiendo que 
se rechazara la demanda con espresa condenación en costas. 

4° (Juc como fundamento de esa contestación alegaban los 
demandados, que los cargamentos de tasajo habian sido enviados 
y negociados por cuenta del Sr. ürritigoitj, siendo á H por 
tanto á quien Aroeena habia hecho adelantos sin fianza ni 
garantía de los «ponentes. Que las sumas á que se refieren 
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los recibo* les habían sido entregadas por cuenta de TJrriU- 
goity y como adelantos que se hacían según lo convenido, siendo 
ta intervención do ellos la de simples ajentes ó mandatarios 
para percibir de Arocena esos adelantos y hacer con ellos los 
pagos que Urritigoity ordenaba, y trosmitir a Arocena las 
instrucciones de su mandante. Que el origen de este negocio es 
la carta de 6 de Octubre de 1S77 en quu se proponía ú nombro 
de Urritigoity y por su cuenta y riesgo (carta confirmada por 
la de 9 de Octubre); que no era la primera negociación que so 
hacia entre Arocena y Urritigoity como so vé por las cartas 
AB C y que estaba dispuesto á clmncelar esas cuentas una 
Tez aprobadas. Que el misino Arocena por las cartas señalad a a 
por las letras Di O reconoció que el negocio era de Urritigoity, 
pues con H se entendió directamente respecto d los detalles a 
que se refieren esas cartas y recibió las instrucciones necesa- 
rias. Que U carta de Arocena de 22 (le Octubre, siendo contes- 
tación á las del y del 9, los esponentes han debido considerar 
q-ie seles dirijia como a representantes de Urritigoity y no á 
nombre propio. Que los recibos se otorgaron por cuenta del ne- 
gocio á que ellos se refieren y no les imponen mas obligación 
qne para con su representado Urritigoity. 

5 a Que corrido traslado de los documentos acompañados á la 
contestación, Arocena reconoce la autenticidad pero niega el 
significado que los demandados les dán á sus cartas, en cuanto 
pretenden exonerarse de responsabilidad. 

6" Que por el auto de f. 135 vuelta, la causa recibió á 
prueba para justificar el convenio á que se refiere la carta de 
f. 40 y la escepcion que se pretendo fundar en las presentadas 
con la contestación. 

7* Que la prueba rendida por el demandante consiste: 1* En 
el informe de la Cámara Sindical de la Bolsa de Comercio, f : 152: 
2* en las posiciones de f. 163 y 3 a en las declaraciones de loi 
testigos de f. 172 A 170. 
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7° Que la prueba del demandado consiste: 1* en las posicio- 
nes de f. 180 á 182; 9° declaraciones de testigos de fs. i 83 a 191 
; 3° en informe de la Cámara Sindical de la Bolsada Comercio. 
Y considerando : I a Que aun cuando aparece por la carta de 
f. 8 y 9 que los negocios sobre que Tersa esta cuestión fueron 
propuestos á Arocena por D. Miguel Duggan y hermano a nom- 
bre do Ürritigoity, de la carta de f. 10 consta que eu la confe- 
rencia que al respecto tuvieron, fueron aceptadas buju la esclu- 
siva responsabilidad do Duggan y he rmano no dejando duda á 
este respecto los conceptos «eu cuanto á las comisiones y demás 
gastos ;i cargar a Vds. etc.», y en el antepenúltimo párrafo que 
dice: t Es entendido que pondré ú la disposición de Vds. al reci- 
bir laj cuentas de Tonta, el escedente sobre los anticipos, 
mientras que en caso que no resulten cubiertas, Vds, me devol- 
verán la diferencia», conceptos que según la misma carta no son 
mas que una confirmación de lo convenido verbalmente y que no 
han sido contradichos ni observados, 

2* Que el precedente considerando se robustece con los recibos 
de f. 4 á 7 que son un principio de eji-cuciou de diclio convenio, 
y en los cuales D. Miguel Duggan y hermano aparecen reci- 
biendo 94,907 ¿f. 22 centavos oro, sin mencionar que lo hacen 
por cuenta y orden de Ürritigoity, como era necesario si hubie- 
ran sido sus mandatarios. 

3 P Que según el informe de la Cámara Sindical de la Bolsa 
de Comercio á f. 174, producido á solicitud del demandado y 
que demuestra cuales son las prácticas comerciales en esta ciu- 
dad, en caso de haber sido los.Sres, Duggan simples agentes 
encargados de Ürritigoity para recibir las cantidades que Ies 
entregase el Sr, Arocena, no han debido otorgar un recibo en la 
forma que lo han hecho, sino* espresando en él el carácter en 
que lo lucían ; y que eu los recibos tales como están otorgados 
son los Sres. Duggan los obligados. 

i* Que la salvedad á que se refiere la Cámara Sindical era 
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tanto mas necesaria para que Duggan y hermano pudieran exo- 
nerarse de la responsabilidad personal, cuanto que siendo ellos 
comisionistas de profesión, debe considerarse que en ese carác- 
ter proceden, sino presentan, como no han presentado, prueba 
concluiente en contrario, á que debe agregarse el hecho de ha- 
ber ellos vendido por cuenta propia los frutos de esc saladero 
correspondientes al mismo año de 1877 y á que se reüeren los 
testigos presentados por Arocena. recibiendo á su solo nombre 
el precio de ellos. 

5 n Qne la correspondencia de Arocena, con los Sres. Urriti- 
goity presentada por los demandados, no prueba que la nego- 
ciación se haya hecho con ellos, siuó que aquel sabia que estos 
eran los dueños del tasajo dado en comisión de venta á Duggau 
hermano y que en ese carácter les daban informes y les hacían 
observaciones para el mejor éxito del negocio. 

ti" t|ue según el inciso 2" del artículo 30~i del Código de Co- 
mercio, tratándose de negocios de mayor cuantía, el mandato 
no puede constituirse verbalmente, y en esto* autos los Sres, 
Miguel Duggan y hermano no han presentado escrituras pública 
ni privada ni aun correspondencia del Sr. Lrritigoity, que los 
autorice para encomendar á Arocena los negocios en cuestión 
y recibir de él los adelantos como habria sido necesario, para 
eludir su responsabilidad como mandatarios. 

7° Que alegándose por tos mismos que el mandato era limi- 
tado á recibir los fondos que adelantaba Asorena y á darles el 
destino que se les ordenas- , nan debido presentar las órdenes ú 
instrucciones que les hubiese dado Urritigoity á su respecto 
(art. 307 del Código de Comercio): pues que el mandante solo 
es responsable en cuanto el mandatario procede dentro de los 
términos del mandato, Begun el art. 308, 

8* Que S 'gun el art. 314 del Código citado, si el mandatario 
contratad nombre propio queda personalmente obligado aunque 
el negocio sea por cuenta del mandante ; y en este caso D.' Mi- 
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guel Duggan y hermano contrataron en esa forma según resalta 
de su aceptación en la carta de ATocena fecha 22 de Octubre 
y de loa recibos que originales corren de 4 á 7. 

9 1 Qu? el acto jurídico ejercido por D. Miguel Duggan y her- 
mano en la negociación con I). Alejo Arocena es el de comisio- 
nistas, y por consiguiente quedaron directamente obligados y 
responsables personalmente, pues que, como queda dicho, esa 
comisión fué aceptada a su nombre individual, fueron ellos 
quienes personalmente aceptaron las condiciones que Arocena 
le imponía para hacer adelantos, quienes recibieron dichos ade- 
lantos, y quienes por fin firmaron los recibos, á su solo nombre, 
todo lo que, constituye una consignación bCgun los artículos 
300 y 335 del Código de Comercio. 

10, Que tas palabras «por cuya cuenta (de Urritigoity) se 
mandan estas carnes*, quo contiene la carta de Duggan y her- 
manu á Arocena, fecha 20 de Noviembre de 1877, corriente á 
f. 1 3, no son bastantes para considerar á un comisionista como 
mero intermediario ó mandatario; pues que pura despojarse de 
su rol ordiuario en el comercio habria sido necesario que hu- 
biesen declarado paladinamente que obraban á nombre de su 
comitente con palabras que no dejasen duda al respecto (Tro- 
plong, Del mandato, número 544), 

fli Que aunque se prescindiera de averiguar cuál es el rol 
que los hermanos Duggan desempeñaron en esta negociación 
si como comisionistas 6 simples mandatarios de Urritigoity 
atenta la buena fe que debe reinar en las transacciones comer- 
ciales y la fidelidad á las convenciones siempre pesaría sobre 
ellos la ubligacion que contrajeron verbalmente y a que se re- 
liare la carta de f. 10; de devolver las diferencias de los antici- 
pos con el valor de venta de los tasajos en caso que este no 
cubriere aquellos, condición impuesta por Arocena antes de dar 
los anticipos y aceptada cuando menos, tácitamente por ellos al 
recibirlos, otorgando los Tccibos en la forma que tienen. 
t. xm 22 
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12. Que no habiendo sido observadas las cuentas corrientes 
presentadas con la demanda que arrojan un saldo contra los 
demandados al 10 de Julio de 1878, de 18,724 Jf, 59 centavos 
oro, deben considerarse exactas y aceptadas con arreglo á lo 
dispuesto en el articulo 86 de la Ley de Enjuiciamiento. Por 
estas consideraciones, leyes y doctrinas citadas, fallo que debo 
condenar y condeno á D. Miguel Üuggan y hermanó á pagar a 
D. Alejo Arocena, dentro de los diez días de la notificación el 
saldo que arrojan las cuentas presentadas al 10 de Julio de 1878 
de 48,724 $i. 59 centavos oro, con mas los intereses á estilo d<¡ 
plaza y las costas del juicio. Hágase saber origiual y repúu- 
ganse tos sellos. 

Isidoro Atbarratin. 

Fallo de 1m Su prrm* Corte 

Bueno* Airei, Octubre 38 de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja doscientos treinta y cinco. Satisfechas 
as de la instancia y repuestos los sellos devuélvanse los autos. 

J. B. GOnOSTUCA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LECUUAMOlf. — U LADISLAO FU US 
— S. M. LASPIUR. 
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CACHA LXXIII 



D Juan B. Sivori contra D. Juan A. Molina , sobre cobro 
de obligación en pesos fuertes. 

r 

* 

Sumario. — Las obligaciones en pesos fuertcg deben pagarse 
«ntre^ando el número de pesos designado en ellas en cualquiera 
de las monedas de oro autorizadas por la Lej de 20 de Se- 
tiembre de 1875, 6 en el equivalente de billetes de banco según 
su valor corriente en plaza. 



Caso. — D. Joan A. Molina debia á D. Juan B. Sivori la 
suma de 8,000 posos fuertes, procedentes de una letra girada 
y aceptada antes de suspenderse la conversión de los billetes 
en pesos fuertes, emitidos por el Banco de la Provincia de 
Buenos Aires, y vencida después. 

El Sr, Molina sostenia que cumplía con au obligación entre- 
gando 8,000 pesos fuertes nacionales de dicho banco. 

El Sr. Sivori por el contrario exigía el pago en 8,000 pesos 
fuertes en oro ó su equivalente en billetes. 

El Sr. Molina pagó 8,000 pesos fuertes en billetes, y de 
acuerdo con el Sr. Sivori dejaron la diferencia pendiente de la 
resolución judicial. 
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rallo del Jun Berrlonal 

Bueno* Aires, Noviembre 3 de 1877. 

Vistos los autos seguidos por D. Juan H. Si vori contra 
D. Juan Angel Molina, sobre cobro déla diferencia del oro, al 
papel moneda en que se ha hecho el pogo do la k'tra de f. i, 

Y considerando: l u Que las letras deben pagarse en la mo- 
neda en que se hubiese estipulado, á escepciou del caso eu que 
la moneda no tuviese curso legal en el comercio, artículo 871 
del Código de Comercio; y por consiguiente en el raso ocur- 
rente ha debido pagarse á pesos fuertes. 

2* Que tanto en la época en que se esteudió la letra de f. i, 
como en la.del vencimiento, el peso fuerte existia como moneda 
de curso legal en el Estado, como se halla declarado en la sen- 
tencia de la Suprema Corte en la causa de «Gras con Videla » 
y en la * Dr.ible contra Quintana»; pues por la ley de Se- 
tiembre de 1376. única especial sobre monedas, se creó una 
nueva, moneda fiduciaria del billete metálico, sin suprimir los 
existentes que lus constituían el peso fuerte y el papel moneda, 
y por tanto, solo en peso fuerte ha podido ser satisfecha la 
obligación de la letra de f. 1. 

3' Que el peso fuerte lo define la ley: «ser una moneda de 
oro con peso de un gramo y dos tercios y la ley de novecientos 
milésimos de fino (29 do Setiembre de 1875); y por tanto, las 
obligaciones contraidas á peso fuerte, solo pueden ser pagadas 
eu moneda de oro. 

Por estas consideraciones fallo que ü. Juan Angel Molina 
debe pagar a D. Juan U. Sívori, la letra de f. 1 en moneda 
metálica de curso legal; computándose las entregas confesadas, 
por el valor corriente del pcpel metálico el dia do la entrega, 
sin costas. Repónganse los sellos, notifíquese original. 

Isidoro Álbarracin. 
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Fallo de I* Hnpremu «'orí*. 

Unenos Aires, Octubre 26 de 1880. 

Vistos y considerando: Primero, Que toda letra de cambio 
debe pagarse en la moneda que ella indica, de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo ochocientos sesenta y uno del Código 
de Comercio; Segundo, Que la moneda que espresa la letra de 
foja nna, es la de peso fuerte; Tercero. Que el poso fuerte es 
una moneda de oro, con peso de un gramo y dos tercios, y ley 
de novecientos milísimos de lino, según io define el artículo 
primero de la ley de veinte y nueve de Setiembre de mil 
ochocientos setenta y cinco ; Cua rio. Que aunque es verdad que 
esta moneda no ha sido acuñada todavía y puesta en circu- 
lación, sin embargo ella ha sido creada como unidad monetnria 
de Ja República, y los valores que los decretos de seis de 
Junio y diez y ocho de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y seis, designan en cumplimiento de las prescripciones conte- 
nidas en el artículo treinta y nueve de la precitada ley, á las 
monedas estrangeras de oro y plata, que circulan en la Repú- 
blica y han sido declaradas por ellos de curso legal, son en 
pesos fuertes; {htinto. Que el peso fuerte» es por consiguiente 
una moneda, cuyo valor está fijado, por la relación recíproca 
que tiene con el de las mouedas estrangeras de curso legal; 
Sesto. Que desde que los billetes á pesos fuertes del Banco do 
la Provincia, dejaron de ser convertibles á la vista en numerario, 
no puede chaucelarsc con ellos, por su valor escrito, deudas 
contraidas en moneda uu-tálica ó en pesos fuertes; porque la 
ley de veinte y cinco de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y seis, que declaró el curso legal de dichos billi-tes, solo impuso, 
con escepcion de lo relativo al pago de las contribuciones á la 
Nación, el deber de recibirlos por su valor corriente, según la 
jurisprudencia establecida sobre esta cuestión por diversos 
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fallos de esta Suprema Corte; Sétimo. Que la obligación por 
tanto, que contiene !a ktra de foja primera» debe cumplirse 
entregando el equivalente de los ocho mil pesos fuertes que 
espresa, en cualquiera de las monedas estrangeras de curso 
legal, por el valor que la ley les asigna, ó en billetes del Banco 
de la Provincia por su valor corriente. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja cincuenta y nueve, se confirma esta con costas j 
satisfechas las cuales y repuestos los sellos, devuélvase los 
autos. 



Sumario. — i° Deducida una demanda no puede modificarse 
una .ez que ha sido contestada, y mucho menos cuando en la 
modificación se deduce una acción contradictoria y contra per- 
nonas distintas. 



J. B. GOROSTIAGA, — ■ J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUtZAMO*. — I) LADISLAO FRIAS. 




CACHA LIIIIII 



f). Casimiro Robles contra D, Luis Cottiere, i 

de un contrato 
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2° La nulidad por simulación no puede ser deducida por 
quien ha ejecutado el acto ó procedimiento nulo, sabiendo 6 
debiendo saber el tícío que entrañaba su proceder. 

3 o No hay nulidad en una scmiilacion en que no se violan 
derechos de terceros ni leyes de orden público. 

4 o En el contrato de compra-venta, el vendedor tiene perfecto 
derecho para no entregar la cosa cuando el comprador no ha 
satisfecho el precio. 



Caso. — El caso está aplicado en el 

Fallo del Jhn dr Irttlin 

Buenos Aires. Abril 6 de 1880. 

Vistos: estos autos seguidos por D. Casimiro líobles contra 
D, Luis Cottiere por cumplimiento de un contrato de compra y 
venta de una Anca, y do que resulta: i" Que en Agosto de 
1877 el demandante Cottiere se comprometió a revender á 
D. Casimiro Robles una casa y sitio s ; tuados en San José de 
Flores, mediante el precio de trescientos mil pesos y recono- 
ciendo una hipoteca de ocho mil y trescientos pesos fuertes. 

2 J Quo se acordaba á Robles el plazo de diez y ocho meses 
para el pago, quedando la casa vendida en poder del vendedor 
y que vencido ese plazo, estaba autorizado para proceder á la 
venta en remate, por medio de los martilieros Kbbeke y Ca. 
debiendo entregarse del producido el escódente sobre el precio 
convenido al Sr. Robles, y en caso de que no alcántara, Robles 
reconocería y pagaría el déficit que hulm-rc hasta alcanzar dicho 
precio. 

3* Que en vista de este convenio se presentó D. Casimiro 
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Robles demandando al Sr. Cottiere por la escrituración de la 
finca mencionada, 

4 o Que corrido traslado de la demanda, Cottiere alega tener 
derecho ó no escriturar y sí ú proceder a la venta de esa finca 
en remate, como estaba convenido: porque tiene cartas de Ro- 
bles en que le dice que no puede cumplir con la obligación del 
pago, y de hecho no ha cumplido en el plazo prefijado ; por lo 
que ha llegado el caso previsto en el inciso 6^ del convenio pre- 
sentado por Robles en que se acuerda la venta por el martiliero 
Ebbeke de la linca mencionada. 

5 o Que a pesar de eso y do no «star obligado, está dispuesto 



á escriturarla venta si Robles paga ó deposita el precio. 

(V Que intimado Robles pnra que manifestase si aceptaba la 
concesión del depósito inmediato del precio, y en caso alirmativo 
lo hiciera, no se obtuvo ni lo uno ni lo otro. 

7 fl Que después de varios incidentes *obre. suspensión del 
remate de la finca litijiosa y sobre su administración, el de- 
mandante Robles presentó su escrito de f. 39 en que declarando 
simulado el contrato de f. 1, pide que se declare nulo todo lo 
actuado d su solicitud, alegando que esa linca fué comprada 
por él con dinero que le prestó el Sr. Tornquist y en que él 
constituyó una auticresis en favur de dicho señor. 

8 o Que a esta nueva acción contesta el Sr. Cottiere que 
debe ser rechazada, porque no puede modificarse la demanda 
una vez contestada, porque no hay objeto en declarar la nuli- 
dad desde que no habría pleito según el contrario, y porque 
tinalmente Tornquist no es parte en los procedimientos instau- 
rados. 

V considerando : í a Que deducida una demanda no puede mo- 
dificarse una voz que ha sido contestada (art. 58 de la ley de 
procedimientos nacionales) y mucho nieims cuando en la modifi- 
cación se deduce una acción contradictoria y contra perdonas 
distintas, como lo hace el demandante, pretendiendo tener da- 
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das en anticresis al Sr. Tornquist i;is mismas fincas coya escri- 
turación solicitaba antes del Sr. Cottiere. 

2" Que aun en el caso de que hubiere nulidad en ese proce- 
dimiento por haberse deducido demanda contra Cottiere, que 
no tenia derecho alguno en la cuestión y de que el demandante 
pudiera volver contra documentos firmados y presentados pOT él 
mismo, que clasiüea de simulados, no ba podido ser deducida la 
nulidad porque no se permite esa acción al que ha ejecutndo el 
acto ó procedimiento nulo, sabiendo ó debiendo saber el vicio 
que entrañaba su proceder art. i 1 , título Oe la nulidad de los 
actos jurídicos, Código Civil). 

3° Que tampoco habria nulidad por esa simulación desde que 
no se denuncia que con ella se violen derechos de terceros ni 
leyes de orden público (art. 14, titulo De tos actos jurídicos, 
Código Civil). 

4° Que en todo caso la solicitud importaría el desistimiento 
* de la acción por escrituración, deducida por el demandante, y 
en tal virtud seria improcedente esa decoración: pues no de- 
biendo los tribunales resolver cuestiones teóricas, y renegando 
de su acción el demandante, no babria objeto práctico en de- 
clarar esa nulidad. 

5" Que se ha reconocido por otra parte por el actor que la 
propiedad de la finca objeto del presente litis es del Sr. Cot- 
tiere obtenida en remate público ; y desde entonces es contra- 
dictorio pretender que ba habido pacto de anticresis con el 
Sr. Tornquist : pues para ello seria menester que hubiese un 
contra-documfinto que no se alega ni se insinúa, y que antes 
por el contrarío se confiesa no existir, cuando no se ba presentado 
en tiempo, y cabido es que no puede haber anticresis sí antes no 
se establece que Koblesy no Cottiere ó Tornquist era propietario 
de esa finca, liecho que no puede establecerse puesto que con besa 
líobles al demandar, que no tiene sus escrituras y estos son 
esenciales cuando se trata de la pr«pudad de bienes inmuebles; 
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6" Que del contesto del documento de f . 1 se d aprende qoe 
el plazo de diez y ocho meses acordado & Robles para la compra. 
do es un simple plazo para el pago del precio, sinó que durante 
ese término podía este señor perfeccionar la venta satisfacién- 
dolo, pues como se consigna allí loa bienes quedaban en poder 
del vendedor y este facultado para venderlos en remate si basta 
la espiración de ese térmico no se había perfeccionado la venta 
con Robles; y de la simple confrontación de fechas se deduce 
que Cottiere no sacó á remate la casa quinta cuestionada si no 
• después de vtncido ese plazo ; y que por tanto no puede hacerse 
valer la prescripción del art. Üi De la compra-venta del Código 
Civil. 

7° Que además de estar es presamente prevista y acordada la 
rescisión de la venta en la cláusula 6* del contrato de f , 1 tiene 
un perfecto derecho el vendedor para no entregar la casa rendida 
ruando el comprador no ba satisfecho el precio (art. 97, título 
De ta compra-venta. Código Civil) ; y por lo mismo para no ■ 
escriturarle y en el caso ocurrente no solo no ha pagado Robles 
ese precio durante el plazo hábil de los diez y ocho meses, sinó 
que interpelado judicialmente para que lo hiciera aun fuera 
del plazo, tampoco lo ha efectuado, como se comprueba por las 
actuaciones de este juicio. 

Por estas consideraciones fallo absolviendo de la presenta 
demanda á D. Luis Cottiere y condenando con la imposición de 
las costas al demandante. 

Hágase saber original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 
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Fallo del* Supremo. Corte 

Buenos Airea, Oclubre 28 de 1880. 

Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja noventa y seis. Satisfechos los de la ins- 
tancia y repuestos los sellos devuélvanse los autos, 

J. B. GOROSTIAGA. • — ¡. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUlZAHOn. — l LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASMUR. 



CAITA A LI 



Criminal centra P. Agustín Colambo, por contrabando. 



Sumario. — í 9 En materia de contrabando no hace prueba 
legal un sumario levantado por ta misma parte interesada en 
tas resultas del juicio, con eselusion del Administrador de 
Rentas del logar y sin que el juez de la causa se cuide de 
legalizarlo. 
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2° Un informe, que, P ot no ser la espresion de las constancias 
dé los libros de nna recepto™, no es un documento oficial, no 
es bastante por sí solo para motivar tina condenación judicial. 

3 n En materia criminal el acusador debe probar los hecho* 
imputados al reo y no este que ellos sean falsos. 



Cato. — El caso se comprende leyendo el 

t allo M Jm*m de Srrtlen 

Paran*. Noviembre 13 da 1879 

Vistos: que de estos autos seguidos a instancia del Procurador 
Fiscal {demanda de f. II), contra D. Agustin Colombo por 
defraudación de rentas nacionales, perpetrada con las introduc- 
ciones fraudulentas de piedra cal de que se le acusa, haberlas 
hecho (en el año 78 y en el corriente 79); de la mayor parte 
de ta piedra cal que estraia de las canteras del (Jueguay (Repú- 
blica Oriental) para elaborarla en la cale' de su propiedad en 
el Departamento de Colon, aparece: 

La demanda citada de f. 17, con los adjuntos documentos: 
\° La nota de f. 1 á f. 1 pasada por el Inspector de Rentas 
Nacionales ]>. Manuel < aniel i no, haciendo la demostración y 
liquidación de lo defraudado por derechos; 2* La nota de f. 8 del 
Administrador de la Aduana de Paisandú (República Oriental) 
dirigida al Vice-Cónsul Argentino en aquella localidad y tras- 
mitida por éste en cópía; por la de f. 7, en demostración de la 
cantidad de toneladas de piedra cal estraida por el demandado, 
Sr, Colombo, de la citada cantera del Queguay con destino 
á Colon; :i* La nota y planilla de f. 14 y f. 15 á 10 del Admi- 
nistrador de Heñías de Colon, en que se fija y desigua el peso 
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y cantidades de la piedra cal introducida de dicha cantera del 
Queguay en el año 78 y parto del 79, sujeto al pago de derechos ; 
como asimismo de la cantidad de cal elaborada, que se ha 
esportado, en la referida época, para el cosumocn varios puntos; 
y 4 fl la sumuría de f. íí á f. i$ con lu declaración del Sr. 
Colonibo y la del Vista de la Aduana Sr, Darío Fernandez. 

Por el escrito de f . . . contestando á la demanda coirida en 
traslado auto de f ... se dice : * Ser inadmisible la acción fiscal 
y se pide que así se declare, por ser fundada como se espone 
en presunciones y meras conjeturas» ; pues que siéndola piedra 
cal de exportación libre en la República Oriental sin sujeción á 
operaciones de Aduana, no ^ podia tener datos erutos do lo 
espertado con destino á Colon: que tampoco de los datos refe- 
rentes á la cal elaborada esiraidade la calera Colon, no podia 
asimismo dedudirse sin violencia, los de la exacta introducción 
de la piedra; porque muy bien podia proceder aquella, de 
depósitos de piedra detenidos ó conservados con anterioridad á 
la época de la introducción de que se trata, ó bien de depósitos 
de la misma cal elaborada que se hubiesen igualmente con- 
servado sin darles salida al espendio fuera de Colon, que por 
otra parte, aun supuesto el caso de que se hubiesen hecho las 
introducciones fraudulentas de que se acusa, ya no era per- 
mitido suscitarlas ni traerlas á juicio, puesto que habían pasado 
desapercibidas á la introducción del artículo, como asi era de 
observarse según jurisprudencia hecha por la Suprema Corte 
en ti caso de Loisaja y lo resuelto por el Juzgado de Sección 
en el asunto de Stalla, etc. 

Hecibida la causa A prueba por autos de f . . . y no habién- 
dose presentado ninguna por el demandado; traidos los autos 
para definitiva en su correspondiente estado. 

Y considerando: i» Que por la propia confesión del deman- 
dado resulta espuesto á f. 10 vta. no haberse ocupado en la 
calera Colon, otra piedra que la estraida de la cantera del Que- 

- 
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guay (Bepáblica Oriental) y que por ser allí eate artículo do 
UbTe espOTtioion, la Aduana de Paísandú le permitía cargar 
la piedra estraida de la tal cantera con BÍmplea permisos sin 
otra formalidad aduanera, f. 11, esto misma viene 4 confirmar y 
comprobar con eTidencia lo que certifica la nota de f. 8 según 
lo que la piedra esportada de allí por los permisos dados con 
destino á Colon ha sido de la cantidad de 2,159 toneladas 6 
sean 1.983,689 kilos, mientras que lo manifestado á su intro- 
ducción á Colon por tas planillas y nota citada de f. 14 y de 
fe. 15 á 16, solo se dá por cantidad de la piedra introducida 
73.552 kilos. 

2° Que por esa misma declaración el demandado Sr. Colombo 
espresando que había recabado autorización del gobierno (por 
ser pequeños los lanohones en que se acarreaba la piedra del 
Queguay), para no presentar sinó cada mes los permisos de 
introducción, lo que le ahorraba varias operaciones aduaneras ; 
con esta misma es posición revela el abuso qne hacia de la 
confianza de que se le había dispensado, desde qne por los 
documentos citados de f, 8, f. 14 y fs. 15 y 16 Tesulta patente- 
mente la notabilísima diferencia que hay entre lo introducido 
y manifestado. 

3 o Que igualmente por la declaración del mismo Sr. Colombo 
se descubre que los lanchones en que se hacia la introducción 
de piedra además de ser en mayor número de los que aparecen 
designados en las planillas de f . . . venían directamente á des- 
cargar en el puerto inhábil de la misma calera; y qne lo hacían 
sin verificación alguna como también se declara al respecto por 
el Vista de la Aduana f . 12 vta. i todo lo que importa la agre- 
gación de faltas natural y lógicamente hacen suponer hasta 
la existencia de una connivencia culpable con el Gefe de dicha 
Aduana, quien no podía permitir ni tolerar tales hechos según 
lo que disponen las leyes aduaneras. 

4* Que siendo los datos qne quedan citados procedentes da 
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instrumentos 6 documentos público* espedidos por oficiales 
públicos obrando en los límites de sus atribuciones (Código 
CítÍ), art. 2 a , tit. 3°, sec, 2», lib. É) á los que se agrega la 
confesión misma del demandado que asegura, no haber hecho 
uso en su calera de Colon de otra piedra que la que hacia traer 
de la cantera del Queguay y que la introducía de la manera 
que queda indicada en el considerando anterior, no se puede 
por esto mismo alegarse como se alega, que el cargo hecho, y 
de que se acusa sea meramente deducido de conjeturas y de 
pruebas que no merecen fe en juicio. 

5° Que aun admitiendo como un argumento bien traído el 
que délos datos de la esportacion de la calera, de cal elaborada, 
no puede ser exacta la deducción, sobre la cantidad de la piedra 
importada; porque bien pudiera ser aquella, el producto de 
depósitos hechos de piedra con anterioridad ú la época de) 78 
y del 70; ó bien de depósitos de la misma cal ya elaborada á 
los que no se les hubiese dado salida anteriormente; contra el 
Talar y mérito que pudiera daTse á este alegato, se presenta la 
prueba del documento de f. 36 y f. 38. 

6* Que concurriendo, como se vó las demostraciones que 
aparecen, sobre la introducción fraudulenta del millón no?e- 
cientos diez mil ciento treinta mil kilos, sin pagar los derechos 
corrieutes sinó sobre la cantidad de 73,552 kilos que ha sido 
la manifestada ¿su introducción ¡ no puede, racional ni justa- 
mente traerse ni presentarse como medio para desvirtuar el 
fraude ni para hacerlo variar de naturaleza y condición que 
como se alega « la introducción haya pasado desapercibida en 
el momento de hacerse », porque esto seria pretender t que el 
crimen, el delito, dejasen de serlo por la habilidad que se 
hubiese tenido al cometerlos», Doctrina que en manera alguna 
puede consentirse sin escíndalo. 

7* Que los casos que se citan de Loiaaga y Stalla para 
contrarestar el argumento del pase inapercibido como medios 
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doctrinarios para que el fraude quede disimulado y sancionado, 
no son casos de idéntica condición, ni clase con el presente 
en cuestión y aun cuando fuesen de algún modo análogos, no 
revisten las mismas condiciones, pues no encierran la serie de 
actos premeditados repetidos y dolosos que caracterizan al que 
nos ocupa, desde que aun puede suponerse con fundí mentó que 
se ha practicado con la connivencia de empleados, lo que 
viene á hacerlo mas pernicioso y de peores consecuencias 
morales y sociales que lo que seria por solo el defalco de la 
renta. 

Por estos fundamentos y en atención á lo espuesto por el 
Procurador Fiscal definitivamente juzgando fallo, Condenando 
á comiso en virtud de lo que dispone la ley de las Ordenan- 
zas de Aduana en los Hits. 1035 y Ntiii el 1.010,137 kilos 
de piedra cal introducidos fraudulentamente por 1). Agustín 
Colombo en su calera de Colon ó bien sea por no existir como 
no existe ya el artículo de pago de su importe por el avalúo de 
tarifa, según la liquidación que aparece á f..., con la aplicación 
que determina el art. 1030 de las citadas Ordenanzas, hecha 
que fuera la deducción correspondiente a la satisfacción y pago 
de los derechos fiscales, con mas las costas. Hágase saber y 
repónganse los sellos y timbres que faltaren 

Antonio ¿arco. 

F*ll« «e I» Siiprem» Corte 

Duetioi Aires, Octubre ¿tí de 1880 

Vistos y considerando: Primero. Que de estos auto* consta, 
que el Inspector de Aduanas don Manuel Ca niel i no, teniendo 
conocimiento por el Sub-inspeetor don Electo Yafies, de que 
*La Calera Colon », en la villa del mismo nombre en la provin- 
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cia de Kntre-Rios, había introducido clandestinamente de las 
canteras del Queguny, departamento de Paisandú, en el Estado 
Oriental, casi toda la piedra de cal que había necesidad para la 
esptotacion en dicho establecimiento durante el año setenta y 
ocho hasta Mayo del setenta y nueve, se trasladó á Paisandú, y 
después de rceojer informes verbales al respecto del gefe de 
aquella Receptoría, regresé á Rueños Aires y procedió por sí 
mismo á la formación de un sumario para Ja comprobación del 
hecho denunciado, actuando en él como escribano el Sub- 
inspector Vanes; Set/undo. tjue e,4e sumario, levantado por lu 
misma parte interesada en los resu tudos del presunto contra- 
bando, y con esclnsinii del Administrador de lientas do la 
Aduana de la (-'once pe ion d<d l'ruguay que era á quien corres- 
pondía hacerlo por disposo-ion de la ley, lia sido tuda la baso 
del juicio criminal que mi seguida se ha promovido contra el 
propietario de * La Calera Colon « por el Procurador Fiscal 
de la Provincia de Kntre-Rios, sin que el Juez de aquella 
Sección haya cuidado de legalizarlo; Tercero. Que aun dando 
por legalmente instruido ese sumario, de é\ no resultan mas 
cargos contra el acusado que los dos siguientes: primero, el 
informe del Gefe de la Receptoría de Paisandú íl foja ocho, en el 
que á la vez de declarar que no existe en los libros de su Ulicina 
constancia alguna sobre la cantidad de piedra cal que la calera 
Colon haya estraido en el año setenta y ocho hasta Mayo del 
setenta y nueve, jior ser libre de derechos en el Kstado Oriental 
la esportacio n de este artículo, manilicsta al mi<mo tiempo el 
número de toneladas qu C á su juicio ha estraido, sin decir, cual 
sea el fundamento de ese dato; y segundo, el informe también 
del Urfu de la Receptoría de La Villa í'olon del que resulta que 
la Calera del mismo nombre ha es portad o mas cal en el mismo 
tiempo que la piedra que ha introducido, constando además que 
en los dos ó tres años anteriores no había hecho ninguna intro- 
ducción ; Cuarto. Y considerando respecto del primer cargo, que 
t. mi. 23 
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el iuforme del Uefe de la Receptoría de Paísandú, que do es un 
documento oficial puesto que no es la espresion de la constancia 
de los libros de su Oficina, sinó cuando mas el testimonio de 
un testigo singular, que ni siquiera dá razón de su dicho, está 
muy lejos de ser bastante, por sí solo, para motivar legalmente 
• una condenación judicial, \ en cuanto al segundo, tampoco 
comprueba fraude en el procesado, desde que este ha alegado 
haber tenido cal ó piedra depositada en su establecimiento 
desde años anteriores siu espender, por el bajo precio que la 
eal tenia en el merendó de Buenos Aires, y el i 1 roe orador Fiscal 
no ha demostrado la falsedad do esta defensa como era su 
deber, pretendiendo por el contrario, tanto él como el Juez en 
la sentencia, que era al mism<* acusado á quien correspondía 
justificar la verdad de estos asertos, que impropiamente se 
califican de escepciones. 

Por todos estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada 
y se declara absuelto de la acusación al procesado. Satisfechas 
las costas de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvanse. 
Notifíquese con el original. 



J. D. COaOSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUIZAMUN. — V. FftUS. — S. Sí. 
LA&PlLfl. 
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CAUSA LXXXT 



D. RodrigoH. tloss ronira Patilla hermana sobre robra 

de pesos 



Sumario. — I" Las obligaciones á pagar el día en que se 
termine una obra, son á plazo, y no pueden cobrarse sino des- 
pués de cumplida aquella. 

2 J Antes del plazo no pueden cobrarse binó en el caso de 
haberse formado contra el deudor concurso de acreedores. 

3 o Los triliu nales nacionales no pueden hacer a favor de un 
crédito, declaraciones de privilegio para un futuro concurso de 
acreedores. 



Caso. El raso está detallad" en el siguiente 

Falla <irl Jun NfFfloiml 

Tu¿uinan. Noviembre 10 de 2879 

■ 

Y vistos : se deduce de ellos i<l siguiente estracto: 
t>. Martin Posse, como representante de I), lí. M. Ross, de 
nacionalidad norte-americano, demandó á Padilla hermanos, de 
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este vecindario y naturaleza, pidiendo que este Juzgado, á mé- 
rito de dos cuentas que Ro-s pasaba al demandado, mandase 
pagar á este el valor que aquellas arrojaban; ú bien, el Juzgado 
dejase a salvo los privilegios del demandante que las leyes lo 
acuerdan sobre los objetos en las dos dichas cuentas indicadas, 
para el caso que sucédiese un concurso de acreedores. 

Las dos cuentas contienen, la número 1, varios útiles para 
la elaboración de cuña de azúcar, y la número 2 la obra de 
fierro para una máquina de aserrar y una d« cepillar. 

Agregad apoderado de líoss que estas últimas máquinas no 
han aillo terminadas y enfrenadas definitivamente á Padilla her- 
manos. 

Dice también que tiene conocimiento que el demandado ha 
llegado al estado de cesación de pagos, y que no cumple sus 
obligaciones, etc., etc. 

En seguida espone que Iloss contrata con Padilla hermanos 
para trabajarle los útiles que espresa la cuenta número i. Que 
colocados ellns para el servicio, Padilla hermanos manifestó á 
Koss que arreglarían la cuenta ruando terminasen definitiva- 
mente tos trabajos ¡tara ta colorar ion de tas tw'uf urnas (/<■ aser- 
radero, etc. 

Que mientras dichos trabajos se ejecutaban, agrega, y sin 
estar aun terminadas y entrenados </W todo, Hoss recibió carta 
de PadilK hermanos, dicióndule que se veia en el caso de sus- 
pender el cumplimiento de sus obligaciones, y pedir moratorias 
á sus acreedores, etc., etc. Tomo consecuencia de todo lo espuesto 
el demandante pedia lo que queda espresadu al principio. 

Padilla hermanos contestó la demanda rechazándola, con 
costas, en sus dos términos. 

Fúndase para ello en que el cobro que se le liare nace de uu 
contrato aun no cumplido por parte del demandante, que por 
consiguiente, agregó: no reconoce a Rosa como su acreedor, 
mientras no haya entregado y colocado delictivamente todas 
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las maquinas que representan los valores cobrados: y aunen 
ese caso, tendrían que entrar en arreglo de cuentas, etc., etc. 

Respecto al segundo punto de la demanda dice que el Juz- 
gado no puede resolverlo, por cuanto su misión es juzgar del 
caso presente qne se le someta, pero jamás en abstracto, como 
sucedería si resolviese dejando á salvo los privilegios del de- 
mandante sobre los dichos objetos y máquinas, para el caso de 
concurso de acreedores, etc. 

Para aplicar el derecho á los hechos enunciados es necesario 
descender al siguiente raciocinio jurídico". 

I 

Al afirmar el representante de Uoss que no había aun este 
excluido la colocación y hecho definitiva entrega á Padilla 
hermanos de las dos máquinas de aserrar y cepillar, ha fijado 
clara, terminante y simplemente la presente cuestión. Y si á 
esta afirmación se agrega la otra de que Padilla hermanos le 
manifestó ñ Uoss que arreglaría la cuenta cuando ler minasen 
definitivamente lus trabajos para la <■ o locación de las máquinas 
de aserrar, etc., etc., quedan en el ánimo del .Juez, elementos 
mas que suficientes, y de la naturaleza mas fehaciente, cual es 
en derecho la propia declaración y confesión de las partes, 
para poder dictar con plena conciencia un falNi definitivo. 

n 

La afirmación del representante de Hoss de haber propuesto, 
Padilla hermanos, como término de su obligación respecto del 
pl.izo, el día que concluyera Hess y entregase definitivamente 
lus máquinas, contiene en sí la aquiescencia de parte del último 
nombrado á la designación de 'tquel plazo; puesto que n0 dice 
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ni ha probado que Ross lo rechazara por su parte: lejos de eso, 
de las posteriores esposiciones de la demanda se vé claramente 
que aquella proposición fué aceptada. Y el no haber Padilla 
hermanos contradicho aquella afirmación le dá el valor jurídico 



En el caso, materia de la presente cuestión, hay para ambas 
partes derechos y obligaciones que nacen: \ a del contrato de 
compra y venta do útiles para elaboración de caña, y máquinas 
de aserrar v cepillar ; 2" del compromiso de hacrr contraído por 
Ro^s, para la colocación de las máquinas. 



A la pretensión drl demandante obstan : 1" su falta á la obli- 
gat ion de hacer ; 2" y como consecuencia de ¡iquella, el no ha- 
iii'rsi' cuniplidn aun ■ 1 plazo paTa el papo por parte de Padilla 
hermanos. 

Sobre el primor punto es terminante el artículo 65, scc, 3*, 
tít. i", )Íb. 2". Código Civil, que es el comentario ei. testo legal 
fiel principio de la reciprocidad de los contratos bilaterales, la 
cual, según la espresion de los Jurisconsultos, es la balanza 
que pondera equitativa y justamente, los dorechos ó intereses 
de los contratantes. 

Sobre el segundo, severa la prescripción legal que le *>s apli- 
cable en v\ párrafo siguiente. 




III 



IV 



V 



Hn cuanto al ¡sifio y plazo para exigirlu do Padilla hermano» 
rigen las siguientes proscripciones leg:ili"5. 



DE JUSTICIA NACIONAL 347 



El artículo í\ tít. tí", sec. 1*, libro 2", Código Civil, deter- 
mina lo que es una obligación á plazo, y esto cuadra perfecta- 
mente al caso en cuestión. 

Luego los artículos 2 a y 3' ibidem, establecen que el plazo 
puede ser lijado con relación ó un hecho futuro necesario; cual 
es en el caso presente el dia en que termine la coloca ron de las 
máquinas, etc. etc. 

El artículo 27, cap. 3», sec. i", tít. 1", lib. 2", Cúdig» Civil, 
dice que el pago debe hacerse el dia del vencimiento de la obli- 
gación. Ksta es la regla general del derecho. 

Como una eseepeiun a ella viene el artículo 30 ihiU, y sienta 
que el acreedor puede eiigir el p¡«go antes del plazo cuando el 
deudor se hiciese insolvente formumto cuucurso de acreedores. 



VI 

El representante de líoss, se vé duramente, conocía que no 
podia cobrar ante» del plazo que su constituyente babia acep- 
tado: pero se determina a* ello por la razón que él mismo es- 
pone de que Padilla hermanos, había llegado á estado de cesa- 
ción de pagos, y que no cumplía sus obligaciones. 

Faltóle al demandante para justilicar su pretensión decir 
y probar en el juicio que Padilla hermanos había formado con- 
cuño de acreedores, lo que según la prescripción legal citada 
constituye el único caso (con relación a la cuestión) en que las 
obligaciones á plazo no cumplido se hacen exigibles, igual ju- 
risprudencia establece el artículo 248, Código de Comercio. 

De todo cuanto queda espuesto es legítima é ineludible con- 
secuencia el siguiente fallo : 

No há lugar á la demanda entablada por el representante de 
D. R, M. líoss en cuanto al pago de la cantidad que cobra ú Pa- 
dilla hermanos. 
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Y en cuanlo al segundo capítulo de dicha demanda deducido 
subsidiariamente, se declara que no corresponde a* este Juzgado 
la declaratoria que pide sobre qtie se dejen á salvo los privile- 
gios del demandante, para el caso de un concurso de acreedores. 
Se funda el Juzgado para ello, en que esta resolución que se le 
pide correspondería al juicio del concurso hipóte tiro de que 
trata el demandante, el cual no solo no le ha sido sometido, 
sjnó que ni pudiera serlu, según la prescripción del artí- 
culo 12 de la ley de Jurisdicción de los tribunales nacionales, 
citada por el demandado para rechazar tal pretensión de su 
adversario. 

Finalmente, como la demanda ha sido entallada contra las 
espresas prescribiónos del derecho que quedan citadas, el Juz- 
gado manda además que 1), R. SI, Hoss pague tudas las costas 
de éste juicio. 

Asi lo ordeno y firmo en mi despacho, en 1 ucutnan á diez de 
Noviembre de mil ochocientos setenta y nueve. Hágase saber 
con el original, y repónganse los sellos. 



Vistos : por sus fundamentos, y considerando que no es nece- 
Haria la prueba en esta causa, atentos los términos en que se ha 
interpuesto la demando, se confirma, con costas, la sentencia 
apelada é foja diez y siete. P tisfecbas aquellas y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 





lltitimih Airei. Octubre 30 tk 1880. 



J, B. GOROSTIAGA. — J. DOMOGI EZ. 



O. LEÜUZAMOS. — U LADISLAO 



FMUS. — S. H. LASPILIV. 
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D. Luis Curto contra Hoverano hermanos, sobre nulidad 
de una palmte de invención. 



Sumario,^ La Corte puede devolver al Juzgado de su pro- 
cedencia los un t oí, para que reciba la causa a prueba, cuaniiu 
la estima necesaria. 



Caso. — Kl caso se comprendí' al leer el 

r«l|« del Ju» *rrrlon«l 

Bastios Airet, Mayo 22 de 1680. 

Autos y vistos: el juicio seguido por D. Luis Curto Contra 
los Sres. fíoveran^ hermanos, sobre nulidad de una patente y 
de que resulta: I o Que con motivo de haberse publicado por 
la Oficina Nacional de Patentes que se había acordado á los 
Sre s. Roverano hermanos el privilegio de invención por la apli- 
cación de la goma á la fabricación de pomos para Carnaval, el 
Sr, Cuitó pide se declare nula esa patente» por cuanto esa 
invención era conocida ya en Francia é Italia y el demandante 
t. un. 24 
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mismo lo habia introducido y espendido en esta plaza, con 
anterioridad al invento de Rovo rano hermanos. 

2' Que corrido trabado de la demanda, niegan los Sres. Ro- 
mano hermanos los hechos que se aducen sobre introducción 
y venta en plaza de artículos iguales, acompañando un informe 
de la Aduana en que se certifica que por la misma no liuti sido 
despachados hasta esa fecha y que es falso que esos poínos de 
goma se hubieran usado en Francia é Italia, pues no es per- 
mitido allí el ju'-íío de Carnaval con agua, de que concluyen 
pidiendo el rechazo de la demanda con costas. 

Y considerando; i" Que al absolver al demandante las posi- 
ciones de f. 65 contestando ú las preguntas 10, 1 1 y 13, con tiesa 
que no ha vendido tales pomos en esta plaza ni tienen apli- 
cación en Francia é Italia contra lo aseverado en la demanda, 
y por tuntoqne si pudiera justilicarse que las muestras presen- 
tadas hubieran sido fabricadas con anterioridad á la solicitud 
de patente de los Sres. Ro verano hermanos, en nada afectaría 
á la validez del privilegio acordado por ¡a p.iteute obtenida pues 
por el artículo -l" de la Ley de 1 1 de Octubre de Í8ÍH no basta para 
que se declare la nulidad que haya existido el invento en forma 
de ensayo sino que haya sido ya publicado en folletos, otras ó 
periódicos. 

2° Que del escrito del demandante de f. 22 se desprende que 
él se ocupaba de hacer ensayos sobre la materia del invento, 
que él mismo confiesa incompletos, y se conprueba además por 
el hecho de que interrogado sobre si ha vendido las do.i 
que dice haber tenido, nmtesta que las ha regalado y 
consiguiente aun la publirid.id que hubiese piulido dar>e por 
el espendio y sin lu que no puede pretenderse que los Sres. lio- 
ver uno hermanos pudieran obtener patente: pnes para el caso 
habría sido necesario que * 'urltV tuviera ta patente precauciona! 
á que se refiere la sección -i de la l«\v citada. 

3 o Que aunque el demandante b;i n legado que habia intro- 
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ducido los pomos tic gomu aplicables al juego de agua de 
Carnaval con anterioridad á la solicitud de patente de los 
Síres, Roverano, al absolver las posiciones, contestando i ta 
pregunta última, dice que ignora con que fe- ha solicitaron la 
patente los demandados y que solo sabe cuando se les conce- 
dió, siendo as: que seria necesario que el invento fuera an- 
terior a" la solicitud, y no á la eooci-sion según lo prescrito 
eu el artículo 4f> citado. 

Por estas consideraciones fallo» absolviendo de la presente 
demanda á los Síres. Roverano hermanos, con costas al deman- 
dante. Repónganse los sello* y nutifíquese con el original. 



Vistos: siendo necesario á juicio de esta Corte la prueba de 
los hechos eu que el demandante funda su acción, devuélvase 
los autos al juzgado de su procedencia para que, recibiendo la 
causa á prueba, la sustancie y resuelva eou arreglo á derecho, 
Satisfáganse las costas y repónganse los sellos. 



Isidoro AÜmrracin. 



tallo dr I* 




nuono* Aires. Noviembre 2 de 18UU. 



J. B. GOIVOSTUOA. — O. LEGUUMCOI. 
— t LADISLAO FRIAS. — S. 31. LASP1UH- 
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CAUSA LXXIVII 



D. Agustín Hodriguez contra el Dr. D. Marcelino Mezquita, 
por cobro eje-utivo de pesos. 

■ 

Sumario. — I a Las sumas no liquidadas no pueden tomarse 
en consideración para admitirla compensaron de ellas en juicio 
ejecutivo. 

£' Las costas causadas por ta oposición admitida son de 
carteo del ejecutante. 



Caso. — Dictado el fallo de la Suprema Corte de 29 de Enero 
de 1880, D. Agustín Rodríguez ejecutó al Dr. U. Marcelino 
Mezquita, por la suma de 5,210 pesos 21 centavos fuertes á 
que ascendió la liquidación. 

El Dr. Mezquita depositó á embargo dicha suma y opuso lu 
escepcion de compensación por una suma menor, la que fué 
admitida por el siguiente : 

tullo del Jun A+rclonal 

Buenos Aires. Agosto 21 de 1880, 

Y vistos : con lo alega Jo por las partes en informe verbal 
en el incidente sobre compensación deducida por la parte del 
Dr. Mezquita contra la ejecución que se sigue por D. Agustín 
Rodríguez, y teniendo en eon^idrraf ínn : f ^«>e el crédito á 
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compensarse consta del juicio ejecutivo seguido pore! Dr. Mez- 
quita contra Rodríguez, que se acompaña, y en que se ha dictado 
el auto de f. . . definitivo, coa su aceptación y audiencia ; 
y desde ese momento quedando así eligióle sin mas trámite ni 
escepeton, y líquido como se contiene en el esp-diente citado. 

2* Que la nulidad que se alega contra ese juicio por haberse 
seguido por el Juez de )a Provincia, cuando el mismo crédito se 
perseguía por Mezquita contra Rodríguez en los Tribunales 
Federales, no resulta probada en cuanto al hecho; pues si bien 
á f. 51 de los autos principales aparece agregada una letra de 
un valor aproximado á la que se cobra en la provincia, el valor 
de esa letra no se incluye en las cuentas de fs. 27 y 28, cuyo 
importe es el único que se cobra en la reconvención, haciéndose 
así patente lo alegado por el procurador del Dr. Mezquita de 
haberse agregado por descuido ese documento. 

3" Que aun prescindiendo de los hechos referidos, la nu- 
lidad no procedería, porque Rodríguez no dedujo * i n tiempo los 
recursos de incompetencia ó litis pendencia A que habría d..Jo 
lugar; y que confirma que el crédito líquido y exigible que B6 
mandó pagar en el juicio ejecutivo acompañado, no es el mismo 
que el de la letra de f. 5! que no se hizo valer. 

■t° Que alegándose por Rodríguez que la letra que se cobra 
ante el Juez, Dr. Fonrouge, es la misma, renovada, que corre á 
f. 51 de lo* autos principales, ha debido probarse por el mismo 
de una manera plena, y en vez de ello resulta: i a Que la letra 
porque se ejecuta a Rodríguez por el Tribunal de Comercio es 
de Marzo del 74 cuando no existia ya negociaciones de la sociedad 
Fambety. Rodríguez y Mezquita, y pnf tanto cuando las consi- 
deraciones de la sentencia de f. 100 no autorizaban a creer que 
esos foiidos hubieran podido ser dadn*; pot Mezquita como su 
capital social; 2' Que la Irtra d<' Mano Úé 74 no correspoude ni 
por el pequeño monto de tos intereses que se dicen capitalizados, 
ni por su fecha á la letra di- f, 51 de Noviembre de 1870, 
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teniendo en consideración que las renovaciones habían sido 
mensuales según el término de esa letra y aun á tres meses á 
estilo de Comercio y los intereses los de plaza. 

5* Que por el contrario de lus declaraciones de los Rres, Correa 
y Larrazabal presentados por el Sr. Rodríguez y contra cuyo 
testimonio no puede por lo ini-mo aducir tachas, consta que la 
leirra de f. 51 no es la misma que se persigue en el juicio 
ejecutivo acompañado. 

6 o Que la parte del Dr. Mezquita ha establecido en contrario 
que en 1 877, el misino ejecutante Rodríguez reconoció cu la 
(estani entena formnda por muerte de su esposa que debía á 
Mezquita la suma de cincuenta mil pesos moneda corriente, 
que e» próxima mente el valor de la letra ejecutada ante el Juez 
Dr. Fonrouge, por pago hecho por éste á los Sres. Correa y 
Larrazabal sin que haya alegado, ni aparezca otro crédito a 
favor de Mezquita en estas condicionen debiendo concluirse 
entonces que no es otro que el que se cobra en compensación 
por parte del Dr. Mezquita. 

7 o Que el que alega la estafa debe probar los entremos que la 
constituye y curan de todo delito, la intención dolosa, y simu- 
lación ó falsiijcaeion con ánimo de lucrar, *>in que basten pre- 
sunciones una ve?, que no se comprueba por prueba directa esa 
intención, que no puede hacerse en el caso ocurrente cuando 
Mezquita demandaba ante lus jun es y S e defendía iUlripucz 
con todos Jos recursos legales, l'or estas consideraciones, fallo 
fine lia lugar ;i la cmipeiisariuii deducida debiendo llevarse ade- 
! inte la ejecución por la diferencia líquida que resulta entre la 
cantidad consignada y ¡a suma de sesenta y ur mil novecientos 
setenta y un peso seis reales moneda enríente que importa el 
crédito líquido que se ha contrapuesto y devuélvase el espedien- 
te agregado. Nntifíquese con el original y repónganse los sellos. 

luido ro Mbarraeih* 
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El Dr. Mezquita apeló porgue no se habia ordenado le com- 
pensación de lo que Rodríguez debia por honorarios en el juicio 
seguido ante el Juez de Comercio, y porque no se le habia 
condenado en las costas causadas por las escepciones opuestas. 

Fallo d> In Supremo Corte 

Buenos Airei, Noviembre 6 di 1 1880 

Vistos: Considerando que respecto del importe de honorarios 
que Don Agustín Rodríguez debe en ct juicio ejecutivo seguido 
ante el Juez do Comercio de la Provincia, que ellos no están 
liquidados, y que, pur 1" tanto no han debido ser tomados en 
consideración por la sentencia apelada: que respecto de las 
costar del juicio ejecutivo seguido ante el inferior, es de jus- 
ticia que las que corresponden á las causadas por la oposición 
admit ida sean de cargo del ejecutante, como resulta del espíritu 
del artículo doscientos setenta y -siete de la I.ey de Procedi- 
mientos ^Tscinnales, según lo resuelto por esta Suprema Corte 
en la causa de Méndez contra Uonzalcz, tomo tercero, sirio 
segunda, página setenta de los fallos; se confirma la sentencia 
de foja doscientos treinta y cuatro en la parte apelada, minos 
en cuanto omite la condenación en costas, las que, en lo relativo 
á la escepcion opuesta y sus pruebas, se declaran de cargo del 
ejecutante. Satisfechas las costas de esta instancia, y repuestos 
los sellos, devuélvase. 

J. r GOBOSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGt IZAMOS. — U LADISLAO FRIAS. 
S. M. LASPIUR. 
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CAUSA liXIXVIII 



/>. Manuel Garría mntra ta Municipalidad de Vietorta, por cobro 
He pesas; incidente sobre personería 



Sumario, — Es válido un poder otorgado por el Presidente 
de ana Municipalidad, cuando esta lo ha autorizado para otor- 
garlo y en el poder se trascribe la autorización. 



Caso. — D. Cirios Millan en representación de D. Manuel 
García, dedujo juicio de apremio contra la Municipalidad de 
VicLoria por la suma de 210 pesos fuertes 50 rentaros, prove- 
nientes de lionorari <s devengados en autos ante el mismo Juez 
de Sección. D. Manuel M.de Fontes por la Municipalidad, pidiií 
se le tuviera por parte en virtud de un poder hecho ante Escri- 
bano público en el que se dice: * Compareció el spfior Presi- 
dente de la Comisión Municipal de esta ciudad D. Ülayo Viera, 
residente en ella, casado y mayor de edad á quien conozco, doy 
féy digo : cque autorizado convenientemente por ta comisión 
que pre>ide, por este instrumento público y en la mayor forma 
y via de derecho, etc. » . 
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Kl Juez mandó que so le tuviera por parte. 

La parte de (¡ardí pidió se rechazara la personería de Fontes 
y se le condenase en rostas. promoviendo artículo de previo 
pronunciamiento. 

Dijo que en el podei presentado no constaba que Viera fuera 
Presidente de la Municipalidad de Victoria; que según el ar- 
tículo 8\ título ¡>e las escrituras publicas, Código Civil» es nula 
la escritura pública otorgada en representación de otros, cuando 
no se trascribe el documento habilitante ; que en esL caso ha 
debido trascribirse en el poder de Fontes el título en virtud del 
cual dice Viera ejercer la presidencia de la municipalidad. 

Se corrió traslado á M. de Fontes quien presentó nuevo po- 
der en que se trascribe una sesión de la Municipalidad de Vic- 
toria bajo la presidencia del Sr. Viera, en la que se autoriza al 
Presidente par. que nombre un representante en la cuestión 
sobre honorarios promovida por \K Manuel fíarcia y dicho 
Presidente invocando esa facultad nombra como procurador á 
1>. Manuel M. de Fontes. Dijo que el primer poder era bastante 
puesto que el Escribano daba fe de que conocía á I). Olayo 
Viera como presidente de la Municipalidad, lo cual por otra 
parre era público y notorio: que la Ley de Municipalidades de 
la Provincia di al Presidente facultades para representar a la 
corporación en gestiones de esta naturaleza; que en los mismos 
autos en que García ha devengado los honorarios que cobra, 
reconoce como presidente de la Municipalidad al Sr. Viera ; que 
de todos modos las observaciones del contrario quedan sin 
efecto con la presentación del nuevo poder. 

Antes que el Juez resolviese la parte de García observó que 
el Escribano que había estendido el último poder no espresaba 
que hubiese tenido ú la vista el libro de actas, y que no cons- 
taba tampoco que se le hubiese puesto de manifiesto el acta de 
la sesión en que hubiera sido nombrado presidente D. Olayo 
Viera. 
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Fallo *>l Ja» df Kerclon 

Paran!. Febrero 16 de 1880. 

Vistos y considerando ; que el poder de f. 28 presentado en 
tiempo por D, Manuel M. Fon tes está en conformidad con el 
artículo AS inciso 7 o , libro 2 o , sección 3° del Código Civil, y con 
el artículo I a , inciso 10» título 3% sección 2* lil>ro 2° del mismo 
Código, encontrándose igualmente otorgada con arreglo á lo 
dispuesto por la Ley de Municipalidades de la Provincia en el 
artículo 49, No ba lugar con costas á la cscepcion dilatoria. 
Repóngase. 

Antonio Zarco , 

Falla *« la ftuprriua Corle 

Buenos Aire». Noviembre 9 de 1880. 

Vistos: estando el segundo poder presentado conforme á lo 
tiispues-to por el artículo si*timo, título ¡u- las escrituras públi- 
cas,. Código Civil, se confirma, con costas, el auto ajelado de 
foja cuarenta. Satisfechas aquellas, y repuestos los sellos, 
dci ¡u-lvanse, 

J II. «.OltOSTlAllA.— J. UOMINCLEZ. — 
O. I.EÜI' IZAMOS.— ILAMSLAO FRIAS. 
— S. M. LAM'U H. 
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F.t Fisco Nacional rontrn Spinetto é Ayos, sobre infracción 
á las Ordenanzas de l duana 

Sumario. I* En materias de Aduana el error no escusa de 
responsabilidad, sino cuando es evidente é imposible de pasar 
dt-s tpercibido. 

2* La palabra pesar empleada por el artículo 933 de las Or- 
denanzas de Aduana comprende en su acepción la de medir. 



Caso. — Se comprende bien leyendo el fallo del Juez de 
Sección y la Vista del señor Procurador General . 

«lio del Jura de Sección 

Buenos Aires. Enero 33 de IÉTÍ9. 

V visto* estos autos seguidos por el Fisco contra los señores 
Spinetto hijos por infracción á las Ordenanzas de Aduana, y 
resultando de la misma esposirioii de lo» señores Spinetto que 
el esreso en ontrado en el despacho de la última partida del 
cargamento, corresponde y debe compensarse con las faltas que 
ba liabidu en el despacho de las dos anteriores, y considerando 
que despachadas estas dos últimas sin haberse practicado la 
correspondiente medición, deben tenerse por eiactas (artícu- 
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lo 933 de las Ordenanzas) debiendo cargar el esceso solo el último 
despacho en el que recien se ha notado el esceso sobre la mani- 
festación; de acuerdo á lo pedido por el Procurador Fiscal y de 
acuerdo con los artículos 030 y 933, se declara eaido en comiso el 
esceso de tres mil novecientos metros cuadrados de madera que 
resulta, inclusas las noventa y nueve piezas detenidas ; hágase 
saber y repónganse los sellos. 

Andrés l'garriza. 

- 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR CESERAL 

Buenos Airei, Octubre 20 d*' 1879 

Suprema (orle: 

Los Sres. Spinetto atribuyen el esceso denunciado á la cir- 
cunstancia de que la mitad del cargamento de madera que venia 
en la estiva superior del buque, se componía de piezas chicas, 
le lo que resultó que la mitad de los piezas del manifiesto que 
despacharon primero no correspondía á la mitad de los piés t 
también manifestados, produciéndose de esta manera un des- 
equilibrio entre las piezas y los piés que apareció forzosamente 
en el último manifiesto. 

Admitiendo que sea esto exacto, como sin violencia lo ad- 
mito, el error no salva la responsabilidad de lós Sres. Spinetto, 
pues, es bien sabido que la legislación de Adu nia no admite ni 
puede admitir error, boIvo aquellos cstsos en que sea evidente é 
imposible de pasar desapercibido fart 1057). 

Kilos debieron saber qu*> las piezas chiras venían arriba y á 
nadie deben culpar si lo ignoraron. Pero ¿qué mayor error evi- 
dente é imposible, dicen, qu** el de una manifestación de 
\ 089 piezas con un total de 1401 pie"s? ¿Qué clase de piezas 
de madera serian estas que no medirían ni siquiera un pié? 
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El error no estuvo en la última manifestación, sinó en la pri- 
mera, que bien pudo y que pasó desapercibida. 

St en vez de tener menor número de pies las piezas, hubie- 
ran tenido mas, dado el caso de que liubiera habido esceso ver- 
dadero en el cargamento, la Aduana hubiera sido perjudicada 
por el error, y por babor despachado cu confianza, y no hubiera 
podido reclamar después. 

Knel caso contrario, justo es que el que incurrió en el error, 
sufra sus consecuencias. 

La diferencia que se pretende establecer entre ¡tesar y metíir 
para eseusar la aplicación rtH artículo 933, no es de tomarse 
en cuenta, pues nutoria é indiscutiblemente la razón es la 
misma. 

Kn cuanto al desembarco de las í>0 piezas sobre que llama 
la atención el señor Vista, habiéndose esplicado q"e fué por 
error y con asentimiento de los empleados del Resguardo, no 
en rúen tro que baya motivo para proceder contra el lanchero. 

En mérito de lo espuesio, sírvase V. E, confirmar la senten- 
cia apelada. 

Eduardo Costa. 

rallo *> la Aaprcm* Corte 

Bumoj Aires, Noviembres de 1880 

Vistos: por sus fundamentos y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, en su vista 
de foja sesenta vuelta; se confirma con ostas la sentencia 
apelada de foja treinta y cinco vuelta; satisfechas las de la 
instancia y respueslos los sellos devuélvanse los autos. 

J. B. GOROSTIAGA,— J. DOMINGUEZ. — 
O. LEG TIZAMOS. — S. H. LASPIUR. 
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CAUSA IC 



D. Martin Verina contra D. Gabino MonguiUot, sobre secuestro. 



Sumario. — Negados por el demandado loa hechos en que l! 
demandante funda su petición de embargo, este no puede ser 
decretado. 



Caso. — D. Martin Verina, estrangero, espuso ante el Juez de 
Sección: que en Julio de 1879 D. Gabino MonguiUot» argentino, 
le encargó el cuidado de la casa calle de Venezuela N° 513 y 
de Jos objetos, herramientas, moldes y materiales cuya lista ad- 
junta; que no habiendo podido obtener amigablemente el pago 
de sus salarios, se veia en el caso de demandarlo pidiendo fuera 
condenado á abonarle la suma de dos mil pesos mensuales. 

Ed un otrosí dijo : que D. Antonio Spinetto propietario de la 
casa le eiigia el desalojo immediato de ella; que el esponentc no 
pedia desalojarla sin asumir graves responsabilidades; que por 
otra parte el esponentc tiene privilegio sobre los objetos para 
el pago de lo que le adeuda MonguiUot; que para evitar las 
responsabilidades que se queria echar sobre el esponentc, para 
que no se estravien los objetos de que habia sido depositario y 
para no perder el privilegio que tenia sobre ellos, solicitaba se 
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nombrara un depositario judicial que loa retuviera en su poder 
hasta la resolución del asunto, proponiendo á esto fin á D. An- 
drés Merea. 



Buenos Aire*. Setiembre 30 de 1880. 

Por acreditada la competencia del Juzgado. De la demanda 
traslado, a] primer otrosí como su pide cometiéndose la acep- 
tación del depositario, y repóngase el sello. 

Isidoro Albarracin. 




D, Gabino Monguillot, espuso: que era comple- 
i que el espolíente hubiese encargado á Veriua la 
guarda y conservación de los objetos que existen en la casa 
calle de Venezuela N ü 513; que no habia ninguna ley que 
autorizase á Veriua para pedir el depósito ó embargo simulado 
de enseres que pertenecen al capónente que no está ligado con 
vínculo alguno con V tirina; que si el contrario quiere garantías, 
está dispuesto á dárselas á satisfacción, siempre que él haga lo 
mismo por los danos y perjuicios que le irroga 
cate injusto pleito. Que por esta razón apela de la 
auto en que se nombra 




«lio de I» Suprema forte 



¡ Aires, Noviembre 13 de 1880. 

Vistos: estando contradichos por el demandado y no apo- 
yándose, sino" en la propia aiiruiaciou del demandante, los hechos 
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que sirven de base á la demanda; se revoca el auto de foja ocho 
en la parte apelada. Satisfechas las costas y repuesto* los 
•ellos devuélvanse. 



/). Pablo Granella contra el Banco Mercantil, 
de demanda ; sobre costas. 



Sumario. — YA desistimiento hecho eu acatamiento de un 
fallo de la Corte, en caso análogo, dictado después de inter- 
puesta la demanda, no impone al desátente el cargo de costas. 



J, B. GOttOSTiAGA. — j. DOMINGUEZ,— 
O. LEGUIEAMON. — ULADISUO FMAS. 
— S. M. LASPIUR. 



CAVIA X€I 




Caso. — D. Pablo Granella demandó á D. David Bruce, por 
suministros al vapor « Capitán », del que este aparecía como 
dueño. 
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"bu el Banco Mercantil como dueño del vapor, y pi d¡6 
En seguida, y „ M30 anál dd 

O r er8n .r le ' ,T 109 b " ÍUCS »" te » e -« * Bruce. 

Banco Í ' tT , 3 fa,l0 • tol,tl4 " e b a « ion ™ tra - 
Banco T cate, aceptando el desistimiento pidid que .e decla- 
raran á cargo de Granella las costa». 



F«Uo del Jan Reetiana.1 

■ 

Buenos Aires. Agosto 4 de 1880. 

Y vistos y considerando: que el desistimiento importa reco- 
nocer . improcedencia de 1a acción y ,.. es jur ¡aprudencia en 

t oleada la temeridad que obliga .1 p„ g0 de costas sea,, 
cuales fueran las razones quo hubieran inducido al actor al 
des.stumento; se reforma el auto recurrido conQrmit.dose con 
«1 pago dn costas á cargo del demaadaute. 

- 

- 

Isidoro Albarracin. 



Wmm de 1« Suprei 



Bueno* Aire*, Noviembre 16 de 1880, 

Visto.: fundándose el dcw.imúmto en el acatamiento de una 
resolución de esta Corte; dictada en un caso análogo al presente 

Ti lili. 
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y con posterioridad i la interposición de la demanda, se revoca 
el auto apelado de foja sesenta y tres vuelta. Satisfechas las 
costas y repuestos los sellos, devuélvanse. 



J. Stump contra Llavalfol é hijos, por cobro de pesos; sobre 
mejora de apelación y nulidad de una notificación 



Sumario. — 1° Cuando el actuario no encuentra el litigante 
á quien se ha de notificar providencia, debe dejar la cédula de 
notificación 4 la mujer, hijos, sirvientes ó cualquiera de la 
familia de aquel, y, prévia lectura, debe hacer firmar la copia 
de ella por la persona i quien otorgue la cédula. 

3° En el caso de que esta no sepa, pueda 6 quiera firmar, 
debe solicitar a dos vecinos que la firmen ; y solo en caso de no 
encontrarlos, puede ocurrir al medio último de fijar la cédula 
en la puerta de la casa. 



1. B. G0ROSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 



O. LEGUIZAMON. — OLAJHSLAO FRIAS - 
— S. K, LASPIUR. 




CAUSA XCII 



« 
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3- La fijación de la cédula ante la simple negativa de la 
sirvienta á quien quise entregarla el actuario, no suple la validez 
de la notificación. 

4 o Y minos, no habiendo espresado la hora en que practico la 
diligencia de ta notificación. 

5" La omisión de los requisitos que la ley prescribe para las 
notificaciones trae la nulidad de estas, y no puedan las mismas 
tenerse en cuenta sinó desde el día en que la parle se da por 
sabedora. 



Caso. — Stump acuso de rebeldía á los Sres. Llavallol y O que 
había apelado para ante la Corte Suprema de uua sentencia 
condenatoria, y obturo que por no haber mejorado el recurso 
dentro del término, se declarára desierta la apelación. 

Llavallol é hijos pidieron revocatoria, fundándose en que no 
>e Ies notificó el auto de emplazamiento, y que ellos lo supieron 
dos días ántes de preseutar el escrito de mejora, que, por lo 
mismo, estaba en tiempo. 

El actuario certificó que había notificado á uua sirvienta de 
la casa por no hallarse los litigantes y su familia, y que negán- 
dose aquella i recibir la cédula, la fijó en la puerta de la casa 



MI» de t» Supre M » Cmrf 

Baeno» Atrei, Noviembre 16 de 1880. 

Autos y vistos : Considerando qne el artículo sesenta y dos de 
U Ley de Procedimientos, estableciendo la forma en que deben 
hacerse las notificaciones en el domicilio de los litigantes, pres- 
cribe: Primero. Que el actuario lleve trascripto en una cédula 
el auto que va á notificar, y lo lea íntegramente al interesado- 
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Segund. Que ponga constancia del dia, hora y lagar en que 
ha hecho M notificación; Tercero. Que el interesado firme la 
diligencia, si no pudiere ó no supiere firmar, que ruegue i un 
testigo que lo haga á su nombre, y si no quisiere firmar, que 
el actuario solicite dos vecinos que tirmen la notificación. 

Que el artículo sesenta y tres previendo el caso de que los 
litigantes no sean encontrados, requiere á su vez : Primero. 
Que el actuario deje la cédula de que habla el artículo prece- 
dente & la mujer del interesado, a sus hijos, á sus sirvientes 6 
i cualquiera de la familia; Segundo. Que sinó tuviese familia, 
la deje á cualquier \ecino; Tercero. Que prévia lectura de la 
cédula, haga firmar otra de igual tenor, por la persona & quien 
la entregue. 

Que aunque este último articulo no se pone espesamente en 
el cabo de que la persona de la familia á quien se entregue la 
cédula no sopa, no pueda u no quiera firmar, estando esta 
circunstancia prevista y reglamentada en el artículo anterior, 
es forzoso estar á lo que allí so dispone, para que el requisito 
de la firma quede llenado. 

Que por consiguiente, resultando de la diligencia del actuario, 
que había algunas personas en la casa (una sirvienta, según ha 
declarado ante la Corte) y que ellas se negaron 4 recibir la 
notificación, debiú solicitar dos vecinos que firmasen la dili- 
gencia; y solo en caso de no conseguir esto, ocurrir al mediu 
último de lijar la cédula en la puerta de la casa. 

Que en vez de proceder así, hi20 la fijación de la cédula, con 
la sola negativa de la sirvienta, cuyo nombre por otra parte no 
ha debido omitir, sin llamar previamente testigos para hacer 
constar y suplir la negativa. 

Que el actuario además ha omitido espresar la hora en que 
fué practicada la diligencia de notificación, limitándose á decir 
en seguida, espresion que, si bien puede bastar para designar 
el dia, no basta, desde que se refiere á otras diligencias prac- 
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ticadas en diferentes lugares, para determinar la hora, como 
lo exige el artículo sesenta y dos. 

Que todos y cada uno de los requisitos de la ley, cuyo objeto 
es garantir la verdad de las notificaciones y facilitar la prueba 
en caso de contradicción, han sido establecidos pro forma y baja 
pena de nulidad, con arreglo al artículo setenta y uno. 

Que aunque el hecho de darse por sabedora la parte intere- 
sada, puede decirse que abona la verdad de la notificación, 
esta injerencia no puede tener lugar sino desde el momento en 
que se da por sabedora: y en este caso, contando desde entóneos 
el termino, el escrito de mejora de la apelación por parte dn 
Llavallol habría sido introducido en 

Por estos fundamenta déjase 
declaró desierto el recurso, y el 
relevándose ni Escribano Risso de la 
citado artículo setenta y uno de la ley, en atención i no ser 
inficientemente c!ara su redacción; á que á favor de su ambi- 
güedad se ha introducido una práctica contraria, y á que esta 
es el primer caso en que á reclamación de parte se ha pre- 
sentado á la Corte la ocasión para declarar su verdadera inte- 
ligencia. 




el auto en que se 
agravios; 
que impone el 



J. fl. GOnOSTÍAGA.-J. DOMINGUEZ - 
O, LEGLIZAMO?!, — 1' LADISLAO FníA*. 
— S. H. LASPIt'ft. 
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CAUSA XCIII 



V. Genaro Dardés contra D* Casilda V, de Speratti, por cahro 



Sumario, — En las cansas de menor cuantía la Snpiema 
Corte no tiene jurisdicción por vía de apelación. 



Caso, — En nos cuestión entre Dardés y la Sra. de Speratti, 
que resultó ser menor de 200 pesos fuertes, el Juez de Sección 
dictó sentencia y concedió de ella el recurso de apelación. 

r»ll« Je 1» flapre»» C«*e 

Rueños Aire», Noviembre 90 de 1880. 

i 

Vistos : siendo la cansa de menor cuantía* devuélvanse 
previo pago de costas y reposición de sellos. 

J. B. GOBOSTIACA. — J. DOMUIGUEZ. — 
O LADISLAO FRIAS — S. M. LASPHJR. 
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CAUSA ICIV 



0. David Bruce con D. Ernesto de las Carreras, sobre \ 



Sumario. — 1* Los Arbitros mandados nombrar poT el artí- 
culo 5H del Código de Comercio para resolver cuestiones entre 
socios, deben ser arbitradores y no árbitros de derecho; 

2 o El recurso de reducción no procede cuando dos jueces son 
árbitros de derecho ; 

3* En caso de duda sobre el carácter en que fueron nombra- 
dos los Arbitros, la doctrina es que se presamen arbitradores ; 

4* Los árbitros de derecho proceden y determinan conforme 
á las leyes, observando los trámites que ellas prescriben, como 
los jueces ordinarios, y los arbitradores, en cualquier manera 
que ellos tengan por bien, con tal que sea de buen» fé y sin 
engaño ; 

5* A los arbitradores no les es aplicable el artículo 1752 del 
Código de Comercio que manda hacer mención espresa de la 
prescripción que aplican ; 

6* No hay nulidad en un laudo aun cuando los fundamentos 
de los árbitros sean diferentes, siempre que no sean contradic- 
torios y la resolución sea la misma. 



Caso. — El caso se comprende leyendo el 




de un laudo arbitral. 
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rallo del Jan de Seeelén 

Buenos Aires, Setiembre 11 de 1880. 

Vistos estos autos seguidos entre D. David Bruce y D. Er- 
nesto de las Carreras, sobre nulidad del luudo pronunciado en 
la cuestión sobre rescisión de la sociedad que tenian celebrada 
para la esplotacion de una línea de vapores, su liquidación y 
pago de las utilidades habidas durante su existencia y resul- 
tando que la nulidad deducida se funda; 

I o En la falta de emplazamiento para oir*entencia prescrita 
por la ley 27> título 4°, partida 3 a ; 

2 o En que el laudo ha sido pronunciado fuera del término, 
por cuanto este ha debido ser común ; 

3 o En que no ha comprendido todos los puntos sujetos i la 
discucion arbitral ¡ 

4 o En que los arbitros no se constituyeron en tribunal y 
fallaron aisladamente ; 

5° En que los laudos pronunciados aisladamente no estaban 
conformes en cuanto á la condenación ; 

6* En que el tercero habia intervenido sin que constase que 
se habia producido disconformidad entre los arbitros nom- 
brados ; 

7° En que el tercero habia condenado en costas cuando este 

punto no estaba sujeto á la decisión arbitral ; 
8° En la evidente injusticia de la sentencia y 
9° Que corrido traslado del recurso la parte contraria lo 

evacuó á f. 197. 



Y considerando: I a Que los arbitros qne han pronunciado el 
lando recurrido son árbitros de derecho y no amigables com- 
ponedores, en primer lugar porque así lo establece categórica- 
mente ei artículo 511 del Código de Comercio, en cuya virtud 
fueron nombrados, designando que deben ser Jueces Arbitrado- 
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re», lo que epeloye las funciones de amigables componedores <ine 
quiere atribuírseles por la parte de Carreras; en segundo lugar, 
porque aunque así no se espresara es doctrina corriente que en 
caso de arbitramiento legal ó forzó™, como los que establece el 
Código de Comercio, debe ser ejercido por árbitros de derecbo ; 
pues no se comprendería qne estando el juicio de amigables 
componedores basado en la confianza y dotes personales de los 
arbitros, pudieran estas condiciones ser impuestas por la ley, y 
por último en que no queda duda de que la precedente inter- 
pretación y doctrina se baila aceptada y confirmada por el 
mismo Código di Comercio cuando en el artículo H52 establece 
que todos los jueces de cualquier denominación, que se men- 
cionan en el Código citado deben fallar fundados en ley, do que 
se deduce que en el sentir del codificador ha escluido del todo 
en sus disposiciones á los amigables componedores, que pueden 
hacerlo en conciencia y en equidad ; 

2* Que los jueces arbítradores, como árbitros de derecho 
han debido someterse por tanto á la estricta observancia del 
procedimiento de los juicios ordinarios, que en el caso ocurrente 
y como asunto de jurisdicción nacional, es el que fija la Ley 
de Enjuiciamiento Nacional y leyes preexistentes locales ; 

3" Que en tal concepto la audiencia y la citación para sen- 
tencia eran trámites esenciales cuya supresión dá lugar á la 
nulidad, y consta de autos que después de constituido el tri- 
bunal arbitral do hay mas providencia 6 resolución que el laudo 
final, faltándose así & esos trámites esenciales, y aun mas» no 
hay constancia alguna de que se hubiese hecho necesaria la 
intervención del tercero privando con esto á las partes del 
derecho de recusarlo que pudieron haber ejercitado en caso de 
serles notificada su intervención ; 

4° Que aun admitiendo que los árbitros nombrados fueran 
amigables componedores y por tanto con facultades mas amplia* 
que los árbitros de derecho, también para aquellos se hace 
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obligatorio «1 deber de emplazar á tas partes para oir sentencia 
bajo pena de nulidad ; pues prescribiéndose en la ley 27, título 
4 o , partida 3 a que todos los avenidores (arbitros ó arbitradores) 
no pueden pasarse sin esa formalidad, no puede aceptarse la 
distinción que se establece de que esta lej solo se refiere á los 
Arbitros juris, desde que no se puede establecer distinciones 
donde la ley no los establece, y según resulta del precedente 
considerando ese emplazamiento no ba tenido logar ; 

5° Que debiendo formar los arbitros nombrados un tribunal, 
han debido concurrir á la discusión y sanción de la sentencia todos 
los jueces, & menos de haberse aceptado otra forma de procedi- 
miento j así lo prescribe como esencial la ley 32, titulo 4\ par- 
tida 3 a parí toda clase de arbitramiento, dando la Tazón de que 
la opinión de uno solo que faltara, á haber sido espuesta, podía 
cambiar el procedimiento ; y en el caso ocurrente consta que el 
laudo se pronunció sin oir ni discutir el del arbitro Sr. Huergo 
según su es posición de f. 143, y carta del árbitro Sanford de 
f. 142, sin que pueda obstar para esta conclusión que había 
precedido acuerdos anteriores, pues claramente se vé que el 
árbitro Huergo no había aun formulado su laudo, cuando el 
tercero pronunció el suyo y por tanto había llegado el caso 
previsto por la ley y conminado con la nulidad de que por falta 
de audiencia y discusión con Huergo, el laudo del tercero ó de 
todos pudo ser distinto sin que obste para ello que Huergo se 
resistió; pues la ley ba previsto el caso y autorizado á los 
jueces para compeler al árbitro infiel y aun responsabilizarlo 
civilmente ; 

6* Que para que haya laudo ó sentencia de un tribunal 
colectivo, puede no ser necesaria la conformidad en cuanto i 
los fundamentos ó considerandos de la sentencia; pero es 
indispensable en cnanto al fallo que haya el acuerdo en uno de 
la mayoría cuando menos de que habla la ley 39, titulo 4*, 
partida 3 a y como se comprueba con la lectura de lo» laudos do 
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fs. 149 y 152, el primero condenaba en costas, 7 el segundo las 
omite, fuera de que ambos dan diferentes fundamentos i su 
opinión ó landos ala que pueda hacerse valer que esa discon- 
formidad en una circunstancia incidental no altere el valor de 
la sentencia en el fondo, paes se halla prevista en las leyes del 
mismo título la manera de resolverla, que es sujetar á la reso- 
lución del Jnez Ordinario en último término, lo que no se hizo, 
á pesar de que se ordenó por éste que estos laudos se reser- 
varan para que los que hoy piden su cumplimiento pudieran 
subsanar el error ó falta de los arbitros. 

Por estas consideraciones y omitiendo ocuparse de otras 
espuestas por el ocurrente fallo. Que debo declarar como 
declaro, Írritos y nulos los landos pronunciados por los árbítros 
Rodríguez y Sanford á fs. 149 y 152, y en su consecuencia 
repuesta esta causa al estado de f. M. Hágase saber original 

Isidoro A Ibarracin. 

- 

Falto úm la Suprema Corte 

Buenos Aire», Noviembre 35 de 1880. 

Vistos y considerando : 

Que el carácter en que fueron nombrados, para la decisión de 
esta causa, los Señores Don Guillermo Rodríguez y Don Dal- 
miro Haergo, y como tercero, para el caso de discordia, 
Don C. H. Sanford, fué el de arbitradores, como correspondía, 
por ser la cuestión entre socios, según lo manda el auto ejecu- 
toriado de foja cincuenta y cuatro vuelta, conforme á la espresa 
disposición del artículo quinientos once del Código de Comercio. 

Que asi lo han reconocido también las partes de nn modo 
indudable en varios de sus escritos, habiendo el apelado en el 
de foja ciento cincuenta y ocho hasta interpuesto el recurso de 
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redacción del lando pronunciado» recnrso qne no tiene lugar 
sinó contra la sentencia de los arbitradores, 7 no contra la de 
los arbitros, según la ley veinte y tres, título cuarto, partida 
tercera. 

Que, por lo mismo, aunque en el acta de compromiso de 
foja ciento once, se habla de árbitres, no puede entenderse 
sino que son de la el, ¡se de aquellos, que, en virtud de una ley 
terminante, mandó nombrar el auto referido, tanto mas, cuanto 
que. en caso de duda, la doctrina es que se presumen arbi- 
tradores. 

Que las palabras rirbitrosy arbitradores son términos técnicos 
legales, cuyo significado es bien conocido, y no debe dárseles 
otro, según las reglas de interpretación, que el que tienen por 
las leyes. 

Que según la ley citada de partida, los primeros son los que 
proceden y determinan, conforme A las leyes, observando los 
trámites que ellas prescriben, como los jueces ordinarios ¡ y los 
segundos, t en qualquier manera que olios tuvieren por bien », 
aunque no se arreglen á derecho, ni se sujeten á las formas 
legales, con tal que sea de buena fé y sin engaño, como se ha 
verificado en el caso presente, puesto que no se ha alegado 
nada en contrario, y mas bien el Arbitro Señor Huergo, que no 
ha presentado su laudo, espone que sus colegas han procedido 
ron la « mejor buena fe* y conciencia ». 

Que, por tanto, no es aplicable ú los arbitradores la dispo- 
sición de la ley veinte y siete del mismo título y partida citados, 
sobre el emplazamiento ó citación para sentencia, que debe 
entenderse en esa parte, con la limitación establecida, espresa, 
clara y terminantemente, en la ley anterior, veinte y tres 
mencionada, de qu* son válidos los juicios ó sentencias de los 
arbitradores * maguer non tuiessen ante sí comentar los plevtns 
por demanda e por respuesta, e non catassen aquellas cosas 
que los otros juezes son tenudos de guardar ». 
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3ae por estas razones, y no estando mencionados los arbi- 
tradores en el artículo mil setecientos cincuenta y dos del 
Código de Comercio, tampoco les es aplicable, como ya la Corte 
lo declaró en un caso análogo (causa setenta y dos, tomo 
noveno, serie primera, página doscientas treinta y cuatro de 
ios fallos), la disposición que él contiene, de que todos loa 
jueces, en causas de comercio, ban de hacer mención empresa 
pena de nulidad, de la prescripción del Código que apliquen • y 
aunque así no fuera, una ley posterior, la de procedimientos 
en su artículo trescientos setenta y cuatro, determina que las 
leyes preexistentes que reglamentan los procedimientos judi- 
ciales, esto es, las leyes generales, serán supletorias de aquella 
en lo qne no se opongan á sus disposiciones, como no se opone 
la ley veinte y tres citada de partida, pues la de procedimientos 
uo se ocupa de esta materia. 

Que según dice el Señor Huergo en 8tl esposicíon de foja 
ciento cuarenta y tres, * habiéndose encontrado en discordia 
con su colega el Señor Rodríguez, ocurrieron al tercero, quien 
turo coa ellos varias confereneias sobre el asunto sometido á 
M juicio, y se adhirió al laudo del Señor Itodriguez, después 
de vistos los autos, las cuentas presentadas y demás alegado 
por los interesados, como espresa en su laudo do foja ciento 
cuarenta y nueve. 

Qüc por lo mismo, los arbitrados y el tercero en discordia 
cuando esto se aíhirió a la opinión de uno de aquellos ya 
conocían y habiau manifestado cual era el juicio de cada uno 
sobre la cuestión, y no hay, por consiguiente, la nulidad que 
establece la ley veinte y dos, título cuarto, partida tercera, por 
la falta del parecer de uno de los arbitros al tiempo de la 
sentencia; como no la hay, porque no eiiste ley que aií lo 
prescriba, por ser diferentes los fundamentos que aducen en 
sus laudos uno de los árbitros y el tercero, cuando no son 
contradictorios y la resolución es la misma, como en este caso, 
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T por último, que dadas estos antecedentes, Ir implitud de 
facultades que la ley acuerda á tos arbitradores respecto á la 
forma j al fondo en las cuestiones sometidas i so decisión, y 
constando de los antos que han laudado sobre ellas y dentro 
del término señalado en el compromiso, no existen los motivos 
de nulidad que se han alegado contra el laudo proferido en 
esta causa. 

Por estas consideraciones, se revoca la sentensia apelada de 
foja doscientos veinte y una, y se declara qne debe cumplirse 
el laudo de foja ciento cuarenta y nueve del tercero en discordia, 
escepto en la parte relativa a la condenación en costas, por 
cuanto no hay acuerdo de la mayoría de los arbitradores sobre 
este punto. Satisfechas las de la instancia y repuestos los 
salios, devuélvanse. 



J. B. GOROST1ACA. — J. DOMIHCVEX. — 
O. LEG U (ZAHON U LADISLAO FRIA*. 
— S. H* LASPtCR. 
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Tercería del Banco de la Provincia de Buenos Aires, en la eje- 
cución de Tapia Hermanos, contra Jaime Uawllol é hijos. 



Sumario. - 1» Cuando ni el ejecutado siendo comerciante ni 
el ejecutante piden que aquel sea declarado en quiebra, se pre- 
sume que se halla solvente. 

2° Siendo el acreedor el Banco de la Provincia que alegue sus 
privilegios, no puede pretender que, después de haber dado lu- 
gar á una ejecución por otro acreedor y permitido en silencio 
que llegue á su terminación, el producido del bien ejecutado se 
aplique al pago de su crédito, cunado los bienes que él ha em- 
bargado y loa que tiene asegurados con hipoteca, sean tai vez 
bastantes para cubrirse. 

3 o En tal caso el producido del bien ejecutado por el tercero 
debe continuar en depósito 6 entregarse á este bajo fiama de 
devolverlo en caso que los bienes ejecutados por el Banco resul- 
tasen insuficientes para cubrir su crédito y que este fuese de- 
clarado de preferente pago. 

4* No se puede hacer lugar á una solicitud de aclaración que 
en el fondo importa una adición de la sentencia. 



Caso. — El caso está bien esplicado en el 
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í vistos: estos autos sobre tercería de mejor derecho dedu- 
cida por el Banco de la Provincia en la ejecución seguida por 
tos Sres. Tapia Hermanos contra los Sres. Jaime Llavallol é 
hijos, y de que resulta: 

I o Que embargado y vendido el fundo de los Sres Lavallol é 
hijos, el Banco de la Provincia, diciéndose acreedor de estos 
Sres., pretende ser pagado en preferencia á los ejecutantes, 
por tener hipoteca tácita sobre todos los bienes de los ejecuta- 
dos, como privilegio fiscal de que goza. 

2 o Que corrido traslado de esa demanda, el ejecutante Sres. 
López y C» por Tapia Hermanos niega ese mejor derecho, fun- 
dándose en que el prívilejio ¿hipoteca tácita de que goza el 
Banco, solo puede daTle derecho preferente habiendo concurso 
ó competencia de varios acreedores, y que en el caso actual, 
lijos de haber es*e concurso, el Banco habia garantido sus cré- 
ditos con embargos é hipotecas especiales, y que no procedía su 
mejor derecho si no se probaba que los bienes afectados no al- 
canzaban á cubrir los créditos que perseguía. 

3 n Que recibida la causa i prueba para justificar si el Banco 
tenia embargados algunos bienes de los ejecutados ó especial- 
mente afectados al pago de sus créditos, los ejecutantes rindie- 
ron los certificados de f. 30 y el Banco los de fs, 20 y 40. 

Y considerando i i 9 Que por el articulo 1 i de la Ley 1 de Oc- 
tubre de 1854 el Banco de la Provincia goza en todas sus nego- 
ciaciones de los priíilejios fiscales, y por tanto al verificar si el 
pacto de 11 de Noviembre, que acordaba que este estableci- 
miento continuara gobernándose por las leyes de la lejislatura, 
no se hizo mas que confirmar en esta parte sus derechos, y por 
consiguiente, no especificándose en el artículo mencionado que 
los priTilejios á que se refiere fueran los que en el momento de 
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dictarse la ley tenia el Fisco Provincial sobre sus deudores, no 
puede decirse que por el mencionado pacto se acordó al Banco 
la hipoteca legal ú tácita de que entonces gozaba el Fisco, sino 
que esos privilejios no podían sobrepasar :í los de aquel; y no 
podría entenderse de otra manera >i se lien- en nuisideraeion 
que (unto pi ir la lejislaciun existente en la é|iora de la concesión 
de los privilejios como por la vigente y fejisiacjnn unifrersa) lj;in 
sidn considerados los créditos del Fisco como de preferente 
pago como lo establece el inciso 2" del artículo 5, título De (m 
preferencias de Iwr créditos Código Civil, y si por el contra- 
rio que estos privilejios están sujetos alas ampliaciones y limi- 
taciones que tengan los créditos del Fisco Provincial. 

2" t¿ue según lo dispuesto en el artículo ó inciso anterior- 
mente citados, el derecho del Fisco se limita al privilegio gene- 
ral en los caaos de impuesta públicas di rectos ó indirectos, que 
según la legislación común son los mas privilegiados de sus cré- 
ditos, y por tanto no puede acordarse, ¡i lus créditos del Manco 
de la Provincia m;iyor suma de garantías que las enumeradas, 
sin contrariar el espíritu de la lejislacion, y con mayoría de ra- 
zón no puede invocarse á su l'avor la hipoteca tácita de la lejis- 
lacion precedente, cuandu ha sido suprimida por nuestro Código 
vigente, no solo por lo que respecta i los créditos fiscales, sino 
como prinlejio común por razones de orden público; y según 
la Constitución nacional corresponde al Congreso y no á la Le- 
jislatura Provincial dictar el Código Civil en que tal supresión 
se contiene. 

3" Q ue aún admitiendo la hipótesis de que el Hunco de la Pro- 
vincia gomase para el eobru de sus créditos de la hipoteca tácita 
ó legal, no siendo esta otra cosa que la facultad de ser pagado el 
crédito con los bienes oxistenU-s en poder del deudor, como en el 
caso de créditos por alquileres (que según la legislación común 
tenia también hipoteca tácita sobre ciertos bienes del inquilino) 
se hace necesario para hacerla valer, que los bienes hipotecados 
r. hit 20 
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no hayan saliito poder del deudor, y por el embargo como 
por la venta de los bienes de que se trata en la presente causa 
se desprende que el Ilaneo de la Provincia ba sabido y consen- 
tido, que los ejecutados entregaran al ejecutante en pago los 
bienes sobre cuyo precio se disputa, y por consiguiente que los 
hipotecados dispusieron sin oposición del inmueble tácitamente 
hipotecado, como pueden hacerlo sin que la hipoteca tacita 
afecte á los derechos de terceros, y se halla reconocido por la 
Suprema Curte en el caso de Muñoz con la Compañía Italo Piá- 
lense que el privilejio acordado al locador, no se estiende al 
precio cuando se ha consentido en que los bienes afectos al pri- 
vilegio salgan de la cosa arrendada, ó sea do poder del deudor, 
aunque sea por disposición judicial. 

4 o Que la hipoteca tácita ó legal solo tiene por objeto garan- 
tir loi créditos de las personas privilejiadaa en el caso deque 
estas no hayan convenido en una garantía especial, y de los cer- 
tificados de f, 3í¡ y f. 40 consta que el lianco tiene hipotecados 
especialmente y garantidos por embargo los créditos porque 
demanda preferencia y desde entonces ha debido dar preferen- 
temente contra ellos, antes r/wc contra ningunos otros {art. 259 
de la ley de Procedimientos Nacionales), y solo habría podido 
pedir la ampliación del embargo ante el Juez de la ejecución en 
caso de que los bienes embargados ú hipotecados no alcanzasen 
el pago del crédito, lo que no ha probado, y con mayoría de 
razón no puede solicitar que este embargo ú preferencia se apli- 
que ú los bienes ejecutados del deudor, si nó cuando no quedáren 
otros bienes libres, cstremo que tampoco se ha justificado. 

5 o Que establecido como queda que el lianco solo goza de 
pTivilejios Fiscales y estos se limitan al privilejiu general con- 
signado en el inciso 2 artículo 5 citado, es necesarbpara hacerlo 
efectivo que hubiera concurrencia ó concurso de acreedores 
civil ó comercial, lu cho que no solo no se ha alegado siuó que 
por el contrario se halla contradicho por las ejecuciones seguí- 
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das por el mismo Uanco, nque se refieren los ecrtiíiradus de 
f. 2ti y f. 40 y por la presente tercería, desde que ha sido dedu- 
cida y aceptada su tramitación ante la Justicia Nacional que 
seguu el artículo 12 de la ley de jurisdicción y competencia 
no puede entender en el concurso de acreedores. 

Por estas consideraciones, y concordantes del escrito de f, 49, 
fallo no haciendo lugar á la tercería deducida ordenando se 
lleve adelante el procedimiento según su estado. Húgase snher 
original y repónganse los sellos. 

Isidoro Albarracin. 

ralla de I* S«ipre«.* Corte 

Dueño* Aires, ¡Voviembre 2o de 1880, 

Vistos: Constando que el Banco opositor, tiene pendientes 
diversos juicios ante los Juzgados de Comercio de la Provincia, 
reclamando los mismos créditos por los cuales ha deducido la 
presente tercería. 

Que ni los deudores Jaime Llavallol é hijos han promovido 
juicio de concurso, como sería de su deber si se hallasen en 
estado de quiebra; ni el Banco por su parte ha pedido que se 
les declarase en ese estado, como tendría el derecho de hacerlo, 
para evitar que los deudores dispongan de sus bienes haciendo 
pagos parciales, en perjuicio de los privilejios que invoca. 

Considerando que en presencia de estos hechos, debe presu- 
mirse que los ejecutados se hallan solventes, y que así los re- 
putan sus propios acreedores. 

Que á mas de tener bienes especialmente afectados al pago 
de algunos de sus créditos, y otros garantidos por otras perso- 
nas, el Banco tiene bienes embargados en los juicios á que se 
ha hecho referencia. 

Que aunque él ha dieho que todos e30s bienes no alcanzan á 
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cubrirlo íntegramente, esto ha siilo contradicho, y solo pwir$ 
saberse con exactitud cuando los juicios pendientes Hayan ter- 
minado y vendídose los bienes ejecutados. 

Que mientras esto no suceda, aún cuando se admitiese que en 
rigor de derecho pudiese el Banco pretender preferencia sobre 
el producto de los bienes ejecutados por Tapia Hermanos, sería 
contra toda equidad, que después de haber dado lugar á usa 
ejecución, y permitido en silencio que llegue á su término, pri- 
vase á los ejecutantes del resultado, cuando tal vez baste lo que 
tiene hipotecado y embargado, para el integro pago de sus cré- 
ditos (Gregorio López, a la ley setenta, titulo diez y ocho. Par- 
tida tercera y otros Prácticos). 

Por estos fundamentos, renovándose la sentencia apelada, se 
declara que el producto de La linca vendida debe continuar vn 
depósito, entregarse al ejecutante, si lo solicitare, bajo lianza 
bastante du devolverla en caso que los bienes ejecutados por el 
liauco resultasen insuficientes para cubrir sus créditos, y que 
estos fuesen declarados de preferente pago. Satisfechas las cos- 
tas y repuestos los sellos devuélvase. 



J. It. GÜHOSTIAGA. — S. DOHLNGl'EZ. — 
O. LEGliZAHO*. — UI.AÜISLAO RUAS. 



Habiendo la parto de Tapia Hermanos presentado un escrito 

i, se dictó este 



Fallo df £u|irrm» 



Buenos Aire», Noviembre :k) de l«8u 

No importando lo que se solicita, una simple aclaración, sinó 
una adición de ta sentencia, que no está autorizada por la ley 
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í; y estando previstos lo* msuá Iiip.i Oticos 
en que se coinca el recurrente, por fcis leyes generares, cuy., 
cumplimiento le corresponde pedir oportunamente ante el Juez 
de I» causa, no hn lugar. 



i. II. GOlilMTIAUA. — J. HOMINl.l E*. — 

». i.eí;hzamon.~[ i,Aoisuo frías. 



J.Vm/ivt Carranza y & mnirn el Gobierno \acwmi, 
por cobra dv fmOi 



Sumario. — V 1 Los actos del mandatario aceptando una liqui- 
dación y recibiendo el pago de su importe, son considerados 
como hechos por el mandante. 

2 ft El recibo del capital sin reserva sobre los intereses, estin- 
gue la obligación del deudor respecto de ellos. 



Caso. — Kl caso se comprende leyendo las vistas del Se 
Procurador General y lo* fallos recaidos en la causa. 
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Fallo del Ju«i ftrrrlonal 

Buenos Aires, Agosto 14 do 1879. 

Vistos estos autos seguidos por los Sres. Aguirre y Carraoza 
contra el Fisco Nacional, pidiendo la inscripción en fondos 
públicos de su crédito proveniente de provisiones al ejército de 
la Confederación, y de que resulta: 

I a Que con seis libramientos cuyo detalle so halla con- 
signado en el informe de la contaduría, foja fl vuelta, y de las 
cópias acompañadas, los Sres, Carranza y C* pidieron al Go- 
bierno Nacional, por intermedio de la Comisión liquidadora 
creada por ley del año ¡863, que se ordenase su pago con fondos 
públicos de le ■ acordados para estos créditos, y el Gobierno, 
previo dictamen de la mencionada comisión, en que aconse- 
jaba el pago como se pedia, reduciendo solo el interés al uno 
por ciento, de conformidad á la ley de 20 de Octubre de 1863, 
reconoció el crédito y ordeno la inscripción ; pero declarando 
que su valor debía ser liquidado en moneda boliviana y no 
reconociendo interés, 

2" Que en virtud de este desconocimiento de la moneda del 
contrato, que no era otra que la nacional de 17 en onza, y de 
la supresión del interés de 1 % acordado por la ley de Octubro 
citada, — los demandantes pidieron la reforma del Decreto en 
cnanto á estos puntos, y previo reclamo en todo favorable del 
Fiscal de Estado y del Procurador de la Corte Suprema, acor- 
des en cuanto á la justicia del reclamo en lo que hace á la clase 
de moneda é intereses que se pedían, decretó el Gobierno de 
conformidad al dictamen del Procurador de la Corte (f. 10 
vuelta, n n 31 de las cópias acompañadas) ordenando que hiciese 
una nueva liquidación de ese crédito en moneda nacional, y 
reconociendo el interés solicitado ; pero reduciendo á susjus- 
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tos precios los que se cargaban según contrata, á las provi- 
siones suministradas por Agnirre y Tanatea, por haber habido 
lesión enorme. 

3 a Que en virtud de usa resolución los Sres. Aguirrc y Car- 
ranza fueron demandados por lo que se les había pagado indebi- 
damente de mas, por babor habido lesión enorme en los precios 
de los artículos de proveeduría, de que resultó que la Suprema 
Corte, confirmando (f. li n° 39) la sentencia del inferior (f. 12 
n" 18 copias acompañadas) declarase no existir el invocado pro 
testo de la lesión enorme. 

4 o Que en vista do este fallo, y habiendo el Gobierno reco- 
nocido la justicia del reclamo sobre diferencia de moneda ó 
intereses, los Sres. Aguirrc y Carranza pidieron al Gobierno 
(f. 15 ir 42 copias citadas) la liquidación de conformidad á esas 
bases, y, previa vista del Procurador Fiscal en que decía (f. i 5 
vuelta ii° 41) que debia estarse á la primera resolución, es 
decir,- la liquidación en moneda boliviana, no debía tampoco 
«¡conocérseles intereses en compensación del precio subido en 
los suministros ; el Gobierno resolvió en todo de conformidad, 

5 rt Que en vista de esto y las razones alegadas se pidió recon- 
sideración a que no se hizo lugar y fué entonces que los Seño- 
res Aguirre y Carranza ocurrieron al Congreso solicitando 
permiso para demandar al Fisco, que so les acordó por ley do 
Setiembre de 1874 y en su virtud pedían el pago de sus cré- 
ditos en la moneda y con el ínteres solicitado. 

6° Que corrido traslado de la demanda, el Señor Fiscal se 
opone á la pretensión de los demandantes, alegando en cuanto 
al cobro de intereses que ignora si los libramientos los 
tenían pactados y en cuanto á la diferencia de moneda que 
debia entenderse ser la boliviana desde que el contrato se Iiabia 
celebrado en Córdoba y allí se habían suministrado las pro- 
visiones, 

Y considerando: ] 
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1* Qno á mas de que los hechos enunciados se hallan ba- 
sados en las copias espedidas en forma con que se instruye 
la demanda, es obligación del demandado negar $ confesar 
los hechos establecidos (art, 87 de la ley de enjuiciamiento) 
pndiendo ser tomada romo confesión su silencio ó evasiva ; 
y en el caso ocurrente tiene que estimarse como tal la de 
ignorar si hubieron libramientos con intereses pactados, 
pues los han visto y reconocido los agentes del Fiscu por el 
mismo Gobierno y en especial la ('omisión encargada de la 
liquidación de esos créditos, según su informe inserto á foja 6 
y la Contaduría que los especifica á 6 vuelta ; 

2" Que en su consecuencia y de conformidad al artículo I a do 
la ley de 90 de Octubre de 1863, correspondía que en la liqui- 
dación y reconocimiento se hubiese incluido el interés que se co- 
bró y en ello están conformes la Comisión liquidadora, el Fiscal 
del Tesoro y Procurador de la Suprema Corte, como el mismo 
Gobierno ™ su decreto de foja 10 vuelta, que adopta como reso- 
lución el dictamen del Procurador de la Corte Suprema, sin que 
aparezca justificada ta resistencia al reconocimiento y pago sinó 
en el decreto de foja 5 vuelta, por no haberse justificada haber 
sido pactados, error que como queda establecido se halla desva- 
necido; y negándose por decreto de foja 16, como una compen- 
sación por los altos precios ú que se habian vendido los artículos 
suministrados ¡ 

3* Que reconocido como está por el Gobierno el servicio 
prestado por los Señores Carranza y Aguirre, la misma ley 
que declara la validez del contrato, esceptúa, de conformi- 
dad á la jurisprudencia vjjente, tan solo el caso de vicio por 
lesión enorme para su exacto cumplimiento ¡ 

I o Que así lo entendió y practicó el Gobierno demandado 
por la lesión A los ocurrentes ante la Justicia Federal, y estos 
tribunales Ies absolvieron, fojas 12 n" 38 y 14 n" 30 de las 
rupias acompañadas, quedando desde ese momento válido el 
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contrato y subsistente por tanto el precio que se había entre- 
gado en bonos con intereses reconocibles según la ley citada 
de Octubre de 1803 ; 

5" Que en cuanto á La clnsc de moneda en que debía hacerse 
el pago, no hallándose especificada y no alegándose que fuera la 
boliviana, debia entenderse, como lo han entendido los gobiernos 
y fiscales, que era la moneda nacional ó sea el peso fuerte de 
diez y siete en onza ; 

6" Que aunque es verdad que el contrato de provisiones y 
el pago por tanto tuvieron lugar y debían cumplirse en Cór- 
doba, donde era corriente la moneda boliviana, no es menos 
cierto que con los libramientos se novaba La forma del precio; 
y por lo mismo es á ellos y no al contrato que han de aplicarse 
las consideraciones que pueden resolver sobre la clase de mo- 
neda convenida; 

7 o Que siendo libramiento contra las Aduanas ú Tesorerías na- 
cionales, que no reconocían mas moneda que la Nacional fuerte, 
ha debido entenderse que a ellos so referían los libramientos 
dichos ; pues á falta de estipulación, el pago debía haberse 
hecho no en Córdoba, sinó en la capital de la República ó en 
sus aduanas como su domicilio para el acto (artículo 4."> de las 
Obligaciones de Dar, Código Civil) y era allí por tanto que 
debía ejecutarse, donde debía interpretarse ; 

8 o Que nada justifica el pago á boliviano, ni se ha alegado 
razón alguna á mas de la espuesta ; mientras que pagos de igual 
procedencia han sido reconocidos y pagados en pesos fuertes 
nacionales del curso corriente ú legal de la ¿poca del con- 
trato. 

Por estas consideraciones fallo declarando que los S'res. Aguir- 
re y Carranza tienen derecho a pedir y el Oobicrno debe acordar- 
les el reconocimiento y pago de los libramientos ¡i que se refiere 
la Contaduría en su informe de foja 6 vuelta n* 21 y la liqui- 
dación de los intereses il pesos fuertes y con el interés acordado 
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en la ley de Octubre de 1803, deduciéndose lo que confiesan 
haber recibido. — Repóngase los sellos y notifíquese con el 
original, 

Isidoro Albarracin, 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

De estos antecedentes resulta: que en 21 de Junio de 1865, 
prévio los trámites del caso, se pagó á los tires. D. Domingo 
Mendoza y hermano la cantidad de 28,040 pesos valor de seis 
libramientos á favor de los Sres, Aguirre, Carranza y C' impor- 
tando 35,050 pesos, hecha la reducción de la moneda boliviana 
á nacional, y sin computar intereses. 

En Abril de 1868, es decir, tres años después de liquidado y 
pagado este crédito, los Sres, Aguirre y Carranza se presenta- 
ron reclamando la diferencia de moneda y de la supresión de 
intereses. 

Esta sola circunstancia hubiera bastado, á mi juicio, para no 
dar curso a su solicitud, pues la resolución delP. E* en uso de la 
jurisdicción de que le había investido la ley, importaba la termi- 
nación definitiva de la reclamación que no podía quedar abierta 
indefinidamente. 

No obstante esto, siguióse una larga tramitación dando lugar 
á anomalías, no ménos originales, que si llega el caso, haré 
notar. — Observaré solo de paso que el P. E., es decir, la Na- 
ción, que ordenó al Procurador Fiscal perseguir ejecutivamente 
el cobro de la cantidad, que una liquidación posterior, demos- 
tró haber recibido de mas Mendoza hermano fué traído a jui- 
eio, es decir, demandado sin su consentimiento, siendn anuladas 
las r (.'soluciones que había dieiado en pb'no ejercicio de sus atri- 
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buciones, y que no habia consentido en someter ai juicio de los 
Tribunales! 

Pero, dejando para mas adelante dilucidar este punto, si 
fuese necesario, me limitaré por el momento á observar que los 
libramientos en cuestión, fueron pagados á los Sres. Domingo 
Mendoza y hermano. Si estos señores eran cesionarios y due- 
ños de este crédito, no se concibe con qué título los Señores 
Aguirre y Carranza reclaman una diferencia que no les perte- 
necería en ningún caso. 

Para esclarecer este punto, sírvase Y. E. ordenar se traiga á 
la vista el espediente original á que bacc referencia la Conta- 
duría en su informe de foja 5 vuelta, y que con él vuelvan 
estos autos á mi despacho. 

Eduardo Cosía. 

VISTA DEL SErtOR PROCURADOR GENERAL 

Octubre 20 de 1870. 

Suprema Corte 

El espediente agregado, demuestra que como lo habia mani- 
festado la Contaduría, el crédito que ha dado lugar á esta 
larga tramitación, fué presentado á la Junta del Crédito Pú- 
blico por los Sres. Domingo Mendoza hermano, é inscrito á su 
favor. 

Quiere esto decir que adquirieron estos señores el derecho ¡i 
este crédito, que dejó de pertenecer en consecuencia á sus pri- 
mitivos dueños. ¿Con qué derecho se presentan entonces los 
Sres. Aguirre y Carranza ? 

Para no agregar un error mas á los muchos que se han co- 
metido, sírvase V. E. declarar que los espresados Sres. Aguirre 
y Carranza no tienen personería en esta reclamación. 

Eduardo Costa. 
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FmIIo dr In Nuprpmii ferie 

Rueños Aires. >o\ icridm* 2ó de 1880. 

Vistos v resultando : 

Primero. — Que los Sres. Aguirre, Carranza y C se presen- 
taron ¡il Gobierno Nacional, solicitando el reconocimiento y 
papo de un crédito por valor tic treinta y cinco mil cincuenta y 
n 11*" ve pesos, veinticinco centavos, procedente de un contrato 
celebrado con el Gobierno de la Confederación para la provisión 
del primer cuerpo de ejvrcito del ecntro, que se organizó en la 
Provincia de Córdoba en el año mil ochocientos sesenta y uno. 

Segundo. — ■ Que despucs de las tramitaciones y comproba- 
ciones correspondientes, se espidió por el Gobierno Nacional en 
acuerdo general de Ministros, el siguiente decreto de recono- 
cimiento: « Buenos Aires, Marzo G de I8G.V — Be conformidad 

* con lo espuesto por la Comisión, se reconoce deuda Pública 
de la Nación, según Lo dispuoto por las leyes de I" de No- 

* viembre de Í862 y 13 de Diciembre de 1803, el importe ojie 
■: resultare ú favor do los Srcs. Aguirre y Carranza de las espü- 
t cíes que de este espediente resulta entregaron al Gobierno 

de la Confederación; entendiéndose que los precios que espre- 
» san los libramientos anuladas, deben reputarse ú moneda bo- 
« liviana, no haciéndose lugar á intereses por no haberse justi- 
ficado haber sido pactados. Publiquese este reconocimiento 

* en la forma establecida por las leyes antes citadas, y vuelva 
- á la Comisión para que sea entregado al interesado, previa 

devolución di-I recibo correspondiente, á bn de que ocurra 
<- al liquidador de la deuda, y volviendo al Gobierno para poder 
■ ordenar la inscripción en fondos públicos, i 

/Vrcprn. — (fue en consecuencia de este reconocimiento, y 
según resulta del espediente, archivado en la Glicina del Cré- 
dito Público Nacional, que se ha mandado traer á la vista, se 
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presentaron los Señor* Domingo Mendoza y hermano fumo 
dueños de ese crédito, solicitando su inscripción en el Uran 
Libro por cuenta de ellos, lo que en efecto aparece verificado 
bajo el número setecientos cincuenta y siete, y en virtud del 
acuerdo de tíobierno número setecientos cincuenta, de veinte de 
Mayo de mil ochocientos sesenta y cinco, pagándoseles el cré- 
dito en fundos públicos después de liquidado y hucha 1¡j reduc- 
ción de boliviano á peso fuerte, sigan también consta del in- 
f uriñe de la Contaduría (¡eneral il foja seis. 

Cuarto, — Que tres años mas tarde, y no obstante la publica- 
ción hecha del Gobierno en que se manifestaba la forma en 
que este crédito era reconocido, se presentan nuevamente los se- 
ñores Aguírre, Carranza y Compañía reclamando la diferencia en 
el pago cutre el boliviano en que se les ha hecho y el peso fuerte 
en que pretenden debia hacérseles, y á mas el interés del uno 
por cien tu que las leyes de la materia reconoce u sobre los cré- 
ditos que en su origen lo tenían, por reconocer el interés de dos 
por ciento los libramientos que ellos habiau presentado. 

(¿ututo. — t¿uc habiéndoles sido rechazada administrativa- 
mente esta pretensión, solicitaron autorización del Congreso 
para hacerla valer judicialmente ante los Tribunales de la Na- 
no», la que les fué otorgada; 

Sesto. — Que en consecuencia habiendo deducido su acción 
en primera instancia ante el Juzgado de Seccionen lo civil de 
esta l'roviucia, este les ha reconocido el derecho que reclaman 
por sentencia ile foja setenta y octio, de la cual ha apelado el 
Procurador Fiscal ante esta Suprema Corte. 

Y considerando : 

Primero. — Que este crédito según resulta de los antece- 
dentes espuestos, está ya definitivamente pagado á los Señores 
Domingo Mendoza y hermano como cesionarios y dueños de él, 
quienes recibieron el pago sin reserva de ningún género; 

Segunda. — Que aún suponiendo que estos Señores fueran solo 
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mandatarios de Aguirre, Carranza y Compañía, como ahora se 
pretende, es una regla de derecho que : los actos del mandatario 
ú nombre del mandante son considerados como hechos por éste 
personalmente (artículo setenta y ocho, capítulo cuarto c De las 
oh ligaciones del mandante », Código Civil, y artículo trescientos 
ocho del Código de Comercio), así como es un principio jurí- 
dico que el reeibo del capital por el acreedor sin reserva 
alguna sobre los intereses, estingue la obligación del deudor 
respecto de ellos- (Artículo cincuenta y uno, Capítulo cuarto 
< De las obligaciones de dar sumas de dinero >). 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada, y se 
declara que los Señores Aguirre, Carranza y Compañía carecen 
de derecho para interponer el presente reclamo. Satisfechas las 
costas de esta instancia y repuestos los sellos, devuélvase. 



J. DOMINGUEZ. — O. LEGUIZAMOV - 
S. H. LASPIUR. 
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CAUSA XCVII 



El lianco Racional contra iK ttamon Casus t 
¡m cobro ejecutivo dr pesos. 



Sumario. — i° En una ejecución fundada en una letra de 
cambio protestada, no es admisible la estepcion tle inhabilidad 
del título. 

2" La escepcion de espera debo ser probada con documento 
público ó privado. 



Vaso. — El caso está bien es picado en el 

Fallo ri>l Jun ilr Wrcclon 

Rosario, Marzo 20 Je 1HWU. 

Vistes v Considerando: 

1 ' Que las esrepciones deducidas por Don Hamun Cusas para 
enervar la acción ejecutiva, que contra él se deduce, como gi- 
rante de la letra de f. i\ valor de freí mil ¡¡u intentos pesos boli- 
vianoi á favor del Banco Nacional sin la de Espera v inhabili- 
dad del titulo, que incidentalmente menciona. 

2 o Que en cuanto á esta última, es inaceptable por derecho, 
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aún cuati do hubiese sitio espresamentc deducida, por no estar 
comprendida entre las aceptables, determinada-» por el artículo 
852 del Código de Comercio, y latios de la Suprema Corte, cor- 
rientes al tomo 5", St-ric \\ pág. 5(i, y Tomo ^, Serie 2*. 
pág. 37. 

3** Que tocante á la escepeiou de espera, si bien es de las le- 
gales no la ha justificado en ningún sentido y mucho menos por 
■■serituru pública ó por documento privado, judicialmente reco- 
nocido, t omo es indispensable, según lo determina el mismo 
Código en el articulo citado. 

4" Que aun cuando las terminantes disposiciones legales y 
fallos de la Córte que acaban de citarse, son bastante para la 
resolución del caso, es de agregarse que no puede la parle de 
Casas invocar á su favor lo determinado en el inciso 2° del artí- 
culo 84<i, por cuanto si bien la acción se intentó primeramente 
contra el aceptante Flade, consta de la prueba producida, que 
ti mismo í'asas convino en que se suspendiera la ejecución en 
su mismo obsequio y de otros acreedores de Flade. A que se 
agrega que este es notoriamente insolvente, pues que por el 
reconocimiento que se ha hecho de sus libros á solicitud de 
Casas, solo aparece en ellos con el pequeño capital de domen- 
tos veinte pesos bolivianos; y aún esto es afirmado de una ma- 
nera insegura por los peritos revísadores de sus libros, quienes 
dicen que sería necesario una liquidación para conocer sí real- 
mente tiene ese capital ; razón por la cual había sido incondu- 
cente á los objetos legales, la continuación de la ejecución con- 
tra Flade; pues es uu principio de derecho que donde cesa la 
razón de la ley, debe cesar su disposición ; y todo esto aun sin 
tenerse en cuenta la aseveración del ejecutante, de que se pre- 
tirió á Flade por la ejecución, fué á instancias del mismo Casas, 
prometiéndole este, que después le abonaría la letra, 

5" Que tan se reconoce Casas deudoT de esa cantidad recla- 
mada que enageuó á su hermano D. Casiano Casas, que fuese al 
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Uanco á arreglar y lirmar la renovación de la letra, convenida 
con el Gerente, como el mismo Casas lo couücsa al absolver la* 
posiciones de f, 45; sin que baste á desvanecer esta confesión* 
la condición que añade de haberse obligado el Iiancoá otorgarle 
un plazo basta que se cobrara de Tiedjen la cantidad cuestio- 
nada, escepcion que en ningún sentido ha justificado y qne ni 
aun justificado, desvanecería su confesión. 

Por estos fundamentos y demás que se omiten, llévese ade- 
lante la ejecución, con las co4as legales al ejecutado. Hágase 
saber y repónganse los sellos. 

Venehn Zuvtria. 

Fallo de tn ftuprrma rérle 

Bufnos Aires, Noviembre 27 de 1B80. 

Vistos: por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
teneia apelada de foja ochenta y cuatro. Satisfechas las de la 
instancia y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 
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CAUSA AC VIII 



El i)r. D. José Francisco López contra la Provincia de Mendoza 
por cobro dr honorarios. 



Sumario. — i" Una obligación contraída por el l\ E. de una 
provincia sobre objetos de administración y qtie ocasiona un 
pequeño gasto, no necesita la concurrencia de la legislatura 
para que ella sea cxigible. 

2* Un dtetámen pedido á un abogado sobre puntos de dere- 
cho, no se presume que sea gratuito. 



Caso. — El Dr. D t José Francisco López, vecino de Buenos 
Aires, se presentó ante la Suprema Cúrte exponiendo: que ha- 
llándose el Gobierno de la Provincia de Mendoza y sus tribunales, 
en un conflicto de dificultades sobre la Ley de redención de cape- 
llanías, le dirigió una nota de consulta para que dictaminase una 
solución á la mayor brevedad posible por la urgencia é impor- 
tancia del asunto que envolvía cuantiosos capitales amortizados 
en una gran porción de la propiedad raíz de Mendoza, con 
cuyo producto el Fisco calculaba crear una nueva fuente de su 
tesoro; que para llenar cumplidamente el mandato consagró al 
asunto su dedicación exclusiva, hasta dar cima á una materia 
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tan estéril y difícil por falta de antecedentes jurídicos ; que 
concluido el trabajo fué remitido y aprobado por el Gobierno 
de Mendoza como consta do la nota que existe en el final dol 
fui teto que acompaña, manifestando haberlo declarado como 
Ti'solucion de la materia por la manera satisfactoria como había 
sido tratada; que en consideración a las buenas relaciones del 
exponente con el ministro de entonces, y dándole una prueba 
.de deferencia personal, limitó su cuenta a la suma de 700 # fts. 
que esperaba recibir á la vuelta de correo; que todas las gestio- 
nes del esponente habían sido estériles á pesar de la buena 
voluntad del Gobierno y de la Comisión misma de sus Támaras, 
aprobando el mensaje del Ejecutivo en un proyecto de ley para 
votar fondos, donde se reconoce la importancia del trabajo y la 
i atinencia que habia tenido en las disposiciones legislativas de 
la provincia como se vé en la orden del dia que acompaña; que 
obligado a buscar la justicia, el amparo de su trabajo profesio- 
nal defraudado por la misma Provincia en cuyo interés fiscal se 
prestó, no tiene mas razón de ser su deferencia en la mencio- 
nada cuenta» por lo qué, libre de toda consideración, pide el 
valor intrínseco de su trabajo que estima en 2,200 f fts. para 
que sea regulado oportunamente. Pidió entablando demanda en 
forma contra el Gobierno de Mendoza, que fuese condenado al 
pago de sus honorarios á justa tasación, intereses y costas hasta 
su cumplimiento. 

El Dr. D. Isaac M.-Chavarría por el Gobierno de Mendoza, 
contestando pidió se absolviera á su representado de la demanda 
con costas al actor. Dijo que de las notas con que se encabeza y 
concluye el folleto acompañado á la demanda, resulta que efec- 
tivamente el Dr. López fué requerido á dar una opinión sobre 
un punto de la Ley de Capellanías de Mendoza y poderes de su 
Lejíslatura, y que el Dr. López espidió su dictámen ¡ pero que 
no resulta que el ministro Cerreti, que hacía la consulta, proce- 
diese en su carácter oficial ni menos con autorización del Go- 
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bernador, circunstancias necesarias para obligar al Gobierno 
en toda aquello que no es de mera tramitación; que la admi- 
nistración que sucedió á aquella de que formaba parte el Señor 
Cerré* ¡, pasó d la Lejislatura los antecedentes de la cobranza 
del Dr. López para que resolviera lo que estimase oportuno, 
porque según el infoT me mismo del Si. Cerreti, el Gobierno no 
tenía fondos para el pago de dichos honorarios, hechos que se 
justifican con las copias autorizadas que acompañan; que la 
Provincia no es responsable por gastos causados por una admi- 
nistración que no ha sido autorizada legalmente para hacerlos; 
que solo los actos del Poder Ejecutivo realizados en cumpli- 
miento de una ley ó en virtud de un derecho propio conferido 
por la Constitución, pueden obligar válidamente á la provincia; 
que la Constitución de Mendoza confiere esclusivamente á la 
Lejislatura la facultad de determinar cuáles han de ser los 
gastos de la provincia en cada año, asi como la de señalar y 
proveer los recursos con que han de ser satisfechos; que no cal e 
duda que la Lejislatura no autorizó previamente al Ejecutn 
para hacer el gasto de honorarios que ocasionara la consulta, 
según se desprende de la nota del Dr. Loper de 17 de Fehrer* 
de i 877 y lo reconoce el Sr Cerreti en su informe y lo repite el 
Ejecutivo en su mensaje á la Lejislatura, en que se limita á pa- 
sarle los antecedentes para que resuelva lo que considere opor- 
tuno, lo cual envuelvo un desconocimiento tácito de la preten- 
dida obligación; que la Lejislatura, nsando de esa facultad 
constitucional, desautorizó el gasto y desaprobó el proceder del 
Gobierno, en la única forma que le estaba permitido, esto es, 
negando los recursos indispensables para atender áese gasto; 
que si el poder legislativo ha obrado dentro de sus atribuciones 
y usado de su derecho al negar su sanción al gasto de la con- 
sulta, la provincia no está obligada y no puede ser por tonto 
demandada ror el gasto de esa consulta; que en los autos segui- 
dos por el mismo Dr. Lopes contra el Gobierno de la Provincia 
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de Santa Fé por cobro de honorarios de vengados en ana consulta, 
iguales a los presentes la Suprema Córte estableció, que paraque 
un contrato hecho por un Gobernador obligue á la Provincia, es 
necesario que lo haga constitucional mente y con arreglo á las Je- 
yes, porque el Poder Ejecutivo no puede disponer del tesoro pú- 
blico sinó con arreglo á ellas, que en cuanto al monto del hono- 
rario tratándose de' honorarios que no han sido devengados en 
juicio, que son los que corresponde mandar regular según la ley, 
no procede la acción en los términos en que se ha entablado; que 
también es de tenerse presente que no procediendo la regula- 
don, tampoco existe convenio de cantidad que pudiera recla- 
marse; qne según se dá á entender en la nota final del Señor 
f erreti que obra en el folleto, el trabajo era gratuito, puesto 
que no mencionándose ni haciéndose alusión á compensación, 
se le díin las gracias á su autor y en prueba do reconocimiento 
se le envía una modesta manifestación, 

¥ Alio de la «upr*m« Cértc 

Buenos Aires. Noviembre 37 de 1880. 

Vistos; y considerando: 

Que de las comunicaciones da fojas primera y doce del Mi- 
nistro de Hacienda del Gobierno de la Provincia de Mendoza 
que corren en el folleto acompañado y cuya autenticidad no se 
ha negado, consta que la consulta sobre capellanías que se hizo 
al demandante Doctor. Don José Francisco López, fué del Po- 
der Ejecutivo de la misma Provincia, lo que está confirmado por 
el mensaje de foja cuarenta y unaá la Lejislatura de la Admi- 
nistración que sucedió á la de que hacía parte dicho Ministro de 
Hacienda ; 

Que ese encargo, dado su objeto, la urgencia con que se hizo, 
y el pequeño gasto que por su naturaleza debía ocasionar al 
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tesoro de aquella Provincia, es un acto administrativo, que 
entra en las facultades inherentes al Poder Ejecutivo, y que, por 
lo mismo mediando las circunstancias espresadas, no era nece- 
saria la concurrencia de la Lejislatura, para que por él quedara 
obligada la Provincia; 

Que siendo el demandante abogado, el trabajo que se le en - 
cargó, es propio de su profesión, y por tatito el mandato se 
presume oneroso, estando obligado el mandante á satisfacer el 
servicio que se le prestó (artículos tres y ochenta y cuatro, título 
bvl Mandato^ Código Civil) ; 

Y que, á juicio de la Curte, con el honorario de setecientos 
pesos fuertes que el demandante reclamó ante el Gobierno de 
Mendoza, está suficientemente remuneradlo su trabajo; 

Se declara que dicha Provincia debe abonar al Doctor Don 
José Francisco López, en el término de treinta días, la espre- 
sada cantidad de setecientos pesos fuertes; sin costas y sin in- 
tereses, en atención al eseeso en que el demandante ba incurrido 
pidiendo ante esta Cúrto una suma mucho mayor que la {ijada 
por él mismo orij ¡nanamente. 

Satisfechas las costas causadas y repuestos los sellos, archí- 
vense los autos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGUI2AMOK . — U LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LASPIÚR. 
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CAUSA *< 1% 



/). Alfonso Laferrére contra D.Juan Lanút, por cobro de pesos. 
* 

Sumario. — V Las operaciones encargadas en la Bolsa de 
Comercio á un corredor y por un sóuio de ella, á falta de ley, 
deben ser juzgadas coa sujeción al reglamento y práctica de la 
misma Bolsa. 

2 o Las compras á plazo de cédulas hipotecarias, siendo reales, 
y no probándose que ha habido juego, producen acción legal en 
juicio. 

3 o Los corredores de bolsa pueden omitir el nombre del ter- 
cero con quien y por quien contratan. 

4" En ese caso, habiendo comprado cédulas por encargo de 
otro, está obligado en el dia del plazo o entregar el importe al 
vendedor y las cédulas al comitente. 

5 o Si no entrega el importe, y si según el reglamento de la 
Bolsa, se rematan cédulas por cuenta del corredor, obligándole 
á pagar la diferencia; el monto de esa diferencia debe serle reem- 
bolsado con sus intereses por el comitente. 

6* En cuestiones dudosas no procede la condenación en 
costas. 



Caso. — El caso se halla esplicado en los fallos dictados en 
la causa. 
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Fallo del Suem Seerlan»! 

Dueños Aires, Octubre S4 de 1879. 

Vistos estos autos seguidos por D. Alfonso Laferrere, contra 
D. Juan Lanús, por pago de comisión y gastos hechos en una 
negociación de fondos públicos y de que resulta : 

1° Que en Febrero de 1870, D. Juan Lanús comisionó á La- 
ferrere para comprar en la Bolsa de Comercio* doscientas mil 
cédulas del Banco Hipotecario de la serie A, para el 31 do 
Marzo siguiente. , 

2" Que Laferrere las compró y pasó las boletas con fecha 5 
y 10 de Febrero a[ Sr. Lanús, al precio de 72 y 72 p. °/ , y 
como esto, requerido por él, no le diese el valor para pagar esas 
cédulas el 31 de Marzo, ¿poca de su vencimiento, se habia visto 
obligado á Tenderlas^ 6L93 precia cprripn^ oji Li BuU» 
en ese día*; ío qife daifa una diferencia contra Lanús, de veinte 
mil seiscientos cuarenta pesos fuertes menos cinco mil que ha- 
bia recibido á cuenta, 

3 o Que corrido traslado de la demanda, Lanús se negó á re- 
conocer la pretensión alegando: 1* Que Laferrere era solo cor- 
redor y no comisionista; £ Que el negocio hecho por Laferrere 
era elagio; 4 o Que Laferrere pagó las diferencies que compró; 
5° Que aun siendo mandatario, no habiéndole dado noticia fiel 
no tenia acción contra él; y tí Que la compra de cédulas no re- 
vestía la forma de Ley; y concluye contra-demandando por los 
cinco mil pesosqua dice haberle dado á Laferrere en préstamo y 
por lástima para que salvase de su situación apurada. 

4° Que en la réplica Laferrere insiste en sostener, que loa 
cinco mil pesos fuertes porque se le contra-demanda, fueron 
dados y recibidos a* cuenta de la diferencia. 

F Que en este estado so hizo cesión por Laferrere de su ac- 
ción á favor do sus acreedores enumerados á f, 37, quienes 
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constituyeron por sus procuradores en causa propia á los Sres. 
Roberto Pelízcr y Ernesto Landivar, cesión que fué admitida 
por Lanús con la reserva de su acción por la contrademanda 
contra los cesionarios. 

6* Que en este estado fué recibida la causa á prueba: sobre 
si se aprobó la compra de cédulas, si se dio cuenta de la nego- 
ciación con arreglo ú las leves, y cuál era la práctica de la Bdsa 
cuando un comprador conocido no pagaba al vencimiento la* 
cédulas comprad ¡js. 

7 o Que se han producido por los demandantes las posiciones 
de f. 37, informe de la Cámara Sindical de Comercio de f. i 47 
y declaraciones de testigos de f. 140 á i i i y de 152 á 161 ; y 
por parte de los di- mandad os las posiciones de f. 82 y 103, tos 
informes de la liulsa de Comercio de f. 108 y 133 y la prueba 
testimonial de f, 122 á 133. 
Y considerando: 

í n Que no se ha negado y antes por el contrarío se halla 
expresamente aceptado que el Señor Lanús dió orden á La- 
ferrere para la compra de 200.000 pf. en cédulas hipotecarias 
de la serio A y por lo tanto hubo una verdadera Comisión de 
compra de cédulas (art. 355 Cod. de Com.) desde que no se alega 
por paTtcdo Lanús que esa compra debiera haberse verificado 
á su nombre, lo que habría constituido entóneos un mandato. 

2" Que tampoco puede admitirse que esa úrden constituyera 
un mandato, desde que es de ley que para que este contrato 
tenga lugar se hace necesario que se halle escriturado, desde quo 
escede en este caso del valor fijado en el artículo 193 (art. 301 
del Cúd. de Com.) y que Lanús que resiste reconocer las obli- 
gaciones de su mandatario no lo ha alegado. 

3° Que la defensa aducida por Lanús de que al darle órden 
de comprar cédulas á Laferrcre entendía, solo haberse obligado 
á un corretaje, pues este último era un corredor que jurüt el 
jure no podia ejercer otra especie de comercio, seria concluyen te, 
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si como escepcion, hubiese sido justificado por el demandado 
como correspondía. 

4 o Que si bien es cierto que Laferrere no ha negado ser cor- 
redor, ni él ha confesado, ni Lanús ha probado que sea de Los cor- 
redores comerciales a que se refiere el capítulo i", título 3" de los 
• Corredores de Comercio», sino que por el contrario consta que 
es corredor de bolsa, cayos títulos y facultades están fijados en 
el reglamento acompañado ú f. 100 y que debia serles conocido 
y obligatorio, tanto á Lanús como á Laferrere desde que como 
socios de la Bolsa de Comercio era para ellos la ley especial 
que regía sus relajones. *ei>- actos de la naturaleza que se ü*- 
ligan.* 

5* Que á estar d los términos y espíritu de ese reglamento, para 
aor socio corredor de la bolsa no son necesarias las condiciones de 
edad y aptitud á que se refiere el capitulo I o deleitado artículo 
riel Código de Comercio, ni tampoco se limitan sus deberes a los 
especificadas en dicho capítulo; pues como se vé son respon- 
sables no solo de tus formas de los contratos y capacidad de 
los contrayentes, sinde del cumplimiento mismo del contrato 
(art. 35) y solo se exoneran de responsabilidad en caso de que 
siendo por cuenta y orden de comerciantes se hayan munido de 
un boleto en que consten esas circunstancias; lo que eviden- 
temente establece que pueden proceder, como comisionistas 
comprando y "endiendo á nombre propio y solo por escepcion 
como mandatarios especiales. 

6" Que están conformes los testigos con el informe de la 
Cámara Sindical de f. 147, que los boletos á que se refiere el 
precedente considerando solo son exijibles cuando la negocia- 
ción se hace de casa á casa ó cuando los socios corredores 
tienen autorización espresa para hacerlo; y en el caso ocurrente 
no se ha alegado y menos probado por tanto que el Señor Lanús 
diera |$u instrucciones ú autorización á Laferrere, y por tanto 
debe entenderse que la negociación le fué encomendada en los 
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términos y condiciones ordinarias, con tanta mas razón cuanto 
que la habían precedido otras operaciones análogas entre los 
contratantes, que habian sido cumplidas en la misma forma, 
según se desprende de las posiciones absueltas por el de- 
mandado Lanús Á f. 137, 

7" Que esta misma distinción entre los corredores comer- 
cíales y los socios corredores de la Bolsa ó" agentes de cambias 
se bailan invocadas y confirmadas con el fallo pronunciado por 
los Tribunales de la Provincia en la causa de los Señores Algett 
y Méndez contra Don Casiano Passo. 

"8" Qiié'por consiguiente son inaplicables a la cuestión' las 
leyes que declaran la incapacidad de los corredores y las que 
han invocado para fijar las formas de aviso ó boleto y demás 
del capítulo y título 3" citado; y la cuestión debe resolverse de 
conformidad a las prescripciones que rijen la comisión como se 
hallan modificadas por la Cámara Sindical de Comercio en su 
reglamento y aceptadas por los socios de Ja líolsa. 

9" Que constando que Laferrere díó aviso á Lanús de la 
compra encargada en el dia mismo de efectuada, y que no fué 
observada la negociación en esa forma, debe darse por cumplido 
el aviso y por aprobada la compra (arts. 349 y 350); con tanta 
mas razón cuanto que no se lia alegado por Lanús que al hacerlo 
se hubieran violado 6 contrariado sus instrucciones; y aun sin 
eso el tiempo trascurrí (o entre el aviso (en Febrero) y el del 
mes de Marzo, deja claramente ver que había una aprobación 
implícita según el espíritu del articulo 80 del Código de Co- 
mercio, 

10. Que verificada la compra por el Comisionista y aceptada 
por el comitente, en el caso que nos ocupa era obligación de 
Laferrere tener á disposición de Lanús para el dia 31 de Marzo 
las cédulas compradas, y de este último el precio de las mis- 
mas; y Be ha probado por la liquidación ante la Bolsa, que el 
sócio Laferrere tenia en el dia dado una suma de cédulas mayor 
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que Jas que demandaba Lanús, y mas se ha aceptado por Lanús 
que Laferrere fué á verlo y hacerle oferta de recibirse de esas 
acciones y pagar su r recio, en la víspera de su vencimiento. 

M. Que por consiguiente siendo la compra al plazo del 31 
de Marzo, muí puede deducirse que por actos del sucio corredor 
estaba rescindido antes do que el plazo se hubiera vencido ; 
pues en el dia del vencimiento se ofrecieron al comprador 
Lintía las cédulas compradas exigiéndole el precio que se negó 
á satisfacer ; sin que valga alegar que en eso dia apareciesen 
citadas las compras de Laferrere á Gómez y Rodríguez, con 
ventas de las mismas cantidades; pues quedando establecido 
que los corredores ó agentes de la Bolsa son personalmente res- 
ponsables de la entrega de títulos y de su precio, se comprendo 
igualmente quo lo son por ellos in genere y no in specir y 
cumplen entregando la cantidad, sin que importe la proceden- 
cia, al que ha de recibirlos. 

12. Que si bien liguran como compensadas las compras de 
Laferrere á Rodrigue? y (¡omez con ventas posteriores de aquel 
a" los mismos, no se ha justificado que Laferrere no retuviera 
durante el plazo y ¿ Ja orden de Lamia una suma de cédulas 
igual á la vendida á Lanús, para el 31 de Marzo, sin lo que no 
puede decirse que la venta quedaba rescindida por imposibili- 
dad de su cumplimiento; y nada importaba á Lanús, ni le da 
derecho á fundar escepcioties la mauera ó forma como el comi- 
sionista conserve ó administre la cosa 6 negocio que se le 
encomiende (art. 351 del Código de Comercio), y no puede con- 
siderarse de otro modo la sustitución de unos deudores por 
Adulas por otras posteriores desde que no se ha probado que 
Jos últimos fueran supuestos l iucapacees de entregarlos, contra 
lu verdad constante en autos de que esas cédulas se vendieron 
y se cumplió con su entrega. 

jfi Que aunque se ha alegad. ■ que la compra de cédulas era 
un contrato de agio y como tal prohibido, sin que pudiera fun- 
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darse acción eu él, no se aluga que lo fuera entre Lamia y 
Laferrere, sinó entre esto último y sus vendedores de cédulas; 
y desde entonces no puede fundarse en este hecho la nulidad 
dül contrato entre los primeros, y solo & estos daría acción si 
se hubiese probado el agio; pero de ninguna minora ú Lamia 
á quien Laferrere le ofreció entregar tas cédulas compradas y 
que en el 31 de Marzo debía recibir de otros que no eran Ro- 
dríguez y Gómez. 

14. Que para que hubiese habido agio ó juego, se necesitaría 
q<u- Larris confesara y pTobara que no habia estado en con- 
diciones de comprar las doscientas mil cédulas para el 31 de 
Marzo 6 su comisionista en condiciones de venderlas, y que solo 
habiau especulado sobre la diferencia de compra y de venta; y 
no solo Lanús no ha alegado lo primero, sinó que Laferrere en 
dicho dia 31 de Marzo ha hecho vender uua cantidad de cédulas 
superior á la mandada comprar por Lanús; y desde entóneos, 
aunque el movimiento de compra y venta por Laferrere sea 
exorbitante como que representa casi una tercera parte de las 
cédulas emitidas no puede decirse que con respecto á Lanús 
hubiese hecho un juego de agio, desde qr<> es efectivo s Iuformc 
d.r la Cámara Siudical f. 147) que en el 31 de Marzo Laferrere 
disponía de mas cédulas de las que habiu comprado para Lanús. 

15. Que establecido como queda, que las relaciones de socio 
corredor y súcio comerciante debían ser seguidas por las leyes 
de la Comisión, modificada por el reglamento de la Bolsa, es una 
consecuencia que el comitente sufra los daños y perjuicios que 
por su culpa se irrogue al mandatario art. 310 del Código de Co- 
mercio! y en este caso se encuentra Laferrere, que por no recibir 
los fondas de Lanús, y con arreglo al reglamento y práctica de la 
liolsa, que obligaban á entre ambos, tuvo que vender las cédulas 
compradas para Lanús y perder el menos precio que habia 
sufrido. 

16. Que cualquiera que fuera por otra parte la naturaleza 
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de la convención estipulada entre Laferrere y Lanús, no 
siendo como queda espnesto, prohibida por derecho, debe ser la 
ley entre los contrayentes (art. 209 Código de Comercio) sin 
que se pueda argüir que no se ha probado su cumplimiento 
con arreglo á los artículos 193 y 104 del Código de Comercio, 
desde que hay la confesión de Lanús que suple toda otra prueba; 
ni alegarse qoe hubo defecto en la forma ; pues constando de 
las posiciones de f. 437 que Lanús habia aceptado la negocia- 
ción en la forma que le fuera comunicada hasta ese din, san- 
cionó coa su aprobación implícita y dispensó esas irregulari- 
dades. Consideraciones que tienen que ser de mas rigurosa 
aplicación cuanto que se trata de comerciantes entre los que 
debe prevalecer sobre dudas y capacidades la buena fé y la 
verdad, que en este caso se hallarían en que Lanús entendiese 
y practicase el negocio con Laferrere, de compra de cédulas 
uara Marzo, como lo habia entendido y practicado en negocios 
análogos anteriores. 

17. Que léjos de haber justificado Lanús que loa cinco mil 
pesos fuertes que dió á Laferrere para el 31 de Mano fueron 
dados en préstamos, que no se concibe que se hiciera á quien 
declaraba que estaba mal en sus negocios ni menos sin reclamar 
un documento ó recibo, prueban evidentemente que Lanús 
reconocía la obligación y entregaba esa suma ¡i cuenta, ratifi- 
cando así la conducta del comisionista, tanto en lo relativo á la 
compra como á la Tunta de las cédulas. 

18. Que aunque no se ha probado que Laferrere haya pa- 
gado al contado lo que por deficiencia de venta quedó debiendo, 
se ha probado que ha hecho convenio con sus acreedores para 
pagar lo que quedó debiendo una \ez que tuviese feudos. 

19. Que en virtud de lo éspuesto se vé claramente que no 
hay analogía entre el caso de Rebollo y Gandolfo, causa fallada 
en este Tribunal con la presente causa;' pues en la primera se 
sostuvo y probó que habia habido ágio ó juego por deficiencia. 
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mientras que en esta lo niega el seüor Lanús, y Laferrere ha pro- 
bado á su vez que el día deí vencimiento no solo podia entregar 
sinó qne tenia las cédulas compradas i Lanús. 

Por estas consideraciones, leyes, doctrinas y jurisprudencia 
citadas, fallo que D. Juan Lanús debe pagar y pague á los diez 
días desde la notificación, á los Sres. Peltzer y LandivaT para 
los cesionarios de f. 128 y 128 vuelta la cantidad de diez y seis 
mil ciento cuarenta pesos fuertes con loa intereses de plaza 
desde la demanda y costas del juicio, Repóngase los sellos y 
notiffquese con el original. 

Isidoro Alharracin. 

. . . « - ■■■ 

rail» *e~ la Carte *upr*m» 

Rueños Airea, Noviembre 37 de 1880. 

Vistos, y considerando: 

Que el demandante aunque corredor de la Bolsa de esta ciu- 
dad, no es corredor ó ájente auxiliar del comercio en Jas condi- 
ciones que establece el código de la materia ; 

Que, por lo mismo, no está sujeto á la disposición del artículo 
ciento y seis de dicto código sobro esos agentes comerciales, 
que son los únicos i quienes puede aplicarse, por ser peculiar 
á ellos, como resulta de su letra y de su espíritu y lo ha decla- 
rado la Corte en la causa noventa y dos de sus fallos, tomo 
nueve, sérte primera, página trescientos veinte ¡ 

Que según el artículo doscientos nueve del mismo código, 
Las con Tenciones legalmente celebradas son ley para los contra- 
yentes, no pueden revocarse sinó por mutuo consentimiento, ó 
por las causas que la ley espresamente señala, y deben ejecu- 
tarse siempre de buena fí, sea cual fuere su denominación, es 
drcir, obligan no solo á la que se espresa en ellas, sinó á todas 
las consecuencias que la equidad, el uso ó la ley atribuyen & la 
obligación según su naturaleza; 
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Que cuando es necesario interpretar un contrato, tomo en el 
caso presente, el uso f práctica generalmente observada en el 
comercio, en caso de igua! naturaleza, y especialmente la cos- 
tumbre del lugar donde d;be ejecutarse, prevalecerá sobre 
cualquiera inteligencia en contrario que se pretenda dar ' las 
palabras artículo doscientos uoventa y seis, inciso sesto, Código 
citado}? 

(Jue, por lo tanto, no habiéndose aún legislado sobre bolsas 
de comercio, pero siendo ellas permitidas según el mismo có- 
digo, cuando el demandado encargó la compra en la Bolsa de 
las cédulas hipotecarias al demandante, corredor ó agente de 
ella, y no de comercio en los términos y condieioues que la ley 
determina, sin imponerle restricción ó limitación alguna, y 
aceptó sin observación los boletos de fojas ochenta y cinco y 
ochenta y seis, de la compra de aquellas, sin espresar el nombre 
del Tendedor, quedaron ambos sujetos en esa operación y sus 
consecuencias á los reglamentos y á la práctica de la misma 
Bolsa, de que como sucios de ella, tonian pleno conocimiento, 
como espresa la sentencia apelada; 

Que el Código de Comercio permite es presamente la compra 
y venta de moneda metálica, títulos de fondos públicos, accio- 
nes de compañías y papeles de crédito comerciales, y desde su 
vijtncia han quedado derogadas todas las leyes y disposiciones 
anteriores, relativas á materias de comercio ¡artículo quinientos 
quince y mil setecientos cincuenta , estándolo por consiguienU 
las que negaban derecho para pediré! cumplimiento de contratos 
á términos para dar y recibir monedas metálicas, ó fondos pú- 
blicos por valor determinado en moneda corriente; 

(.¿ue, por lo mismo, las operaciones á plazo en la bolsa sobre 
fondos públicos, como son las cédulas hipotecarias, aon lícitas y 
si bien dan lugar con frecuencia á especulaciones que son un 
verdadero juego, cuyas deudas es prohibido demandar en juicio 
según la ley, muchas veces tienen por objeto satisfacer uece- 
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sidades sociales, que producen acciones, cuyo ejercicio ante la 
justicia es legítimo; 

Que en el presente caso no se lia probado que haya habido 
juego ó agiotaje, pues ambas partes lo niegan con insistencia, y 
de los autos consta que el dia en que debía hacerse la entrega de 
las cédulas, el demandante las tenia á su disposición en mayor 
cantidad que la necesaria pura llenar el encargo del demandado; 

Que por el artículo treinta y nueve del reglamento de la 
Bolsa (foja ciento tres vuelta), vijentc al tiempo de la ope- 
ración en cuestión, y el informe de la misma (foja ciento cua- 
renta y seis vuelta), el demandante -quedó responsable del com- 
promiso que contrajo conforme a los boletos que firmó, y sujeto & 
todas sus consecuencias; es decir, á entregar al vendedor el im- 
porte de las cédulas, y estas á su comitente, desde que omitió 
t;l nombre del tercero con quien contrató; 

Que según el mismo informe, el treinta y uno de Enero de 
mil ochocientos setenta y seis, de acuerdo con el reglamento 
interno vijente entóneos en la Bolsa, se remataron por cuenta 
del demandante, según la liquidación que presentó, trescientos 
setenta mil pesos fuertes en cédulas hipotecarias, á sesenta y 
uno pesos fuertes y noventa y tres centavos, que fué el precio 
fijado en es3 dia para las operaciones que no se cumplieron, sin 
constar por cuenta de que* comitentes efectuó las compras, por 
no estar obligados los corredores á manifestar sus nombres; 

Que el demandado no entregó al demandante en el dia con- 
venido el importe de las cédulas, y estas se remataron corno 
queda espuesto, en euyo caso según el reglamento é informe 
citados, se carga al corredor, como tuvo lugar, la diferencia 
entre el precio de la compra y el obtenido en el remate ; 

Y que habiendo el demandante procedido por órden y 
cuenta del demandado, la equidad, la justicia y la ley exigen 
que este responda de los actos de aquel, ya se considere man- 
datario *uvo ó comisionista (artículo trescientos ocho y tres- 
i\ mi 28 
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cicntOB treinta y seis, Código do Comercio), no siendo como no 
son esos actos ilícitos ó contra el derecho; 

Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia 
apehda y loe referentes á la reconvención intentada por el de- 
mandado, se confirma dicfaa sentencia, escepto en cuanto á )a 
condenación de costas» las cuales lo mismo que las de esta ins- 
tancia» deberán pagarse por las partes en el órden en que se 
han causado, en atención á la natur eza de las cuestiones que 
se han ventilado en esta causa ¡ y satisfechas las correspondien- 
tes al recurso de apelación y repuestos los sellos, devuélvase, 
pudiendo notificarse con el original. 

J. B, GOHOSTTAGA. — J. DOMINGUEZ.— 
O. LEGU1ZAMON. — ULAD1SLAO FRIAS — - 
S. M. LASPlUlt. 
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Criminal, contra Ignacio Hamos de Marta, Nasario Palacio 
y Vicente Calderón, sobre homicidio 



Sumario. — Al reo de homicidio alevoso y premeditado debe 
imponerse la pena de muerte, y al cómplice una menor. 



Caso, — El caso se halle detallado en el 

Fallo del Juca Retel «nal 

Paraná, Setiembre 13 de 1879. 

Vistos: por los obrados que registra este proceso aparece: — 
que el enjuiciamiento criminal seguido á instancia del Procu- 
rador Fiscal, contra los inculpados Ignacio Ramos de Mariu, 
Nazario Palacios y Vicente Calderón, foé producido por el aviso 
que Antonio Camargo dió á la Subdelegaeion Marítima de la 
Paz, de ser aquellos los perpetradores de la muerto de Floren- 
tino Hernández en la isla tGaribaldi» á principios del mes de 
Febrero del presente ano, como también los del robo hecho del 
buque que en dicha isla se hallaba tumbado por nn siniestro, de 
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lo que había tenido ya conocimiento anticipado de la misma 
autoridad marítima, dado por los mismos citados Camargo y 
Hernández, documentos de f. 9 á f. 13. 
La historia de los sucesos según los autos es la siguiente: 
Antonio Camargo, Florentino Hernández y Vicente Calderón 
eran trabajadores asociados para el corte de maderas en las 
islas del Rio Paraná, teniendo su ranchada en la isla próxima 
á la cancha que en el rio se llama de cGaribaldi ». Estando allí 
vieron que la corriente traia un buque tumbado tquilla arriba». 
Que trataron de salvarlo sacándolo á la orillado la isla donde 
lo aseguraron cerca de la ranchada. Hecho esto convinieron 
también en dar cuenta á la ya citada autoridad marítima, con 
lo que no estaba conforme Calderón, «según lo esftuestu por 
Camargo, declaración de f. 32 v.,» telegramas de f. 9 v.y docu- 
mentos de f. 48 v. y 49 ; pero que á pesar de esa contrariedad 
sacaron del buque las velas, el bote, vara y el mastilero y lo 
llevaron todo á presentar á la autoridad de la Paz, é informarla 
además del siniestro. Calderón declara esto mismo i fs.23 y 26, 
sin estar conforme con lo que respecto a 61 espone Camargo 
fs, 48 y 49. Puesto, pues asi, el tal siniestro en noticia de la 
autoridad marítima esta mandó al instante á un guarda en la 
forma á imponerse del caso; y con él ó la vez regresaron á la isla 
Camargo y Hernández, quedándose Calderón en la Paz. Verifi- 
cada la inspección del buque por el Guarda y convencido de que 
nost podia poner en salvatagc, si no con una embarcación grande 
y otros auxilios mas, regreso á informar eso, dejando entro 
tanto el cuidado del buque a los referidos Camargo y Her- 
nández. En lo declarado á este mismo respecto por el inculpado 
Calderón fs. 24 v. y 60 v. aparece que cuando se quedó en la 
Paz, se asoció á Ignacio liamos de Mar i a y á Nazario Palacios 
para ocuparse con ellos del coite de maderas, como lo había 
hecho con Camargo, y que entonces les referió á sus nuevos 
súcios el suceso del buque tumbado, suceso que ya ellos cono- 
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cian por ser de notoriedad en la población. Compendiosamente, 
esto es lo que arrojan las piezas citadas de autos, sobre lo que 
precedió, «con autoridad inmediata» á la perpetración de la 
muerte de Hernández y del robo del buque naufrago. Pasando 
al esámen de las respectas declaraciones de cada uno de los 
inculpados; volviendo á la do Vicente Calderón f. 24 citada, 
resulta hallarse conforme con lo referido por Camargo f . IJ2 v. 
en cuanto al buque y al parte dado á la autoridad : pero no en 
cuanto al desacuerdo asegurado por Camargo y notado por el 
informe que se Tegistra á f , 88 ; pues aquel * Calderón » dice quo 
no contradijo ni se opuso a* dar aviso á la autoridad, ni menos 
fue esa !a causa de no haber seguido A Camargo, ni á Hernández 
á" la isla, que se quedó en la Paz, porque estos le dejaron sin 
haberle comunicado su regreso.» Pasando en seguida al suceso 
de la muerte y el del robo, espone que habiéndose embarcado 
en la Paz con sus nuevos companeros y sócios, Ignacio Ramos 
de Maria y Xazario Talados, navegaron rio arriba basta llegar 
al punto en que se bailaba el buque tumbado al cuidado de Ca- 
margo y Hernández : que al pisar en tierra allí Ignacio Ramos 
de Maria le disparó un tiro á Hernández con el fusil que lle- 
vaba y lo volteó, «palabras testuales» pues le pegó en el cos- 
tado derecho; que incontinentemente Nazario Palacios se acercó 
a dicho Hernández y le dió dos puñaladas con un cuchillo 
grande y lo acabó de ultimar. 

Al referir esto hecho t espresa que no hubo altercado, recon- 
vención ni palabra alguna, todo fue" súbito. Continuando el 
relato, agrega, que invitados después de esto por Camargo, para 
robar el buque abriéndole un rumbo sacaron de él una caja que 
contenia dinero y ropa de lo cual se distribuyeron, siendo el 
repartidor Ramos de Maria; que el cádaver de Hernández lo 
arrojaron al rio amarrándole un palo verde a la cintura. 

Por último, que en la misma noche de aquel dia abandonaron 
todos juntos el punto de la isla, embarcándose en la misma 
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chalana en que habían Tenido, pero que cuando llegaron al 
frente de la Faz se trasladaron á un bote que Hamos de María 
había sacado de on panto del tránsito, y puéstolo al costado de 
la chalana, habiéndoles referido que había tenido ocultamente 
amarrado ese bote por haberlo encontrado en el arrojo < Cor- 
rentoso i algunos días después de la última tormenta que había 
acontecido: que hasta ese punto les acompaño Camargo por no 
querer continuar viaje y qne ellos siguieron aguas abajo hasta 
el Rosario, donde la policía los hizo presos. También en su con- 
fesión f. 60 y. ratificando su indagatoria declara ademas que 
los acompañaba en su marcha de fuga para el Rosario Encar- 
nación Torres, esposa de Ramos de María á quien este sacó 
de regreso de la isla «Garibaldi* en que tenia su rancha- 
da, pues que allí había quedado cuando fueron de la Paz á 
robar el buque y donde tuvo lugar la muerte dada á Hernández. 
De la de Ignacio Ramos de Mana f. 27 t. á f. 30 aparece hecha 
igual referencia sin otra disconformidad que la que so notará 
en lo siguiente: aseverase el hecho de la asociación entre (>\ y 
Calderón y Palacios como el de haberse embarcado en la Paz 
juntos y con su esposa Encarnación Torres á quien dejó en su 
ranchada de paso para la isla en que se hallaba el buque náu- 
frago, con el intento de robarlo ; mas que la determinación del 
robo les fué sugerida por Camargo que los inritó, al encon- 
trarlos en el rio y acercándose á ellos en una chalana en que 
llevaba un riduncho del buque tumbado que les dijo que iba ¡i 
ocultarlo para quedarse con él, seducidos entonces á robar lo 
demás que contuviere el buque, acordando esto con Camargo; 
al día siguiente fueron »llos al punto de la isla en que este los 
esperó, pues que en el se uallaba de guardián de dicho buque 
con su compañero Hernández : que al aportar allí y ver á Flo- 
rentino Hernández que era su enemigo que su presencia le causó 
tal enojo ó disgusto, que no pudo contenerse y sin mas palabras 
quo las de recordarse algunos agravios que le habia hecho, des- 
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cargó sobre él el fusil que llevaba cargado con munición patera 
queriendo aprovechar de la ocasión para matarlo: que del tiro 
cayó Hernández y que en el momento también su compañero 
Palacios se acercó á él (4 Hernando?:} le dió dos puñaladas y 
lo acabó de ultimar. En todo lo demás bace sin discrepancia 
alguna sustancial, ni aun incidental el mismo relato que se deja 
referido con relación & lo declarado por Calderón; y espone 
también que quien entró al buque por el rumbo que ae le abrió 
fué Palacios. De la declaración indagatoria de este mismo Pa- 
lacios resulta asimismo que uo difiere do lo declarado por Cal- 
derón y Ramos de María, sinó en que cuando estos aseguran que 
en la isla encontraron a Camargo en compañía do Hernandos, 
él dijo que solo Hernández estaba allí cerca del buque tumbado, 
labrando cañas de timón; pues que Camargo llegó juntamente 
con ellos. Esplicaque el tiro de fusil hecho por Hamos sobro 
Hernández fué con carga de munición patera y una bala mas 
que llamos le agregó a la carga que tenia cuando se dirijian á 
la isla. En todo lo demás se repite, hay conformidad perfecta 
con las declaraciones citadas. Confiesa igualmente que él le dió 
á Hernández dos puñaladas, cuando ya estaba caido por el tiro 
por liamos: que lo hizo así porque Hernández era su enemigo, 
lo odiaba y no pudo resistir á la ocasión de vengarse: que toda- 
vía se .ríovia y quizo también despenarlo. 

Pasando otra vez á la declaración ya citada á f. 32 v,, a f. 24 
de Antonio Camargo, á quien como se ve, complican los incul- 
pados y basta Encarnación Torres, en su declaración de f . 32. 
Dicho Camargo al referir la muerte de Hernández y del robo del 
buque, dice: que cuando Ramos de Moría, Nazario Palacios y 
Calderón aportaban i la isla en que él con Hernández se ha- 
llaban al cuidado del buque, este estaba sentado cerca del 
mismo buque labrando cañas do timón y él pescando sábalos 
cerca del agua: que se apercibió de la llegada de aquellos por 
el tiro de fusil descargado por Ramos sobre Hernández, á quien 
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rió que al momento cayó; y que en seguida en ese estado, Pa- 
lacios con un cuchillo le daba dos puñaladas que en vista de 
esto y que Calderón se dirijia contra él, se puso en fuga pues 
vio también que esto alzó un fusil de su propia ranchada que 
so lo descargó, pero quo felizmente nada pudo hacerle, porque 
él lo tenia cargado con solo pólvora: que entre tanto Encarna- 
ción la esposa de llamos que también llegó con ellos, le gritaba 
á Calderón que lo persiguie se é* incitaba á los otros para quo 
también lo hiciesen, dictándoles mátenlo, no lo dejan escapar 
porque á de ir á dar parte, pero que no lo pudieron alcanzar, 
porque él se metió al agua, por entre los mnlesalcs y camalotos 
que lo ocultaban podiendo así ponerse ¿distancia do no serviste, 
pues que luego también anocheció que desde donde estaba oculto 
oyó golpes de hacha, para abrir seguramente el rumbo que hi- 
cieron al buque, que permaneció allí sin moverse por toda esa 
noche y parte del dia siguiente, hasta que costeando tomó un 
raigón y en el se soltó al rio, hasta que consiguió llegar al frente 
de la Paz, de donde á sus gritos apareció un islero llamudn 
Lázaro que lo reeojíóy lo condujo á la población, donde ins- 
truyó á la autoridad de lo ocurrido, veáse la declaración de foja 
cuarenta y lo que aparece de f. 49. 

Posteriormente corre la declaración de Encarnación Torres, 
esposa de llamos, á f. 35 y en toda ella niega los hechos, solo 
declara que fué sacada por su esposo, de la Va? t en donde se 
embarcaron con Palacios y Calderón, pero que ellos siguieron 
aguas arriba, dejándola en la ranchada que tenían : que en la 
noche que regresaron á su paso la recojieron y siguió viaje tam- 
bién con Antonio Camargo hasta frente á la Paz donde este se 
quedó, asegurando que de allí quería irse á Gualcguaychú, que 
al despedirse le regaló dos libras esterlinas, y que luego de- 
jando a este en aquel punto, ellos continuaron su marcha de 
bajada hasta el Rosario donde fueron hechos presos. Practi- 
cados los careos que corren de l\ 54 á f. 56 por las desconfor- 
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midades notadas, auto de f. 54, cada uno se ratificó en sus 
dichos. Recibida después la confesión, auto de f. 56 v. todos 
confirman y ratifican su indagatoria contestando les cargos y 
reconvenciones. 

Calderón, f . 60 y. con que no pudo eTadirse de sua compa- 
ñeros para no consentir en el Tobo y demás que fuere cómplice 
por temoT que les tenia y por no ser vaqueano para separarse 
de ellos por esos lugares e" ir a dar parte á la autoridad. 

Palacios, f, 57, no se descarga en cuanto á las puñaladas quo 
se ratiQca haberle dado á Hernández, con escusa alguna dice 
lisa y llanamente «que se las dió, porque era su enemigo y quiso 
vengarse », que en cuanto al robo del buque él fue" quien sacó la 
caja, y que consintió en hacerlo así porque temia á sus compa- 
ñeros, pues que é\ sabia que eran malos. Hamos de María f. 02 
vuelta, tampoco absuelve cargo alguno con escusas, confiesa y se 
afirma en lo declarado en su indagatoria que odiaba á Hernán- 
dez, temia también que este lo dañase alguna vez y qne por 
esta causa no quiso despreciar la ocasión de matarlo, que no 
influyó otra cosa en él, porque él consideraba el robo a que 
fueron invitados por Camargo, habría consentido también Her- 
nández, como había consentido en ocultar el redondo con que 
encontraron á Camargo en el rio. Nótase también que al rendir 
este, Ramos de María, su confesión, preguntó si Camargo había 
entregado el dinero que le cupo en la distribución de lo robado 
del buque, distribución que él hizu con igualdad; que habién- 
dole inquerido por la causa ó motivo de su pregunta, contesta: 
que lo hacia porque Camargo era tan culpable como él y las 
otros, por lo casi no quería que quedara impune pues hasta la 
muerte sufrirla con gusto, siempre querquel también la su- 
friera. En la confesión igualmente absuelta por Camargo y En- 
carnación Torres, aquel contesta á los cargos de f. 64 v. ratifi- 
cándose en su indagatoria y esponiendo que la complicidad 
.criminal con que tratan ó pretenden inculparle Ramos, Palacios, 



422 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Calderón y Encarnación Torres, esposa de Ramos, no proceden 
de otra cansa, sinó de] intento que tienen de vengarse de él por 
haberlos denunciado ante la autoridad marítima de la Paz en el 
momento que fué sacado de la isla en que llego* desnudo en un 
raigón, como podia acreditarlo el mismo islero Lázaro, qao lo 
sacó de allí y con la misma autoridad marítima á la cual la im- 
puso de lo acontecido. Encarnación Torres, f. 65 v., no hace 
sinó ratificarse en su indagatoria y es de ese modo que absuelve 
los cargos. 

Pasada la causa en csfc estado ai Procurador Fiscal ; por la 
acusación formulada por este de f. 70 á f. 73, de conformidad 
con lo pedido en ella, se dictó el auto de f. 73 v. sobrcsiguiendo 
al juicio contra Antonio Camargo y Encarnación Torres con la 
calidad de • por ahora » y corrióse el traslado correspondiente 
de dicha acusación á las disposiciones de los reos Ignacio Ramos 
de María, Nazario Palacios y Vicente Calderón. Espedidas las 
defensas de f. 78 á f. 81 y de f. 82 a f. 85, se ordenó ta prueba 
por auto de f. 85, pero durante el término señalado por ella nn 
se produjo ninguna, salvo la que antes de dicho auto se hallaba 
ya recibida & solicitud fiscal (declaraciones de f. 74 á 77) con el 
objeto de constatar la existencia del cuerpo del delito, auto tic 
f . G7 sobre la muerte de Hernández. 

Hecho este relato que es lo que demuestra el proceso, las con- 
sideraciones que se desprenden son las siguientes: 

i° Que en cuando a la existencia del buque náufrago en las 
condiciones esplicadas y demostradas por los mismos autos, no 
queda la mas pequeña duda y es indispensable fijarse en ese 
mismo hecho, porque, aún cuando 6] «por si mismo» sea entera- 
mente diferente de los que contribuyen los hechos criminales 
sometidos al presente juzgamiento ; hay no obstante una rela- 
ción necesaria entre 61, con el del robo, y con el de la muerte 
dada á Florentino Hernández (guardián puesto por la Autoridad 
al cuidado del buque) desde que dichos crímenes emanaron. 
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por decirlo así, de la existencia de dicho buque en las condicio- 
nes en que se encontraba para haber producido en los culpables 
el interés de robarlo, 

2° Que con respecto al hecho do dicho robo, la prueba de su 
perpetración» no puede ser tampoco mas acabada, ni de mas se- 
cura convicción. La dan sin que sea necesario ocurrir á nin- 
guna clase de indicaciones lógicas ó de otro género indicia!, la 
declaración y confesión de los mismos culpables Ramos, Pala- 
cio y Calderón, como ya se ha vist% Lo comprueban real y 
patentemente, el dinero y ropa con que esos mismos inculpados 
fueron aprehendidos á su llegada al Rosario, donde al momento 
declararon, que el dinero que tenian, la ropa y aún la caja que 
llevaban, era la que habian robado del buque náufrago (docu- 
mento de f. 17); justificase tainbieu por la reclamación hecha 
de ese dinero y demás cosas en el espediente seguido (por cuerda 
separada) ante este mismo juzgado por los herederos del dueño 
del buque náufrago, quien pereció en el siniestro, según lo que 
asimismo consta á f. Al v. í 443» por la declaración que en cópia 
aparece haberse tomado por la Autoridad marítima de la Paz 
al único marinero que salvó en el naufragio del tal buque ó sea 
de la balandra conocida bajo el nombre de e Esperanza ». 

3* Que relativamente al suceso de la muerte dadaá Floren- 
tino Hernández, asaltado pirática y alevemente en la isla de- 
sierta en que se encontraba al cuidado, por disposición de 
la Autoridad, del buque náufrago; * tampoco esto está sujeto á 
vacilación ni duda alguna. 

Los mismos inculpados Ramos, Palacios y Calderón aacende 
la manera mas espontánea y sin obedecer á otra espresiou que 
la de su propia conciencia {como queriendo dejar constatada 
completamente la verdad) la mas prolija narración del hecho, 
diciendo (como lo volveremos á repetir) lo siguiente: 

El I o que al vcrHernandease indignó porque era su enemigo, 
y no quería dejarle vivo, aprovechando do la ocasión Apropó- 
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sito, por lo cual le hizo el tiro con el fusil que tenia. En una 
palabra, que su intento fué matarlo y lo puso en ejecución sin 
vacilar. El 2 o que también Hernández era au enemigo y que 
por eso estimulándose del deseo de vengarse, aprovechando 
igualmente de la ocasión, le dió dos puñaladas, estando caido 
por el tiro de Ramos; pero que como vió que aún se movía 
como para enderezarse, quiso ultimarlo. 

El 3 rt , que presenció el hecho sin haberse opuesto ni mani- 
festado disgusto, que aydtó á echar el cadáver de la victima al 
rio, amarrándole nn palo verde a la cintura. En una palabra, 
narra y confiesa su complicidad francamente sin hacerse co-autor 
de la muerte, pero si coadyuvador en crimen. Así también lo 
explican los otros dos inculpados sin darlo participación en el 
hecho de la ejecución personal de la muerte, mas sí, en el robo 
consiguiente, cuya responsabilidad tampoco escusa. Relatos son 
estos que por la forma y el modo, como se vé que lian sido he- 
chos, no puede dejar de arrastrar la convicción segura que da 
la certeza. 

Que de todo esto se desprende además naturalmente la evi- 
dencia de que el hecho de la muerte dada á Hernández fui aleve; 
pOT la ocasión de que se aprovechó, para causarla de improviso, 
sin dar lugar á la víctima, ni á la resistencia ni i la fuga ; que 
fué igualmente premeditado desde que aseguran haber muerto 
á Hernández poródio, y desde que sabiendo que se encontraba 
en el punto en que lo ultimaron, es naturalmente presumible 
que fueran allí con al intento hecho de darlo muerte, como lo 
esplica también el asalto violento y repentino con que lo agre- 
dieron. 

5 o Que por esos mismos antecedentes se caracteriza el hecho 
de pirático, pues que verificada en una isla desierta y con el 
intento confesado de robar un buque náufrago, no obstante el co- 
nocimiento que también se tenia de que la Autoridadad lo había 
puesto al cuidad* miéntras se le podía dar salvataje, de la per- 
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Eona á quien mataron los inculpados Ramos de María y Pala- 
cios, siendo cómplice Calderón. 

6* Que aún cuando la simple confesión de un inculpado 6 
inculpados por delitos, en tisis general, no puede formar en los 
Juicios criminales una prueba segura que arrastre la convicción 
del juzgador para la aplicación de la correspondiente pena, esto 
no obstante o,m la relación del presente caso, hay que con- 
siderar : 

i" Que siendo limitado y circunspecto el interrogatorio he- 
cho á los inculpados, tanto en la indagatoria como en la confe- 
sión tomada á cada uno de ellos a simples sencillas preguntas 
meramente, por las que no se lia conducido d responder afirma- 
tivamente á ninguna de ellas, sinó sea que cada uno de ellos ha 
declarado y confesado voluntaria, libre y espontáneamente sin 
sugestión sorprendente ni de ningún otro género, lo mismo 
sobre el hecho del que inmediatamente patentizaron ellos mis- 
mos con la entrega que hicieron en el Rosario del dinero y 
demás cosas, como sobre el de la muerte que dieron á Floren- 
tino Hernández, declarando también en aquel punto, 

2" Que de hacerse así, cada uno esplica ademas lo que hizo 
particularmente y lo que fué respectivo á todos en conjunto, al 
perpetrar la muerte y el robo, guardando conformidad en lo 
esencial de los hechos, sin atribuirse los unos á lus otros mas ni 
ménos de lo que cada uno ejecutó ; demostrando en esto aquella 
certeza y seguridad que solo pueden adquirirse por una parti- 
cipación personal en lo ocurrido. 

3 o Que en cuanto al hecho de la muerte debe notarse también 
que sus autores principales no oponen escusa alguna, ni para 
atenuarla culpa, como lo hacen, mas bien en cuanto al robo ; 
pues al instinto y la sujestiou de 61, se le atribuye á Camargo, 
que los denunciara. 

4 o Que en esa imputación á Camargo, es lo único en que, al 
referir el hecho no son exactos ; pues que Palacios dice quo 
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Oamargo llegó con ellos ¡i U isla cu esc mismo día, mientras 
que Calderón esporos que allí encontraron á Camargo y que des- 
pués de hecha la muerte de Hernández aquel los inTitó á robar 
el buque ; y Ramos de María esplica que Camargo hizo la invi- 
tacion om ado lo encontraron que iba á ocultar un redondo y 
que al dia siguiente ellos fueron á la tal isla. ;donde Camargo 
los esperó; se advierte por la misma conformidad en la pre- 
sunción mala solamente, pero río en el relato, además Ramos 

demuestra su encono por Camargo en su confesión de f 

diciendo como ya queda espuesto, que t*l con gusto sufriría la 
muerte siempre que aquel fuese también castigado. 

Luego de todo esto, natural y jurídicamente se deduce, que 
por la forma y modo como se ha declarado y confesado el delito 
no puede dejarse de tener la prueba segura de su perpetración y 
de sus autores. Hay mas, se confiesa totalmente los hechos, 
así do la ejecución pura de la muerte y del robo, como de la 
culpabilidad intencional al cometerlo, sin que á los detalles 
recaiga contrariedad en los hechos constitutivos de la culpa. 

T Que aún cuando en los procedimientos criminales, en las 
causas especialmente de homicidio, sea necesario que se cons- 
tate el hecho, con el reconocimiento del cadáver como prueba 
del cuerpo del delito, etc., que no puede siempre practicarse, 
ni tener lugar por mil de circunstancias, tampoco puede por lo 
mismo por regla de indispensable necesidad para arribar á la 
prueba porque esa falta, como por ejemplo en el presente caso, 
no cubre ni pone en duda el hecho constitutivo del crimen ni 
de los criminales que lo confiesan y lo esplican sin que se haya 
cmpleíHo capacidad alguna para inducirlos á hacer una con- 
fesión que pudieran negar. 

A este respecto no puede también despreciarse la circuns- 
tancia ó incidente de que, concordándose el tiempo en que so 
cometió el crimen de la muerte de Hernández, en aquel en que 
por los declarantes de fojas 74 y 76 se vé que estos aseguraron 
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el cadáver en la ribera del rio, mas abajo de la Paz, ne pre- 
senta sin la prueba al minos la presunción de que no debió ser 
otro que et de Hernández ; pues dichos declarantes determinan 
señales de herida en el costado d^I cadáver ó sea en la parte del 
vientre y que además tenia una soga en la cintura, todo lo que 
coincide con lo declarado por los inculpados perpetradores de 
la muert" de dicho Hernández. 

8 o Que pasado al examen ó consideración de la defensa hecha, 
los reos Ignacio liamos de María y Nazario Palacios, fojas 18 
á 85, el principio jurídico en que se basa asegurándose que si 
la confesión de los inculpados es aceptada como fundamento 
de prueba, es decir, hasta en las escepcíones ó disculpas de 
ellos. Claro es que por ese mismo principio, eu el presente caso, 
visto lo espuesto por los citados reos en su indagatoria y con- 
fesión, patentizándose por ellos mismos, sin disculpa ni vaci- 
lación los crímenes que perpetraron con conciencia al robar el 
buque, y al darle muerte a Hernández alevemente y por ven- 
garse, como queda demostrado anteriormente ; viene pues á 
resultar que del tal principio, citado por el defensor, no puede 
al presente hacerse una regla de atenuaoion en la criminalidad 
de los reos, sinó mas bien de agravación. 

Asimismo los otros argumentos que funda en la ignorancia 
de sus defendidos jomo hombres de la clase inculta del pueblo, 
con las preocupaciones, pasiones y errores de que adolecen las 
masas especialmente agrestes do nuestra sociedad ; no pueden 
de modo alguno presentarse como causas ó* motivos de su incul- 
pabilidad criminal ni de atenuación que les favorezca, sin con- 
trariar hasta los instintos racionales que hacen conocer á todo 
hombre lo que es malo y lo que es bueno, social y moralmente 
hablando, por supina que sea la ignorancia, sobre todo ¿quién 
no vé lo que de la aceptación do tal disculpa resultaría? Ei des- 
quicio moral y social, quedando sin fuerza alguna la ley. 

9 o Que en la defensa hecha de fojas 82 á 85 á Vicente Cal- 
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derou cómplice de los mismos delitos como lo Tcvelnn loa autos, 
se trae por fundamento de atenuacf :n del crimen el temor que 
debió asistirle para complicar en los hechos del asesinato y del 
robo, pero eso no puede ser una escun dv^de que ni el reo 
en su indagatoria y confesión ni en ningun i otra parte del 
proceso, aparece hecho alguno por el cual pueda siquiera aso- 
marse este temor de sus compañeros, ó ya que no está, una 
muestra de arrepentimiento de los crímenes perpetrados. 

Por tales consideraciones y fundamentos ospuestos, y por lo 
alegado y pedido por el Procurador Fiscal en la acusación de 
fojas 70 á 73, de conformidad con ella, deGnitivamcnte juzgando: 
Fallo condenando á la última pena capital que prescribe la 
ley i 5, título 8 o , Partida 7 m , como las demás leyes que so deter- 
minan en la acusación, á los reos Ignacio Ramos de María y 
Nazario Palacios, como autores de la muerte aleve que con pre- 
meditación dieron á Florentino Hernández, con las circunstan- 
cías agravantes de agregar á ese hecho el del robo del buque 
que á la vez hicieron en una isla desierta y al cuidado de Her- 
nández, por disposición de la autoridad; y condenando asimismo 
al reo Vicente Calderón por complicación con los mismos crí- 
menes, á la de diez años do presidio con trabajos forzados en 
la isla de Martin (íareia, con costas. 

Hágase saber y consúltese a* la Suprema Corte para su ejecu- 
ción en caso de no apelarse, con remisión original del proceso. 

Antonio Zarco. 

VISTA DEL SEÍÍOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires, SO de Oclubre de 1880- 

Suprema Corte. 

La criminalidad de los procesados Ignacio Ramos de Marín, 
Xazario Palacios y \icente Calderón, está de tal manera cons- 
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tada que la iin¡c¡i duda que ocurre en este caso, es acerca de la 
medida de la pena con que haya do ser castigado cada uno. 
Kstos Iros individuos, mas ú menos directamente son responsa- 
blea de la muerte de Florentino Hernández ; y tuesta decidirse 
á pedir en desagravio de la vida de uno, la muerte de dos y la 
condenación á un tercero á diez años de trabajos forzados, que 
es poco menos que la muerte, Ks esta angustiosa vacilación en 
que lia Uncinado mi espíritu, la que lia apartado este proceso de 
mis manos, toda vez que Ir» he tomado para cumplir tan pe- 
noso deber. 

La li Ilación de 1<js hechos, desde el momento que nació el 
pensamiento del crimen hasta su perpetración, viene trazada 
en estos antecedentes de una manera lógica é irrecusable. 

Ku la madrugada del dia 3 de Febrero ppdo,, ti tirante una 
fuerte tormenta, naufragaba en bis costa* del Paraná ñus 
arriba de la Taz, en la caucha ó en la isla « (íunbaldi » la 
balandra nacional * Esperanza », salida de Santa b'é con carga- 
mento de harina. Toda la tripulación pereció, eseepto un ma- 
rinero, Pudro Alegre que salvó agarrado á un ruigun, f. 47. 

A las 8 de la mañana del mismo dia del siniestro, venian 
aguas abajo, en dirección á la Taz, Antonio (.'amargo y dos 
compañeros mas, con quienes trabaja en la isla t Garibaldi >, 
encontraron la balandra con Ja k quilla hacia arriba; la apro- 
ximaron á la costa, y la amarraron á un árbol. Kl dia i, 
Camurgo dió parte del siniestro al Resguarda de la Taz. Sus 
dos compañeros Florentino Hernández y Vicente Calderón, 
aparecieron mas tarde en el desenlace sangriento del drama. 
tDecluracion de Cumargo ante el Koguardo, I". Á7). 

El Resguardo uiándó reconocer el buque náufrago, y colocó 
para guardarlo á Florentino Hernández y al mismo f amargo, 




Mientras Camargo j Hernández se dirigían á esta comisión, 
í'alderon se quedaba en la Paz. 

T. XIII 
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í küdéi rflrtt, (IMífe en su doelaraeion, ihtjnmntt este punto 
l ;f „(icm liamos th> Maña y .\ a zar i» ¡tamas de su ranchada ron 
una mederiSa, >j tes nwtn romo se hallaba tumhada la ba- 
landra. 

Todo indure que fu.- - it esta na, 'ración que nadó el pensa- 
miento del robu del buque, smé Wftia nacido en el momento 
en quo lo viú (-¡iM.^ni lumbado, cuando venia aguas abajo con 
(amargo y Hernando, liamos de Marta y Palacios atribuyooa 
la Liiritai'inii á 'amargo, al que, dicen, encontraron de regreso 
do la Faz ¡i sai isla del Corren toso. Pero esta asen-ion, que visi- 
ble mente parefce dirigida á complicar á ( amargo en venganza de 
la dentinci>, está desmentida por la circuustanolH de encon- 
trarle eate último al cuidado del buque, según se lia vist.i 
ilutes, y resulta del telegrama oticíul de f. Tií* v. 

Sea tiue el plSOpositO 4e robo naciera «le la conversación qu? 
tuvieron en la Paz, Calderón, liamos do María y Palacios; sea 
i]u>' hubiese sido inspirad.» por <\unargo : al llega* á la isla del 
Correntoso dondo vivían, el heetioes que los tres salieron de la 
Paz pn su chalana en dirección al lugar del siniestro: y que al 
llegar, y antes de pi-ar tierra, liamos de María disparó un tiro 
de fusil cargado con munición palera y una bala, que había 
puesto en el rain ¡no, del que l'loreiitino Hernández cajú herido 
en un costado: y que en seguida, al intentar levantarse, Tala- 
rlos le dió dos puñaladas con un cuchillo »rande, de cuyas re- 
sultas murió en A acto. Ataron luego h cadáver á un pedazo 
de madera verde, lo echaron al agua y procedieron tranquilo y 
amistosamente al saqueo del buque y ¡i la distribución do los 
efectos v dinero que encentraron. 

Kstos actos de atroz ferocidad pasaban sin que mediara la 
mas Utrera provocación de parte del asesinado ; sin que este des- 
graciado pudiera defenderse, ni lo intentara siquiera! Estaba, 
según resulta de las declaraciones de Camargoy Calderón, tra- 
bajando tranquilamente en labrar rañas do timón : y la primera 



not icia que tuvo de til agresión que so lo venia preparada, fué 
i-I disparo de un tiro, que lo postró en t it-rr.i pira n» L-vaut;ii\-e 
mas! Es este p roe ¡..miente, el caso do la ttutfirtr HiHjum, ijift 
[¡. ley t-niipai-.i á tu ¡ilovinía. ^Ley 10, título Iüim X , B. C.) 

Todos estos hechos constan de la manera mas óvidoMe, |ior la 
confesión paladina de los que I» perpetraron, liamos ilu María, 
Palacios y <'.ild->ron; por rt testimonio d- f amargo ijuo pro* 
seiuió los Gwéhti».; por haberse eMontrado los objetos y e! 
dhioni d"-l buque robado "ii poder de lo< nvs primen»; y aún 
del reconocimiento del cadáver. 

Ln li ilación de los hechos e> lógica y perfecta. Sin la mu 
ligera vacilación, la lectura del procesólo man ando paso á paso 
rlcamiiHM.lt'] crimen, des le que fin- < iilji- i id" por el incentivo 
del lucro hasta su terminación en el r..lm y on la muerte. La 
ooncioinia mas meticubi-.i no vacila, ni podría vacilar nn 
instante, on acoplar la realidad del cuadro siniestro de que fué 
teatro aquel tu^ar soliturio, como si du hecho lo hubiera pre- 
senciado á la Iuü de] medindhi, 

La única vacilación que asalta el espíritu, ecuiw al principio 
lie dicho, es acerca de la medida de La pena que haya de apli- 
carse A cada uno de los que en el drama sangriento tomaron 
parte. 

Que el hecho e> de aquellos que ta l« y castiga con la última 
pena, es fuera de toda duda. La apartada soledad del lugar que 
asegurábala impunidad; la intención elaborada y persistente 
en las largas horas del viage, al menos do un saqueo a mano 
armada, de que tía (eftinmuio la bula agregada ¡í la carga de 
munición patera; la falta de toda provocación, de la menor 
resistencia ó do la intención siquiera do defensa do parte de 
la víctima; la ausencia de ludo sentimiento de humanidad de 
parte do los reos, ya on los momentos que siguieron al crimen, 
ya en el curso do esta causa ; la falta de la mas remota circuns- 
tancia atenuante ; todo, todo dá a este hecho sangriento los 
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• araetéres mus mareados do ferocidad y alevosía, V es pura 
•'■¡tos ca>os que la ley reserva todo su rigor. 

Cumple pasar ahora á la parte de responsabilidad que á cada 
i) no corresponde. 

Ks indudable que la principal parle recae sobre llamas de 
María. 

El fur el que disparó el primer tiro. La agregación de la 
bala corrobora la presunción natural de que fué su intención 
causar la muerte, para evitar 6 que el asesinado impidiera el 
robo, ó lo delatara. S'i confesión es esplícita, y está do acuerdo 
con las declaraciones de Palacios y fallieron, sus cómplices ; 
con el testimonio de < 'amargo, que presenció el hecho ; e<m la 
de haberse encontrado en su poder los objetos robados. 

La única circunstancia que se pretende hacer valer en su 
favor, no os en manera alguna de tenerse en cuenta. 

Dice este desgraciado tjue anteriormente había tenido efej- 
OCHfírdot ron Hernández; r/ue la insultaba u aun hacia anuas 
ctmtra él. y une ese día cuantío h vió, entro en indignacnm 
contra él \j le peyó el tiro. Su defensor agrega, que todos los 
dato- qno la justicia ha podido recoger para establecer la cri- 
minalidad, son suministrados por los mismos encausados; y 
que, no pudiendo aceptar su confesión en la parte que le es 
adversa, y rechazarse en la que le favorece, la enemistad que 
existía entre ambos no puede dejar de tenerse ea cuenta en su 
favor, para mitigar eu algo el rigor de la penn. 

En primer lugar, no es exacto que la confesión do los reos 
sea el único elemento de prueba contra ellos. Sin la denuncia 
de ("amargo testigo presencial» acaso el crimen hubiera quedado 
impune. Los objetos robados, por otra parte» son prueba irre- 
cusable por lo menos del saqueo; á la vez quo la simple 
desaparición de Hernández arroja una presunción fuertísima, 
ligada como está estrechamente con el saqueo. 
Por otra parte, no se faa traído el menor antecedente en apoyo 
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do la enemistad que se pretende habeT existido entre el reo y 
Ja víctima, lu que hubiera sid» fácil á ser cierta en el término 
de prueba. Y por último, aunque tal enemistad hubiera existido 
y aun en el caso de ser mortal lo que tampoco se ha alegado ni 
puede admitirse por el solo dicho, no mediando una provocación 
ni causa inmediata, en nada atenuarla la gravedad del crimen. 
A nadie le es permitido ni puedo serle disculpado matar á otro, 
a mansalva con toda alevosía, simplemente porque sea su 
enemigo capital. 

Hay todavía que tener presente que el motivo del crimen 
tiene su esplieacion lógica y nal ti ral, liamos de María sabia que 
Hernández estaba al cuidado del buque. Al dirigirse a robarlo 
iba naturalmente con la intención de vencer la resistencia, que 
aquel podara oponerle, mucho mas si ora su enemigo. El dis- 
paro di-l tiro por todo aviso tiene su espl icario n y su origen 
lógico y claro en el propósito criminal del robo y no en la pre- 
tendida enemistad. 

Hamos de María es por todo lo espiu-sto el autor principal 
del crimen y aunque sus cómplices Uubierau de ser absdeltos, 
ó castigado con una pena menor, e*l debe sufrir la última en 
vista do lo que dispone el artículo i3, inciso 5, título 2, de la 
Ley do I t de Setiembre designando los crímenes sujetos á la 
jurisdicción nacional. 

El asalto y saqueo de un buque náufrago á mano armada, es 
un acto do pirateria. liamos de Mam era el quo lo encabezaba 
y lo inició; habiendo sido acompañado el delito de homicidio, 
el patrón ó capitán pirata sufrirá en todo caso ta última pena. 

Si Palacios no disparó el primer tiro, el hecho de haber aco- 
metido á un hombro gravemente herido, postrado en tierra 6 
indefenso, inliriéndolo dos puñaladas de las que inmediata- 
mente resultó la muerte, lo coloca sino al nivel de liamos de 
María, muy poco mas abajo en cuanto á su criminalidad. 
No solo es cómplice; es también actor, y muy directo en el 
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homicidio ; en el robo. Todo cuanto su h¡uli* li n on respecto al 
primero, le es aplicable eon la mu-i perfecta igualdad. Su defen- 
sor, nace valer las mismas considcraciuiic* para husear alguna 
atenuación a su crimen ; y serio tarea ¡noticiosa repetir b> qu>- 
he dicho untes para desmostrar su ningún valor. lvneuonlro que 
éi también debe ser cast igado con la última pena. 

t'uldcrou no tiivn una participación di reí- ta en la Diserte de 
Hernández, pero sí en el rol>o; que todo induce á creer, fué suye- 
rido por él, VA señor .Juez observa eon razón que asistió iiujiu- 
cilile á la perpetración del homicidio, y que concurrió ;i amarrar 
el cadáver ¡í un palo verde v ¡i cHiarlo ;,l agua, líl lia runfesaili. 
lazubieii su participación en el robo, ni lo que están perfecta- 
mentí' de acuerdo liamos de María y Palacios. El temor de que 
estos le hicieran mal que alega eoiim tina escusa en su favor, 
no es en manera alguna admisible, Nn huy un solo acto que 
autorice semejante temor, y lejos de esto, liamos de .María y 
Palacios dicen que fué él quien los convidó [ib ra ir ;i rob:ir el 
buque náufrago yes esto lo mas probable, pues era él quien ha- 
bia visto la balandra tumbada al venir aguas ahajo con Hernán- 
dez y i amargo y cu cuya mente dolie suponerse surgió primero 
la idea de aprovechar tan buena oportunidad No seria justo 
castigarlo con la misma pena que aquellos que mancharon sus 
manos con sangre, pero considero que debe sufrir la inmediata. 

l*or todo lo espuesto cumplo el doloroso deber de pedir la 
continuación de la sentencia del 8f. Juez de Sección en Mus 
sus partes. 

fot minio Cosía. 

tnllii «Ir I» Muprrtllft lorie 

Uw-tios Aires, Noviembre ;«) de iKtíU 

Vistos, y considerando : 

Mmwi. — (¿ue se halla d chifla mente comprobada en auto, 
la existencia del delito de homicidio voluntario perpetrado cu la 
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persona do Florentino Hernández, el din diez de Febrero de mil 
ochocientos setenta y nueve m la isla denominada * (iuribnldi » 
del rio Paraná. 

Segundo. t¿ue ronsla igualmente del profeso que Ignacio 
I! unios de Marñi y Nazuriu Palacios fueron los autores princi- 
pales del mencionad.) delito, siendo su cómplice Vicente í'al- 



Tcrrrn,. — Q Ul . v \ homicidio fné perpetrarlo con premedita- 
ción y alevosía sin f|uc resolte de la cansa justificación legal 
ó circunstancia que lo atenué. 

Cuarto. — Que la legislación penal impone, en nasos como 
el presente, á los .altores principales la pena .le muerte, siendo 
de jurisprudencia uniforme aplicar una menor á los cómplices. 

Por estos motivos concordantes con los do la sentencia ape- 
lada y de .1 cnerdo con lo espurio y pedido por el señor Pro- 
curador General, <e confirma Ja referida sentencia con costas, 
dejándose al juicio d.-i Pode* Kjeenlivo Nacional la designa- 
eion del lugar en .¡u*- Vicenle Calderón debe cumplir su con- 
dona» y remitiéndosete, con el Oficio do estilo, d preces., final 
para el cumplimiento ,ie ,-sta sentencia, 



J. II. l.OlUISTt V(.V. J. DOMINGUEZ, — 
H. I.Kfil I/.AMON. — l UDISLAO HtUS 
— R. M. I.ASl'il». 
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CAVIA II 



ti. liafaet ¿iUeruefo y th Meandro Harem contra U. Pedro 
J. Atinja, sobre, payo indebido é indemnización de fter- 



Sumario* — I* Reconociéndose que es comercial la obliga- 
ción contenida en un pagaré, es forzoso reconocer que una 
fianza prestada sobre ella es solidaria por ministerio de la ley 
aun cuando no se hubiese es presad o. 

2* Carece do importancia el hecho alegado pur el fiador y 
negado por el acreedor do que este agregó después de recibido 
el pagaré y sobre la firma del liador la cláusula * alianzo de 
mancomún et in solíduin ». 



Caso. — VA caso se encuentra esplicado en el 

rallo del Ju«s de Secelan 

San Juan. Octubre 30 de 187» 

Vistos: entre los Sreft. D. Kafael Zilleruelu y D. Nicandro 
Uarcia por una parte, contra Ü. Pedro José do Astorga, por 
cobro do pesos procedentes de pago indebido é indemnización 
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de daños causados-, ca virtud de falsificación del pagan' de 
f. I n con que el segundo ejecutó ú los primeros como íiadores 
solidarios, con lo alegado y probado en autos, y considerando 
según su mérito: 

i° Que la demanda de los actores se funda en el heclio de 
falsificación atribuida al demandado en el pagaré de f. f u del 
espediente agregado, haciéndoseles figurar como fiadores soli- 
darios, mediante la intercalación de las cláusulas, puestas á 
propósito sobre sus firmas y con posterioridad á su otorgamiento, 
resultando que feeron ejecutados como tales iiadores solidarios, 
aiando ellos solo habían contraído la de simples fiadores. 

Los actores agregan que sin esta intercalación fraudulenta 
de parte del acreedor Astorga habrían podido eludir la ejecución 
que este les promovió, asando del derecho que les acuerda la 
iiiUiua cláusula del artículo CU del Código do Comercio, para 
L*\¡gir interpelación judicial contra el deudor principal, quien 
lubia opuesto las eseepciones legales que obraban :í su favor; 
■i"-- t u tal concepto, el hedió de la fuleificicton ejecutado pm 
Astorgalos sometió á una ejecución injusta acarreándoles graves 
perjuicios, que estimaban con lo indebidamente pagado en Ja 
cantidad de ocho mil doscientos veinte *j ocho pesos, un centavo 
boliviano, según resulta de la cuenta de f. 87; 

2" Que sin haber contestado el demandado hasta el venci- 
miento del término legal, se abrió la causa á prueba sobre los 
hechos pertinentes, siendo de oportunidad la producida en 
autos, especialmente Ja que se reliere al hecho de la falsificación 
que sirve de base á la demanda; 

3' Que la única pieza probatoria que sobre este hecho corre 
- o ¿utos es el dictamen pericial de f. til en el cual los peritos 
animan por inducción, que la cláusula *ahauzode mancomún 
vi in solidum * puesta sobre las lirinas de los actores, han sido 
«-utas por el que escribió el documento con tinto diferente? 
después de suscrita* las mencionadas firma*, sirviendo la misma 
t, xuj 3ü 
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tinta de las clausulas para borrar en el paga-f Us palabras t y 
compañía > ¡ 

4* Que aun suponiendo cierto el hecho, aDrmado por los 
peritos, no prueba por si solo la falsedad alegada, desde que 
no consta en autos, ni loa peritos aíirman, que las cláusulas 
intercaladas en las firmas, fueran escritas por Astorga en 
amencia de los firmantes, ó* sin su conocimiento, siendo dfl 
presumir por los antecedentes espucstos por los actores y que 
constan de autos que esas intercalaciones fueron li echas en su 
presencia, ya sea antes de las firmas como lo conüesa Asteria, 
ó inmediatamente después de olios, «según las indicaciones -le 
los peritos; 

5" Que esta última presunción corrobora por dos circuns- 
tancias dignas de atención: |* Quecos Sres. Garda y Zille- 
ruelo, constituidos, según ellos en simples fiadores, consintieron 
no obstante en suscribir el pagaré, sin suprimir en su texto la 
clausula que los declaraba sudarios; 2" Que viablemente 
.ipareec una misma la tinta de que se sirvieron las partes ; loa 
actores para poner su firmas y el demandado para las cláusulas 
intercaladas, sobre lo cual los peritos guardan silencio ; 

tí" Que no estando probado el lieeho que sirve de furnia me uto 
principal á la demanda, carece do objeto y oportunidad fa- 
miliar todas las consideraciones de derecho que sur jen de aquel 
y que lian sido alegadas por los actores. 

Por estas consid raciones y otras que se omiten, fallo defi- 
nitivamente juzgando, y declaro: Que absuelvo de la presente 
demanda á U. Pedro José Astorga, dejando a salvo los derechos 
que pudieran corresponder á los actores como liadores del 
pagaré de f. 1* del espediente agregado, sin especial condenación 
en costas. Hágase saber pudiendo el actuario notiücar esta 
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Fallo de la Suprema Carie 

Dueños Aires, Diciembre 2 de 1880. 

Vistos y considerando: Primero. — Que el pagaré de foja 
una (espediente agregado) está suscrito por Don ltieardo (Jarcia 
romo principal obligado, y por Don líafael /Míemelo y Don Xi- 
caiulro l¡ arria como fiadores, habiendo estos reconocido judi- 
na luiente sus firmas á foja doce. 

Setjtmtfa. — Que si bien es cierto que los fiadores han aleando 
qm su obligación era simple y no solidaria, en el cuerpo del 
documento mencionado se espresa que eran fiadores de mau- 
comun et in satiilttm. 

Terrrro. — Que habiéndole recome-ido por los demandantes 
que la obligación que contiene el pagaré de Toja una era comercial, 
es forzoso reconocer que la lianza prestada sobre ella era soli- 
daria por ministerio de la ley (artículo seiscientos once, Código 
uV Comercio), aun cuando no se hubiese espresado. 

{'mirto.— Que carece por lo tanto, de importancia alguna 
jurídica el hecho de haber repetido la espresion de solidaridad 
-le la lianza al pié del documento, aunque el autor de semejan le 
agregación fuese el mismo acreedor. 

l'or estos fu nd amen los y los concordantes de la sentencia 
a f Hada de foja dentó cincuenta y tres ge confirma esta con 
e.i-l¡t$. Satisfechas las cuales y repuestos lus sellos, devuélvase. 

J. B. íiOHOSTIACA. — J. DOMISGL'EZ. - 
O. LECUJlANOfí. — l LADISLAO MUS. 
— S. M. LASPIUR. 
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iKJosé Maritorena, contra Doña Marta Moldan de Pcreyra, 



Sumario. — i p No puede considerara como prueba de la 
venta do un inmueble la declaración de dos testigos, uno üu 
ellos de referencia. 

2° Y menos, si el que se produce como vendedor no era el 
dueño de la cosa, y no tenia poder en forma de éste para tratar 
la venta. 

3 o EL que deduce una acción sin contar con las pruebas ne- 



Caso. — El caso se halla abundantemente esplicado en el 



Y latos, resulta de ellos: que D. José Maritorena, vecino de 
ta costa del arroyo de Pavón y propietario do un terreno colin- 
dante con otro de D* María Holdan de Pereyra, demanda á 



sobre compra de un terreno. 




Falle del Juca fterelonni 



Rosario, Setiembre S de I88U 
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cita la escrituración de la venta del suyo, alegando habérselo 
comprado en la estension de doscientas varas de frente a razón 
dtdiez pesos bolivianos billetes del Banco Provincial de Santa 
Fé, la vara lineal con el correspondiente fondo, ü» María dos- 
conoce la justicia de la demanda y secscepciona eaponieiulo: 
que no está obligada al otorgamiento de la escritura que se 
pretende, por no haber realizado tal venta en ningún concepto. 

Los hechos acaecidos que so desprenden de autos, son los si- 
guientes: 

Con motivo de un deslinde que se practicó entre ambas pro- 
piedades, la población de D* María quedó dentro de los terrenos 
de Maritorena ; eon cuyo motivo se le impuso la obligación de 
desalojarlos en el término de tres meses. 

Es del caso advertir, que esa Señora tiene un hijo llamado 
Venancio Pereyra, que viviendo con ella en perfecta armomu, 
acostumbra disponer libremente de los intereses de la madre; 
si bien respecto de sus bienes mices, no hay constancia alguna 
<]ue jamas lo hubiera hecho del mismo modo. 

Próximo á vencerse el término acordado paTa el desalojo. Ve- 
nuncio vió á un vecino, D, Juan de Dios Peralta (que es uno de 
de los dos testigos presentados por el demandante), para que 
interpusiera su valimiento con este, al objeto que le proro- 
íiara ese plazo. Con tal motivo Maritorena propuso la compra 
del campo de D» María seguramente por conducto de Peralta), 
á lo que Venancio contestó * que viendo previamente á la madre, 
daría la respuesta». 

Esta, al contestar la demanda, dice: « que su hijo le hizo ver 
« que vendiendo su terreno á diez pesos la vara, le era muy 

* ventajoso, porque, ó podría comprar otro campo mas barato 
< ó arrendar uno mas estenso y mejor que el que tenia. Que 

• ella seducida por tan alhagüeñas razones y no olvidando sus 
t anteriores reflexiones le contestó, que solo de un modo vende- 
« ria, y era : que la dejaran vivir en su terreno hasta tanto en- 
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t contrata otro para comprar ó arrendar. Siendo esto todo lo 
* que hubo, sin que jamás hubiera contratado la venta do su 
c terreno como lo afirma el demandante ». 

Ahora bien, el testigo D. Cecilio, pues que es el otro délos 
dos presentados por Maritorena, á f. 23 declara : que en el mes 
de Diciembre del a fio pasado fué Venancio el hijo de I)' María, 
¡i su casa, y le dijo: que siéndolo insuficiente el campo que po- 
seía habia resuelto venderlo, y que le pagaría una comisión *j 
lo ve ¡mVrri por diez pesos hiílvtes del Uanro Provincial la vara 
de frente. Que Funes lo propuso entontes á .Maritorenn quien 
solo le ofreció 7.10 jf por cada cien varas de frente, precio que 
no convino á Venancio, que solo quería vender ¡í razón de diez 
ppsos la vara. 

(¿uc el treinta de Diciembre dr>I año pasado, el hijo de D" Mu- 
ría vino al Rosario y dijo á Funes, que Maritorena por inter- 
medio de Peralta le ofreció los mil pesos billetes que pretendía 
por cada cien varas, y que estaba resuelto á vendérselo. Ma*. 
que romo Funes le contestase que no le era posible esperar un 
dia mas en el R osario, por estar pronto á salir para Córdoba, 
este le propuso que sí Venancio estaba conforme en esperar su 
vuelta para realizar la venta él escríbiria desdo luego A Marito- 
rena para obtener su contestación satisfactoria á las bases que 
le decia le habían sido propuestas por conducto de Peralta. Que 
así fué que escribió á Maritorena la carta que corre á f. 3» ha- 
biéndola conducido el mismo Pereyra ¡ la que fné contestada 
por aquel al dia siguiente 31 de Diciembre y que corre d f. 25, 
aceptando en un todo las propuestas de Venancio. 

Así quedaron las cosas y Funes se ausentó á Córdoba. Que á 
su regreso fué al campo con objeto de ver al hijo de D» Maria 
para realizar la venta ; no encont udolo en su casa y sí solo á 
su madre, comunicó áesta el objtvo que lo conducía, dictándole 
que esperaba que Venancio lo viese en ta suya paTa convenir el 
dia en que debia venir al Rosario á estender la escritura {Funes 



DE u&nciA XAUü>AL 



443 



110 dice que lo hubiera contestarlo D* María); mas Percyra uu 
ocurrió á la cita. Que por segunda tcí fue a buscarlo, y no en- 
contrándolo tampoco, le dejó ti mismo mensaje con ella. Y pa- 
sados ocho dias sin que euncurriese IVreyra, Funes regreso al 
I [osario, Que á los tres ó cuatro dias de estar acá, inesperada- 
mente encontró en la calle á Venancio, quien esquivaba el verle: 
siu embargo, logrando hablarlo, le dijo: que Maritorena había 
esperado tantos dias para venir bac«r La escritura ; snmtlo >n 
contestación, que su aadre babia resuelto no vender el campo 
en virtud de no tener otra propiedad. 

Que Funes comunicó A Maritorena lo ocurrido, quien le pidió 
luí se por última vez á v«r r-i podía coiwguir que la madre y < 1 
hijo cumplieran su compromiso, porque de lo contrario tendría 
que entablarle demanda, tjue Funes fué á casa do L)" María, á 
quien encontró con Venancio, y les hizo presente el compromiso 
que lia I dan contra id n por su medio, y las consecuencias qiif po- 
dría traerles faltar út'l, pidiéndoles que por su propio ¡ulerés 
realicen la venta. Masque todo fué inútil, repitiéndole lo quu 
ántes le haiiian manifestado, y que él comunicó á Maritorena. 
Que éste fué á red ir al Comí sar i o del distrito se empuñase con 
la madre y el hijo, para que eumpltcscu lo convenido; con cuyo 
motivo el Comisario llamó y habló á Venancio, quien quedó en 
contestarle dentro de tres ó cuatro dias; pasados los cuales 
probablemente le contestó que íusistia en su negativa. 

Y considerando : 

I" Que cualquiera que sea el mérito legal de la declaración 
singular de Funes, pues el testigo lYralu sido pudo saber id 
c -titenido de ella por referencia del mismo ó de Maritorena, 
sabiendo solo de ciencia propia algunos antecedentes del nego- 
cio, es de todo punto indudable ya por esa declaración, como 
por lo aducido por D' liarla en la contestación a la demanda, 
que ella y su hijo Venancio procedieron de acuerdo en todo lo 
ocurrido entre el hijo y Maritorena por intermedio de retalla y 
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Funes ; pues ademas no es concebible, qne existiendo entre Ve- 
ri unció f su madre la mayor armonía ú intimidad, y tratándose 
del mayor bien de fortuna de éste, su terreno, se proyectara su 
enajenación sin que entre ambos detenida y siriamente se hu- 
biesen ocupado de ello. 

!2" Que por iguak-s motivos, es asi también indudable, que 
l'ereyra propuso á Funes para trasmitir á Maritorena las con - 
liciones déla renta; pues seria inaceptable la suposición A» 
que dicho Funes trasmitiera otras distintas que darían por re- 
sultado la no a Imision de Fereyra y ta consiguiente irrealuu- 
cion del negocio. Por tanto puede establecerse, que es fuera « 1 « - 
duda que P» María estaba de acuenlo con su hijo en esas condi- 
ciones; lasque por otra parte, mejoraban en mucho las ante- 
riores ofertas de Maritorena, 

3" Que siendo el contrato de compra-venta un contrato o»n- 
^ensual, qne s*» realiza cuando una de las partes se obliga ¡i 
transferirá la otra la propiedad de una cosa, y esta i recibirla 
y pagar por ella un precio cierto en dinero, es indudable que m 
este caso, la venta habría sido perfecta si el proponente t'ereyra 
hubiera sitio dueño del inmueble que vendía ; ú que la hubiese 
efectuado con el poder bastante del dueño para hacerlo; pues 
si es efectivo que contaha con el cansen f ¿mirtilo ínfimo do la 
madre, ni esta le otorgó un poder público^ ni ella personalmente 
trató, ni posteriormente asintió á la enajenación, cuando Funes 
por diferentes veces fué á su casa en busca de su hijo para 
ti-rminar el negocio ; siendo muy regular que le manifestara su 
propia conformidad si la tuviese; lo que prueba, que si antea 
estuvo conforme con los actos de su hijo, había variado de re- 
solución ; como lo manifestaba su conducta con Funes y la pos- 
terior contestación definitiva de su hijo. 

4° Que siendo el terreno de propiedad de D* Mana, Venancio 
por si solo no pudo venderlo, porque es de espreso derecho que 
no pueden venderse las cosas ajenas (art. 7 o , Sec. 3 a , lib.. 2 ,J 
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tit. T. Cód. Civil); y pues que la nulidad fie osa cliso di- venias, 
solo puede quedar cubierta por la ratificación que de ellas hi- 
ciera el propietario; ratificación que fas* negada por ella ¡íntrs 
de la celebración de escritura alguna; siendo de derecho que ni 
aun el copropietario áe fa cosa puede venderla, aun en la por- 
■ ion que corresponde ni vendedor (art. o del mismo título y 
libro). 

5? Que en efecto, importando el convenio de compra-venta 
entre Pcreyray Maritorena, efectuado por intermedio do Funes, 
mi acto jurídico bilateral de carácter positivo, referente a* un 
bien ajeno, para pronunciar sobre su validez 6 nulidad, es me- 
nester atender no solo :'i la capacidad personal de ámbus contra- 
yentes, mas también a si la tenían según derecho, para compro- 
meter los intereses de un terrero; siendo efectivo que Pcreyra 
carecía de esa capacidad accidental, respecto á las formas instru- 
mentales de que debía estar revestida su personalidad jurídica 
para ese acto, desde que no estaba munido del poder publico, 
indispensable para la enajenación de inmuebles ajenos; loque 
constaba ú Maritorena, sabiendo que el inmueble objeto del 
run trato pertenecía d la madre del proponente y no á éste. 

(i* Que si bien las cosas ajenas pueden ser objeto de los con- 
tratos, no por ello el dueño esta obligado i aceptarlos; pues, 
que si el que promete entregarlas sin serlo, no hubiese garan- 
tido el éxito de la promesa, como no lo ha hecho Pcreyra, cstnrá 
solo obligado á emplear los medios necesarios para (pie la pres- 
iaeion se realice; sin que ello dé lugar por tanto á una acción 
directa, como la que se deduce contra la demandada, para que 
lleve Á término lo que no se comprometió directamente, ni por 
mandatario en la debida forma art. 41, lib. 2", Sec. 3% tít. i'*, 
< ud. Civil). 

7" Que en consecuencia y estando dispuesto por la ley, que 
cuando la forma instrumental fuese esclusivamonte decretada 
para una determinada especie de instrumentos; el contrato no 
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valdrá si se hiciere en otra forma; como que deben ser hechas 
en escritura pública las transacciones sobre bienes inmuebles; 
y que también deben serlo en esa forma las poderes y etiflígWrtra 
afros instrumentos que tengan por objeto un acto redactado o 
que deba redactarse cu escritura publica; es evidente que IV- 
reyra no pudo enajenar tálidaniente el terreno do su madre, no 
vitando autorizado por el poder competente para representarla 
en un contrato que debía redactarse en forma do pública est ri- 
lara; máxime, no existiendo en el caso M documenta privado 
que emanando del dueño, como mandante de su hijo, pudiera 
dar testimonio de su autorización {arts. 17 y 48, Sec.3", lib.2', 
tít. inca. 7" y 8' del ultimé 

X' 1 Que continuando y completi-ntando e-a doctrina, el aru- 
rulo 441 dvl mismo título y libro, y l uno recurso supremo pura 
evitar abusos é infidencias en esta cla> ■ do convenciones, pres- 
eribe que los contratos debiendo ser hechos en escritura pública, 
lo fueron por ínstrumonto particular firmado por las partes, en 
que se obliguen á reducirlos á escritura publica, no quedan CWI- 
r luidas roma tales, mientras esta no se baya armado ; si bien 
quod&seu concluidos como contratos en que se han obligado a 
hacer aquH instrumento público: siendo evidente, como se ha 
dicho, que en el caso sub jad iré, no ha existido ni aun ese docu- 
menta privada, suscrito mí aun por el hija de IV" Mam, que 
decía proceder sin poder alguno á nombre déla madre, no po- 
diendo por tanto Maritorena demandar directamente ¡i clin. 1.. 
que ni aun al hijo hubiera podido, dada la falta del instrumento 
privado en que se comprometiera á la escrituración pública; y 
pues la nulidad de un acto jurídico es manifiesta cumulo la b y 
expresamente lo ha declára lo nulo, ¿ le ha impuesto la pena do 
nulidad'; reputándose ta' es esos actos, aun cuando su mil id a i 
no haya sido juzgada. Y pues que también está dispuesto por 
derecho, que un acto jurídico para ser válido, debe otorgarse 
por personas capaces de cambiar el estado de su derecho; como 
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esta" prescrito que sean nulos los actos jurídicos otorgados por 
personas relativamente incapaett en cuanto á ellos. (Art. (i p , 
Sec. 2*, lib. tít. 4 o ; arts. I2y 13 ¡ncs. 7 o y i», Sec. 3\ lili. 
2", tít. II.CM.Ciril). 

a Que aun en el caso do que las bases que prepusiera Venan- 
cio ri Maritorem por intermedio de Funes, lo hubieran sido ií 
solicitud directamente de D" María, no consta ni aun se ha ale- 
gado, que á el ni á ella te hubiera sido comunicado por el inter- 
mediario la aceptación de Mnritnrona; estando dispuesto por el 
artículo l&j se- cion 8\ libro*', título I o y los respetables auto- 
res citados en su nota, que: € La aceptación hace solo perfecto 
t el contrato desde que ella se hubiere mandado al proponentc 
quedando soto al aceptante de la oferta derecho á reclamar 
p.'rdidas é intereses en su caso (art. p ídem); sin que consíe 
tampoco en ni tipo na parte, si bien sea de suponerse por lo antes 
relacionado, que D* María hubiera facultado privadamente tí su 
hijo para hacer tales propuestas, como no consta sino* de la de- 
claración singular de Funes y por presunción atendible, que las 
ofertas que trasmitió fueron precisamente las hechas por Ve- 
nancio : negando no obstante con insistencia la demandada que 
hubiese autorizado á su hijo para vender su campo ¡ sin que tam- 

! s " baya aprobado ni alegado que ella personalmente jamás 

ii tibiera hablado cosa alguna al respecto eou Maritoreoa. 

10. Que aun prescindiendo de las precedentes consideraciones, 
tratándose de un contrato sobre bieues raices cuyo valor escede 
de doscientos pesos, y cuya celebración se niega, solo puede jus- 
titiearse válidamente con otra prueba que la testimonial inten- 
tada; la que aparte de su singularidad en lo substancial, no ha 
estribado tampoco en un principio dé prueba fwr escrito; pues 
la carta de Funes á Maritcrena, como nu emanada directamente 
de la demandada, ni ti su nombre al menos, no tiene tal signifi- 
cación en derecho, en razón de que solo habría principio de 
prueba por escrito, cuando se presentare algún documento por 
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et de andado que haga presumible el hecho litigioso (art. 56, 
Seo. 3», lib. 2". tít. I o . C6d. Civil). 

H. Qno en este concepto, para que los contratos tengan una 
eficacia legal, no se suponen sinó se prueban, según su natura- 
leza por alguno de los medios espresados en el artículo 54, sec- 
ción 3\ libro 2\ título i\ Código Civil; y sí entre estos se enu- 
meran la de presunciones legales ó judiciales y la de testigos, 
por el artículo 57 del mismo, se determina la escepcion que * lo* 
« contratos que tengan por objeto «na cantidad de mas de dns- 
« cientos pesos, deben hacerse por escritura y no pueden ser 
« por testigos »; siendo constante que el del litigio, importa 
diez veces mas de esa suma. 

4 ojie se agrega que por el artículo 55 del título y libro ántes 
citado, los contratos que tengan una forma determinada por las 
luyes (como lo tiene el de la enajenación de inmuebles), no se 
juagaran probados, sinó estuvieron en la forma prescrita, á no 
ser quo hubiese habido imposibilidad de obtener la prueba de- 
signada por la ley (lo que no se ha justificado en el caso), ú que 
hubiese habido un principio de prueba por escrito en los que 
pueden haceTse por instrumentos privados {correspondiendo la 
forma pública al de que se trata); siendo en estos casos admisi- 
bles las pruebas designadas. 

12. Que lo ocurrido entre Venancio, Funes y Maritorena, si 
bien puede establecer respectivamente entre ellos ciertas rela- 
ciones de derecho y dar lugar A consiguientes prestaciones y res- 
ponsabilidades, tales relaciones no han surgido entre ellos j ta 
demandada directamente, para que puedan dar lugar a direct is 
acciones. 

13. Que por fin, el desistimiento de D* María á realizar la 
venta, después de su presumible primitiva conformidad privada 
con los actos de su hijo, y por indelicado 6 irregular que fuera 
ese proceder, pertenece en todo caso esclnsivamente al fuero 
interno, sin bastar, según las demostraciones de derecho que 
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preceden, ¿ dar acción & Maritorena para exigirlo judicialmente 
mj insistencia y oscnturacion ; pues que la ley trausige dotes 
c m esas irregularidades posibles que el ínteres particular puede 
fácilmente precaver desde que no se ignora el derecho, que abrir 
un ancho margen ¿manejos fruudalcntos para obtener contratos 
sobre bienes raices mus ú menos loriados é injustos, y de un ca- 
rácter mas nocivo al derecho do propiedad, a la libertad de su 
ejercicio, y al órden social que ante todo la ley se propone dicaz- 
mente salvaguardar y garantir. 

Por estos fundamentos: no ba lugar ¿la demanda. Notifiquen 
enn el orijinal y repónganse los sellos. 

Feneton Zuvtria. 

Este fa'.lo fué apelado por Maritorena, y la parte de la señora 
líoldan se adhirió a la apelación para que se declarara ú Mari- 
torena responsable di 1 todas las coatas. 

mil* ir la luprem» C *n«* 

Buenos Aires, Diciembre 2 de 1880. 

Vistos; por sus fundamentos se confirma la sentencia apelada 
de foja sesenta, ron condenación en las costas de dmbas instan- 
cias, en atención A haber intentado su acción sin contar con las 
pruebas necesarias. Satisfechas los costas de esta instancia y 
repuestos los sellos, devuélvase. 

J. I). GOHOSTUCA — J. DOMINGUEZ.— 
O. LEGUlZABtON.— t LADISLAO FRIAS. 
— S. M. LAsnun. 
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CACNA €111 



¡ten Tomás Dugttt'd y C* contra Han iíeolmdo Muñoz, sobré 
nulidad de una comitjHacion. 



Sumario. — f« Cuando se pone en cuestión ántes los Tribu- 
niiles de Provincia la inteligencia de un decreto del L\ E. Na- 
cional, fiado en ejecución de una ley del Congreso y la decisión 
es contra la validez del derecho que se funda en diclio decreta, 
constituyendo la materia del litigio, hay recursu de apelacimi 
para ante la Suprema Cor ti' Nacional . 

2* El Congreso Nacional dictó la ley do monedas de 20 >(<- 
Setiembre de J875, usando de facultades constitucionales, 

3 a El IV K. Nacional dicto el decreto deCde Junio do 1870 
designando el valor de las monedas estrangeras, en cumplimienl » 
de la ley antes citadas. 

4" Aun cuando la unidad monetaria de la República creada 
por dicha ley sea una moneda de oro y nadie esté obligado a* 
Tecibir mayor cantidad de moneda de plata que la que csta- 
blece en todo pago de mas de veinte pesos fuertes, esa limita- 
ción solo debe regir desde que se ponga en circulación la mo- 
neda nacional. 

5" Mientras esto no suceda el doble patrón es regla de nues- 
tro sistema monetario, es decir, la presunción legal de que las 
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monedas do pinta qin- circulan en la República, son un equiva- 
lente de las monedas de oro, por eí valor que les ha fijado la 
ley, como un medio de chancelación de las obligaciones. 

ü" La ley y el decreto driles citados deben ser observados 
absolutamente, y los jueces timen que aplicarlos, por incon- 
venientes y dura» que parezcan sus disposiciones. 



€atO. — La tazón social Tomas Duguid y C, demandó ante 
¡il Juez de Comercio ¡í J». Ueolindp Muñoz, del Rosario du Santa 
!'<*, la cantidad de 177 £ fies, y i« centavos, p me edén te de mer- 
caderías vendidas ¡i ptazo de í> meses, en M de Huero de 187(5, 

Tórrido trabad.*, MniW ennsignñ la suma de 17Í) y fies, y 
liii centavos en peso* bolivianos de 400 gramos pnr capital c 
intereses desde el vencimiento de la obligación; y dijo que el 
(|i 1 ,1|,J 1 neiiiiii iitn quiso p .Mr en l.i munida consignada, pero 
el acreedor Se negú á recibir pretediendo oro .sellado; que 
dicha ptefa isioo era i legal desde que el tiobierno Nacional por 
decreto de Junio de |K7(Í lijó á esas monedas bolivianas el 
uUr legal de 7t centavos fuertes. 

Pidió se aceptara la consignación y se rechazara con costas 
b demanda. 

Kn un juicio verbal las partes convinieron en que era necesa- 
ria recibir la causa ¡i prueba, pues la cuestión se reducía a deci- 
dir si Muñoz, reconociendo que la obligación es ú moneda fuerte, 
la cumplía legalmente ofreciendo en pago moneda boliviana a 
71 centavos fuertes cada una, 

FALLO DEL JUEZ DE COMERCIO 

Rosario, Agosto 2 de 1876. 
Vistos estos autos seguidos entre lo señores Tomás Duguid 
y r * con 1). Peolindo Muñoz, por cantidad de pesos. 
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Resultando de ellos: 

I o Que los Krcs.Duguidy C deducen acción ordinaria contra 
el Sr. Muñoz, por la suma de cuatrocientos setenta y siete pesos 
cuarenta y ocho centavos fuertes, importe de la cuenta de f. 1 B ; 
imponiendo que mbrado a! deudor vi dia del vencimiento, esti- 
lla pretendido pagarla en billetes del Banco ó en moneda que 
carecen del curso IwjaL 

2" El demandado contesta que es inexacto haya pretendido 
satisfacer su obligación con billetes ni con moñudas sin cursn 
legal, pues ha ofrecido posos bolivianos de 400 gramos, al 
cambio de T4 centavos, fuertes que el Gobierno de la Xaeíau 
les ha fijado al lajalhar su tjim en ta lteftt'tlrtica t de acuerdo 
con el artículo 5ÍI de la ley sobre monedas, de 29 Setiembre 
del afio ppdo., y que consecuente con estos antecedentes, con- 
signaba ante el juzgado la cantidad demandada, con mas Ux 
intereses devengados desde el vencimiento de la deuda, en las 
monedas y proporción indicada. 

IV Llamadas las partes á juicio verbal convinieron cu la acta 

de f v., que la cuestión quedaba reducida á saber si A 

señor Muñoz, reconociendo que su obligación es por la suma 
do pesos fuertes que se demandan, la cumplía legalmente 
con las monedas consignada.-, á razón de 74 centavos fuertes 
cada una. 

Y considerando: 

\ a Que según el artículo fti, título < Pe las obligaciones de 
díir » Código Civil, si la obligación del deudor fuese de entre- 
gar una suma de determinada es necio » calida'! de motín la 
corriente nacional, cumple la obligación dando la especie desig- 
nada, ú otra especie de moneda nacional ai cambio que corre 
''ii el lugar el dia del vencimiento de la obliga -ion. 

S° Que este artículo es perfectamente aplicable á ta présenle 
cuestión comercial, por cuanto en el Código Mercantil no se 
encuentra disposición alguna que lo derogue ú modifique. 
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Que al hablar el mismo artículo de moneda nacional debe 
entenderse que comprende también la moneda estrangera na- 
ciouuljzada por medio ue la fijación de su valor, en relación á 
la del país ; pues por nacional debe considerarse toda moneda 
cuyo curso está autorizado por una ley que la \acion reconoce 
como tul para todas las operaciones fiscales. 

V Que aún ^puniendo inadmisible esta interpretación, con- 
ducid al mismo resultado las circunstancias de que los pc«os 
fuertes estipulados en la obligación de que se trata, propia- 
mente hablando, m existen, como tampoco ninguna otra clase 
de moneda nacional, pues todavia no se ba hecho la acuñación 
ordenaba por la ley de Setiembre citada, y en tal caso el deu- 
dor tiene que pagar del único modo lega), mientras ,, existan 
-»tras de carácter nacional est Hitamente hablando. 

& Que el Kxnio. Uobieriio Nacional, por decreto del ü de 
Junio último, en cumplimiento de lodispuesto por el artículo 59 
'le la lev de 29 de Setiembre del año ppdo., ha declarado de 
t ur*, legal en la ttepúbtica el peso boliviano de 100 gramos, 
dfi que se ha hecho consignación por el demandado, 

« n Que, sin embargo de esto, los demandantes no están obli- 
gados á recibir esa moneda precisamente al cambio de 74 cen- 
tavos fuertes que les asigna el decreto referido, siaó al cambio 
que haya corrido en esta plaza el dia del vencimiento de la 
Aligación, cuyo pago se cuestiona ; pues ese decreto como la 
ley de su referencia siendo de carácter puramente subsistente, 
tos principios de derecho civil, tales como el artículo 46 citado 
establece que el pago se ha de arreglar al cambio que corra en el 
tnyar el dia del vencimiento de la obligación. Por estas y otras 
consideraciones que se omiten, en conformidad á las disposi- 
ciones citadas, se declara: Que los gres. Tomás Duguid y r- 
están obligados á recibir en pago de la cuenta demandada, los 
pWm bolivianos ofrecidos por Muñoz a! cambio que en relación 
'leí peso fuerte hayan tenido en esta plaza „; dia del vencí- 
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miento de la obligación ; el cual so determinará cotí arreglo á 
derecho, sin especial condenación en costas. Hágase saber pre- 
póngaselos sellos, 

Simvon S, Aliaga. 

r ALLO DEL Sl'PEMOR TIUÜLNAL OE SAKTA-KE 

Vistos, y considerando ; 

i 9 Que según el uso constante del comercia siempre que m- 
ha tratado de peso fuerte se lia entendido peso oro, en contra- 
posición al peso plata ú boliviano; 

2" Que la unidad monetaria de la He pública ha tenido siem- 
pre por tipo el oro con relación al cual, el líobierno Nacional 
lia lijado el valor de las monedus estrangeras ; 

3" Que esta misma disposición lia Tenido a corroborarse por 
la ley de 2» de Setiembre de 1875, elasilkaudu con el nombre 
de peso fuerte a la unidad oro; 

4° Que la parte de Muñoz lia confesado categóricamente, 
que el saldo que en su contra arrojó la cuenta de f. i', es a 
fuerte; 

5" Que según esta confesión y los considerandos anteriores, 
la mente de las partes contratantes al establecer la obligación 
de que se trata ha sido determinar la especie oro; 

6 o Que esta interpretación es tanto mas conforme á derecho 
cuanto ella concuerda con las doctrinas establecidas por el artí- 
culo 200 del Código de Comercio eu sus varios incisos; 

7 a Que el decreto del Ejecutivo Nacional lijando el valor de la 
moneda boliviana, no ha podido en manera alguna alterar las 
obligaciones contraidas entre Duguid y C* y Muñoz, cuando en 
ella se ha estipulado la especie de moneda en absolventarsc 
dicha obligación; 

8 a Que el deudor de especio determinada de moneda BOJtt- 
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pleta obligación dando la especie d esiguad a en el contrato ú en 
su defecto, otra especie de moñuda nacional al cambio yuc 
ron-a en el layar el ida tlel vencimiento de la obligación 
Art. ¿6, I-ib. 2*, Seo. \\ i.'úd. Civil), l'or estu« consideraciones 
y fundamentas do la sentencia apelada de 21 de Agosto último 
á f. 17, se confirma dicha sentencia sin especial condenación en 
costas. Hágase saber y devuélvanse. 

Ihmuatth ¡letomof. — Ser ero /tasa- 
bilbtuo, - Gregorio I. Careta (en 
disidencia). 

l-a parte de Muñoz apeló para ante la Suprema forte Nació- 
nal alegando que la sentencia era inconstitucional y contraria á 
la ley de monedas y decreto nacional de f> de Junio de 1870, por 
l'Mjueel caso estaba comprendido en el inciso 2? del artículo U 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales. 

VISTA DEL SESOtl l*ROCl'IUDOn l¡E>ERAL 
e Bucnoa Aire?. Marzo 2G de 1877. 

Suprema i orle : 

Ninguno de los incisos del articulo U de la ley del 03, es 
aplicable al caso presente. 

La decisión recurrida de los Tribunales de Santa Fé, no ha 
sido contra la validez de ningún tratado, ley del Congreso o au- 
toridad ejercida en nombre de la Nación, y puesta en cuestión 
en el pleito. 

lisa decisión tampoco ha sido en favor de la validez de una 
ley ó autoridad de provincia, y puesta en cuestión bajo la pre- 
tensión de ser repugnante ¿i la Constitución Nacional, tratados 
¿leyes del Congreso, 
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Dicha decisión finalmente, no ha sido contra la validez de 
ningún título, derecho, privilegio 6 exención fundada en clau- 
sula de la Constitución, tratado ó ley del Congreso, ó comisión 
ejercida en nomlrc de la autoridad nacional, en pleito en que su 
inteligencia hubiese sido cuestionada. 

El recurso de apelación, autorizado por estos incisos, agrega 
todavía el articulo i 5, debe deducirse de tal modo que su funda- 
mento aparezca de los autos, y tenga relación directa é inmediata 
i las cuestiones de validez de los artículos de la Constitución, 
ejes, tratados ó comisioues; y de las copias remitidas solo 
aparece una cuestión sobre el modo de pagar una obligación 
á peso fuerte, citándose con este motivo el Código Civil, la ley 
de moneda de 1870 que aun no está cumplida por el Ejecutivo, 
y el decreto de G de Junio, que lijó provisoriamente el valor del 
boliviano, y concluyendo por convenir las dos partes en que la 
«cuestión quedase reducida á saber si el señor Muñoz, recono- 
ciendo que su obligación es por la suma de pesos fuertes que se 
demandan, la cumpliría legalmente en las monedas consignadas 
a razón de 71 centavos cada una f. 24 vta.-. 

El pleito, pues, radicado en los Tribunales de Santa Fú fene- 
ció en ellos, y con arreglo al mismo artículo 14 invocado, el 
presente recurso es inadmisible. 

r. Tejedor. 

rallo de la fliiitrem* Cort» 

llucnos Aires. Diciembre -t de 1880. 

Vistos estos autos seguidos por la razón social « T. Duguid 
y Compañía, t contra Don Deolindo Muñoz, sobre cobro de can- 
tidad de pesos, ó mas bien, sobre validez do la consignación 
hecha por este de la suma de dinero que ofrece en pago, y que 
aquellos no quieren recibir, autos que penden ante esta Su- 
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prcma Corte por el recurso que autoriza el artículo 14 déla ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales, y de los 
cuales resulta: 

<¿uc demandado Don Dcoütido Muñoz por « T. Du^uid y 
Compañía, n ante el Tribunal de Comercio de la ciudad dc^ 
Rosario, sobre el pago de cuatrocientos setenta y siete pesos 
fuertes y cuarenta y ocho centavos, procedentes de mercadurías 
vendidas, el demandante consignó la cantidad de cuatrocientos 
setenta y nueve pesos fuertes y sesenta y seis centavos, en 
pesos bolivianos conocidos por de cuatrocientos gramos, conv* 
importe del capital é intereses de la suma que adei -ia, cuya can- 
tidad fué depositada por mandato judicial en el líanco Pro- 
vincial de Santa Fé; 

Que el demandante lia impugnado ta validez de esta consi- 
gnación, alegando que estaba convenido entre las partes, que 
la obligación era á pc-os fuerte^; y que siendo el peso fuerte, 
conformo lo dispuesto por el artículo primero de la ley de 
veinte y nuevo de Setiembre de mil ochocientos setenta y cinco, 
una moneda de oro, es decir, una determinada especie ó calidad 
de moneda, ella solo podía cumplirse, dando ta misma especie de 
moneda designada, tí otra especie de moneda nacional, al cambio 
que corra en el lugar, el dia del vencimiento de la obligación, 
con arreglo ií lo proscripto por el artículo cuarenta y seis, título 
* De las obligaciones de dar », Código Civil ; 

Que el demandado ha sostenido que la consignación hecha 
es legal, fundándose en que el decreto de seis de Junio de mil 
ochocientos setenta y seis, dictado en cumplimiento de las 
prescripciones contenidas en el artículo treinta y nueve de la 
ley de veinte y nueve de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y cinco, ha asignado al peso boliviano de cuatrocientos gramos, 
que es la moneda con que se pretende pagar el valor de sete- 
cientos cuarenta milésimos de peso fuerte, y que por este valor 
ha sido declarado de curso legal en la República ; 



158 



FALLOS DE LA SllW.MA COItTE 



Que el Juez de Comercio lia fallado esta causa, declarando 
que los Señores Tomris Duguld y Compañía, están obligados á 
redbír en pago, los pesos bolivianos ofrecidos por el Señor 
Muñoz al cambio que en relaciwt at peso fuerte hayan tenido 
m la plaza del ftosarto el día del vencimiento de la obligación; 

Que este fallo fué cotí firmado por sen tone tu del'mitha de la 
mayoría de los Jueces que componen el Superior Tribunal de 
■fusticia de h rrovincia de Santa Fé, y de ella interpone ape- 
lación Don Deoíindo Muñoz, para ante esta Suprema Corte. 
Considerando, en cuanto á la procedencia del recurso: 
Que en esta cansa se lia puesto en cuestión la inteligencia do 
la cláusula del decreto de seis de Junio de mil ochocientos 
setenta y seis, dado en ejecución de la ley de veinte y nueve 
de Setiembre de mil ochocientos* setenta y cinco, que declara de 
curso legal en la República todas las monedas cstrangeras de 
oro y plata, que en el se espresan, y por los valores que respec- 
tivamente se les asigna, y que la decisión ha sido contra la va- 
lidez del derecho que se funda en dicha cláusula, y constituye 
a materia del litigio; so admite dicho recurso, de conformidad 
con lo dispuesto por el inciso tercero del articulo catorce de la 
precitada ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales. 
Considerando sobre el punto disputado : 
Que correspondiendo al Congreso por el inciso diez del ar- 
n'culo sesenta y siete de la Constitución Nacional, < hacer sellar 
moneda, y fijar su valor y el de las cstrangeras, = sancionó la 
ley de veinte y nueve de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y cinco, y por su artículo treinta y nueve, impuso al Poder 
Ejecutivo la obligación de * lijar el valor de todas las monedas 
i strangeTas que tengan circulación en la República, con arreglo 
á la unidad monetaria creada por esa ley, y teniendo única- 
mente en cuenta la cantidad de oro y plata fina que contengan 
dichas monedas; 
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Que en cumplimiento de las prescripciones de esta ley, el 
Poder Ejecutivo dictó el decreto de seis de Junio de mil 
ochocientos setenta y seis; 

Que aunque la unidad monetaria de la República, creada por 
dicha ley, sea una moneda de oro, y nadie esté obligado í re- 
cibir mayor cantidad de moneda de plata que la que establece 
el artículo nueve, en todo pago de mas do veinte pesos fuertes ; 
sin embargo, esta 1 imitación soto debe regir « desdo que se ponga 
en circulación la moneda nacional*, según lo preseripto por el 
artículo cuarenta de la misma ley ¡ 

Que mientras esto no suceda, el doble patrón es la regla ile 
nuestro sistema monetario, es decir, la presunción legal de que 
las moneda* de plata que circulan en la República, son un equi- 
valente de la monedas de oro, por el valor que les ba fijado la 
ley, como un medio do chancelación de las obligaciones; 

Que dado el carácter obligatorio que tienen la ley y decreto 
untes citados, ellos deben ser observados absolutamente, y tos 
.Jueces tienen que aplicarlos, por inconvenientes y duras que 
aparezcan sus disposiciones; 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
fuja sesenta y una, y se declara que Don Deolindo Muño?, cumple 
su obligación, entregando á los Señores Tomás Duguid y Com- 
pañía, en pago de la suma en pesos fuertes que les ordena, el 
equivalente en pesos bolivianos de plata, de los conocidos por 
de cuatrocientos gramos, por el valor de setecientos cuarenta 
milésimos que la ley les ha asignado. 

Satisfechas en consecuencia que sean las costas de esta ins- 
tancia^ repuestos los sellos, devuélvanse los autos. Notifiqúese 
con el original. 

J. D. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. — 
O. LEGL IZAMOS. — L LADISLAO FRIAS. 
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«AINA (IV 



llarbrrán contra f). Juan Bautista Ihtzzi, sobre 
de un hijo natural. 



Sumario.- i* Cuando se trata de la hi res ligar ion de ta 
paternidad natura), las pruebas deben ser concluyeles de 
modo que no dejen duda en el ánimo del Juez. 

2 o Mucho mas cuando la investigación tiene lugar en vida 
del padre, y desconociendo éste el hijo que se le atribuye v 
cuando la madre confiesa haber tenido hijos ilegítimos de dife- 
rentes padres. 

Caso, - Doña Rafaela Barberdn, argentina, se presentó en 
Agosto de 1877 ante el Juez Federal en Corrientes, esponiendo- 
Que tema un hijo llamado Irenarco, de 2 años i meses do edad 
habido en unión natural con D. Juan Bautista Biuzi, estran- 
gero;que el padre habia retirado á su hijo la protección que 
debía prestarle y la esponente ca recia de los recursos necesa- 
rios para alimentarlo, vestirlo etc. Que por tanto deducía for- 
mal demanda contra Buzzi, pidiendo que el menor Irenarco 
fuese declarado su hijo natural, y en su consecuencia condenado 
a pasarle una mensualidad de 20 f fuertes para alimentos, ves- 
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Hdos etc., de acuerdo á lo dispuesto en loa artículos 7 y 8, Tí- 
tulo 5 o , Sec. 2 a , Lib. i\ Código Civil, con especial condenación 
en costas al demandado. 

Corrido traslado, Duna contestó que no había estado unido 
por ningún vínculo con la demandante ni era su hijo el menor 
Irenarco; que si bien las leyes prestaban toda clase (Te protección 
á los menores, ellas no autorizan para que cualquier mujer de 
mala vida como la demandante, que tenia varios hijos ilegítimos 
de distintos padres j que se entregaba ¿ la sensualidad por in- 
trés, pudiese atribuir sus hijos á la persona que le convenga. 
Que los hijos que proceden de tales madres no pueden tener pu- 
dre sogun la ley, y que la misma madre no puede tener con- 
ciencia de quien sea el padre, y que por consiguiente minos 
puede tenerla el hombre á quien se atribuye Ja paternidad. 

Pidió so rechazara la demanda con costas. 

Con la prueba producida se dictó el siguiente: 

f «lio del «!«»« / de üetvUn 

Corrientes. Octubre 9 de 1878. 

V vistos : estos autos seguidos por D* Rafaela Harberán con- 
tra 1). Juan Buzzi, pidiendo sea declarado hijo natural de éste 
su hijo Irenarco, y se le obligue en consecuencia á pasarle 
veinte pesos para alimentos; con lo alegado y probado por las 
partes: 

Y Considerando: 1 n Quo resulta plenamente justificado por 
las declaraciones do Carlos Ksqnivel f. 15, Ganara Pérez f. 18, 
Genoveva Mallorca f. 21, Manuel Sena f. 24 y demás testigos 
que corren hasta f. 35, que Buzzi ha mantenido relaciones ilí- 
citas desde el ano 74 hasta Agosto del 77 con D" Rafaela Bar- 
berán, á cuya casa iba con frecuencia y á toda hora del dia ó 
de la noche, y salia muchas veces Á la madrugada, habiendo 
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nacido durante esas relaciones el hijo de la Barberán, llamado 
lrenarco, según lo dicen los testigos, y se vé por la fe* de Bau- 
tismo que corre á f. Si, de lo que consta que aquel nació cu 
Mayo del año 7S, y que no había en ese tiempo entre ellos im- 
pedimento alguno para que pudiesen contraer matrimonio si 
hubieran querido. 

a° Que aunque los testigos Genaro Pérez y Genoveva Mallorca 
han declarado tener amistad, íntima con la Barberán, lo que dis- 
minuye la fuerza de sn testimonio ; con todo no lo invalida, 
especialmente estando del todo conforme con los demás testigos 
y solo adelantan algunos detalles que los domas no han sabido. 
Tampoco puede decirse que algunos de los testigos se hayan 
contradicho al contestar la 5* pregunta del interrogatorio de la 
Barberán, afirmando que nadie ha visitado á esta desde el año 70 
por cuanto en eso tiempo no eran vecinos, ó que hayan faltado 
é la verdad, diciendo que no visitaba sino Buzzi, cuando consta 
que Cárlos Esquive! visitaba enn frecuencia y también otros; 
pues podían saber aunque no fueran vecinos que la Barberán no 
tenia visitas desde el año 70, constándoles esto como vecinos 
desde el ano 7í, en que se mudó a su barrio ; por lo demás 
han manifestado los testigos y el mismo K quivel que las visitas 
de este eran de otro carácter que las de Buzzi y solo iba como 
vecino, y acaso con pleno conocimiento do este, 

3 o Que los testigos de la Barberán están también conformes 
en que Buzzi la sostonia, en que los peones de Buzzi y los ve- 
cinos tenían por hijo do este al hijo de aquella, y algunos como 
Ksquivel y la Pérez, fs. 15 y 18 que se hallaron presentes en el 
momento del parto, afirman que Buzzi mandó uno de sus peones 
á preguntar si era varón ó mujer el niño que había nacido, 
mandándole dinero para &us gastos ; asi como otros testigos 
refieren otros detalles que prueban claramente que Buzzi tenia 
por hijo suyo al hijo de la Barberán. 

4 o Que la prueba producida por Buzzi es inconducente en 
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su mayor parte pues el que la Barberán haya tenido otros hijos 
de otros padres, antea del que tuvo de Buzzi, y que estos hayan 
trabajado como oficiales de ¿ste, en su oficio de Alhamíes, no 
destruye la prueba producida por esta; antes bien, demuestra 
quienes son los padres de esos otros hijos, y que el menor de 
ellos naciú el año 70 es decir, cinco años antes del nacimiento 
dei de Buzzi ; además las declaraciones do sus testigos son Ta- 
pas ú no saben lo que se les pregunta ; y así no resulta probad» 
que la Uarbcrán haya mantenido relaciones ilícitas con otros, 
llorante las tuvo con IJuzzi, pues, las declaraciones de Decarli y 
Haez, fs. 52áo8 que dicen vieron entrar á la Barberán á casa de 
Andino por la noche, no concuerdan. pues uno dice que la rió 
entrar hacen como dos años y el otro*haccn como seis meses, es 
decir, después que nació el hijo, y además son peones de Buzzi; 
y del mismo modo no resulta probado que la Barberán haya 
matuenido relaciones ilícitas con Grosso 6 con otros; siendo 
á este respecto las declaraciones que algo insinúan vagas ó de 
oidasy no espresan el tiempo. 

5" Que según el artículo 2^, título de los hijos naturales del 
(Mdigo Civil, cuando los padres nieguan la filiación natural se 
admiten en la indagación de la paternida'' ó maternidad todas 
las pruebas que se admiten para probar los hechos y que con- 
i-urran á demostrar la tiliacion natural y en el presento caso re- 
sultan plenamente probados los hechos que se han referido en 
los anteriores considerandos, y que son suficientes para infundir 
una completa convicción de que el hijo de la Barberán es hijo 
natural de Buzzi ; siendo además de notar que algunos testigos 
refieren detalles ignorados por los demás, que vienen á robuste- 
cer y vigorizar la prueba que resulta de la conformidad de todos 
los testigos sobre los hechos quo demuestran la filiación. 
Considerando respecto de la acción de alimentos: 
1" Que era necesario justificar la filiación natural para tener 
derecho á los alimentos, y esto no podía hacerse sino en juicio 
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ordinario, mientras que el procedimiento en la acción de ali- 
mentos debe ser sumario, y no puede acumularse con ninguna 
acción que tenga un procedimiento ordinario, sogun lo dice el 
artículo 31, título del parentesco, sus grados etc., del Código 
Civil. 

2" Que la filiación ó título á los alimentos, es uno de los estre- 
naos que deben probarse en la acción de alimentos, siendo ni 
otro la prueba de aquellos hechos y circunstancias qne sean 
necesarias para que se lijo la cantidad y clase de alimentos que 
deben darse, 

3 o Que resultando justificado que Ircnarco os hijo natural 
de Buzzi y que está obligado ú alimentarlo y resultando tam- 
bién de autos que la madre es pobre, debe liuzzi suministrarle 
alimentos provisorios basta tanto se falle el juicio de alimentos 
definitivos, a cuyo efecto debe la Sra. líarberán deducir la ac- 
ción de alimentos en debida forma a fin de que pueda determi- 
narse la cantidad y se oiga á la parte contraria sus escepciones. 
Tur estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y de- 
claro que D. Juan Bautista linzzi es padre natural del hijo de 
D« Rafaela Barberán llamado Irenarco, y en su consecuencia, 
que está obligado á darle provisoriamente los alimentos que se 
estiman en doce pesos fuertes mensuales, hasta que se resuelva 
lo que sea de justicia sobre les alimentos definitivos con costas. 

Hágase saber y repónganse. 

(artos Luna. 
Fallo de la Suprema Corle 

Hu.'noa Aires. Diciembre 7 de 1880. 

Vistos : Considerando que cuando se trata de la investigación 
de la paternidad natural, las pruebas, atenta la delicadeza y 
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trascendencia de la materia, deben ser eoncluyentes, de modo 
que no dejen duda en el ánimo del Juez; 

Que así del>e ser con mayor razón cuando la investigación 
tiene lugar en vida del padre, y desconociendo este el hijo 
que se le atribuye; y cuando la madre, por otra parto, es como 
en este caso una persona quo según su propio testimonio, ha 
tenido Lijos ilegítimos de cuatro diferentes padres ; 

Que si bien resulta acreditado que entre Bussi y Doña Ra- 
faela Barberan hubo relaciones íntimas durante cierto tiempo, 
y que en esa época nació el niño de cuya filiación se trata, esto 
no basta para tener por cierto que aquel sea su padre, sobre 
todu cuando consta que no hacían vida común en una misma 
casa, ;ün« nuc Bussi iba con frecuencia y á todas horas á casa 
de Doña Rafaela Barberan ¡ 

Que las diversas circunstancias con que se ha tratado de dar 
fuerza á aquel hecho, ú son insuficientes, ó están insuficiente- 
mente justificados, y aún desvirtuadas por otras contrarias; 

Que las mas importantes de esas circunstancias, como la de 
haber sostenido Bussi la casa de Doña líafacla Barberan; la 
de haberlo abierto crédito en una cusa de negocio para que se 
proveyera do lo necesario ; la de haber costeado nodriza para el 
niño; la de haberle llamado á este ¿su hijo hablando con liussi 
en presencia de otras personas; todos estos hechos solo so 
apoyan en testimonios de referencia, ó singulares, y de perso- 
nas tachables y tachadas por amistad íntima con la deman- 
dante ; 

Que la creencia en que pudieran estaT los peones de Iiussí y 
otras personas de que él fuese el padre del niño, no puede cons- 
tituir prueba de la posesión de estado, desde que no so apoya 
en actos probados del mismo Bussi; 

Que por consecuencia del conjunto de la prueba, no Tesulta 
sinó presunciones mas ú menos fuertes de la paternidad preten- 
dida, pero no la certidumbre legal necesaria, dadas las circuns- 
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tancias indicadas en eljsegundo considerando. Por estos funda- 
montos, se revoca la sentencia apelada, y se absuelve de la 
demanda á Don Juan Bautista Bussi. Satisfechas las costas 
y repuestos los sellos, devuélvanse los autos. 

■ 

i. DOHISGUEfc- — O, LEGMZAHO.N- 
— (.'LADISLAO f RIAS. 
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